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Resumen 
La presente tesis busca realizar una aproximación a la situación de los derechos humanos en 
Colombia. En un primer momento se aborda la crisis histórica de los derechos humanos. Para ello 
se realiza una especie de modesta radiografía de la situación de los derechos humanos en la segunda 
mitad del siglo XX en Colombia. En un segundo momento, se escudriña el Archivo Nacional 
Constituyente de 1991 con la finalidad de encontrar algunos de los argumentos y razones más 
relevantes utilizados por los constituyentes para justificar la necesidad de que los Derechos 
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This thesis seeks to make an approach to the condition of human rights in Colombia. At first, the 
historical crisis of human rights is addressed, for that a modest radiography of the human rights 
scenario in the second half of 20th century has been made. Secondly, the National Constituent 
Archive of 1991 is examine in order to find some of the most relevant arguments and reasons used 
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Reconstruir y situar el proceso sociopolítico alrededor del debate de los Derechos Humanos como 




• Enunciar y reconstruir el clima de las múltiples violencias que se vivían en Colombia desde 
el año 1934 hasta 1991. 
• Determinar y detallar algunos aportes en materia de Derechos Humanos de los miembros 
de la Constituyente de 1991 en respuesta al clima turbio y desaforado de violencia 
sociopolítica que vivía el país.  
• Reconstruir los hechos por los cuales el texto de la Constitución de 1991 adopta la forma 
que conocemos. 
 




Como ya se ha mencionado, el clima de violencia sociopolítica que vivía el país se configuró como 
uno de los grandes problemas que se hacían visibles y ponían de presente desde mediados de los 
años 70’s a los 90’s. Siendo esto causa y consecuencia del deterioro creciente no solo del orden 
público, sino también de los sectores económicos, políticos y sociales. En efecto, la violencia 
sociopolítica y la vulneración de los Derechos Humanos están constantes e inmutables desde el 
gobierno del liberal Alfonso López Michelsen pasando por el de Julio César Turbay Ayala. Con 
algunas pausas que fueron frustradas por la toma del palacio de justicia durante el gobierno del 
conservador Belisario Betancur, para luego reflejarse crudamente en el gobierno de Virgilio Barco. 
La realidad colombiana y la esperanza de un país en paz y con justicia social naufragaban en un mar 
de violencia y terror. 
Por lo tanto, el presente texto busca evidenciar cuáles fueron las razones por las que el debate sobre 
los Derechos Humanos en el país se transformó en un tema de primer orden para la Asamblea 
Nacional Constituyente y para los miembros de la comisión primera de dicho corporado. De esta 
forma el trabajo intelectual que se construye alrededor de los Derechos Humanos en Colombia no 
es solamente un tema que se encuentra vigente como material de estudio en la actualidad, sino que 
generó un cambio significativo en su entendimiento por parte de los colombianos pertenecientes a 
las distintas esferas sociales, así esta nueva Constitución un importante punto de partida. 
Tal como lo señala Luisa Rodríguez, “Colombia se encuentra en un momento de transformación del 
conflicto, no de inflexión [,] pero sí de una nueva mutación” (Peñaranda, 2010, pág. 138) y es así 
como, a pesar de dicha mutación, las mecánicas de violación de Derechos Humanos por parte de los 
grupos armados no cesan, por lo que se hace importante estudiar los puntos más críticos del 
panorama colombiano atinente a este tema. Con el fin de poder entenderlo mejor, partiendo de sus 
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Metodología 
Al hablar de un suceso histórico como la Constituyente de 1991 se hace referencia inmediata a un 
tipo de historia, a saber, la historia del pensamiento político y de las ideas políticas. En otras palabras 
(según lo expuso Collingwood treinta años atrás de forma arrolladora), “sí alguien desea entender la 
historia de algo, deberá realizar la pertinente tarea de investigar las pruebas y descubrir qué hacían 
las personas estudiadas” (Tuck, 1996, pág. 243). 
El siglo XX sin lugar a duda, fue un escenario en el que grandes debates académicos encontraron un 
momento diferenciado. La historia como especialidad académica junto con la ciencia política no se 
quedaron atrás: “Gunnell esbozó una historia en la que el desarrollo del “conductismo” en las 
ciencias políticas durante las décadas de 1950 y 1960 habría desembocado en un ataque contra la 
historiografía del pensamiento político, considerada como actividad de escasa importancia.” (Tuck, 
1996, pág. 243). Lo que de entrada limitaba las posibilidades de un estudio histórico de los 
acontecimientos y pensamientos políticos fuera de los márgenes del conductismo. 
De este modo, bajo el panorama metodológico expuesto buscamos realizar una aproximación a los 
hechos políticos que nos ayuden a entender el porqué de los Derechos Humanos en la Constitución 
Política de 1991. Entonces metodológicamente hablando la presente tesis se apoyará en tres 
herramientas importantes, en primer lugar, la revisión de las fuentes primarias que para el caso es el 
Archivo Nacional Constituyente de 1991 ubicado en la biblioteca Luis Ángel Arango en la ciudad 
de Bogotá. En segundo lugar, la profundización sobre las fuentes secundarias y la exploración de 
una nueva documentación hasta el momento inexplorada. Y finalmente un acercamiento 
hermenéutico a la Constitución Política de 1991. 
El soporte fundamental está formado por las fuentes primarias que reposan en el Archivo Nacional 
Constituyente de 1991. De esta manera, nos concentraremos en las discusiones llevadas a cabo por 
la Comisión Primera que se encargó de los temas relacionados con los principios, derechos y reforma 
constitucional, pues tal comisión redactó y expuso el Título denominado en su momento “Derechos, 
Garantías y Deberes fundamentales” y que finalmente quedaría como “De los Derechos, las 
Garantías y los Deberes”. El cual contiene los tan conocidos Derechos Fundamentales que se nutren 
de forma directa e indirecta de los Derechos Humanos. 
En términos generales, el archivo se encuentra compuesto de siete secciones, algunas de las cuales 
se encuentran totalmente digitalizadas. La primera son las propuestas del pueblo: “En la Biblioteca 
Luis Ángel Arango existe una copia de cerca de 120.000 propuestas que se presentaron.” (Biblioteca 
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Luis Ángel Arango, s.f.), dichas propuestas fueron recogidas por el gobierno nacional entre el 16 de 
septiembre y el 3 de diciembre de 1990. La segunda está conformada por la Gaceta Constitucional, 
“La biblioteca digitalizó los 144 números de la gaceta para su consulta que se publicaron entre el 4 
de febrero y el 31 de diciembre de 1991.” (Biblioteca Luis Ángel Arango, s.f.). La tercera se 
encuentra formada por los 131 proyectos presentados a lo largo del periodo constituyente, los cuales 
se encuentran clasificados con base en los miembros de la asamblea que los presentaron, según 
informa la biblioteca. La cuarta son las ponencias que “recogían las discusiones en las comisiones y 
se presentaban ante la plenaria para la votación de la reforma”. Las restantes son los audios, videos 
y transcripciones, respectivamente para un total de 1100 casetes, 700 videocasetes, y los respectivos 
folios transcritos de todas las comisiones y plenarias. 
Debido al volumen de información contenido en el Archivo Histórico Constitucional de 1991 y al 
tema específico que vamos a tratar en la presente investigación, nos concentraremos en los 
documentos relacionados con la comisión primera. Sin llegar a significar que, de ser necesario no 
se realizaría el análisis de los archivos relacionados con otras comisiones y temáticas atinentes.  
En tanto la necesidad de aproximarse a una serie de fuentes secundarias, como se ha señalado en el 
Estado del Arte, existen una serie de libros y artículos académicos que señalan el proceso de los 
Derechos Humanos en Colombia, y que sirven de referencia en la reconstrucción del panorama 
político y social del país. Dentro de estas fuentes secundarias se llevará la revisión de los diarios y 
revistas más importantes del momento, como ejemplo están, los diarios “El Tiempo”, “El 
Colombiano”, “el Espectador” y la revista “Alternativa” que se produjo desde 1934 hasta 1980 
ofreciendo una visión del país desde los lentes de la izquierda colombiana. 
Finalmente una aproximación hermenéutica al texto propiamente de La Constitución de 1991 se 
hace necesaria para poder responder a las inquietudes planteadas en este proyecto, es decir, tal como 
“Dilthey dejó claro en su escrito Construcción del mundo histórico en las ciencias humanas que 
«comprensión» e «interpretación», los temas principales de la tradición hermenéutica, se refieren a 
tres tipos de «expresión»: «conceptos, juicios y estructuras mentales más amplias», «acciones» y 
«expresiones emotivas»” (Tuck, 1996, pág. 252). En otras palabras, esbozar un análisis bajo alguno 
de los tres tipos señalados por Dilthey nos conducirá a tener una visión más amplia de los 
acontecimientos, las acciones y los personajes que dieron vida a los mismos. 
Sin embargo, más allá de los planteamientos metodológicos y epistemológicos estamos de acuerdo 
con el Profesor Richard Tuck cuando afirma que al final “el historiador deberá emitir algún juicio 
sobre la manera de contar su relato particular, sin que le sea posible justificarlo de manera definitiva 
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frente a otro conjunto de juicios diferentes, lo cual parece razonable como forma de comportamiento 
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En los tiempos convulsos y turbios que han caracterizado el devenir de Colombia en el transcurso 
su historia, el siglo XX, hasta la actualidad, es una temporalidad que posee características especiales, 
en ella se destaca que los políticos en su afán de obtener popularidad u ocultar secretos, amañan las 
leyes a su forma. Ante esta situación es meritorio elaborar el presente estudio, el cual, nace debido 
al interés actual de analizar propuestas como la de unificar las altas cortes o la de traer una nueva 
constituyente. Estos tópicos que se encuentran en el tintero hacen importante recordar la razones por 
las cuales nuestra constitución cobra vida, y cómo fue construida para estar en gran medida del lado 
de las personas al recoger uno de los debates más importantes para el siglo en el que vivimos, el 
debate por los Derechos Humanos. 
 
Lo preocupante es que hoy en día se sigue cayendo en el error de creer que todo líder de 
derechos humanos o defensor de los mismos está vinculado a la izquierda, cuando su vinculación 
real y su compromiso es con la humanidad y con la necesidad subsecuente de generar un equilibrio 
económico y social en nuestro país, la necesidad de que tantos millones de personas salgan de la 
pobreza extrema, o que por lo menos tuvieran las herramientas y las garantías para defenderse de los 
atropellos de un Estado en gran medida inoperante y desinteresado en atender las necesidad primarias 
de las poblaciones más necesitadas de Colombia. 
 
Partiendo de estas realidades preocupantes, surge la curiosidad por explorar, desde una 
perspectiva histórica: ¿cómo ha sido el proceso de enunciación y protección de los derechos humanos 
en el país? Para responder a esta pregunta, en un primer capítulo, se abordará todo lo relacionado 
con la crisis de los derechos humanos a lo largo de la segunda mitad del siglo XX y cómo las acciones 
de los diferentes gobiernos presidenciales terminaron por llevar la crisis a niveles inadmisibles, 
volviéndose necesario intervenir de algún modo las instituciones estatales. Es así como surge la idea 
de una Asamblea Nacional Constituyente como respuesta e intento de aminorar el clima de 




Por otra parte, en un segundo capítulo, exploramos la relación conceptual y discursiva entre 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 y el proceso constituyente de 1991. 
También se decantará la revisión del archivo histórico constitucional del 1991 y de otros archivos 
como las Gacetas Constitucionales, las cuales permiten identificar las concurridas alusiones al 
concepto de Derechos Humanos y los profundos debates y/o reflexiones que se suscitaban a su 
alrededor. El cuantioso volumen de información hace imposible recoger aquí todas las observaciones 
que se realizaron, sin embargo, se trató de retomar elementos de valor que permitan evidenciar, 
cuáles eran los argumentos primordiales de algunos constituyentes para sostener la necesidad de 
incluir los Derechos Humanos de forma expresa o tácita al interior del título que contendría los 
derechos fundamentales de todos los colombianos. 
 
Finalmente, las conclusiones buscan de manera puntual hacer una breve reflexión sobre 
todos los elementos que fueron tenidos en cuenta durante el desarrollo de la investigación, sin dejar 
de lado los alcances y limitaciones que fueron detectadas durante dicho desarrollo. Vale aclarar que 
junto a este trabajo se adjuntan una serie de anexos que pueden llegar a ser cuestionados por su 
extensión, puesto que son considerablemente grandes para un escrito de este tipo, por esta razón se 
detallará un poco sobre cada uno de ellos. 
 
El anexo 1 lo componen una serie de traducciones elaboradas por el autor que tratan los 
reportes de Amnistía Internacional para Colombia desde 1974 hasta 1994, dichos reportes son 
anexados porque se cree son de inmenso valor como material de consulta para la comunidad 
académica y la sociedad en general, puesto que allí hay información que no se encuentra en otros 
lugares y que es necesaria tener en cuenta a la hora de entender otros archivos como lo son el libro 
negro de la represión y el Informe Sobre La Situación De Los Derechos Humanos En La República 
De Colombia, Elaborado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
 
En tanto el anexo 2 se conforma de una serie de tablas realizadas por el autor como 
herramienta metodológica para la investigación, dichas tablas son una serie de índices para el 
Archivo Nacional Constituyente que se encuentran ordenados por comisiones, en su interior se 
derivan en tres categorías ponencias de los constituyentes, transcripciones y proyectos de reforma 
constitucional. En este sentido, se eligieron una serie de palabras clave y se rastrearon a lo largo de 
todo el archivo, permitiendo generar un listado ordenado de donde se pueden encontrar dichas 
palabras en cada uno de los documentos que conforman el archivo del ANC, siendo este el motivo 
Introducción 3 
 
por el cual se considera importante incluir este anexo, que sin duda es una herramienta fundamental 
en el quehacer del historiador. 
 
Por lo tanto, el presente texto, busca evidenciar cuáles fueron las razones por las que el 
debate sobre los Derechos Humanos en el país se transforma en un tema de primer orden para la 
Asamblea Nacional Constituyente y para los miembros de la comisión primera de dicha corporación. 
De esta forma el trabajo intelectual que se construye alrededor de los Derechos Humanos en 
Colombia no es solamente un tema que se encuentra vigente como material de estudio en la 
actualidad, sino como un precedente que generó un cambio significativo en el entendimiento de los 
derechos por parte de los colombianos pertenecientes a las distintas esferas sociales, así esta nueva 
Constitución un importante punto de partida para la construcción de un país en paz y con justicia 
social. 
 
Es así como veintisiete años de haberse promulgado la constitución de 1991, a pesar de los 
muchos antecedentes, esfuerzos y logros por alcanzar la paz, los colombianos seguimos sumidos en 
dinámicas de profunda violencia sociopolítica y abuso de autoridad. Precisamente, la importancia de 
este trabajo radica en la necesidad de ofrecerle al país una visión un poco más clara de la historia de 
los Derechos Humanos en Colombia. Reconstruir los hechos acaecidos en la Asamblea Nacional 
Constituyente, y ¿cómo dicho texto asume la forma que conocemos hoy?, es pieza clave para la 
defensa y mantenimiento de los derechos de todos los colombianos.  
 
No podemos desconocer que, si bien la violencia continúa, el reconocimiento de los 
Derechos Humanos de forma expresa y el desarrollo de mecanismos al alcance del ciudadano para 
su defensa, se transforman en el primer pilar de la búsqueda de una nación más justa y equitativa; 
además de social, política y económicamente equilibrada, en donde la paz que tanto se ha añorado 










1. Capítulo 1: Una radiografía de la violencia y la 
crisis de los Derechos Humanos en Colombia. 
La crisis de los derechos humanos en Colombia es resultado de la sumatoria de una serie de 
hechos trágicos, y la evidencia de su violación se hace necesaria para comprender lo que 
ello implica en nuestra sociedad, anotando que no solo se trata de un exterminio del cuerpo, 
por medio de prácticas como la tortura, la desaparición forzada y el asesinato, a ello se suman 
las lógicas que componen un país fragmentado geográfica y políticamente, lo que conlleva 
a la vulneración de los Derechos Humanos que cabe decirlo, son mínimos para el desarrollo 
de una vida digna, algunos de ellos tales como la vivienda, el desarrollo cultural, las 
libertades sindicales, y las libertades políticas. Esto arroja como resultado un clima de 
violencia y represión, que hace casi imposible la justicia social y el cumplimiento de los 
diversos tratados de Derechos Humanos suscritos por Colombia. 
1.1 Un anhelo de justicia social y paz 1934-19741 
 
Los años treinta en Colombia se caracterizaron como muchas otras décadas por los fuertes 
desequilibrios sociales y económicos, dicha situación se veía reflejada profusamente en el 
ámbito agrario. La figura del latifundio no era desconocida para las masas de campesinos, 
tenían claro su significado, una vasta acumulación de tierra por parte de individuos y 
terratenientes que coludidos con el establecimiento aumentaban su dominio territorial. De 
este modo, 
                                               
 
1 Este es un período denominado por algunos historiadores y académicos como La Violencia, y ha sido 
escogido como punto de partida para contextualizar sobre ciertos hechos, actores y dinámicas necesarias para 
entender el problema de los Derechos Humanos en Colombia. 
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En un país de regiones, con una geografía que desafía todo intento de unificación, La 
violencia fue un fenómeno que mostró con claridad las debilidades del Estado Colombiano. 
El gobierno estaba a todas luces restringido a la plaza de Bolívar y a otras plazas centrales 
en las capitales regionales del país. La gente del campo no tenía incentivo para obedecer 
las leyes arbitrarias, irradiadas desde una capital distante y escritas por políticos que no 
entendía la vida rural.2 
 
La coexistencia de situaciones sociopolíticas alarmantes en el país producirá 
entonces el caldo de cultivo perfecto para el surgimiento de un periodo comprendido entre 
1934 y 1974 que la historiografía colombiana ha denominado La violencia. En el cual, la 
clase social menos favorecida de todos los remotos rincones del país se embarcó en la 
búsqueda de oportunidades y el mejoramiento de sus condiciones sociales. Como resultado, 
“El débil liderazgo político del centro no pudo impedir que se presentaran conflictos 
políticos y sociales en regiones ajenas al poder de la clase gobernante de Bogotá”3. 
Los gobiernos liberales en el poder en la década de los treinta desde Enrique Olaya 
Herrera prometían aires de cambio y justicia social. Durante el mandato de Alfonso López 
Pumarejo el programa de la “Revolución en marcha” sentaba las bases de un imaginario 
colectivo de transformaciones radicales y reformas sustanciales tales como la Ley 200 de 
1936 -conocida como la Ley de Tierras- que una vez más propendía por una redistribución 
de predios y baldíos a los campesinos colonos y productores.4  
A pesar de esto, las intenciones liberales no lograron el éxito que todos esperaban, 
el gobierno siguiente, del también liberal, Eduardo Santos puso freno a una porción 
considerable de los intentos de reformas lopistas. Santos cercano a los consejos de los 
Estados Unidos5 e inmerso en los albores de la Segunda Guerra Mundial se inclinaba por el 
mantenimiento del statu quo a nivel nacional. Con todo, el repudio de los conservadores al 
                                               
 
2 Michael J. La Rosa y Germán Mejía. Historia concisa de Colombia. (Bogotá: Penguin Random House Grupo 
Editorial S.A.S, 2017), p.178. 
3 La Rosa y Mejía. “Historia concisa”, p. 177. 
4 Centro Nacional de Memoria Histórica, Tierras y conflictos rurales. Historia, políticas agrarias y 
protagonistas, (Bogotá: Centro Nacional de Memoria Histórica, 2016).  
5 Para entender esta cercanía al gobierno de los Estados Unidos, se sugiere al lector ver David Bushnell, 
Eduardo Santos y la política del Buen Vecino, 1938-1942. (Bogotá: El Áncora Editores, 1984). 
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liberalismo fue inevitable y se manifestaba con más aires de violencia. Un ejemplo de ello 
fue cuando “En 1939 Aquilino Villegas, desde El Siglo, recomendó al conservatismo la 
adopción de la “lucha armada” y Laureano Gómez elogió la “acción intrépida” en la 
convención conservadora.”6. Santos no solo se enfrentó a los conservadores, también a una 
fuerte disidencia en el seno de su propio partido y así, 
López comenzó a diferenciarse del gobierno, para preparar el regreso a poder. Fundó el 
periódico, El Liberal, y lo puso bajo la dirección de su hombre de confianza, Alberto Lleras 
Camargo, y mostró sus desacuerdos con Santos, por su política demasiado fiel a los Estados 
Unidos o su timidez social.7 
 
El descontento producto de la pausa condujo a proponer la candidatura de Alfonso 
López Pumarejo por segunda vez a la primera magistratura del Estado colombiano. Aunque 
como lo reseña Jorge Orlando Melo en su reciente Historia mínima de Colombia, muchos 
liberales insistieron en oponerse a su reelección. La intención de los colombianos era clara, 
deseaban poner de nuevo en marcha la tan anhelada “revolución”. No obstante, el nuevo 
mandato de López resultó de manera profunda afectado por el panorama político 
internacional complejo, producto de la Segunda Guerra Mundial, y la posición del gobierno 
frente a esta, que generó las condiciones para que los incesantes ataques de los 
conservadores aumentaran desde el tintero del periódico El Siglo, sumado a todo esto la 
crisis de los sectores populares inconformes con una promesa de cambio que no llegaba.  
La situación del gobierno de López alcanzó un punto alto de tensión cuando en el 
mes de julio de 1944 se intentó un golpe de Estado por parte de los militares opositores8. Un 
año después presentaría su renuncia y sería reemplazado por Alberto Lleras para culminar 
el periodo en medio de la inestabilidad social y el desprestigio resultado de las divisiones 
internas del partido Liberal. Los liberales, no lograban hallar el candidato adecuado con el 
                                               
 
6 Jorge Orlando Melo, Historia mínima de Colombia. (Madrid: El Colegio de México AC, 2017). p. 206. 
7 Melo, “Historia mínima”. p. 206. 
8 Para mirar con detalle este acontecimiento se recomienda Adolfo León Atehortúa Cruz, "El cuartelazo de 
Pasto." Historia crítica Vol. 37 (2009): 148-169. 
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cual mantener el poder y que lograse llevar a cabo todas las promesas fallidas sin poner en 
mayor riesgo la situación con los conservadores, a causa de que 
la división liberal enfrentaba a dos políticos con una historia de radicalismo juvenil 
(Gabriel Turbay había sido fundador del Partido Socialista Revolucionario en 1926 y Jorge 
Eliécer Gaitán de la UNIR9), y de gestión en los gobiernos liberales, entre 1936 y 1944.10  
 
Los liberales no lograron la unidad de partido, por lo que se llegó a creer que entre 
Gaitán y Turbay se definirían la presidencia de la república para el año de 1946. Pero 
Laureano Gómez aprovechando la coyuntura que atravesaba el país, la situación de violencia 
y sin lugar a duda el desprestigio liberal, impulsó la candidatura del conservador Mariano 
Ospina Pérez, “Su campaña trató de presentar a Ospina, un empresario antioqueño que había 
mostrado su habilidad como dirigente cafetero, industrial y urbanizador, como político 
prudente, tolerante y católico, ejemplo de las virtudes nacionales, cercano a campesinos y 
obreros.”11 
El gobierno de Ospina no fue en absoluto un tiempo de calma, a pesar de su 
propuesta de crear un gobierno de Unión Nacional la concurrida influencia de Laureano 
Gómez en las decisiones eran evidentes12, tras el asesinato de Gaitán a manos del presunto 
perpetuador Juan Roa Sierra, la reacción de la masa enardecida y de los jefes políticos 
liberales y comunistas no se hizo esperar, acusando y responsabilizando a los líderes 
conservadores y al gobierno de orquestar el magnicidio. 
Tras los sucesos, Gómez huye del país con destino a España por temor a la violencia 
desatada, mientras Ospina intenta normalizar la situación de violencia desbocada que 
atravesaba el país, logrando un acuerdo con los liberales que no sería para nada exitoso, 
puesto que no había forma de revertir lo sucedido y nada podía generar un ambiente que 
                                               
 
9 Unión Nacional Izquierdista Revolucionaria 
10 Melo, “Historia mínima”. p. 210. 
11 Melo, “Historia mínima”. p. 211. 
12 Una de las presiones que más malestar causó entre la gente en especial sobre lo liberales fue la exclusión de 
Jorge Eliécer Gaitán como delegado en la IX Conferencia Panamericana, celebrada en Bogotá en la fecha de 
su asesinato. 
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tranquilizara la desconfianza creciente entre ambos bandos, “muchos liberales estaban 
seguros de que la persecución volvería y había que prepararse para enfrentarla, mientras los 
conservadores más desconfiados creían que los liberales estaban ganando tiempo para una 
eventual revuelta.”13 
Ni las instituciones políticas se salvaron de manifestaciones de violencia directa tal 
como lo expresa Melo, 
 Las sesiones del congreso entre julio y noviembre (1949) fueron caóticas y violentas, y en 
septiembre, después de un intercambio de insultos y en medio de pitidos, dos 
representantes sacaron los revólveres: un espectador, según las versiones más creíbles, 
disparó contra el representante liberal.14 
La tensión creció a tal punto que los liberales buscaron que el congreso juzgara al presidente 
Ospina, lo cual generó su reacción inmediata clausurándolo el 9 de noviembre “A partir de 
entonces gobernó mediante decretos de “emergencia” o de “estado de sitio”, una práctica 
que se mantuvo hasta 1958; desde entonces hasta 1982 coexistieron debilitado y los decretos 
legislativos del ejecutivo”.15 
Ese año de 1948 Colombia se vería atravesada por una fuerte ola de violencia 
bipartidista y a nivel internacional grandes cambios marcaban el compás de un agitado siglo 
XX que hacía eco en el país. Uno de estos ecos -tal vez el más importante- la aprobación de 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos16 pasaba desapercibido para la gran 
mayoría de los colombianos, hallándose todavía sumidos en aquella fría tarde del 9 de abril 
de 194817, de ahí que, muy por el contrario de lo enunciado en el artículo 1 de dicha 
declaración los colombianos no se comportaban fraternalmente los unos con los otros. 
                                               
 
13 Melo, “Historia mínima”. p. 215. 
14 Melo, “Historia mínima”. p. 217. 
15 Melo, “Historia mínima”. p. 217. 
16 El 10 de diciembre de 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas con 48 votos a favor, 8 
abstenciones, y 2 ausencias aprobó y proclamó dicha declaración. El voto de la delegación colombiana fue a 
favor de su aprobación. 
17 Los acontecimientos que trascendieron ese día fueron conocidos con posterioridad como el Bogotazo, el 
asesinato del caudillo liberal y candidato presidencial Dr. Jorge Eliécer Gaitán Ayala. Se produjeron brotes 
casi incontenibles de violencia de una masa enardecida por la muerte no solo de su líder sino también de una 
esperanza. 
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A finales del gobierno de Mariano Ospina, regresaría Laureano Gómez para caldear 
aún más la coyuntura al plantear “que el liberalismo colombiano era en realidad un 
monstruo, un basilisco de cabeza comunista y cuerpo liberal, y había que destruirlo”18. A 
los pocos días el conservatismo lo eligió candidato a la presidencia resultando electo en 
agosto de 1949.  
Gómez, fiel a sus ideas en pro de la persecución y la destrucción del Partido Liberal, 
no propendió por calmar la ola de violencia que azotaba al país, por el contrario “volvió a 
su proyecto, que era hacer imposible un triunfo liberal futuro, que asociaba con el 
comunismo y el protestantismo.”19, lo cual motivó a algunos conservadores a fundar 
movimientos de “contraguerrillas, conocidas como pájaros, aumentaron la violencia, pues 
se convirtieron en instrumento de venganzas políticas o se aprovecharon para apropiarse de 
fincas y ganados de los perseguidos.”20. La tolerancia de Gómez a todos los actos de 
inusitada violencia por parte los conservadores, con el agravante de una postura radical que 
los alentaba a continuar con la cruzada de exterminio liberal provocó que perdiera el apoyo 
de una importante ala del partido dando como resultado la fragmentación y el choque entre 
laureanistas y ospinistas. 
Corría el año de 1953, y Roberto Urdaneta Arbeláez ejercía las funciones 
presidenciales debido a la enfermedad que aquejaba al presidente Laureano Gómez. El 13 
de junio el Teniente General Gustavo Rojas Pinilla alentado por algunos jefes conservadores 
entre los que se hallaba el expresidente Mariano Ospina y enfurecido por el rumor de su 
destitución ordenada por Gómez se lanzó en ristre a tomar el poder. “pidió a Urdaneta y a 
Ospina que asumieran la presidencia, a lo que se negaron, pues no querían cuestionar la 
legitimidad que reconocían al gobierno de Gómez”21, por tanto, Rojas Pinilla asume el poder 
contenido en la presidencia de la república. 
                                               
 
18 Melo, “Historia mínima”. p. 216. 
19 Melo, “Historia mínima”. p. 216. 
20 Melo, “Historia mínima”. p. 219. 
21 Melo, “Historia mínima”. p. 220. 
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Aunque la dictadura del General Rojas de nuevo prometió cambios sociales para 
las clases desamparadas por el Estado y el establecimiento de la paz mediante la idea de un 
gobierno que tomaría distancia de los partidos políticos, la realidad fue muy distinta a lo 
descrito. Rojas asumió una posición conservadora y ortodoxa, abanderada del discurso del 
exterminio comunista y de la preservación de los valores católicos. Todo sumado le costó la 
popularidad y el respaldo de diversos sectores liberales que en sus inicios lo habían visto 
con buenos ojos. 
Autoritarismo, persecución y represión no dieron espera, al punto de censurar la 
prensa mediante la clausura de los periódicos y diarios El Siglo, El Tiempo, El Espectador, 
El Independiente, y El gráfico, Entre muchos otros que mostraron disensos respecto a las 
políticas del gobierno con especial énfasis en las pretensiones de que la ANAC -Asamblea 
Nacional Constituyente-, conformada en su mayoría por simpatizantes rojistas, extendiera 
su mandato hasta 1962. Así pues:  
la actitud crecientemente autoritaria de la dictadura del general Rojas Pinilla, quien a 
medida que revelaba sus intenciones de perpetuarse en el poder entraba en contradicción 
con los partidos políticos y con los sectores civilistas y democráticos de la sociedad.22 
La necesidad de reestablecer un gobierno civil y por tanto retomar las riendas del poder, 
condujo a la élite partidista a entablar un acuerdo que resultó en la constitución de una 
democracia teatralizada entre 1958 y 1974. El Frente Nacional denominado así desde 
entonces se discutió como un pacto democrático entre los líderes liberales y conservadores 
tras la firma del Pacto de Benidorm el 24 de julio de 1956 entre los expresidentes Alberto 
Lleras Camargo y Laureano Gómez. 
En un intento de legitimación -efímero pero exitoso- la decisión de constituir dicho 
pacto fue puesto en consideración del pueblo que en ansias de paz votó a favor de este en el 
plebiscito de diciembre de 1957. Tanto fue el estupor que los propios líderes del Partido 
Comunista instaron a sus militantes para que apoyaran con su voto a favor la iniciativa 
                                               
 
22 Gabriel Silva Luján, “El origen del Frente Nacional y el gobierno de la Junta Militar”, en Enciclopedia 
Nueva Historia de Colombia Tomo II, ed. por Álvaro Tirado Mejía (Bogotá: Planeta Colombiana Editorial 
S.A, 1989). p. 187. 
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plebiscitaria. Y al final los colombianos cayeron en el error una vez más de creer en un 
discurso que instrumentalizaba la paz como elemento político electoral bajo los parámetros 
planteados por el frente para el restablecimiento de la democracia que había caracterizado 
al país, con el condicionante de que fuese bajo la alternancia de los partidos en la presidencia 
y la paridad de cargos públicos entre ambos. 
El establecimiento de un acuerdo de alternancia política limitaba de forma directa 
los alcances de la democracia y la participación, puesto que las posibilidades de otras 
expresiones políticas quedaban reducidas a minorías tales como la ANAPO o en el mejor de 
los casos a divisiones al interior de los dos partidos tradicionales como fue el MRL de 
Alfonso López Michelsen, que por las condiciones del pacto no podía alcanzar a llegar a la 
presidencia. Estos hechos terminan por comprobar el rechazo creciente al pacto 
“democrático” y su pérdida de legitimidad a raíz de que estas  
medidas de urgencia y provisionales, sin duda, pero de tal duración, y de tales 
características, que no podían dejar de trastornar por completo el carácter y las funciones 
de los partidos políticos y de abrir una brecha insondable entre el Estado y la sociedad 
civil.23 
Aunque las violaciones de los Derechos Humanos habían sido una constante hasta 
1958, el pacto que buscaba aminorar la violencia en el país y restablecer las garantías 
democráticas y civiles tampoco dejaba de configurarse como una violación a tales derechos 
al introducirse “por un largo período normas curiosamente artificiales que difería por 
completo de los criterios y principios clásicos de la democracia, como la paridad política en 
las corporaciones y los cargos públicos y la alternancia presidencial.”24.  
La artificialidad de estas normas se pone de manifiesto cuando se contrastan a la 
luz del artículo 21 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos que en sus tres 
incisos anota de forma clara los parámetros necesarios para garantizar una democracia libre 
y auténtica. Dispone así: 
                                               
 
23 Estanislao Zuleta, Colombia: Violencia, democracia y derechos humanos. (Bogotá: Editorial Planeta 
Colombiana S.A, 2015). p. 151. 
24 Zuleta, “Colombia: Violencia”. p. 151. 
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Artículo 21. 1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, 
directamente o por medio de representantes escogidos. 
2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a 
las funciones públicas de su país. 
3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta 
voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de 
celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto 
u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad de voto. 
 
En estos términos la democracia planteada por el Frente Nacional no garantizaba 
una posibilidad de participación directa propiamente dicha, debido a que ningún candidato 
que no fuera liberal o conservador podía ganar las elecciones, como ejemplo de ello están 
las elecciones presidenciales del 19 de abril de 1970 donde Misael Pastrana Borrero derrotó 
al líder de la ANAPO -Alianza Nacional Popular- Gustavo Rojas Pinilla por un estrecho y 
controvertido margen de 70000 votos. 
La autenticidad de las elecciones se veía comprometida no solo por el hecho de 
que la democracia colombiana se redujera a la mera expresión del sufragio sino por el 
agravante de que la voluntad del pueblo como base de la autoridad del poder público fue 
limitada de forma intencionada tal como lo resalta Estanislao Zuleta “Las circunstancias 
eran graves y las instituciones rígidas. No se podía convocar al constituyente primario 
porque el plebiscito de 1957 había prohibido los plebiscitos, en una curiosa figura de suicidio 
institucional”25 
El claro bloqueo al constituyente primario, la reducción de la democracia a un 
simple ejercicio sufragante, y la falta de garantías políticas para el establecimiento de la 
oposición son una muestra importante que nos ofrece la historia del desconocimiento de la 
élite política colombiana frente a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, o 
posiblemente la falta de voluntad política que emprendiera la importante tarea de cumplirla. 
El Frente Nacional producto de su artificialidad política impedía la autenticidad de la 
                                               
 
25 Zuleta, “Colombia: Violencia”. p. 152. 
14 De la fatalidad natural a los derechos fundamentales en Colombia 
 
democracia colombiana, por tanto, puede ser entendido en sí mismo como una vulneración 
directa a los Derechos Humanos, que a lo largo de los años ha pasado desapercibida para 
todo un país y para sus libros de historia. 
De lejos la mencionada arriba fue la única violación de los Derechos Humanos en 
este interregno. El retorno a los valores democráticos y civiles no garantizó en su totalidad 
un cambio a nivel de la represión, si bien la violencia bipartidista disminuyó en términos 
considerables por el pacto del Frente Nacional este mismo asumió el discurso de la doctrina 
de la seguridad nacional y la contrainsurgencia anticomunista que funcionó como estandarte 
para el autoritarismo, la represión y la persecución26. 
En el pacto de Benidorm, Alberto Lleras y Laureano Gómez resaltan,  
La fría y objetiva consideración de todos los aspectos actuales de la Patria permite indicar 
claramente a los colombianos que existe una solución satisfactoria para los males que 
padecen. Sobre la base del entendimiento amplísimo para la imperiosa reconquista del 
patrimonio común, los representantes auténticos y genuinos de los partidos oirán la 
sugestión de los procedimientos que entreabren esas patrióticas perspectivas. Tales 
representantes los estudiarán y adoptarán llegado el caso para dar al pueblo no solo la 
reconquista de la perdida libertad sino la visión concreta del desenvolvimiento de las 
posibilidades de la inmensa mayoría de los colombianos para obtener un mejoramiento 
radical de sus condiciones de vida y para salvar el abismo que se está abriendo entre una 
corta clase social súbita o ilegalmente enriquecida y una gran masa que cada día se 
empobrece más.27 
El reconocimiento por parte de estos dos líderes de la realidad de aquella gran masa 
cada día más empobrecida no fue ni de lejos el inicio de un período de justicia social basada 
en aquel común denominador que transversaliza la historia colombiana: una reforma agraria 
equitativa y real, sumado al establecimiento de derechos sociales que propendieran por 
cambiar la realidad de forma sustancial de las clases menos favorecidas, al garantizar un 
equilibrio de oportunidades. Durante todos los hechos mencionados hasta ahora el clamor 
popular estuvo presente y, aunque vinculados o no a un actor específico su interés constante 
                                               
 
26 Francisco Gutiérrez, El Orangután con sacoleva. Cien años de democracia y represión en Colombia (1910-
2010). (Bogotá: IEPRI-Debate, 2014). p. 149. 
27 Silva Luján, “El origen del Frente Nacional y el gobierno de la Junta Militar”. p. 193. 
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fue mejorar las condiciones de vida de los millones de colombianos que padecían la pobreza 
y la violación de sus derechos.  
Llegados a este punto, los que se hacían llamar “los representantes auténticos y 
genuinos de los partidos”, a fin de cuentas, eran solo eso, representantes de los partidos 
políticos, a consecuencia de que su legitimidad fue puesta en duda por los mismos 
acontecimientos que los rodearon durante sus mandatos, que estuvieron marcados por la 
apatía y el desinterés de la élite política por resolver los problemas urgentes por los cuales 
la sociedad colombiana clamaba soluciones. Para ello haremos uso de varias fuentes entre 
ellas un informe de la época titulado El libro Negro de la represión: Frente Nacional 1958-
1974, publicado en el año de 1974 por el Comité de Solidaridad con los Presos Políticos 
dirigido por Enrique Santos Calderón y financiado por Gabriel García Márquez. Dicho 
informe es una muestra de lo que la represión y la violación de Derechos Humanos significó 
para los habitantes de Colombia durante los 16 años del pacto frente nacionalista. 
Entre 1958 y 1962 se desarrolla el gobierno de Alberto Lleras Camargo, el cual 
comenzaba con aires de júbilo y esperanza pues la paz estaba cerca luego de un largo periodo 
de exterminio y violencia28. La ilusión se hallaba concentrada en las posibilidades de que el 
gobierno trajera consigo justicia social y reivindicación del campesinado azotado y 
empobrecido por décadas de violencia y represión.  
Según Zuleta:  
Había muchas razones para emprender una reforma agraria ya que esta era un medio de 
pacificación y el tratamiento más adecuado para los guerrilleros que aceptaran la paz. Para 
muchos de estos, como para los llamados entonces “exiliados de la violencia”, un reparto 
de tierras significaba apenas una reparación por lo que se les había arrebatado.”29. 
Pero por desgracia el asesinato del ex jefe guerrillero liberal Guadalupe Salcedo en 
1957 en la ciudad de Bogotá a manos de la policía secreta se tornaría en presagio de la 
persecución y violación de los Derechos Humanos en los años venideros. 
                                               
 
28 Melo, “Historia mínima”. p. 232. 
29 Zuleta, “Colombia: Violencia”. p. 153. 
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Para diciembre 3 del año 1958, ya Colombia se encontraba bajo estado de sitio30¿el 
argumento?, los partidarios del depuesto general Rojas Pinilla intentaban recuperar el 
poder31. El estado de sitio ya fuera en su modalidad parcial o total, sería levantado por 
tiempos breves durante la duración del pacto, y en el caso de Lleras solo sería levantado 
hasta finales de su mandato en 1962. Esta figura se había convertido en algo natural pues se 
tornaba como una útil herramienta para gobernar. 
La represión heredada del gobierno de Rojas continuaba rampante, en septiembre 
de 1961 el periódico católico Voto Nacional, órgano semioficial de la Iglesia, decía: 
Como no se tiene ni el valor, ni la constancia, ni el deseo, quizás, de investigar el por qué 
y el por quien de las matanzas de campesinos colombianos, lo más fácil y lo que está de 
moda es atribuirlo todo a Fidel Castro. Nadie olvida que la violencia colombiana es anterior 
a Fidel Castro. Que ha cumplido 13 años de edad y está entrada en los 14… Después de 
sufrir un desangre de cerca 300.000 colombianos bárbaramente asesinados, no resulta ni 
un solo responsable: Nadie vió, nadie mató, nadie es testigo. Nadie incendió casas, nadie 
oyó… Colombia es una nación angelical y sus campesinos se mueren por llamadas de larga 
distancia32  
Este reclamo mediante un medio de comunicación permite observar cómo se 
comenzaba a configurar un nuevo enemigo, representado en la figura fantasmal de 
comunismo. Sin embargo, en un aire de sensatez el periódico Voto Nacional publicaba estas 
líneas a modo de un fuerte llamado de atención sobre la realidad de la violencia en el país. 
Los muertos no eran el resultado de una simple ‘llamada de larga distancia’ o del fanatismo 
procastrista y prosoviético, eran el resultado de una profunda y marcada desigualdad social 
que enfrentaba a un país dividido entre ricos cada vez más ricos mediante acciones ilegales 
y pobres cada vez más pobres resultado de las acciones ilegales de los ricos que violaban 
sus Derechos Humanos.  
La fuerza con la que Lleras respondía a los problemas provocó que su gobierno 
entrara en inminente declive y aún más con el advenimiento del rotundo fracaso que 
                                               
 
30 En este momento se declaró total 
31 Comité de Solidaridad con los Presos Políticos, El Libro Negro de la Represión. (Bogotá: Editorial Graficas 
Mundo Nuevo, 1974). p. 19. 
32 Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 29. 
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significaría la reforma agraria, la cual no era vista como una urgencia social que debería ser 
atendida para así frenar los brotes constantes de violencia guerrillera en las regiones y a su 
vez los choques y conflictividades entre campesinos y terratenientes. Todo lo contrario, era 
percibida como una medida que evitaría la concentración casi incontenible de población en 
las ciudades, una intervención de Carlos Lleras Restrepo ante el congreso el 13 de abril de 
1961 deja en evidencia la posición del gobierno en lo atinente a la reforma;  
En nuestro concepto, lo que verosímilmente presenciará el país en los próximos años 
no va a ser una demanda urbana de brazos para industrias y servicios útiles superior 
a la oferta, sino, por el contrario, un exceso de esta última sobremanera difícil de 
absorber. En estas condiciones lo que tienda a vincular a la tierra a la población 
campesina, puede considerarse como social y económicamente útil, aun en el caso 
de que en algunos sectores rurales tuviera que prolongarse una economía de simple 
subsistencia.33 
Más allá de estas dos concepciones de reforma el problema radicaba en el obstáculo 
de llevarla a cabo sin que los intereses de terratenientes y latifundistas se entorpecieran 
haciendo “que la Ley de Reforma Agraria de 1961 fuera muy tímida: las tierras que se 
expropiaran debían pagarse a precio de mercado y el trámite era de complejidad 
imposible”34. Los campesinos continuaron colonizando y luchando mientras los adinerados 
les arrebataban la tierra mediante prácticas coercitivas ante los ojos de un gobierno incapaz 
y del mismo modo represivo. Según rastreos de información del Libro Negro en el año de 
1962 “Se organiza oficialmente la OPERACIÓN MARQUETALIA contra el campesinado 
organizado al sur del Tolima.”35 Debido a que se consideraba un peligroso bastión 
guerrillero. 
En agosto de 1962 en la vereda de puente rojo -Valle del Cauca- el ejército abalea 
el festival campesino, dando como resultado 11 personas muertas y otra gran cantidad 
heridas o detenidas, a raíz de este y otros hechos el colectivo de Juristas de Cali protestan 
                                               
 
33 Zuleta, “Colombia: Violencia”. p. 153-154. 
34 Melo, “Historia mínima”. p. 236. 
35 Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 32. 
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por la violación del código de procedimiento penal y la carta de derechos humanos36, bajo 
este panorama comenzaba el gobierno de Guillermo León Valencia. 
En manos de Valencia había quedado la puesta en marcha de la reforma agraria de 
1961, pero los indicios presentados por el Comité de Solidaridad con los Presos Políticos 
dejaban en evidencia que para 1963 el panorama agrario no daba atisbos de transformación, 
puesto que esta reforma no solo tenía el objetivo de redistribuir la tierra, si no llevar la paz 
al campo, en enero de dicho año  
El concejo municipal de Segovia (Antioquia) envía [una]37 proposición al presidente de la 
República, sobre el grave problema que afrontan los campesinos de la región, debido a la 
represión, persecución y encarcelamiento, de que son víctimas por parte del ejército.38 
Otro caso se reportó en mayo del 63, en el departamento del Magdalena, en este se 
evidencian con mayor claridad los profundos vínculos entre las fuerzas policiales del Estado 
y los latifundistas en diversas zonas de Colombia: 
El cabo de policía, Bernal, al servicio del latifundista Julio Vergara, ejerció violencia 
contra grupo de 103 campesinos colonos que, desde hace tres años, cultivan la tierra. El 
latifundista busca desalojarlos. Cuando la cosecha estaba a punto de ser recogida, el cabo 
y 17 policías, arrasaron y destruyeron los ranchos con bulldozer en Pivijay.39 
La esperanza de paz en el país se desvanecía cada vez más, el gobierno nacional no 
apoyaba al Instituto Nacional de Reforma Agraria (INCORA) que a su vez se soportaba en 
aquella coja legislación de 1961, lo cual hacía su labor ineficiente e ineficaz, pero sobre todo 
como ya se dijo imposible40. La pérdida de confianza en las instituciones era solo cuestión 
de tiempo y aun peor las posibilidades de reforma lejanas. Un ejemplo que sintetiza ambas 
afirmaciones tendría lugar en 1962 cuando:  
los campesinos de San José mantuvieron un violento diferendo con la familia Dávila, que 
invadía sus terrenos. Los Dávila -cuyo representante legal no solo había sido exministro 
de Minas, sino que también era suplente de la junta directiva del recién creado Instituto 
                                               
 
36 Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 36. 
37 Agregado por el autor. 
38 Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 38. 
39 Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 40. 
40 Melo, “Historia mínima”. p. 236-237. 
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Colombiano de Reforma Agraria- mantuvieron, según denuncia de los propios agredidos, 
un contrato con la Policía41, en donde se estipulaba cuidadosamente los términos de la 
transacción. La Policía le daría a la familia dos agentes y esta, en contraprestación, pagaría 
ochocientos pesos mensuales, aparte de proveer alimentación y alojamiento decorosos para 
los agentes.42 
 
Lo cierto es que el enemigo había estado mutando, ya no se trataba como tal de los 
de trapo azul o rojo, el asunto se traslada a ser guerrillero, comunista, socialista, sindicalista, 
o simplemente ser una persona humilde o un campesino organizado que pudiese ser acusado 
de todo lo anterior. La lucha por la dignidad y el respeto de los Derechos Humanos de forma 
directa o indirecta se elevó casi a la categoría de un crimen que podía costar hasta la vida. 
El surgimiento de las denominadas Repúblicas Independientes43 generó una pronta 
respuesta del gobierno y los políticos tradicionales temerosos de la expansión del 
comunismo de Fidel Castro y de la Unión Soviética. Fue por lo que Valencia en un discurso 
pronunciado el mes de diciembre de 1963 ante la Cámara de Representantes “Ofrece acabar, 
en 1964, con las llamadas “repúblicas independientes””44. Las palabras del presidente esta 
vez no serían vacías, la ejecución del Plan Lazo sería un comienzo para todo lo que sería la 
Operación Soberanía. Con bombardeos y enfrentamientos directos diezmaron a las 
autodefensas campesinas en Marquetalia45. Según datos del Libro Negro el Plan Lazo 
comprendió tres fases: La guerra psicológica, el bloqueo económico y militar al territorio, y 
la acción punitiva, se citará esta última con el fin de hacer un retrato de lo acontecido: 
Valiéndose de armas modernas, con gran número de tropas y con la asesoría del ejército 
norteamericano. Intervienen fuerzas combinadas de tierra y aire en cantidad de más de 
16.000 unidades. Los campesinos son obligados a radicarse en poblaciones cercadas por 
                                               
 
41 El Comportamiento de algunos sectores del ejército y la policía era cercano al mercenarito, comparable a 
los condotieros en la Europa feudal. 
42 Para Gutiérrez esta práctica era bastante frecuente. En Gutiérrez, “El Orangután con sacoleva”. p. 156 - 
157. 
43 “Se trata de regiones agrarias donde el campesino se organizó para repeler la violencia y creó movimientos 
de autodefensa” Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 44. 
44 Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 44. 
45 Ubicada en el departamento del Tolima, las autodefensas de esta zona se replegarían y más tarde fundarían 
la guerrilla de las FARC: Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia. 
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soldados, con mallas de alambres de púas (“aldeas estratégicas”) donde el ejército puede 
mantenerlos bajo vigilancia. Allí se cometen toda clase de depravaciones. Las regiones 
fueron arrasadas, los caseríos bombardeados, campesinos fusilados y las mujeres violadas.46 
Mientras tanto en Bogotá se debatía la situación de Marquetalia en la Cámara de 
Representantes, allí se acusa al gobierno por genocidio. La siguiente intervención es del 
representante antioqueño del MRL, Carlos Restrepo Arbeláez: 
Los altos mandos militares están interesados en mantener toda una situación confusa y toda 
alteración de la paz y el orden. Pues en el momento en que se diga en todo el país está 
totalmente pacificado, entonces se mermaría la alta oficialidad, se terminarían los sueldos 
dobles y el sinnúmero de garantías de quienes dirigen el ejército, y, así mismo, el congreso 
les suprimirá necesariamente su desorbitado presupuesto.47 
Los actos de crueldad de las fuerzas policiales se hacían cada vez más evidentes y 
problemáticos, su ejecución provocaba caos y desorden en la población, además de alentar 
un profundo sentimiento de desconfianza y venganza en la población campesina, el siguiente 
es un panorama del abuso sucedido en Marquetalia:  
Las torturas a que han sido sometidos son: Aplicación de corriente eléctrica en las manos, 
orejas y testículos: quemados en los ojos y en la cara con cigarrillos; intimidados con 
amenazas de muerte; encañonados con revólveres en las indagatorias y éstas tergiversadas; 
encarcelamiento durante varios días sin comer; obligados a abrir sus propias sepulturas o las 
de sus compañeros ultimados; uniformados para señalar como presuntos comprometidos a 
personas que ellos no conocen; coacción y soborno; promesas de recompensas por 
delaciones y acusaciones.48 
 
En las ciudades el panorama de represión y violencia también estaba presente, las 
manifestaciones estudiantiles, obreras y sindicales eran disueltas con fuerza por el Estado, 
ni las ciudades estaban a salvo de la violación de Derechos Humanos. El 6 noviembre del 
64 un grupo de estudiantes repudió49: 
                                               
 
46 Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 46. 
47 Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 52. 
48 Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 53. 
49 Este hecho puede verificarse en el diario El Tiempo en el siguiente enlace: 
http://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-955438 
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en la Universidad Nacional al Candidato Liberal Carlos A. Lleras Restrepo quien había sido 
invitado por la rectoría a dictar una conferencia. Los estudiantes lo reciben con una rechifla, 
él y su comitiva tienen que refugiarse en una oficina de la rectoría. Los estudiantes bloquean 
la salida. El presidente Guillermo León Valencia manda al Batallón “Guardia Presidencial” 
para rescatar al candidato: 10 estudiantes heridos, un cronista dice “el impresionante repudio 
del estudiantado a todo lo que el señor Lleras representa desató una ofensiva contra la 
Universidad Nacional, tan desproporcionada y precoz (…) decide cobrar “el ciento por uno” 
que, con usura memorable, prometió exigir, a quienes le hubieran ofendido” Lleras anuncia 
en “El Tiempo” “La necesidad de cerrar la Universidad Nacional”50 
Esta afirmación de Lleras ’descarada y usurera’ en el diario El Tiempo marcaba el 
inicio de lo que sería su presidencia como un presagio de lo que ocurriría en años venideros. 
Pues la discordia entre los estudiantes de la Universidad Nacional y el presidente Lleras 
Restrepo se haría cada vez más marcada51, el 24 de octubre de 1966:  
El presidente Carlos Lleras Restrepo y Nelson Rockefeller van a la Universidad Nacional 
a inaugurar un edificio. Son enfrentados y abucheados por los estudiantes. El ejército 
invade la Universidad, disuelve el Consejo Estudiantil y dicta disposiciones drásticas sobre 
prensa y radio. Consejos de guerra a los estudiantes detenidos por la acción de repudio.52 
 Solo 10 meses después del segundo incidente en junio de 1967 la Universidad 
Nacional estaba siendo clausurada, se “detiene a más de 600 estudiantes. Cerca de 2000 
soldados y 40 tanques ocupan la Universidad.”53. De este modo las constantes protestas 
estudiantiles llevarían al gobierno Lleras a cerrar las puertas de la Universidad de nuevo en 
febrero de 1970. 
                                               
 
50 Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 53-54. 
51 Estos hechos pueden ser confirmados por el relato entregado por su hijo Carlos Lleras de la Fuente a la 




64f34842c70304dbdee3. Por otra parte, el diario El Espectador en un artículo del 13 de noviembre de 2011 
titulado: "En la panadería de la calle 26 se vienen reuniendo…" relata los acontecimientos que se vivieron 
durante estos días, y puede consultarse en el siguiente enlace: 
https://www.elespectador.com/noticias/politica/panaderia-de-calle-26-se-vienen-reuniendo-articulo-311089.  
52 Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 71. 
53 Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 74. 
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Aunque su gobierno creó la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC) 
con el propósito de organizarlos e integrarlos al proceso de reforma agraria54, “para 1970, 
en doce años de Frente Nacional no se había cumplido ninguna promesa importante de 
reforma.”55. Lo que sí era un hecho es que hasta el momento se había producido una ola de 
agitación y violencia que recorría todo el país, la violación de los Derechos Humanos había 
sido característica de todos los gobiernos hasta el momento que desde una postura autoritaria 
reprimía, torturaba, asesinaba, sometía y desplazaba a las clases menos favorecidas. 
Misael Pastrana Borrero de afiliación conservadora resultaría electo en confusos 
hechos -que ya fueron mencionados- el 19 de abril de 1970, este sería el último gobierno 
frente nacionalista, se caracterizaría por un hecho importante, detener la reforma agraria. Su 
política se concentra entonces en la tecnificación de los latifundios. 
Sus acciones de gobierno no aminoran la creciente subversión y conformación de 
grupos armados, por el contrario, su auge iba en ascenso y las violaciones de Derechos 
Humanos también. A la par se elevaba la preocupación de algunos por estos actos crueles e 
inhumanos, tal como lo refleja la intervención del Representante Gilberto Zapata Izasa, en 
la sesión plenaria del día 13 de septiembre de 1973 en la Cámara de Representantes:  
Quiero señor ministro de Guerra, hacerle denuncia de algún hecho grave ocurrido en 
Antioquia a fines julio, peor de lo que se ha relatado aquí y que supera en mucho los 
horrores de años pasados y de épocas recientes; lo ocurrido en Amalfi, me parece a mi que 
rebasa toda medida. 
Y continúa más adelante:  
A fines de junio dos helicópteros de las fuerzas armadas, las mismas que están bajo su 
comando, exhibieron los cuerpos colgantes de dos campesinos, el uno atado de los pies, el 
otro con un lazo o soga debajo de los brazos y giraron varias veces sobre el centro de 
Amalfi. Todo el pueblo vió horrorizado como colgaban a esos campesinos que eran 
tildados de guerrilleros! Pero en todo caso, guerrilleros o campesinos no guerrilleros, eran 
colombianos, compatriotas suyos, señor Ministro, compatriotas de todos nosotros. Esa 
exhibición que medida táctica tenía?. Qué buscaba? Buscaba aterrorizar a los campesinos 
diciéndoles que los militares que están reprimiendo las guerrillas en esa zona, eran capaces 
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de cualquier cosa. No creo que estos actos honren al ejército de Colombia. No creo que 
esos actos, señor Ministro puedan ser presentados ante la faz de las naciones como un acto 
del cual se honre ningún cuerpo armado. Una maestra de escuela que protestó horrorizada 
por el espectáculo fue detenida por el comandante que manda en Amalfi. Es que la 
persecución, señor Ministro, la lucha contra los guerrilleros, tiene unos contornos muy 
distintos a los que presidieron las batallas pasadas, cuando el General Ospina o Rafael 
Uribe se enfrentaban. Había enemistad en los bandos, pero también nobleza en la lucha. 
Había ciertos términos que se respetaban. En Amalfi y otros lugares no existen esos 
términos.56 
 
En octubre de ese mismo año “se reúne en Cali la Comisión de Derechos Humanos, 
y el presidente Pastrana es invitado a instalar las sesiones.”57. Sin embargo, la situación en 
esta materia desbordaba al gobierno “Solo la Universidad Nacional fue ocupada por el 
ejército durante 5 ocasiones con la secuela de centenares de heridos y detenidos; un total de 
34 estudiantes fueron asesinados en Cali, Buenaventura, Popayán, Ibagué, y Medellín.”58 
En síntesis el Frente Nacional durante largos y críticos 16 años gobernó bajo el 
estado de sitio, lo que en un momento se planteaba como una alternativa para el 
establecimiento de la paz y la justicia social, terminó por convertirse en una potente 
herramienta de represión. El gobierno frente nacionalista, naturalizó para la gran mayoría 
de los colombianos la figura del estado de sitio, un mecanismo que, si bien por un lado 
mantenía con vida el pacto partidista y anulaba casi por completo la violencia entre liberales 
y conservadores, por el otro condenaba a esa otra Colombia menos favorecida a palidecer 
ante el autoritarismo, la represión y la vulneración de sus derechos.  
1.2 Colombia entre la democracia y autoritarismo 1974-1990 
 
Como ya se ha mencionado, el clima de violencia sociopolítica que vivía el país se configuró 
como uno de los grandes problemas que se hacían visibles y ponían de presente desde 
mediados de los años 70’s a los 90’s. Siendo esto causa y consecuencia del deterioro 
                                               
 
56 Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 162. 
57 Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 164. 
58 Comité de Solidaridad, “El libro Negro”. p. 179. 
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creciente no solo del orden público, sino también de los sectores económicos, políticos y 
sociales. En efecto, la violencia sociopolítica -resultante de la búsqueda de los sectores 
populares por una mayor justicia social- y la vulneración de los Derechos Humanos están 
constantes e inmutables desde el gobierno del liberal Alfonso López Michelsen pasando por 
el de Julio César Turbay Ayala. Con algunas pausas que fueron frustradas por la toma del 
palacio de justicia durante el gobierno del conservador Belisario Betancur, para luego 
reflejarse crudamente en el gobierno de Virgilio Barco. La realidad colombiana y la 
esperanza de un país en paz y con justicia social naufragaban en un mar de violencia y 
autoritarismo. 
Las décadas mencionadas arriba, son fundamentales para entender el problema de 
los Derechos Humanos en Colombia. En este momento se dio un fortalecimiento del 
narcotráfico principalmente hacia los Estados Unidos y Pablo Escobar se consolidó como 
uno de los principales ‘capos’ de la mafia en el país. Así, estas dinámicas se convirtieron en 
la base de financiación de poderosos grupos al margen de la ley, dando pie a su 
fortalecimiento y obtención de mayor control territorial en diversas latitudes del país. Su 
consecuencia directa fue un aumento en los índices de violación de los Derechos Humanos 
a manos de diversos actores59. 
Para Francisco Gutiérrez, la transición y desmonte del Frente Nacional implicó el 
inicio de un complejo periodo, en el cual comenzó lo que denomina “un segundo ciclo de 
exterminador” 60, que, si bien durante el gobierno de López Michelsen no se haría tan 
evidente, en el catastrófico período presidencial de Julio Cesar Turbay Ayala sentaría las 
bases de este capítulo vergonzante en la historia colombiana, tanto a nivel nacional como 
internacional. 
Los reportes de diferentes organizaciones internacionales, como la ONG Amnistía 
Internacional y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y algunas notas 
periodísticas dan cuenta de las magnitudes de los acontecimientos que se vivieron en 
                                               
 
59 Esta afirmación se puede detallar en los informes de la ONG Amnistía Internacional Anexos al final. Ver 
anexo 1. 
60 Gutiérrez, “El Orangután con sacoleva”. p. 104. 
Capítulo 1: Una radiografía de la violencia y la crisis de los Derechos Humanos en Colombia  25 
 
Colombia durante estos turbios periodos presidenciales. “El gobierno de López tuvo que 
lidiar con serias acusaciones de corrupción. La fuerza en la que se apoyaba, el turbayismo, 
se había vuelto dominante dentro del Partido Liberal, y se caracterizaba por su carácter 
localista y violento”61. Esto sin contar con las huelgas fuertemente reprimidas por el 
gobierno -260 huelgas aproximadamente a lo largo y ancho del país en un período 
comprendido en 1975 y 197762 -, eso sin contar con la gran movilización que se produjo el 
14 de septiembre de 1977, en donde las centrales obreras de todo el país se unieron. 
La huelga general se produjo, luego de que se formara un comité para la 
coordinación la misma con el fin de reclamar mejoras laborales y salariales, dicha protesta 
considerada por muchos como exitosa, dio también como resultado:  
“los arrestos y detenciones de corta duración de hasta 1000 sindicalistas en virtud de las 
disposiciones de la ley marcial se denunciaron después de una huelga general el 14 de 
septiembre de 1977. La violencia en curso de la huelga provocó al menos 37 muertos.”63 
Por su parte el diario El Tiempo, realizó un balance del paro en su edición del 15 de 
septiembre, en el reporta alrededor de 10 muertos en la capital de país, apuntando que:  
En cuanto a los heridos, la fuente de la secretaría de salud declaró que, en los hospitales 
adscritos al servicio del ramo, se habían recluido a 44 personas, y en la clínica del Seguro 
Social se encontraban 14 personas heridas en los disturbios.”64.  
Esto resalta que las cifras de la ONG Amnistía Internacional resultan coherentes con lo 
sucedido en todo el país. 
 
López mantuvo al país 34 de los 48 meses que duró su gobierno bajo estado de 
sitio. Al inicio de su gobierno contaba con gran popularidad y apoyo de diversos sectores de 
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p. 261. 
63 Amnistía Internacional, “Colombia”, en Amnesty International Report 1978, trad. por Santiago López Calle 
(London: The Pitman Press, 1978) 111-112. 
64 “Balance trágico de ayer”, El Tiempo, 15 de septiembre de 1977, acceso el 28 de mayo de 2018, 
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la sociedad, pero con el paso del tiempo fue degenerando su política llegando a ser 
“protagonista de ataques en masa contra la población civil”65. Uno de estos casos se 
denunciaba el 22 de julio de 1975, tan solo un día después del establecimiento del estado de 
sitio,  
Amnistía Internacional hizo un llamamiento tras la desaparición de seis líderes de la 
Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC) que habían sido detenidos junto 
con 319 campesinos en Sincelejo, departamento de Sucre. 
La mayoría de los prisioneros fueron retenidos en la plaza de toros sin comida ni 
instalaciones sanitarias, pero los seis líderes fueron sacados de la ciudad en un automóvil 
policial. Como varios dirigentes sindicales campesinos han sido torturados o asesinados en 
circunstancias similares, existía un temor considerable por la seguridad de los seis 
hombres. Luego fueron ubicados en la prisión nacional de Sucre. Este arresto masivo de 
campesinos siguió a una acción policial contra una reunión no autorizada bajo los auspicios 
de la ANUC. Los presos, incluidas mujeres y niños, fueron detenidos bajo la acusación de 
disturbios (supuesta asonada). La liberación de los detenidos, incluidos los seis líderes, fue 
ordenada posteriormente por un juez del vecino departamento de Córdoba que dictaminó 
que no se había violado ninguna ley. Las autoridades judiciales locales se habían 
descalificado para decidir sobre este caso, supuestamente debido a las amenazas de los 
grandes terratenientes.66 
Un interesante caso que permite observar los irregulares comportamientos de las 
fuerzas militares durante el estado de sitio fue el proceso que se llevó a cabo por el asesinato 
del general Ramón Arturo Rincón Quiñones, en el cual, según reportes de Amnistía 
Internacional, 
Cuatro hombres, más tarde investigados, fueron declarados culpables en enero de 1976 del 
asesinato del inspector general del ejército colombiano, general Ramón Arturo Rincón 
Quiñones en septiembre de 1975. El juicio, ante un tribunal militar en Bogotá, se vio 
empañado por numerosas irregularidades lo que generó serias dudas en cuanto a la 
imparcialidad del tribunal y la veracidad de los testigos de la acusación. Se demostró de 
manera concluyente que German Villamil García67, declarado culpable de participar en el 
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66 Amnistía Internacional, “Colombia”, en Amnesty International Report 1975, trad. por Santiago López Calle 
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ataque al general Rincón, estaba confinado, en el momento del ataque, a un hospital 
psiquiátrico donde estaba recibiendo terapia de electrochoque. Un testigo de la acusación 
afirmó que se había reunido con otros conspiradores el domingo previo al ataque en un 
determinado café de Bogotá, el cual la defensa probó que siempre permanecía cerrado los 
domingos. Otros testigos de la acusación fueron mostrados por la defensa como delincuentes 
menores. Se demostró que uno mintió. Ninguna de las huellas digitales encontradas en el 
auto del asesino pertenecía a ninguno de los acusados.68 
A raíz de la situación la legitimidad y legalidad de la justicia militar fue 
cuestionada, debido a las palabras pronunciadas ante el tribunal por el fiscal militar, mayor 
Genaro Nungo Méndez  
en las que dijo que "para los militares, todos son culpables hasta que se demuestre lo 
contrario ... (Es) mejor condenar a un hombre inocente que absolver a un culpable, ya que 
entre los inocentes uno podría ser culpable". También afirmó que “en los tribunales militares 
la sospecha debe ser adecuada para una condena y que no debe haber apelaciones”69. 
Una afirmación escandalosa y autoritaria, que dejaba en entrevisto los serios 
problemas que implicaba e implicaría más tarde que la justicia estuviera en manos de los 
militares.  Como si esto fuera poco, su afirmación era un atentado directo contra el artículo 
11.1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos en donde se expone la 
presunción de inocencia: 
Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no 
se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan 
asegurado todas las garantías necesarias para su defensa. 
Según fuentes de El Tiempo, años más tarde el 2 de febrero de 1979 el ya para 
entonces teniente coronel Genaro Nungo Méndez fue destituido del cargo de fiscal 
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permanente del tribunal militar, por circunstancias sospechosas, presuntamente por 
irregularidades en el caso del asesinato de Rincón Quiñones.70 
De esta forma el gobierno de Alfonso López Michelsen culminó con tibieza a nivel 
de reformas. Si bien hubo algunas aproximaciones a la apertura económica y atención a los 
movimientos sindicales, en la cuestión agraria hubo un profundo descuido que, mezclado 
con una fuerte represión abrió la puerta a la violación de los Derechos Humanos y a su vez 
se fomentó el fortalecimiento y justificación del discurso de los grupos guerrilleros 
emergentes en el país, para los cuales la justicia social y la reforma agraria solo podría 
lograrse mediante el alzamiento en armas y la lucha en contra del establecimiento y los 
partidos políticos. 
El gobierno de Julio César Turbay Ayala comprendido desde los años 1978 y 1982, 
deja en evidencia graves y controvertidos sucesos que son hito en la cuestión de los Derechos 
Humanos en el país. A tan solo un mes de haber sido electo presidente de la república, reseña 
el historiador Luis Antonio Restrepo: 
Turbay expidió el Estatuto de Seguridad. Este estatuto doblaba las penas para los delitos 
de secuestro, extorsión, incendio voluntario, ataque armado; bajo el concepto 
voluntariamente ambiguo de “subversión” se castigaba con un año de prisión la 
distribución de propaganda subversiva, la exhibición en lugares públicos de textos o 
dibujos subversivos que incitaran al desorden o a la desobediencia a las autoridades y, lo 
más grave, la fijación de esta pena se le asignaba, sin apelación, a las autoridades policiales, 
militares, y civiles de base.71  
Sin lugar a duda, el gobierno de Turbay fue el más escandaloso a nivel nacional e 
internacional en la segunda mitad del siglo XX. Los niveles de represión desbordaron 
cualquier límite que pudiera existir hasta el momento, amparado bajo el estandarte de la 
doctrina de la seguridad nacional e inmerso en un país colmado de grupos guerrilleros que 
reclamaban justicia social, el presidente Turbay decide ejecutar el ya mencionado Decreto 
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1923 de 1978 o Estatuto de Seguridad el cual reforzaba el estado de sitio cuasi permanente 
en el que vivía sumida la nación colombiana. Por ese entonces: 
El juez José María Velasco Guerrero de la Corte Suprema de Colombia, uno de varios 
jueces que emitió opiniones disidentes contra la constitucionalidad del estatuto de 
seguridad, declaró: "Un estado de sitio prolongado por más de 30 años es una 
manifestación franca de que la vida institucional de la república está llegando a su fin"72 
La creciente preocupación por las acciones del gobierno no solo inquietaba a los 
más ilustres miembros de la rama judicial. Entre el 30 de marzo y el 1 de abril de 1979, un 
grupo conformado por intelectuales, dirigentes políticos de diversas corrientes, artistas, y 
organizaciones de variada índole convocaron al primer foro nacional de derechos humanos, 
algunos de los nombres que destacan entre los participantes y firmantes del evento se 
encontraban Luis Carlos Galán Sarmiento, Alfredo Vázquez Carrizosa, Socorro Ramírez, 
Teófilo Forero, Humberto Críales de la Rosa, Pedro Nel Gómez, Ricardo Sánchez, Gabriel 
García Márquez, Gerardo Molina, y Enrique Santos Calderón, por mencionar algunos.73 
Los reportes anuales sobre Colombia de Amnistía Internacional desde 1979 iban 
haciéndose cada vez más grandes, lo que pudo llegar a significar que el ojo vigilante de la 
opinión pública internacional se posaba con mayor detenimiento sobre la situación de 
violencia y represión en el país a raíz del polémico Estatuto de Seguridad. En julio de ese 
mismo año, Turbay posiblemente en su afán de legitimar la imagen de su gobierno a nivel 
internacional, durante su gira en Europa visitó la ciudad de Londres e invitó a la ONG 
Amnistía Internacional para que visitara el país del que era dirigente:  
No por capricho, sino por mandato se está aplicando justicia militar […] es la verdad que 
se ha localizado el debate contra la justicia militar y que se enconará más el debate, ahora 
cuando se van a reunir los Consejos de Guerra verbales. Yo invité en Londres y desde 
Londres a la Amnistía Internacional y a todos los protectores de los derechos humanos que 
quiera venir a Colombia, a presenciar dichos Consejos y a darse cuenta de si existen o no 
garantías procesales suficientes. Es mi compromiso, como mandatario demócrata, que los 
responsables sean juzgados de acuerdo con la ley preexistente y así serán juzgados sin 
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necesidad de que tengamos que hacer consejos ocultos o reservados, sino que los podemos 
mostrar a la faz del mundo, porque nadie que no haya delinquido será castigado y todo el 
mundo podrá mirar con toda la curiosidad que desee la forma como se administra la justicia 
en nuestra patria74 
Al año siguiente entre el 15 y 31 de enero de 1980, los delegados de Amnistía 
Internacional arribaban a Colombia y eran recibidos por el excanciller Alfredo Vásquez 
Carrizosa y el senador Humberto Críales de la Rosa. Los delegados eran el sociólogo filipino 
Edmundo García, el magistrado y jurista español Antonio Carretero y el médico psiquiatra 
Federico Allodi. Durante su estancia, visitaron diferentes ciudades del país, en ellas se 
entrevistaron con quienes consideraron como los actores más relevantes, y recopilaron la 
información necesaria al igual que los exámenes médicos pertinentes para la realización del 
informe, que fue entregado a manos del gobierno nacional el 1 de abril de 1980. 
Pero Turbay no recibió en definitiva lo que esperaba, el informe de la organización 
le mostraba a la faz del mundo la realidad espeluznante que Colombia llevaba años 
padeciendo. Sus críticas -las de Turbay- a la validez y veracidad del informe no se hicieron 
esperar. En alocución presidencial televisada y transmitida en radio el 19 de abril el gobierno 
respondía al informe, tachándolo de ser una violación a la soberanía colombiana y que 
desconocía la estructura jurídica del país. En un intento de retractación -a su invitación- el 
presidente afirmaba en su discurso:  
Cuando en julio de 1979 el Presidente de la República invitó en Londres a Amnistía 
Internacional a visitar Colombia, no ignoraba que entre los organismos protectores de los 
derechos humanos no oficiales este era el más controvertido y cuestionado. Sin embargo, 
el gobierno, que nada tiene que ocultar, decidió ratificarle a Amnistía la invitación para 
que estudiara la situación de los derechos humanos en Colombia y formulara sus 
recomendaciones75 
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Por tanto, formó una comisión con el fin de evaluar y responder por escrito a lo que 
para él constituía un improperio contra su gobierno; dicha comisión concluyó que: 
El gobierno sabe la dimensión de su responsabilidad como personero de la Nación en la 
defensa institucional de la dignidad humana. Empero no le habría venido mal a la salud del 
país que la presencia de Amnistía Internacional hubiera servido para una denuncia a la faz 
del mundo de las prácticas brutales de las nuevas formas de lucha seudo-revolucionaria, a 
las que no ha escapado Colombia. Sienta la tesis de que la lucha por los derechos humanos 
es esencialmente controversial, por razón de las críticas que deben hacer a las prácticas de 
los gobiernos, en los trabajos de Amnistía Internacional.76 
Y continúa más adelante: 
La falta de voluntad para orientar su acción en beneficio de la comunidad y no en el de su 
prestigio en los grupos extremistas, impidió sacar el provecho deseado de su visita. Debe 
el gobierno decir, en consecuencia, que de las recomendaciones formuladas, las que no son 
improcedentes o violatorias de la soberanía nacional, han sido ofrecidas por el Presidente 
de la República en los más diversos foros, porque hay clara conciencia en el Gobierno de 
la importancia inaplazable que tiene para el país el restablecimiento de la plena normalidad 
jurídica pero sobre la base de la tranquilidad pública, a la que, a decir verdad, no contribuyó 
la misión de Amnistía Internacional.77 
Turbay deseaba un informe con el cual mostrarle a la faz del mundo que en 
Colombia no sucedían violaciones de los derechos humanos por parte del gobierno. Acusó 
a Amnistía de elaborar un informe beneficioso para los subversivos y grupos extremistas 
que los encubría y los victimizaba, en vez de acusarlos y señalarlos ante la comunidad 
internacional. De manera que el presidente buscaba limpiar la imagen de su gobierno ante 
el mundo y mediante canje de notas diplomáticas por medio de su ministro de relaciones 
exteriores contactó a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) de la OEA, 
justo el mismo día que se recibió el informe de Amnistía Internacional el 1 de abril, con la 
finalidad de que visiten el país en una observación in loco. El siguiente es un apartado del 
texto enviado a la CIDH: 
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En particular deseamos promover las investigaciones a que dé lugar el informe de Amnistía 
Internacional, cuya veracidad es nuestra obligación establecer. Las autoridades 
competentes están también interesadas en que esa Comisión se informe de las numerosas 
investigaciones iniciales con ocasión de las quejas presentadas. Muchas de éstas ya han 
concluido y deseamos que ustedes se ilustren sobre la imparcialidad con que fueron 
realizadas78 
La visita se realizó entre el 21 y 28 de abril, sin embargo, se siguieron realizando 
labores de recopilación de información por parte de abogados de la comisión durante varios 
meses siguientes. El informe resultante, obtuvo un carácter más de índole normativo, 
estudiando los diversos Consejos de Guerra verbales que se llevaban a cabo a lo largo y 
ancho del territorio nacional y algunos casos relevantes, sumado a un exhaustivo repaso de 
la legislación colombiana del momento. 
Entre ambos informes, más que discordancias se puede observar es la distancia 
desde la que trabaja cada uno. Por un lado, como ya se dijo el informe de la CIDH se centró 
en los aspectos legales, de un lenguaje más mesurado y de inclinación diplomática, sus 
recomendaciones son elaboradas con mayor cautela y en algunos casos llegando a 
distanciarse de la realidad social del país. Por el otro lado, el informe de Amnistía 
Internacional se inclinó hacia un acercamiento más directo a las víctimas y a los casos como 
tal de tortura y represión, sus recomendaciones son más directas, contundentes y 
descarnadas propensas a generar ampolla en la sociedad con el fin de poner de manifiesto la 
realidad de una Colombia bajo la bota militar del estatuto de seguridad y es estado de sitio. 
Si bien el propósito del gobierno de Turbay era desacreditar el primer informe, este 
objetivo no se cumplió porque Amnistía Internacional, ya había entregado el informe a la 
CIDH antes de que se produjera la visita de esta última a Colombia, tal como lo resalta en 
el informe anual de 1980, 
En la segunda quincena de abril, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) de la Organización de Estados Americanos visitó Colombia para estudiar el clima 
de los derechos humanos allí y observar los juicios de civiles ante tribunales militares. 
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Antes de esa visita, Amnistía Internacional había presentado su documentación sobre 
violaciones de derechos humanos a la CIDH.79 
Un grave error es que recomendaciones de la CIDH se basaron sobre el Acto 
Legislativo 01 del 4 de diciembre 1979 -con el cual Turbay reformaba la constitución 
política de 1886- provocando en cierta medida que sus recomendaciones tengan un carácter 
moderado. Dicha reforma es declarada inconstitucional en octubre de 1981 a pesar de los 
intentos de Turbay por evitarlo. En efecto, la Corte Suprema de Justicia se mantuvo firme y 
el gobierno retrocedió. Esto hizo que algunas las recomendaciones de la CIDH carecieran 
de piso jurídico sobre las que sustentarse, porque muchas de estas se apoyaban sobre las 
nuevas funciones y responsabilidades que adquirió el procurador general de la nación, en 
materia de la defensa y garantía de los Derechos Humanos. En definitiva, el gobierno de 
Turbay es un punto de inflexión para poder dimensionar la realidad de los Derechos 
Humanos en el país; durante su gobierno se evidenciaron grandes horrores, autoritarismo y 
represión, pero al mismo tiempo se consolidó la necesidad de una lucha clara por medio de 
actores que buscaban el ejercicio pragmático de los derechos, trascendiendo de los discursos 
a buscar una justicia social efectiva, en otras palabras un cumplimiento real de los Derechos 
Humanos. 
Los gobiernos venideros se caracterizarían por sus intentos de mediar salidas 
pacíficas al conflicto. Para 1982 el horizonte no parecía mejorar. Las actividades 
relacionadas con el negocio sangriento e ilícito del narcotráfico iban en aumento. Belisario 
Betancur, presidente desde dicho año hasta 1986, intentó amainar la situación. Sin embargo, 
pese a sus esfuerzos tratando de consolidar la paz con los grupos guerrilleros de las FARC, 
el M19, el E.P.L y el A.D.O80, fracasó por diversas razones; algunas de las relevantes fueron 
la imposibilidad de llegar a puntos de acuerdo con estas guerrillas y el rechazo a la amnistía 
ofrecida por el gobierno. 
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Los grupos armados al margen de la ley estaban en constante desacuerdo con la 
amnistía (1982), presentada por el gobierno, y buscaban suplir intereses muy distintos. Un 
ejemplo de esto es reseñado por Daniel Pécaut en su Crónica de Cuatro Décadas de Política 
Colombiana, “El 28 de marzo de 1984, en La Uribe, aldea aislada en las vertientes de la 
cordillera Oriental, Manuel Marulanda Vélez y Jacobo Arenas firman un acuerdo con la 
comisión de paz”81. Ese acuerdo genera de inmediato la denuncia del M-19 de “un acuerdo 
que lo coge de sorpresa y lo coloca en una difícil situación política.”82Tal como lo enuncia, 
los constantes cambios de los protagonistas engendraron un panorama lleno de 
incertidumbre, sumado a una incapacidad del gobierno para controlar todo lo que estaba 
ocurriendo y que obedecía a múltiples lógicas. 
Notables dificultades entorpecían los aires de paz en el país. Los altos mandos 
militares en cabeza del Ministro de Defensa, el General Fernando Landazábal, 
posteriormente asesinado en 1998, exponían su desacuerdo con las concesiones que el 
gobierno estaba teniendo con los guerrilleros. “Una investigación del Procurador General 
de la Nación, hecha pública en febrero de 1983, mostrará que algunos militares apoyan las 
acciones de los grupos paramilitares.”83. Esto deja entrever la grave aprobación de acciones 
ilegales y despiadadas en contra del espíritu de los Derechos Humanos y el intento, aunque 
precario de reconciliación en el país, todo en aras de los intereses de ciertos actores. 
Sin lugar a duda, el año de 1985 fue el más problemático de la administración 
Betancur. Las acciones del narcotráfico, cada vez más consolidado, la violencia entre los 
propios grupos guerrilleros, los ataques en contra de la rama judicial y los medios de 
comunicación, sumado un sin número de acontecimientos de índole económico, político y 
social; se ven sintetizados en un hecho que reúne a varios de los actores mencionados. Esto 
conduce a una de las violaciones de Derechos Humanos más sonadas y visibles hasta el 
momento:  
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la ocupación del Palacio de Justicia, el 6 de Noviembre de 1985 por el M-19 […] Todos 
los protagonistas están igualmente golpeados: Los guerrilleros, que creyeron que podía 
hacer juzgar por magistrados-rehenes a un presidente elegido democráticamente; el 
ejército, que ha dado la impresión de querer aprovechar la situación para vengarse […] 
lanzando un asalto brutal que ha provocado la muerte de la mayoría de los rehenes y, según 
numerosos testimonios, asesinando luego una docena de sobrevivientes; el presidente, que 
ha dado carta blanca a los militares84.  
 
Llegados al gobierno de Virgilio Barco (1986-1990), las cosas no cambiaron 
demasiado. Aunque Barco buscó la manera de negociar con los guerrilleros, fracasó. Pécaut 
lo explica como una gestión de la paz: “«Institucionalizar» la negociación, invertir 
masivamente en las zonas de violencia, reforzar la presencia del ejército y la policía, preparar 
suavemente la elección popular de alcaldes son otras tantas modalidades de la acción del 
gobierno Barco.”85 El narcotráfico, continuó como otra de las grandes problemáticas del 
país, a lo que se buscó una salida, no menos polémica, con un tratado de extradición pactado 
con los Estados Unidos para entregar narcotraficantes a la justicia de este país. Sin embargo: 
La liquidación sistemática de los dirigentes políticos de izquierda, la campaña de 
intimidación emprendida contra personalidades cuyo único pecado es asumir la defensa de 
los Derechos Humanos, la multiplicación de las confrontaciones armadas sobre gran parte 
del territorio colombiano, las medidas adoptadas por las diversas guerrillas […] para 
coordinar sus operaciones, reducen las referencias a la paz a una retórica sin sentido86.  
 
En el año de 1987, el gobierno de Barco expidió el decreto presidencial 2111 por 
medio del cual se creó la Consejería para la Defensa, protección y promoción de los 
Derechos Humanos, el primero en ocupar dicho cargo sería el historiador Álvaro Tirado 
Mejía, desde allí se buscarían salidas institucionales para el mejoramiento de las condiciones 
de los Derechos Humanos en el país. Desde allí el profesor Tirado se dedicó a una trabajar 
en pro de estos derechos. No obstante, -y sin desconocer su labor- sus posiciones fueron en 
algunos casos inclinadas hacia la defensa del gobierno, un ejemplo es su respuesta al reporte 
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de Amnistía Internacional de 1988 que tacha de inexacto y confuso para la opinión pública 
internacional87. 
Tal vez elaborando una lectura institucional de los hechos, Tirado elabora una 
defensa del gobierno ante dicho reporte de Amnistía internacional, y anota lo siguiente:  
En el examen de algunos casos concretos incurre en abiertas falsedades: el lamentable 
asesinato del doctor Jaime Pardo Leal, líder de la Unión Patriótica, de cuya investigación 
judicial ya existen sindicados y órdenes de captura, se adjudica irresponsable y 
maliciosamente al ministro de defensa.88 
Si bien la afirmación de la ONG es arriesgada, también lo es decir que el hecho de 
la existencia de sindicados y órdenes de captura es cuestión suficiente para pretender 
sostener que las investigaciones están apuntando en la dirección correcta. Según datos 
recientes y aproximados del Centro de Memoria, Paz y Reconciliación,  
La situación de impunidad es tan desastrosa, que, si tenemos en cuenta que desde 2007, 
cuando entró a operar en la Fiscalía General de la Nación el mecanismo de urgencia para 
atender el caso de la UP, a abril de 2011 sólo se habían dictado 137 sentencias, es decir 
veintisiete por año; de modo que resolver los 1.598 homicidios y desapariciones [...] 
demandaría sesenta años.89 
los asesinatos de UP son considerados como un exterminio político, y en la 
actualidad muchos procesos se encuentran vinculados a responsable que pertenecían a las 
fuerzas de seguridad del Estado, como miembros del Departamento Administrativo de 
Seguridad -DAS-. Como caso reciente, el 20 de mayo de 2018 
Un fiscal llamó a indagatoria a doce exmiembros del desaparecido Departamento 
Administrativo de Seguridad, DAS, y la Policía, que pueden estar vinculados en el 
asesinato en 1990 del entonces candidato presidencial del partido Unión Patriótica, UP, 
Bernardo Jaramillo Ossa. "La posible participación de agentes del Estado en este 
magnicidio está sustentada en la presunta existencia de un plan de aniquilamiento del 
nuevo partido, la protección que recibió el sicario el día de los hechos y las aparentes 
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desviaciones que se promovieron con posterioridad, en relación con la investigación 
judicial"90 
En la actualidad estos procesos judiciales van demostrando que las afirmaciones de 
Amnistía Internacional se encontraban un poco más cerca de ciertas verdades al sospechar 
de la complicidad de algunos cuerpos oficiales del Estado. Claro sin llegar a desconocer que 
en este punto dentro del propio gobierno existían cantidades de fuerzas que apuntalaban 
hacia sus propios intereses, debido a que el control institucional es complicado se tiene en 
cuenta que no todos los miembros de una misma institución se comportaron bajo los mismos 
parámetros.  
 
Estanislao Zuleta resalta en su texto Sociología Política de Colombia lo siguiente, 
Hay que reconocer por desgracia que los partidos políticos tradicionales no han estado a la 
altura de la coyuntura y de la situación dramática de Colombia y que han sido muy ajenos 
al tema, como le consta a Álvaro Tirado. En su trabajo en la Consejería para los Derechos 
Humanos se ha podido dar cuenta de que los partidos tradicionales prefieren evitar el tema. 
Pero no solo eso. No han comprendido que las propuestas del Gobierno, por lo menos las 
de la reforma agraria, han sido muy tímidas. Las condiciones de compra hacen más fácil 
la negociación que la aplicación de la Ley 135/61, pero con costos inmensos si se quiere 
hacer dentro de la frontera agrícola, en las zonas donde los cultivos tradicionales o la 
ganadería son rentables.91  
Esta afirmación nos pone de nuevo frente al núcleo de lo que se ha hablado hasta 
el momento, la responsabilidad histórica de la élite política y económica tradicional de cara 
a las incontables violaciones de Derechos Humanos que han tenido lugar en este país 
llamado Colombia, producidas en su mayoría por la intolerancia a reformas sociales basadas 
en la justicia y la equidad para con las clases menos favorecidas, un relato de ambición y 
                                               
 
90 Agencia EFE “Doce exmiembros del DAS a indagatoria por el asesinato de Bernardo Jaramillo, de la UP”, 
El País, 20 de mayo de 2018, acceso el 2 de Junio de 2018, http://www.elpais.com.co/judicial/doce-
exmiembros-del-das-a-indagatoria-por-el-asesinato-de-bernardo-jaramillo-de-la-up.html. 
 
91 Zuleta, “Colombia: Violencia”. p. 193. 
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violencia.92. Del gobierno Barco se rescata la atención puesta sobre la urgente necesidad de 
una reforma constitucional desde 1988, que después de varios impedimentos, logra salir a 
flote y ejecutarse en 1990, para dar como resultado la Carta Constitucional de 1991. 
1.3 Vientos de Cambio 
 
En el caótico año de 1989 en el mes de julio, durante el VI foro por el derecho a la vida y la 
recuperación de Colombia un grupo conformado por intelectuales y personajes relevantes 
de la política, llevan a cabo una interesante propuesta, conformar una Asamblea Nacional 
Constituyente. Para cumplir con este fin redactaron un pliego en el que decretan las 
condiciones necesarias para que dicho convocatoria pueda darse. Se buscaba la derogación 
del artículo 13 del plebiscito de 195793-que como se mencionó arriba impedía el llamado de 
una Asamblea Constituyente-, de igual forma buscaban desmontar o ejercer control sobre 
los polémicos artículos 28, 120, 121 y 122 de la constitución de 1886. Sumado a esto se 
buscaban grandes cambios que colocaran de facto el discurso de los Derechos Humanos en 
el eventual caso de reforma: 
                                               
 
92 Sobre este punto es importante resaltar el trabajo de Mauricio Uribe en el que sigue las posibilidades de 
agrupación del enfoque individualista a partir de adecuar como un solo agente operativo a un conjunto de 
individuos con planes de acción y preferencias similares, y denota a ese agente como bloque en el poder. Sobre 
su actuación en la configuración de la política colombiana propone que el difícil fenómeno de la violencia en 
el país no es el efecto de una causa comprensiva, sino de muchas causas comunicadas entre sí y dependientes, 
un rizoma de componentes cada uno con la fuerza aparente de explicar el fenómeno por sí mismos, pero que, 
de hecho, se necesitan en conjunto para formar una explicación coherente. El modelo de desarrollo colombiano 
reproduce unas condiciones de desigualdad social centradas en el sector rural y los campesinos. La economía 
colombiana, al lado de las otras economías de la región, persiste en una inercia de crecimiento pírrico, 
distribución de riqueza inequitativa y menosprecio de la población del campo. Y las manifestaciones 
institucionales y políticas refuerzan estos rasgos porque, o una parte de la élite interesada ejecuta su facultad 
de veto a iniciativas reivindicativas, o esas iniciativas son insuficientes y desmañadas. Si a ello se suma que el 
auge del narcotráfico mutó y oxígeno esta dinámica dañina; conduciendo a un nuevo estado, más confuso e 
inclasificable, del malestar nacional. Las coyunturas críticas que son la operación Marquetalia y el Acuerdo 
de Chicoral denotan, para Mauricio Uribe, estas peculiares formas colombianas en que el veto a la nación y el 
sesgo anticampesino emprendido por las élites (las terratenientes, destacadamente) fundamenta un Estado 
débil, mientras que con el discurso terrorista se motiva un Estado firme con énfasis en el monopolio y uso de 
la fuerza y la violencia física. Ver Mauricio Uribe López, La nación vetada: Estado, desarrollo y guerra civil 
en Colombia. (Bogotá: U. Externado de Colombia, 2013); y Oscar Mejía Quintana, Ed., ¿Estado y cultura 
mafiosa en Colombia? (Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, 2010). 
93 El Artículo 13 decreta lo siguiente: En adelante las reformas constitucionales sólo podrán hacerse por el 
Congreso, en la forma establecida por el Artículo 218 de la Constitución. 
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a. La protección de los derechos humanos 
● Revisar al título III de la Constitución, con el objeto de dar un contenido más social 
a algunos derechos ya reconocidos, e introducir nuevos derechos civiles, políticos, 
económicos y sociales. 
● En especial se incluirá el hábeas corpus y el recurso de amparo. 
● Reconocer nivel constitucional los tratados y convenios internacionales sobre 
derechos humanos, ratificados por la República de Colombia. 
● Crear el cargo de defensor de los derechos humanos, de elección popular directa, de 
filiación diferente a la del presidente de la República, con el objeto de controlar tanto 
las acciones como las omisiones con relación a los derechos humanos.94 
 
La importancia que comienza a adquirir este discurso en el país conlleva a que se 
proponga la integración a la constitución de Derechos Humanos importantes como el hábeas 
corpus y el derecho de amparo, estas medidas buscaban restringir el poder de las fuerzas 
policiales del Estado con el fin de disminuir los casos de desapariciones forzadas, arrestos 
ilegales y torturas.  
Más tarde el 18 de agosto de 1989 fue asesinado Luis Carlos Galán -candidato 
presidencial más opcionado para ejercer el cargo en 1990-, la sociedad colombiana estaba 
sumergida en un profundo dolor, y se hacía cada vez más consciente de la necesidad de un 
cambio en el pacto político y el movimiento en favor de los Derechos Humanos iba cobrando 
cada vez más fuerza en el país. La necesidad de reformar la carta constitucional fue 
escuchada por el gobierno nacional y llevó a proponer una reforma constitucional en el 
congreso que luego sería sometida a lo que se denominó Referendo extraordinario por la 
paz y la democracia convocado para enero de 1990, sin embargo, en dicha reforma se 
incluyó el tema de la extradición, cuestión que no sentó bien entre los capos de la mafia, 
provocando una violenta respuesta ante la propuesta del gobierno, Barco tuvo que 
retroceder. 
                                               
 
94 Gerardo Molina et al., “Propuesta de una Asamblea Nacional Constituyente”, en Derechos Humanos en 
Colombia Veinticinco años, ed. por Jesús Aníbal Suárez M (Bogotá: Panamericana Formas e Impresos S.A, 
2004), p. 138.  
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A pesar de ello, otros sectores sociales no retrocedieron e insistirían en la necesidad 
de realizar una reforma. Entre docentes, estudiantes, e intelectuales se presionó al gobierno 
para añadir una séptima papeleta95 en las elecciones de marzo de 1990, el fin, consultarle al 
pueblo colombiano si deseaban convocar a una asamblea constituyente. El resultado fue 
exitoso debido a la participación del electorado, conllevando a que en las elecciones 
presidenciales de mayo del mismo año se convocara de nuevo a los colombianos para 
determinar si estaban a favor o en contra de conformar la tan anhelada asamblea. 
El éxito fue rotundo, y los colombianos serían convocados de nuevo el 9 de 
diciembre de 1990 para elegir los miembros que integrarían la Asamblea Nacional 
Constituyente de 1991, y en manos del nuevo presidente César Gaviria quedaría la 
responsabilidad de que el resultado de aquella manifestación del pueblo fuese un texto cuyo 
contenido se tradujera en un cambio sustancial para la realidad del país. 
Las acciones que en Colombia se habían dado hasta 1990 en materia de Derechos 
Humanos habían sido notorias por su insuficiencia. Un caso ejemplificante de lo anterior lo 
podemos encontrar en el examen del Comité de Derechos Humanos al segundo informe 
periódico presentado por Colombia en el año de 1988. Para los miembros de dicho comité, 
a pesar de los esfuerzos del gobierno colombiano: 
y al nombramiento del Consejero Presidencial en materia de Derechos Humanos, era 
evidente que el gobierno no había logrado todavía avanzar lo suficiente en ese sentido. La 
violenta confrontación de distintos elementos en Colombia, el terrorismo político y el 
relacionado con la droga, la función excesiva desempeñada por los militares y el estado de 
emergencia casi permanente afectaban gravemente los Derechos Humanos y eran fuente 
de grave preocupación.96 
                                               
 
95 Entre el año de 1989 y 1990 se dio una inflexión en términos políticos para el país: El movimiento de la 
séptima papeleta surgió buscando la renovación del pacto nacional e impulsando la necesidad de llevar a cabo 
una Asamblea Nacional Constituyente. 
96 Defensoría del Pueblo, Comisión Colombiana de Juristas. Contra Viento y Marea: Conclusiones y 
Recomendaciones de la ONU y la OEA para Garantizar la Vigencia de los Derechos Humanos: 1980 - 1997. 
(Bogotá: TM Editores, 1997). p. 59. 
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Por tal motivo se hace necesario rescatar como un hito histórico que los Derechos 
Humanos se positivicen en La Constitución Política de 1991 en su un intento de aminorar 


























2. La Constitución de los derechos humanos 
El capítulo anterior nos entrega un breve acercamiento de cómo en Colombia se han violado 
de forma sistemática los Derechos Humanos, además, contrasta las manifestaciones de 
carácter nacional e internacional que la problemática ha suscitado. Estas violaciones han 
comprendido, desde asesinatos de altos funcionarios del gobierno y líderes políticos, 
pasando por reclutamiento infantil y desplazamiento forzado, hasta atentados contra civiles 
que denotan la fehaciente vulneración de los derechos culturales, sociales, económicos y 
políticos en el Estado colombiano. De manera que la Asamblea Nacional Constituyente de 
1991 (ANC) se estableció como un precedente que buscaba encontrar alternativas de 
solución a estos problemas, siendo un escenario democrático, de discusión y deliberación 
en donde confluyeron, casi en su totalidad, las diversas caras y matices que conforman la 
sociedad colombiana.  
2.1 Una aproximación conceptual a los derechos humanos 
Antes de adentrarse en las reflexiones de la ANC, es necesario hacer un acercamiento teórico 
del concepto de “derechos humanos”, esto con la finalidad de ofrecer los elementos 
necesarios con los cuales dimensionar la magnitud y la relevancia del debate que se llevó a 
cabo en 1991.  
En el año de 1984, el filósofo del derecho Antonio Pérez Luño, propone que los 
derechos humanos “aparecen como un conjunto de facultades e instituciones que, en cada 
momento histórico, concretan las exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad 
humanas, las cuales deben ser reconocidas positivamente por los ordenamientos jurídicos a 
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nivel nacional e internacional”97. Esta suerte de definición sostiene que los valores de la 
dignidad, la libertad y la igualdad son los tres ejes fundamentales de los derechos humanos, 
los cuales, en clave histórica, han sido un común denominador en la lucha por su 
reivindicación. 
Desde la Declaración Americana de 1776, pasando por las declaraciones francesas 
de 1789 y 1793, hasta la Declaración Universal de 1948, los tres valores mencionados han 
estado siempre presentes, aunque con variaciones en cuestiones de contenido, facultades e 
instituciones98, en otras palabras, el momento histórico determinaba los parámetros 
subjetivos con los cuales la dignidad, la libertad y la igualdad eran interpretados. 
Evidencia de lo anterior, se encuentra en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos de 1948, al considerar que “la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por 
base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de 
todos los miembros de la familia humana”. Este siendo del primer párrafo del preámbulo de 
la declaración deja ver, de forma explícita, los tres fundamentos de los cuales habla Pérez 
Luño y que para efectos del caso, marcan el norte para los 30 artículos subsecuentes. 
Dignidad, libertad e igualdad humana son los valores principales o primordiales en 
los cuales se sintetiza el proceso de reivindicación de los derechos humanos. Según Pérez, 
la dignidad humana históricamente ha sido el punto de partida para el reconocimiento y la 
afirmación del plano moral de la persona; la libertad es el principio que recoge la lucha por 
los derechos humanos, puesto que por mucho tiempo se identificaron los derechos humanos 
como el concepto de libertad en sí mismo; y la igualdad es el fundamento de todos los 
avances teóricos y jurídico-positivos99 de los derechos sociales.100  
                                               
 
97Antonio Enrique Pérez Luño, Derechos humanos, Estado de derecho y constitución. (Madrid: Tecnos, 1984). 
p. 48. 
98 Pérez Luño, “Derechos humanos”. p. 49. 
99 Entiéndase por jurídico-positivo, la estructuración de normas promulgadas por un órgano legislativo y 
sancionadas por el ejecutivo, con el fin de regular, de forma imperativa, la conducta de los ciudadanos de un 
Estado en sus relaciones sociales, buscando garantizar los fines del mismo, premiando a quien cumpla las 
normas y sancionando a quien las incumpla, todo esto dentro un marco taxativo, enunciativo y vinculante. 
100 Pérez Luño, “Derechos humanos”. p. 49-50. 
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Por otro lado, el acercamiento conceptual causa la necesidad de esclarecer ¿en 
dónde radica la diferencia entre derechos humanos y derechos fundamentales? Si bien, para 
muchos, los dos conceptos producen ambivalencia, se ha logrado convenir el uso de “la 
denominación “derechos fundamentales” para designar los derechos humanos positivizados 
a nivel interno, en tanto que la formula “derechos humanos” es la más usual en el plano de 
las declaraciones y convenciones internacionales”101. El criterio diferenciador entonces 
radica en el carácter jurídico-positivo que adquieren los derechos humanos -y sus 
correlacionados-, dentro del orden normativo y constitucional de los Estados. 
Cabe destacar que, en las definiciones ofrecidas, la positivización de los derechos 
humanos no desconoce la necesidad de su aplicación, puesto que “el reconocimiento 
positivo de tales derechos se entiende aquí en su sentido más amplio, que incluye lo mismo 
los instrumentos normativos de positivización que las técnicas de protección y garantía”102. 
Dicho de otra manera, deben hacerse todos los esfuerzos necesarios para que la realidad 
tangible de los derechos humanos sea consecuente con la realidad normativa de los mismos. 
Es aquí donde la teoría sobre la acción comunicativa de Jürgen Habermas juega un 
papel relevante, pues se manifiesta como un camino hacia la concretización de los derechos 
fundamentales en la realidad tangible, o sea, es la materialización de la protección de 
garantías que toda persona debe tener, pues si estas no son salvaguardadas el Estado habrá 
fallado en la misión defensiva de unas garantías mínimas para vivir. El profesor Ricardo 
Sánchez al interpretar a Habermas anota que: 
Estos derechos -los humanos-103 aparecen como de causalidad necesaria, pero no son 
suficientes y su propio cumplimiento, está dado por la existencia de derechos 
fundamentales que garanticen desde lo social y técnico hasta lo ecológico. Ello es así, en 
tanto sean necesarios para el ejercicio en términos de igualdad de los derechos civiles y 
políticos. Se trata de una acertada ligazón entre los derechos propios del Estado liberal, a 
los derechos propios del Estado Social de Derecho que Habermas enriquecerá con la 
                                               
 
101 Pérez Luño, “Derechos humanos”. p. 31. 
102 Pérez Luño, “Derechos humanos”. p. 51. 
103 Aclaración agregada por el autor. 
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dimensión del discurso, la acción comunicativa, la deliberación pública en una perspectiva 
del Estado Democrático de Derecho.104 
frente a esta afirmación, los profesores Pérez Luño y Sánchez coinciden en señalar 
que ni los derechos humanos, ni los derechos fundamentales son suficientes per se, lo que 
hace necesaria una dimensión que vaya más allá de los límites de la positivización. El 
principio discursivo, la acción comunicativa y la deliberación pública son entonces un factor 
de posibilidad para la materialización de estos derechos. En palabras del profesor Gerardo 
Durango “el principio discursivo puede entenderse como aquel juicio reflexivo por medio 
del cual los individuos y grupos pueden acordar normas producidas mediante razones 
válidas para todos los afectados” 105. Y continúa, “la acción comunicativa resulta, de esta 
manera, especialmente relevante para la búsqueda de la integración social en aquellas 
sociedades donde el componente conflictivo es demasiado alto y excluyente”106, en 
consecuencia, la conjugación entre positivización y deliberación permanente y pública 
trasformaría, en cierta medida, la aplicación de los derechos humanos en un ejercicio 
ciudadano y gubernamental cotidiano.  
Con todo lo anterior, en términos de definición conceptual y en contraste con lo 
detallado en el capítulo anterior, se da cuenta de ¿cómo el Estado colombiano durante 
décadas tuvo una concepción laxa de los derechos humanos?, además que por medio de sus 
acciones en esta en materia, no se inclinaron por trascender del simple reconocimiento de la 
existencia de unos derechos humanos, a la protección y garantía de ellos. Fue así como se 
dejó de lado su necesaria positivización y deliberación, para de esta forma, con acciones 
concretas, garantizarlos y ejercerlos.  
Hasta aquí denotamos lo crítico que ha sido para Colombia el tema de los derechos 
humanos a lo largo del siglo XX, tal como lo reconoce el profesor Alberto Restrepo: “la 
mayor parte de la población colombiana se ha acostumbrado a mirar la violación de los 
                                               
 
104 Ricardo Sánchez, “Cultura de los derechos humanos. Progreso Moral”, Sociología UNAULA, volumen: 23 
(2000): p.67. 
105 Gerardo A. Durango, “Principio Discursivo y los Derechos Fundamentales en La Teoría Habermasiana”, 
Opinión Jurídica, 5: 9 (2006): p. 24. 
106 Durango, “Principio Discursivo”, p. 25. 
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Derechos Humanos como un mal endémico del país o como un desastre natural, tan natural 
como los derrumbes o los terremotos”107. Como puede observarse, los derechos humanos 
son observados con animadversión y dado su abandono, se ha creado una visión de que ellos 
son el resultado de una espiral constante de reproducción de la violencia sociopolítica que 
fue alcanzando puntos insostenibles y creando en parte la necesidad de ser intervenida. 
Estanislao Zuleta, coincide comentando que gran parte de la población colombiana 
padeció sus problemáticas bajo el pensamiento de que éstas fueron el resultado de lo que él 
denomina fatalidad natural. El término mencionado por Zuleta, recoge de forma sucinta y 
clara lo dicho antes por Restrepo, pues la fatalidad natural es un fenómeno que ocurre gracias 
al producto de fuerzas que se encuentran por encima de las capacidades humanas y por tanto 
se hacen imposibles de intervenirlas. No obstante, la preocupación creciente por parte de 
diversos actores y sectores sociales tales como, los colectivos de abogados, los defensores 
de los derechos humanos, los líderes comunitarios, producirían una inminente trasformación 
en la forma de pensar de la población colombiana. Para Zuleta, esta trasformación surge a 
partir de movimientos sociales reivindicatorios, que mediante acciones colectivas buscan 
justicia social:  
La importancia de este tipo de acción política -puesto que se trata de una presión directa al 
Estado- es extraordinaria. Se trata nada menos de que una gran parte de la sociedad 
colombiana ya no vive su miseria, su abandono y sus carencias como una fatalidad natural, 
sino como una negación de sus derechos108. 
el tránsito de los colombianos, de un pensamiento de fatalidad natural a uno en 
clave de los derechos humanos, se ve sintetizado en un despertar que encuentra vida en las 
diversas manifestaciones sociales, las cuales posibilitaron interpretar la acción colectiva 
como algo extrapolable que llegó a manifestarse en otro tipo de acciones -tales como la 
ANC- que estaban encaminadas a la reivindicación de los derechos, protegiendo así, la cara 
del país menos favorecida.  
                                               
 
107 Luis Alberto Restrepo, “Los Equívocos De Los Derechos Humanos En Colombia”, Análisis Político, 
volumen: 16 (1992): p.25. 
108 Zuleta, “Colombia: Violencia”. p. 136 
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La semilla de la existencia de unos derechos humanos que estaban siendo vulnerados, quedó 
sembrada en las mentes de los colombianos, por ello, escenarios como la ANC se 
configuraron como una oportunidad en la cual sus clamores de cambio y justicia social 
fueron escuchados desde el corazón del establecimiento, con el anhelo de que en este espacio 
donde todas las ideas eran bienvenidas, la miseria, el abandono y la carencia fueran 
derrotadas de una vez por todas, o por lo menos fuese un inicio concreto de ello. 
2.2 En los albores del mañana 
Una nueva esperanza surgió tras décadas de espera por parte de la sociedad que se 
encontraba aún inmersa en un conflicto que había mutado a través del tiempo, el cual 
adquiría características de suma complejidad. Esta esperanza se materializaba en la 
Asamblea Nacional Constituyente de 1991 (ANC) que presidiría la llegada del tan anhelado 
cambio, justicia social, transformación del campo, respeto por los derechos civiles y 
políticos, en fin, el norte estaba fijado en conseguir una carta constitucional que recogiera 
todos los puntos de vista necesarios e incluir todo lo que la Constitución de 1886 y sus 
posteriores reformas habían dejado de lado. El objetivo, realizar una constitución para una 
nueva Colombia y para el colombiano moderno. 
El 5 de febrero de 1991, entre júbilo y zozobra, se da la instalación de la Asamblea 
Nacional Constituyente, las expectativas estaban en su punto máximo y un país atravesado 
por la violencia y la cruda realidad del narcotráfico depositaba sus esperanzas en este 
acontecimiento, para muchos mesiánicos y sin precedentes. Durante la jornada del 5 de 
febrero un solemne respeto se apoderó del Capitolio Nacional, y entre procedimientos se 
llamó a lista, atendieron al llamado 69 de los 70 constituyentes delegados109 por el pueblo, 
acto seguido, la presidencia Ad Hoc de la asamblea compuesta por los dos primeros 
                                               
 
109 Posteriormente fueron adheridos cuatro constituyentes en los días posteriores al inicio de la ANC por orden 
de la presidencia de la República. Dichos constituyentes pertenecían a tres grupos desmovilizados del Ejército 
Popular de Liberación (EPL), el movimiento armado Quintín Lame, y el Partido Revolucionario de los 
Trabajadores. Al parecer, según indicios del reglamento oficial de la ANC, los dos constituyentes designados 
del EPL pudieron ejercer su voto luego del 5 de marzo de 1991. Esta información puede ser verificada en: 
secretario de la ANC “Informe de la sesión plenaria del día 5 de febrero de 1991” (Bogotá, 1991), Archivo de 
la Asamblea Nacional Constituyente (ANC), Sesiones Plenarias, Sesiones febrero, f. 22-23. 
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constituyentes en orden alfabético Aida Abella y Carlos Daniel Abello les interrogó: 
“¿Señores Constituyentes Juran ustedes cumplir bien y fielmente los deberes y obligaciones 
como Delegatarios de la Asamblea Nacional Constitucional?”110 Las palabras “si juramos” 
pronunciadas por los delegados se escucharon en eco como si se tratase de un coro celestial 
y el juramento quedaría sellado para la historia cuando se les advirtió “Si así lo hicieren. 
Que Dios y el pueblo se lo premien, sino él y ellos se lo demanden”111, de esta manera 
permanecería instalada oficialmente la ANC hasta el 4 de julio de 1991. 
Los discursos inaugurales no se hicieron esperar, y parte de ellos rememoraron el 
pasado violento del país y cómo el futuro dependía, en gran medida, de la altura del debate 
y las ideas que allí se iban a discutir. Por su parte, la delegada y presidenta provisional por 
la Unión Patriótica (UP), Aida Abella, encontraba en la paz, el elemento clave el cual 
sintetizaba el objetivo por el que se encontraban reunidos: 
Digamos que la más palpitante expectativa que nos reúne aquí es la paz, una paz entre el 
Estado y todas las fuerzas que hoy permanecen marginadas, la paz entre el gobierno y la 
insurgencia a la que desde esta altísima tribuna le dirigimos un mensaje que es el mismo 
que dirigimos a las Fuerzas Armadas, llamándolos a todos a un dialogo inmediato.112 
En esto, coincidía el delegado y también presidente Carlos Daniel Abello, por el 
Movimiento de Salvación Nacional (MSN), precisando que: “esta es la primera Asamblea 
en la historia republicana de Colombia, elegida por votación popular, las anteriores 
provenientes de guerras intestinas o golpes de estado, fueron integradas empleando otros 
procedimientos, en todo caso menos democráticos”113.  
Con afirmaciones como estas, los delegatarios ponían de manifiesto su 
preocupación en torno a la violencia sociopolítica que envolvía al país, y hacían un llamado 
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a la reflexión a todos los actores que habían estado involucrados en ella hasta el momento, 
incluyendo a instituciones vinculadas con el establecimiento, como fueron las Fuerzas 
Armadas, que hasta el momento habían tenido un papel protagónico, pues se había 
configurado, en cierta medida, como un instrumento con el cual los gobiernos de turno 
imponía sus acciones e impartían justicia. Sumando a ello, su participación en los golpes de 
Estado y en las violaciones de derechos humanos, dentro del marco de las diversas 
conflictividades acaecidas durante décadas. En consecuencia de lo anterior, surgía un primer 
argumento que validaba la necesidad de una reconstrucción de los valores democráticos que 
habían sido desgastados de la mano de la constitución de 1886 y era menester de la ANC 
redefinirlos. 
En correspondencia con lo anterior, para el presidente de la República, Cesar 
Gaviria Trujillo, el objetivo de la constituyente iba a estar encaminado hacia la 
reconstrucción de las reglas de juego, las cuales coadyuvarían, junto con otros factores, a el 
compromiso de la ciudadanía de empoderarse la futura carta constitucional, para así superar 
la crisis de la nación, devolviendo la legitimidad en las instituciones y creando nuevas, por 
tanto, el presidente Gaviria resalta en su discurso que:  
Tal sería la desconfianza de los colombianos en las instituciones de la democracia 
representativa que decidieron volcarse a las urnas, asumir con sus propias manos la 
construcción de una salida a la crisis, y colocar transitoriamente sobre los hombros de 70 
personas, nada más y nada menos que la misión de volver a fijar todas las reglas de juego 
que habían imperado durante más de 100 años, la forma de responder a este clamor no es 
debilitar aún más los partidos políticos, el Congreso Nacional o las demás corporaciones 
públicas debemos al contrario infundirle y renovarle dinamismo, y sobre todo asegura que 
sean representativos.114 
La visión del gobierno consistía en generar nuevos diseños institucionales, que en 
clave interpretativa, recogieran todas las ideas de la sociedad colombiana, preparando a 
Colombia para el siglo XXI, es decir, una Colombia donde la confianza en las instituciones, 
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especialmente en la justicia, se revitalizara pues “los colombianos dejaron de creer en la 
justicia porque cada vez se les fue brindado menos garantías menos protección.”115 
El reconocimiento por parte del establecimiento de una crisis social, democrática y 
de derechos, marcó un precedente determinante para el desarrollo de la ANC, puesto que 
esta demostración de voluntad, al coincidir con las posturas de los constituyentes, creaba las 
condiciones adecuadas para el inicio de las deliberaciones sobre lo fundamental, en otras 
palabras, los albores de un nuevo pacto social.   
Pero la misión de volver a fijar y pactar las normas que regirían a Colombia luego 
de 100 años de historia transversalizada por acontecimientos violentos, planteaba la 
necesidad de fijar en el debate discursividades que no se hallaban incluidas en la constitución 
anterior. Siendo el caso de los derechos humanos uno de los más trágicos y que urgía 
trabajarlos, por lo que su discusión no se podía escapar del debate que se comenzaba a 
entablar. Las denuncias sobre la violación de estos derechos en el país se habían convertido 
en una constante durante décadas, y los colombianos que las padecían se encontraban a 
merced de la clemencia del Estado, por eso, era de primera necesidad incluir un capítulo de 
derechos y deberes renovado que reivindicara y reconociera la vulneración de derechos que 
hasta el momento había padecido la población menos favorecida del país. 
Recordando la definición de derechos humanos de Pérez Luño, se observa que las 
instituciones y fundamentos existentes en Colombia hasta el momento, no eran suficientes 
para concretizar los derechos humanos y atender su situación en el país. La debilidad 
institucional era tan evidente, que el mismo gobierno propuso en su proyecto de constitución 
la consolidación de nuevas instituciones: 
¿Cómo hacer para que estos propósitos no sean simples declaraciones retóricas?, 
aspiraciones utópicas en un mundo donde la crudeza de la realidad, pasa por encima de los 
más nobles ideales, mediante la creación de todo un aparato institucional para asegurar el 
efectivo respeto de los derechos, que hemos denominado fundamentales, es decir, de 
aquellos que por su trascendencia democrática, pueden ser aplicados directamente por un 
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juez, porque no requieren de una ley que explique sus alcances y su contenido. El derecho 
de amparo, el recurso de queja, la cuestión de inconstitucionalidad, toda una jurisdicción 
especial y un defensor de los Derechos Humanos, permitirán que cada persona se convierta 
en guardián de sus propios derechos y los defienda, utilizando este nuevo conjunto de 
instituciones.116  
En este discurso pronunciado por el presidente Gaviria, se haría la primera, de las 
muchas alusiones, a los derechos fundamentales en el marco de la ANC de 1991, llegando 
al punto que podría llegar a considerarse como la gestación de una idea, que entre debates y 
discusiones, sería moldeada hasta tomar la forma que ahora se conoce. Para el gobierno y la 
ANC se había convertido en un hecho de primera necesidad impulsar un “Estado que se 
ocupe de lo que verdaderamente importa, la protección de la vida, honra y bienes, 
compendio tradicional de los Derechos Humanos”117, de este modo el Estado sería el garante 
y protector de las exigencias del pueblo en lo atinente a la dignidad, la libertad y la igualdad 
humana. 
Quedaba claro entonces que el rediseño institucional y normativo que necesitaba 
Colombia, partía de un Acuerdo sobre lo fundamental enraizado en la reivindicación de los 
derechos humanos. A partir de estos puntos comunes, comenzaría el proceso de 
organización y estructura de la ANC mediante la adopción de un reglamento que le serviría 
de guía para poder cumplir con su tarea. Este reglamento, propuesto por el Gobierno 
Nacional, se construyó en días anteriores, reuniendo a delegados de las diferentes fuerzas 
políticas, que fueron elegidas para la constituyente, adquiriendo la figura de 
“compromisarios”, los cuales, se encargaron de discutir y redactar el proyecto de reglamento 
que le fue presentado a la ANC el 5 de febrero de 1991. Para ese momento, dicho reglamento 
tenía en blanco el artículo 10, para que de esta forma los asamblearios en pleno determinaran 
el modo como se debía componer la mesa directiva de la constituyente, no obstante, la 
constitución de la mesa directiva generó confrontaciones; por fortuna, dicho problema se 
resolvería días después cuando: 
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Las tres fuerzas mayoritarias en la asamblea, Liberalismo, Salvación Nacional y M19, 
acordaron una presidencia colegiada integrada por Álvaro Gómez Hurtado, Antonio 
Navarro Wolff y el antiguo ministro y procurador liberal Horacio Serpa Uribe, presidencia 
que dejaba por fuera al movimiento del expresidente Pastrana, quien nunca se recuperó de 
ese golpe político. El expresidente Pastrana se retiraría de la Asamblea pocas semanas 
antes de la finalización de las sesiones, dejando paso a Rodrigo Llorente.118 
Pero los problemas en torno al reglamento no terminaron allí, debido a que se 
suscitaron debates alrededor de otros artículos que serían controvertidos. Por tanto y 
previendo esta situación, se fijó que los primeros diez días se trabajaría para ajustarlo y 
modificarlo, de acuerdo con las diversas posturas de los asamblearios. No obstante, esta 
situación no se convirtió en un obstáculo para el inicio del trabajo y la deliberación 
constituyente, apenas las comisiones se conformaron, el debate encontró un espacio en los 
auditorios del centro de convenciones Gonzalo Jiménez de Quesada. 
Algunas disposiciones de este reglamento giraban en torno a la duración de las 
sesiones plenarias, y en cómo y cuantas comisiones iba a tener la ANC, estableciendo un 
tiempo de cuatro horas con posibilidad de su levantamiento o prórroga. Por otra parte, 
también hacía referencia a la elección de secretarios, los cuales no podían ser miembros 
constituyentes. Igualmente se tuvo en cuenta, que en las diversas funciones de los 
asamblearios, y en los procedimientos para la conformación de las comisiones119, la 
presentación de proyectos de reforma, fueran un punto importante a resaltar, puesto que las 
iniciativas o proyectos de reforma podían provenir de diversos organismos e instituciones 
externos a la Asamblea, tal como se estipula en el capítulo X del reglamento en los artículos 
28 y 29:  
Artículo 28. Origen de los proyectos. Podrán presentar proyectos los Constituyentes, el 
Gobierno Nacional por intermedio del Ministro de Gobierno, la Corte 
Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, y el Congreso Nacional a través 
de las Comisiones Primeras Permanentes del Senado y de la Cámara de 
Representantes.  
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Se considerará que un proyecto es de la Corte Suprema, del Consejo de 
Estado o de las Comisiones Primeras, cuando hubieren sido acogidos como 
tales por la respectiva Corporación.  
Artículo 29. Otras propuestas. Los representantes legales de organizaciones no 
gubernamentales de carácter nacional, las universidades y los grupos 
guerrilleros que se vinculen a un proceso de paz bajo la dirección del 
Gobierno, podrán presentar propuestas escritas a la Asamblea. La Mesa 
Directiva estudiará y distribuirá las propuestas en las Comisiones 
Permanentes para su estudio y evaluación. 120 
Sin lugar a duda, estos artículos dejaban en claro el ambiente democrático y 
participativo de la Asamblea, al extender la invitación a otros sectores de la sociedad, pues 
se configuraba a sí misma como un espacio abarcante al tenor de las ideas, propuestas e 
intereses de todos los colombianos.  
2.3 Un pueblo deliberando 
Los antecedentes del país, hicieron necesario que en la reestructuración y nuevo diseño del 
pacto social la importancia de los aportes ideológicos de los constituyentes fueran 
fundamentales para comprender la pluralidad en la concepción que tenían los diferentes 
sectores políticos y sociales sobre los derechos humanos. De ahí la relevancia de señalar los 
aportes argumentativos de algunos miembros de la ANC en relación con los derechos 
individuales, los derechos colectivos y cómo el Estado debe garantizar su cumplimiento.  
Frente a la delimitación y discusión que se desarrollaba en la ANC, para la 
estructuración de los derechos humanos en Colombia de forma taxativa, los asamblearios 
entraron a tocar diferentes temas que los llevaban a establecer puntos de encuentro, en los 
cuales la enunciación y positivización de los derechos humanos podían transformar el 
Estado fallido en el cual se encontraba el país, donde la nación se configuraba como la 
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plusvalía de los países ricos; de esta manera lo mencionaba el constituyente por el MSN 
Cornelio Reyes:  
Colombia, como todos los países en desarrollo, sigue sudando plusvalía en beneficio de 
los países ricos, agréguese a todo esto la crisis de credibilidad que sufren instituciones 
necesarias en toda sociedad organizada como el Congreso y la Justica, visto así este cuadro 
desolador, significa acaso decir que Colombia es un navío ebrio, con voz a la deriva, 
condenado inexorablemente al naufragio o que las instituciones que aquí vamos a fundar 
y a reformar serán para un país en disolución.121 
Uno de estos temas, que daban campo a la discusión de los derechos humanos y 
cómo el Estado podría salvaguardarlos, era limitar las facultades extraordinarias que poseía 
el Presidente de la República en el artículo 121 de la Constitución Política de 1886, donde 
en ejercicio de sus atribuciones, definía cuales eran los asuntos y bienes jurídicos a proteger, 
de acuerdo las condiciones de alteración del orden público. De esta manera, el presidente 
era quien definía los derechos que debían salvaguardarse bajo la tutela del Estado de sitio y 
los intereses concretos del momento. En relación con esto, Alfredo Vásquez Carrizosa hacía 
una crítica frente al tema: 
La nuestra es una crisis del Estado y de la Constitución, de los parámetros políticos del 
Frente Nacional y del modelo del poder en su conjunto, se han acumulado muchos de los 
problemas del siglo XIX con los afanes del desarrollo dinámico y tecnológico del siglo 
XX, no hay Estado de Derecho, o sea, el poder controlado por las reglas constitucionales 
con un espacio de seguridad para la persona, el Estado de Sitio permanente reemplaza 
desde hace más de 40 años la urdimbre de lo que fue la Carta fundamental de Colombia; 
el principio de la separación de las ramas del poder estatal que es esencial en el derecho 
público moderno, desde los tiempos de la Revolución Francesa de 1789 ya no tiene 
vigencia entre nosotros, porque contemplamos un presidencialismo agobiante que hace las 
veces de legislador y con los decretos leyes establece una justicia impotente para detener 
la ola delincuencial que nos abruma, en claras palabras hay entre nosotros un estado de 
hecho que sustituye al de derecho. 
La caracterización, por parte del delegado Vásquez Carrizosa, de que Colombia se 
encontraba en unas lamentables condiciones de Estado de hecho, sintetizaba la inoperancia 
y poca capacidad del gobierno en materia de garantía y protección de los derechos humanos, 
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introduciendo de manifiesto, la necesidad de crear mecanismos con los que el ciudadano 
pudiese defenderse ante cualquier arbitrariedad:  
Eso precisamente es lo que hace una Carta de Derechos y Deberes como la que sometemos 
a estudio de esta Asamblea, trasladar poder al ciudadano común, para que cuando sea 
tratado arbitrariamente, tenga una salida diferente a la agresión, la protesta incendiaria o la 
resignación sumisa y alienante.122 
El gobierno de Gaviria tenía claridad sobre esto, era consciente de que el Estado de 
sitio era una figura jurídica que había perdido su objeto y su legitimidad – si en algún 
momento la tuvo –. En palabras del propio presidente “he manifestado mi descontento con 
la situación actual, tenemos el peor de los mundos, un estado de sitio que desprestigia nuestra 
democracia por su carácter permanente y por su afinidad nominal con los regímenes de ley 
marcial”123, a pesar de ello, su propuesta constitucional para superar el Estado de sitio 
consistía en cuatro grados escalonados de perturbación del orden. 
En la propuesta de constitución que el gobierno le presentó a la ANC, en su capítulo 
5 del Título IV, los artículos del 140 al 145 consagraban lo que se denominaría Estados de 
excepción y sus cuatro grados llamados estado de alarma, estado de Conmoción interior, 
estado de Guerra y la emergencia económica y social. El artículo 140 disponía lo siguiente: 
Articulo 140 2. En estado de alarma, el presidente de la República podrá dictar medidas 
transitorias de policía para limitar el ejercicio de los derechos y libertades 
de las personas, y. establecer los ·deberes y responsabilidades civiles 
indispensables para conjurar la perturbación, con sujeción a lo previsto en 
la ley orgánica de los estados de excepción.124   
Saltaba a la vista que estas propuestas desconocían cualquier avance posible en 
materia de derechos, en vista de que en ningún artículo se especificaba si los derechos 
humanos y fundamentales se mantendrían vigentes en estos Estados de excepción, por el 
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contrario, se hablaba de una definición amplia y ambigua de derechos y libertades que 
podrían ser suspendidos. Esto motivó grandes críticas y debates por parte de algunos 
constituyentes como Alfredo Vásquez y José Matías Ortiz, que llegaron a calificar la 
propuesta de la administración como “Los cuatro estados de excepción o la violación 
permanente de los Derechos Humanos.”125, pero su crítica iría más allá. 
Para estos asamblearios, los vacíos existentes en la norma eran convenientes para 
el gobierno, algunos de ellos como el hecho de que dichos estados de excepción fueran 
prorrogables de manera indefinida, puesto que no se especificaba un límite para los mismas; 
además la ambigüedad del proyecto, en términos de las garantías de los derechos humanos, 
tenía como consecuencia buscada mantener la no desarticulación del estado de sitio, si no 
su prolongación bajo tres nuevas modalidades:  
Los tres primeros casos126 harían que en vez de eliminar el estado de sitio, se instituyan 
tres modalidades de muy difícil graduación. El primero, lleva al segundo y hasta el tercero. 
El país estaría sometido en permanencia al estado de alarma o de conmoción interior lo 
que, de suyo, señalaría a Colombia como uno de los países más inseguros del hemisferio 
occidental. Si el grado inferior es la alarma sería difícil ocultar la peligrosidad del ambiente 
nacional y si se llega a la conmoción interior, es ya andar por el borde del precipicio. Tal 
estatuto constitucional haría más difícil y compleja la situación del orden público del 
país.127 
Esto condujo a que la Comisión Tercera de la ANC en su ponencia presentada el 
30 de abril de 1991 considerara una serie de reformas a la propuesta del gobierno, 
suprimiendo e incluyendo elementos sustanciales tendientes al cambio necesario de las 
condiciones, tanto normativas como causales, que habían propiciado el estado de sitio 
durante décadas Se quería romper el círculo vicioso del Estado de hecho para entrar al 
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Estado de derecho, por lo que se tenía que comenzar por establecer límites claros a los 
estados de excepción. 
Los constituyentes tuvieron en cuenta, como ya se dijo, que el proyecto del 
gobierno dejaba descuidado el tema de los derechos humanos y las garantías fundamentales, 
por tanto, consideraron la necesidad de hacer que el articulado de la naciente constitución 
se pronunciara de forma clara frente a este tema, en consecuencia, propusieron que:  
Los decretos legislativos que dicte el presidente de la República tendrán vigencia 
únicamente dentro del Estado de Excepción y llevarán la firma de todos los ministros. 
Tales decretos tendrán vigencia mientras dure la anormalidad del órden público, pudiendo 
restringirse las libertades públicas, más no los derechos fundamentales de los 
ciudadanos.128 
Hacer la salvedad de que los derechos fundamentales de los ciudadanos eran 
irrevocables, incluso en los estados de excepción, sin lugar a duda es toda una novedad y 
necesidad suplida en la nueva carta constitucional, puesto que de esta manera se procuraba 
en un primer plano salvaguardar los derechos de las personas ante las posibles 
arbitrariedades y excesos que fueron característicos de los estados de sitio en el pasado. Esto 
en otras palabras, se considera como una victoria frente al presidencialismo y el 
autoritarismo, es decir, que incluso los decretos legislativos impulsados en tiempos de 
conmoción dejarían de ser vigentes cuando el orden fuese reestablecido. 
Otro punto importante, modificado por los constituyentes, fue establecer otras dos 
aclaraciones de suma relevancia que establecieran límites al ejercicio de la autoridad en los 
estados de alteración del orden, por un lado, “queda prohibido el juicio de civiles por jueces 
ó tribunales militares, tanto en épocas normales como durante la vigencia del Estado de 
Excepción.”129. Por otro lado, los estados de emergencia económica no podrían exceder los 
noventa días al año en total. De este modo se aseguraban de que los poderes, tanto del 
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presidente, como de la fuerza pública, encontraran fronteras claramente establecidas en la 
constitución.  
Finalmente, el articulado en su versión definitiva adoptó las medidas propuestas 
por los constituyentes -reseñadas arriba-, incluso aplicó el límite temporal propuesto de 
noventa días sobre la figura del estado de excepción con la diferencia de que se permite su 
prorroga por otros noventa días. En resumen, los asamblearios acogieron tres modalidades 
de estados de excepción en la Constitución de 1991, Art 212. Estado de guerra exterior, Art. 
213. estado de conmoción interior, y el Art. 215 estado de emergencia social y económica. 
Hasta el momento, se evidencia que desde el inicio de la ANC, los temas de los 
derechos humanos ocupaban uno de los primeros lugares en las discusiones de los 
delegatarios, su relevancia se hacía cada vez más notoria en la medida que las discusiones 
iban avanzando. Prueba de ello, es que para algunos constituyentes bastaba simplemente 
con realizar una anotación en la que la Declaración Universal de los Derechos Humanos se 
encontraría directamente integrada a la Constitución.  
El 19 de febrero, en sesión plenaria, el asambleario Augusto Ramírez Ocampo 
anota “señores presidentes, que por el respeto a la vida deba comenzar nuestro catálogo de 
los derechos humanos, para nosotros bastaría probablemente con aprobar un artículo que 
incluyera la expresa adhesión a la Declaración Universal de los Derechos Humanos.”130 En 
esto coincidían los constituyentes Alberto Zalamea Costa, y Eduardo Ramírez, pues 
consideraban que varios derechos fundamentales podrían estar sintetizados en un solo 
artículo “en unas expresiones simplísimas, que le dan muchísimo mayor vigor a la frase y 
que facilitan de verdad el entendimiento universal sobre estos problemas” 131. Sin embargo, 
afirmaciones como éstas propendían por desconocer la urgente necesidad de positivizar 
estos derechos, a consecuencia de que Colombia se encontraba adherida a esta declaración 
desde el año 1948 cuando fue proclamada; no bastaba con un artículo que denotara su 
                                               
 
130 Augusto Ramírez Ocampo “Informe de la sesión plenaria del día 19 de febrero de 1991” (Bogotá, 1991), 
(ANC), Sesiones Plenarias, Sesiones febrero, f.5. 
131 Eduardo Ramírez “Informe de la sesión de la comisión primera del día 16 de abril de 1991” (Bogotá, 1991), 
(ANC), Sesiones Comisión Primera, Sesiones abril, f.14. 
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adhesión, sino, más bien, uno que resaltara la importancia de los tratados internacionales de 
derechos humanos y su prevalencia en el orden interno, tal como lo haría en su versión final 
el vigente artículo 93 de la Constitución de 1991, que fue propuesto por la comisión 
primera132 en la ponencia presentada por Diego Uribe Vargas133.  
El ejercicio constituyente de positivización de estos derechos hallaba su riqueza en 
el debate y la deliberación, por tanto, las anteriores consideraciones no fueron un obstáculo 
para ello, por el contrario, derechos como la vida, la igualdad, la dignidad y la libertad fueron 
sujetos de extensos debates. El derecho a la igualdad adquirió una especial relevancia, 
debido a que en la Constitución de 1886 no había consideración alguna de este derecho, lo 
cual condujo a algunos constituyentes a escudriñar en otros referentes jurídicos anteriores 
como lo fue la Carta de Angostura, que para sorpresa de los delegados, en su artículo primero 
se incluía la igualdad, más no se hablaba de la vida. 
La constituyente por la Alianza Democrática M-19 (AD-M19), María Mercedes 
Carranza, explica con relación a la vida, que para “esa época esto no era un derecho […] la 
existencia no es un derecho, la existencia es una realidad, es un hecho"134. Vida e igualdad 
serían dos discusiones claves para los constituyentes, no sólo por estos precedentes jurídicos, 
sino por las complejas condiciones reales de existencia que históricamente había atravesado 
al país. 
El debate frente al derecho humano a la vida en la ANC encuentra una serie de 
elementos de conexidad, que lo unen en diferentes momentos a temas controversiales como 
el aborto, el cual fue un paso obligado para los delegatarios, pero el énfasis con que todos 
estaban de acuerdo en la comprensión del derecho fue en entender la vida como factor de 
posibilidad para la realización y ejercicio de todos los demás derechos. Por tal motivo, era 
claro que la fórmula que terminaría plasmada en la constitución debía ser muy bien 
                                               
 
132 Dicha comisión tenía como objetivo discutir los principios, deberes y derechos constitucionales. 
133 Diego Uribe Vargas “Ponencia sobre Carta de derechos, deberes, garantías y libertades.” (Bogotá, 22 de 
mayo de 1991), Comisión Primera de la Asamblea Nacional Constituyente, Ponencias de los Constituyentes, 
f.19. 
134 María Mercedes Carranza “Informe de la sesión de la comisión primera del día 16 de abril de 1991” (Bogotá, 
1991), (ANC), Sesiones Comisión Primera, Sesiones abril, f.39. 
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desarrollada, no era un simple artículo, era la llave que abría el cofre en el cual estarían 
depositados todos los demás derechos fundamentales de los colombianos. 
El 15 de abril, se reúne la comisión primera para iniciar el debate en torno al 
informe de la subcomisión segunda135 -integrada a dicha comisión primera-, aquí 
comenzaría el debate sobre los derechos fundamentales136, titulado en su momento carta de 
derechos, deberes, garantías y libertades. Las deliberaciones eran artículo por artículo, pero 
para abordar cada uno de ellos no tenían una metodología establecida, y los delegatarios 
podían manifestar sus inquietudes y alimentar la discusión con los aportes que considerasen 
pertinentes. De manera que inician con el primer artículo que hace referencia a las 
autoridades de la República y cuáles son sus deberes frente a las personas:  
Artículo de las autoridades:  
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia en sus vidas, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y 
para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 
El incumplimiento de este deber por acción u omisión, dará lugar a las responsabilidades 
que consagran la Constitución y la ley. 
Los constituyentes intentaban hallar una fórmula adecuada para lo que más tarde 
serían los fines del Estado137, buscaban que fueran abarcantes y cobijaran todos los derechos 
fundamentales, el problema es que dichos fines los caracterizaban de forma errada y no 
tenían claridad sobre cuáles eran los fines del Estado, y cuáles los derechos fundamentales 
que debían estar cobijados por los primeros, en consecuencia el debate se fue desviando 
hasta un punto paralelo donde se habló de  la vida como un derecho o un bien: 
                                               
 
135 Los constituyentes miembros de la subcomisión segunda fueron: Diego Uribe Vargas, María Mercedes 
Carranza, Aida Abella, German Toro, Raimundo Emiliani. 
136 Vale aclarar que al inicio de este debate algunos constituyentes utilizaban derechos humanos y derechos 
fundamentales como si fuesen sinónimos, pero en el desarrollo de las deliberaciones el uso de la frase derechos 
fundamentales va adquiriendo mayor uso y entendimiento, tal como se explicó arriba los derechos 
fundamentales son en cierta medida los derechos humanos positivizados en el orden jurídico de un Estado en 
particular. 
137 Véase el artículo 2 de la constitución vigente.   
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La primera controversia comenzó cuando el delegatario Emiliani Zapata sostenía 
que la vida es un bien:  
(…) estos derechos fundamentales que son bienes, es que son bienes, que es la vida, 
la vida no es un derecho, es un bien, el derecho de la vida es la protección que le da el 
Estado, que es la dignidad, es un bien de la persona, lo que sucede es que el Estado 
Garantiza esa dignidad y ahí es donde está el derecho. […] Estos derechos fundamentales 
son bienes que el Estado protege138 
Encontrando una respuesta inmediata por parte del constituyente Alfredo 
Vásquez Carrizosa y otros constituyentes, que consideraban la vida algo más que un simple 
bien, lo consideraban un todo. Ellos definían la vida como un factor indispensable para la 
aplicación de cualquier otro derecho, sin vida no habría absolutamente nada.  
Honorable constituyente. Es que para eso está el derecho a la vida. Es que el derecho a 
la vida. Es que el derecho a la vida no es solamente el derecho de respirar, y el derecho 
a alimentarse, es el derecho de trabajar. El derecho a la vida comprende todo. El derecho 
a la vida es lo que debe garantizar el Estado.139 
El delegatario por el partido Conservador Misael Pastrana Borrero apoya la 
afirmación de Vásquez, puesto que considera que la vida es un derecho y afirma que el 
problema radica es en su garantía y protección manifestando lo siguiente: 
Yo me he leído de nuevo el documento de Amnistía Internacional, no por que tenga total 
devoción, pero al fin y al cabo es un organismo que ha seguido muy cerca el proceso 
colombiano, y ellos consignan de que la formula del 86 es muy buena, que lo que sucede 
es que no se ha aplicado, no ha existido los mecanismos para darle cuerpo, para darle vida, 
para darle realidad.140 
La asamblearia, Carranza, se une a esta cuestión, pues considera que en 100 años 
el mundo ha avanzado lo suficiente como para que los conceptos se mantengan estáticos:  
Tengo una objeción, que me ha surgido respecto a la palabra bienes. El concepto de 
propiedad ha evolucionado también en estos 100 años, y yo no se si sé pueda poner en el 
                                               
 
138 Raimundo Emiliani Zapata “Informe de la sesión de la comisión primera del día 15 de abril de 1991” 
(Bogotá, 1991), (ANC), Sesiones Comisión Primera, Sesiones abril, f.16. 
139 Alfredo Vásquez Carrizosa “Informe de la sesión de la comisión primera del día 15 de abril de 1991” 
(Bogotá, 1991), (ANC), Sesiones Comisión Primera, Sesiones abril, f.19. 
140 Misael Pastrana Borrero “Informe de la sesión de la comisión primera del día 15 de abril de 1991” (Bogotá, 
1991), (ANC), Sesiones Comisión Primera, Sesiones abril, f.21. 
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mismo nivel vida y bienes. Finalmente la vida es un valor ilimitado y debe tener una 
protección digamos ilimitada. En cambio los bienes, o sea la propiedad, se protege sólo en 
cuanto cumple una función social. Entonces yo no se si puedan ir al mismo nivel.141 
Como se observa, hasta aquí el articulo propuesto, en un principio, puntúa sobre 
una serie de fines que el Estado tiene el deber de cumplir, entre ellos está la garantía de los 
derechos. Por tanto, el Estado con especial ahínco debe garantizar y proteger el derecho a la 
vida, en consecuencia, el debate se traslada rápidamente a discutir este derecho, que a su vez 
era entendido como un fin que el Estado debería garantizar y proteger. Sobre esto, el 
delegado Alberto Zalamea anota en relación con el mismo artículo, “el Estado garantiza el 
derecho a la vida, eso ya está dicho arriba, es precisamente el objeto del artículo primero, 
que garantiza la vida, la dignidad, los bienes, etc., que garantiza el desarrollo de esos 
derechos, eso ya está dicho.”142. De esta manera el constituyente hace claridad sobre que la 
vida es un derecho y no un bien, y que el Estado garantiza el derecho a la vida, y es en su 
misma intervención donde se abre otra vertiente sobre el entendimiento de este derecho, 
trayendo a colación el tema de la tortura y la pena de muerte,  
se dice que se define a la tortura como un delito, esa es una definición innecesaria, pues 
obvio que la tortura es un delito y que los actos inhumanos y degradantes también y 
desaparición forzada, también lo sabe todo el mundo de lo que se trata es de que hay que 
condenar esa tortura, hay es que darle al gobierno el imperativo jurisdiccional y a los 
funcionarios públicos de que no pueden llegar a torturar, porque es obvio que los 
torturadores se mueren de risa, de una definición diciendo a estos tratos inhumanos es ilegal 
o es delito, pues claro que es delito, pero lo que hay que decir es que el gobierno está 
obligado, que el funcionario que no lo haga, será culpable y será destituido, y será culpable 
de torturas, incluso aquellos que faciliten con su silencio, porque eso ha ocurrido mucho 
en Colombia.143 
Tras su intervención, el debate se vuelca de lleno en este otro aspecto de 
interpretación del derecho y se comienza a discutir de forma directa el artículo sobre la vida, 
en el que se proponía “Todas las personas tienen derecho a la vida. El Estado garantiza este 
                                               
 
141 María Mercedes Carranza “Informe de la sesión de la comisión primera del día 15 de abril de 1991” 
(Bogotá, 1991), (ANC), Sesiones Comisión Primera, Sesiones abril, f.26. 
142 Alberto Zalamea “Informe de la sesión de la comisión primera del día 15 de abril de 1991” (Bogotá, 
1991), (ANC), Sesiones Comisión Primera, Sesiones abril, f.64. 
143 Alberto Zalamea “Informe de la sesión de la comisión primera del día 15 de abril de 1991” (Bogotá, 
1991), (ANC), Sesiones Comisión Primera, Sesiones abril, f.64. 
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derecho. No hay pena de muerte. La tortura, al igual que los tratos crueles, inhumanos y 
degradantes y la desaparición forzada son delitos.”144. Como se observa, el artículo integra 
dos puntos delicados, el primero sobre la pena de muerte, y el segundo sobre la tortura y la 
desaparición forzada. Este primer punto ya se encontraba en la constitución anterior, que 
debido a su reforma en el año de 1910 se prohíbe la denominada pena capital.  
El segundo fue agregado precisamente por la existencia de una subrepticia pena 
capital en Colombia que era ejercida por las autoridades del Estado y los grupos armados al 
margen de la ley, tanto los grupos paramilitares -que se estaban consolidando- como las 
guerrillas de vieja data. La delegataria Aida Abella interpela a varios delegatarios entre ellos 
al presidente de la comisión Jaime Ortiz Hurtado, que sugieren que este inciso sobre las 
torturas debe ser eliminado como lo anotó Zalamea Costa, en su intervención Abella recalca:  
nosotros hicimos parte de la subcomisión y estuvimos debatiendo mucho este punto, y lo 
estuvimos debatiendo porque pensamos que es algo muy sentido en el país, precisamente 
porque no se respeta la vida. Cuando a alguien le preguntaron si estaba de acuerdo con que 
no hubiera pena de muerte en Colombia contestó que estaba de acuerdo con que la quitaran, 
porque hay pena de muerte en Colombia por las creencias políticas especialmente. Aquí el 
que piense distinto, su vida corre peligro. Nosotros llevamos mil quinientos ejecutados con 
pena de muerte, por sus creencias políticas, y yo creo que cuando un país está en unas 
condiciones como las nuestras, hay necesidad de explicar así sea tenido en cuenta por 
algunos como una tendencia reglamentarista dentro de la constitución, pero queremos que 
nuestra constitución diga cosas y se puedan aplicar. 145 
El planteamiento de Aida Abella se sustentaba en la realidad que ella misma y sus 
copartidarios de la UP habían tenido que padecer en épocas recientes. Es evidente como para 
algunos delegados la preocupación de incluir de forma expresa la inviolabilidad de la vida, 
junto con la derogación de la pena de muerte es el resultado, no de la existencia de leyes, 
normas o políticas oficiales que evocaran la pena de muerte o la antigua pena capital, sino 
de la realidad concreta en la cual pensar diferente, en términos políticos, tenía como 
consecuencia ser señalado enemigo del gobierno de turno, de las fuerzas paraestatales, o 
                                               
 
144 Propuesta Subcomisión Segunda de la Comisión Primera “Informe de la sesión de la comisión primera 
del día 16 de abril de 1991” (Bogotá, 1991), (ANC), Sesiones Comisión Primera, Sesiones abril, f.4. 
145 Aida Abella “Informe de la sesión de la comisión primera del día 15 de abril de 1991” (Bogotá, 1991), 
(ANC), Sesiones Comisión Primera, Sesiones abril, f.65. 
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también de los grupos guerrilleros, y de esta manera exponer la vida por el sólo hecho de 
pensar, actuar o decir algo en forma diferente. 
En este sentido, los asesinatos a causa de pensar diferente y luchar por causas 
reivindicatorias, muchas veces, contrarias al orden imperante estaban siendo entendidos 
como un sinónimo de pena de muerte para efectos del debate, y no se caracterizaban por ser 
simples ejecuciones, pues en muchos casos a estos crímenes se les sumaban otras prácticas 
correlacionadas que se ejecutaban en fases previas al asesinato. Dichas prácticas son la 
tortura y los tratos crueles, degradantes e inhumanos, cabe aclarar que no en todos los casos 
en los que se ejecutaban este tipo de acciones violentas contra la persona iban a parar en 
asesinatos, pero si en graves y denigrantes violaciones de los derechos humanos, con 
justificaciones sin sentido como la seguridad nacional, el combate al comunismo y ael 
terrorismo, en otras palabras, se hacía uso de diversas discursividades para argumentar la 
aniquilación y el exterminio. De manera que el tema sobre la tortura y sus relacionados no 
tardó en ser objeto de controversia y debate por su fuerte conexidad con el tema de la vida, 
razón por la cual la delegada Abella agregó a su intervención: 
(…)Si hay algo que ASFADES146, la Asociación de Desaparecidos de este país, y que la 
comisión de Derechos Humanos y que los diferentes foros le recomiendan a Colombia es 
que por favor sea delito la tortura, porque aquí desde 1979, la tortura la hacen parte de las 
Fuerzas Militares de nuestro país, es que lo que sucedió en las caballerizas147 no se nos 
puede olvidar, lo que sigue sucediendo, antes incluso de fusilar a la gente es que la están 
torturando, y por eso encontramos una gran cantidad de muertos que antes han sido 
torturados y que luego los ejecutan, a nosotros nos parece que en la práctica, así nos toque 
dar una discusión muy profunda miremos lo que nos han recomendad no solamente 
Amnistía Internacional, American Wash148 (sic) que es una organización de derechos 
humanos de los Estados Unidos. Yo si quisiera que viniera a esta comisión, sobre todo para 
                                               
 
146 ASFADDES – Asociación de familiares de detenidos desaparecidos. 
147 Haciendo referencia a las torturas realizadas en la Escuela de Caballería en Usaquén. “La Escuela de 
Caballería es el centro de interrogatorios donde han sido llevados la mayoría de los detenidos de Bogotá y sus 
alrededores inmediatamente después de su detención. Algunos detenidos afirman que durante el período en 
que estuvieron incomunicados en la Escuela de Caballería también se los llevó a “Las Cuevas de Sacromonte” 
o a “Los Cerezos” Tomado de: Amnistía Internacional, Comité de solidaridad con los Presos Políticos, Informe 
de Amnistía Internacional: Violación de los Derechos Humanos en Colombia (Texto Íntegro, septiembre 
1980). (Bogotá: Publicación de Amnistía Internacional, 1980). p. 222. 
148 No se logró determinar a que ONG o entidad se hacía alusión, es probable que se tratase de Human Rights 
Watch. 
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que nos dijera lo del último informe que ha hecho sobre Colombia, y por qué las 
organizaciones internacionales de derechos humanos, se muestran tan sensible ante la 
realidad colombiana. Yo creo que naturalmente, la tortura es de varias formas, puede haber 
una tortura psicológica, puede haber como la que se ejerce en muchos hogares, en este país 
que tampoco se esconde, las llamadas telefónicas que nos hacen permanentemente […] 
Colombia en este momento es el campeón en la comisión de los derechos humanos de la 
ONU, no hay otro país que tanga más desaparecidos, incluso nuestro país es campeón por 
encima de Chile, de Uruguay donde estuvieron las dictaduras fascistas.149 
Los constituyentes debatieron entonces las múltiples formas de entender la tortura 
y como estás pueden trascender el plano de lo meramente físico. El hostigamiento mediante 
amenazas y las secuelas de todos estos tratos crueles, degradantes e inhumanos que resultan 
imborrables de la memoria colectiva e individual se configuran también como una tortura 
casi de por vida para el ser humano, configurándose entonces como una de las razones por 
las cuales era imperativo debatir e incluir estás formulas textuales en la constituyente. Para 
algunos de los constituyentes, estas formas de violencia no solo eran un atentado en contra 
de la vida, eran un atentado en contra de la dignidad, la libertad en amplio sentido, la 
igualdad y la paz, todos los derechos que en resumidas cuentas, el Estado debe garantizar; 
cosa que el delegado Diego Uribe buscó resaltar en su intervención: 
No cabe duda de que en el texto de la constitución actual, la tortura, y los tratos inhumanos, 
degradantes, no aparece, esto es una cosa que indudablemente es un vacío, a pesar de que 
Colombia es suscriptora de la convención contra la tortura y de muchisísimos instrumentos 
internacionales que la condenan. Nos parece importante que aparezca en la constitución. 
La tortura es una categoría delictual, que indudablemente repugna al género humano y que 
es nuestro deber colocarla, sobre eso como un delito. Entonces el refuerzo del artículo está 
precisamente en condenar la tortura, que es una de las violaciones más execrables del 
derecho a la vida, igual que la desaparición de personas, que infortunadamente, es una 
modalidad delictiva que se ha venido extendiendo en nuestro tiempo. Ahora bien, 
indudablemente la redacción podría enfatizarse en que la vida es un derecho, pero el Estado 
debe garantizarlo, porque estamos hablando de las garantías a las personas y a las 
comunidades; entonces yo si creo que el ponerle, se garantiza, o el Estado garantiza el 
derecho a la vida, pues esto es un deber del Estado. […] cuando Aida lee sus trágicos 
comunicados150 de muertes violentas de personas, de grupos humanos, ella dice, es que el 
                                               
 
149 Aida Abella “Informe de la sesión de la comisión primera del día 15 de abril de 1991” (Bogotá, 1991), 
(ANC), Sesiones Comisión Primera, Sesiones abril, f.66. 
150 Aquí el delegado está haciendo referencia a los comunicados que leía la delegada Aida Abella antes de 
iniciar las sesiones. Con estos comunicados buscaba informar a sus compañeros constituyentes los diferentes 
crímenes que se cometían en el país en contra de líderes políticos y sociales. 
Capítulo 2: La constitución de los derechos humanos 67 
 
Estado no le está garantizando la vida a las personas, y es cierto, por eso tenemos que poner 
en la constitución que el Estado garantiza el derecho a la vida.151 
Estos argumentos arrojan claridad a los constituyentes y les ayudan a comprender 
que la vida en realidad es un derecho que el Estado debe garantizar y por tanto proteger, de 
manera que para lograrlo no basta con el hecho de negar la pena de muerte, deberían existir 
otros complementos normativos que impidieran las prácticas violentas y en contra de los 
derechos humanos, existía una necesidad imperante de poner límites a los comportamientos 
de las autoridades públicas y privadas frente a la vida y la dignidad de las personas. Por esta 
misma razón, de forma hábil, el constituyente Uribe, a modo de ejemplo, echa mano del 
caso de la delegada Abella para sostener su tesis de que es necesario que es el Estado es 
quien debe ser el primer veedor de la vida y sus derechos correlacionados y que debe dar 
ejemplo de su respeto y salvaguarda, con el fin de seguir reforzando esta idea el 
constituyente Ramírez Ocampo sostiene: 
Me parece a mi que es fundamental en nuestra constitución, es verdad que todos tienen una 
misma jerarquía, por ser todos artículos constitucionales, pero desde luego no hay nada 
más bochornoso para Colombia que su situación ante el mundo con respecto al tema de los 
Derechos Humanos. La tortura en Colombia se ejerce por las autoridades y los particulares 
y se extiende su ejercicio de manera casi ilimitada. […] por lo tanto yo creo que este es 
uno de aquellos artículos que es necesario enriquecer en nuestra constitución.152 
Si bien, algunos de los debatientes consideraban que todos los derechos 
fundamentales gozan de la misma jerarquía, el asambleario Ramírez consideró que la 
discusión ameritaba resaltar que la tortura en el país ha sido ejecutada por el Estado y por 
tanto era importante consignar en el proyecto una referencia directa a esta cuestión. Además 
de recoger las anteriores intervenciones en las cuales se enfatiza en la imagen de Colombia 
en el exterior en materia de derechos humanos, calificando este hecho como bochornoso, lo 
cual no se aleja de la realidad, puesto que el talante de los informes que las instituciones y 
                                               
 
151 Diego Uribe Vargas “Informe de la sesión de la comisión primera del día 15 de abril de 1991” (Bogotá, 
1991), (ANC), Sesiones Comisión Primera, Sesiones abril, f.63. 
152 Augusto Ramírez Ocampo “Informe de la sesión de la comisión primera del día 15 de abril de 1991” 
(Bogotá, 1991), (ANC), Sesiones Comisión Primera, Sesiones abril, f.67. 
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organizaciones internacionales arrojaban sobre la situación de los derechos humanos en el 
país eran preocupantes y profundamente vergonzantes. 
El debate alcanza su máxima expresión cuando el constituyente Darío Mejía agrega 
una serie de elementos interesantes a la forma de entender el término tortura: 
Si señor presidente y señores delegatarios, este es un tema que a mi me parece que dada la 
situación que hemos vivido en el país, todo el mundo lo siente, unos en una forma y otros 
en otra. Realmente el problema de la tortura, me parece a mí, no solamente se refiere a la 
tortura física, tiene que referirse también, a la tortura psíquica y al sufrimiento constante al 
que se encuentran sometidas una cantidad de personas en este país. Yo pienso que al hablar 
del Derecho a la vida, que está en estrecha relación con esto, no es solamente el Derecho a 
la vida en términos generales, eso, yo creo que no hay constitución en el mundo que no se 
plantee como una obligación del Estado y conservar la vida de las personas que viven allí. 
Yo pienso que es necesario establecer que busquemos una vida digna, porque su todo el 
mundo en este país vive, en una forma vivimos aquí en otra forma, el que vende periódicos 
en la esquina, el que tiene la choza para vender confites y en tora forma quizá gente que ni 
nos conoce a nosotros, que nosotros […] a mi me parece que en nosotros está muy bien 
que estemos trazando unas reglas generales, pero no podemos escapar desde ningún punto 
de vista de lo que está sintiendo y lo que quiere la gente que está por fuera, y los conflictos 
que ellos viven, porque es que un padre de familia que se encuentre sin con qué alimentar 
a sus hijos, que ha buscado trabajo y no lo ha encontrado, con que autoridad el Estado lo 
condena a tantos años de cárcel en el momento mismo en que se mete a un banco a robar, 
porque no puede dejar morir a sus hijos de hambre, si no hay un Estado de Derecho ¿Sobre 
la base de qué reivindicamos la vida? Si el hombre no puede vivir con dignidad.153 
En un sentido más detallado, las características que denotaba Mejía permitían 
realizar conexidades con otros derechos, así quedaba para efectos de los debates de dicha 
comisión, soportada en la importancia del derecho a la vida y de los componentes que 
complementaban el artículo. Cabe resaltar que esta forma de abordar el tema fue realmente 
diferente a las demás, puesto que marcaba distancia en la concepción tradicional de tortura 
y tratos inhumanos y los traslapó al plano de lo cotidiano, en donde la vida de una gran parte 
de los colombianos estaba marcada por la miseria, la pobreza y el olvido por parte del 
Estado, la dignificación de la vida se convierte entonces en un estandarte por el cual el 
Estado debe trabajar, con el fin de erradicar la tortura. 
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El artículo sería entonces sometido a votación y luego de varias modificaciones su 
versión final quedó redactada de la siguiente forma: “El derecho a la vida es inviolable, no 
habrá pena de muerte, nadie será sometido a desaparición forzada, ni a torturas, tratos o 
penas154 inhumanos o degradantes”.155 Pero justo antes de proceder a la votación se hizo 
énfasis sobre un detalle de tipo lingüístico, se debatía si utilizar la palabra hay o habrá, 
cuestión de presente y futuro, por tanto, el constituyente por el MSN Juan Carlos Esguerra 
puntualiza y propone la modificación de la siguiente manera: 
Señor presidente, a mi me parece que no obstante la sencillez de la fórmula, como está en 
el artículo es la mejor: no habrá pena de muerte en Colombia. Si decimos que no la podrá 
imponer el legislador, se abre la puerta a que la puede imponer un juez, por ejemplo. 
Entonces es mucho más rotundo decir “no habrá” porque con eso se cubre toda posibilidad, 
es a eso a lo que me refiero. Imperativo categórico Kantiano.156  
En otras palabras, se buscaba que el artículo quedara redactado en futuro a razón 
de que bajo ninguna circunstancia esta pena pudiese ser establecida en Colombia de la mano 
de ninguna de sus instituciones. En consecuencia, el cambio fue aceptado y el articulo fue 
aprobado con los votos de diez delegatarios, quedando de la siguiente forma “El derecho a 
la vida es inviolable, no habrá pena de muerte, nadie será sometido a desaparición forzada, 
a torturas, ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.”157. Posteriormente el 
artículo fue aprobado tal cual en las plenarias de primer debate, pero la comisión 
codificadora encargada de dar orden y estructura a la naciente constitución dividió el artículo 
en dos partes, la primera parte constituida por la fórmula “El derecho a la vida es inviolable, 
no habrá pena de muerte.”; la segunda parte decía “Nadie será sometido a desaparición 
forzada a torturas, ni tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.”. La razón de esta 
modificación fue porque los miembros de la comisión codificadora consideraban que la 
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segunda parte del articulado original no hacía referencia al derecho a la vida sino más bien 
al derecho a la integridad personal. 
 
Hasta el momento se han contemplado con detenimiento dos importantes debates 
relacionados con derechos que implican la vida, las libertades y la dignidad, los cuales 
transformarían radicalmente la forma de ver y entender la crisis de los derechos humanos en 
Colombia. Pero hay una última deliberación que se abordará, y esto porque en gran medida 
parte de la injusticia social que ha azotado al país surge a partir de su negación y vulneración. 
Se está hablando de derecho a la igualdad, los debates y las deliberaciones consonates al 
tema comienzan su desarrollo el día 16 de Abril en el marco de la ya nombrada comisión 
primera, en donde el asambleario liberal Horacio Serpa Uribe apunta directamente al centro 
del problema, igualdad retorica ante la ley o igualdad real ante la vida:  
El tema que se discute le hace a uno recordar la famosa sentencia de Jorge Eliécer Gaitán, 
la de que “el pueblo no demanda la igualdad retórica ante la ley, sino la igualdad real ante 
la vida”; a mi parecer, que el sentido de la igualdad sin duda debe preservar la oportunidad 
o la facilidad para que el Estado empiece a propiciar situaciones de igualdad en el seno de 
la sociedad colombiana. Pienso que sería la oportunidad de comenzar a enderezar las 
cargas, porque evidentemente sufren una desproporción notable, para decirlo de alguna 
manera, para que se diera lugar un poco a cierta destorcida, en esto de la situación de los 
sectores sociales colombianos. Por eso me parecen bien traídas las argumentaciones que 
consagra el proyecto gubernamental158. 
Si bien el constituyente Serpa tenía clara la necesidad de reivindicar a ciertos 
sectores sociales y extender el brazo de la justicia social, la propuesta del gobierno la cual 
apoyaba contenía algunas falencias. En consecuencia, la Comisión Primera redacta su propio 
artículo así:  
Toda persona, hombre o mujer goza de los derechos, libertades y oportunidades, sin 
ninguna discriminación por razones de sexo, raza, creencia, idioma, edad, nacimiento 
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opinión política, religión, origen social, y condición económica. El Estado removerá los 
obstáculos que se opongan a la efectividad de este derecho.159 
El debate se presentaría en torno a tres cuestiones importantes, en primer lugar, el 
hecho de que el articulo no mencionase la palabra igualdad, pero si la palabra libertad que 
se encontraba depositada ya en el artículo sobre la misma; en segundo lugar, la controversia 
generada en torno a la frase “toda persona, hombre o mujer”, que para algunos 
constituyentes sería ambiguo; y en tercer lugar, el tema del papel del Estado frente a la 
discriminación. 
Al hablarse de igualdad, lo lógico sería que esta se mencionase de forma explicita 
en el articulado haciendo referencia clara sobre este derecho, razón por la cual el delegatario 
Alberto Zalamea en esta misma sesión de la comisión primera advierte dos cuestiones 
importantes:  
Señor presidente, para señalar que me parece que se trata de un artículo que ofrece muy 
poca discusión, exceptuando, tal vez, que hay demasiadas razones y creo que el articulo 
puede terminar en discriminación, agregaría una cosa que se les olvidó a los redactores que 
era de la igualdad y no pusieron igual ni igualdad en el articulado, entonces, presento es la 
proposición sustitutiva. Toda persona, hombre o mujer nace libre e igual y goza de los 
mismos derechos, libertades y oportunidades, sin ninguna discriminación160. 
Con estas anotaciones se abría el debate, los demás miembros de la comisión 
concordaron con Zalamea: había un posible error de máquina al redactar el artículo, y se 
había puesto libres en vez de iguales, sin embargo, la referencia a la libertad se mantuvo por 
considerar que no era contraria ni afectaba los efectos de la igualdad que se querían expresar. 
La controversia continuó sobre la afirmación Toda persona, hombre o mujer; para el 
ministro de gobierno Humberto de la Calle Lombana, que actuaba como emisario del 
gobierno en las discusiones de la ya mencionada comisión, precisó que el término toda 
persona se prestaba para falacias, al considerar que argumentar que todas las personas tenían 
los mismos derechos, establecía límites a los casos especiales en los cuales existían derechos 
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contrarios a la igualdad que debían protegerse a razón de situaciones o condiciones 
específicas de la persona, por otro lado él abogaba por el mantenimiento de la fórmula 
propuesta por el gobierno que afirmaba todo colombiano, puesto que de esta forma no se 
igualaba el tratamiento de los nacionales y los extranjeros, al respecto comentó: 
Indicaría yo que hay otro tipo de derechos igualmente reservados a ciertas categorías de 
personas, si nos trasladamos al campo de los derechos políticos por ejemplo el derecho al 
voto, ya ahí hay unas limitaciones por razones de edad, pues encontramos que el artículo 
es imperfecto, porque está señalando que todas las personas gozan de iguales derechos y 
que no puede haber discriminación de edad, lo que genera no solo ese problema en torno a 
los derechos políticos, sino a una serie de situaciones adicionales, donde por virtud de la 
edad, hay lugar a hacer distinciones razonables y con propósitos legítimos, una 
formulación de esta naturaleza implicaría la inconstitucionalidad de todas aquellas normas 
que producen la distinción respecto de quienes son distintos. En tercer lugar, la expresión 
toda persona, hombre o mujer, genera algunas dudas, arranca de una cierta forma de 
prejuicio, es como creer que las mujeres no son personas, porque esa declaración, 
desglosando los hombres de las mujeres, en función del término persona, ya arranca de una 
forma de prejuicio que me parece que está y debe estar suficientemente derrotado161. 
En consecuencia, lo planteado por el ministro de la Calle frente a la fórmula toda 
persona, hombre o mujer, se vería a lo largo del debate fusionada con el papel del Estado 
frente a las garantías de este derecho, debido a que el término toda persona se interpretaba 
de forma tan amplia que contendría a grupos discriminados o marginados los cuales 
requerían de alguna protección especial del Estado.  
Con respecto a este tema, la constituyente María Mercedes Carranza se mostró en 
desacuerdo, puesto que su lectura de la situación de la igualdad en Colombia partía desde la 
realidad, no desde el deber ser de un debate que para el ministro debía estar superado  
En Colombia y, en general, en América Latina hay una gran discriminación hacia la mujer, 
sobre todo a las mujeres de estratos económicos inferiores. Entonces yo pienso como el 
Señor Ministro que esto debería ser un debate superado, pero resulta que no esta superado 
Señor Ministro, entonces yo pienso que en cuanto hagamos más claridad sobre la igualdad 
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de derechos y de oportunidades del hombre y de la mujer, es mejor, por que esta es una 
constitución que se está haciendo para Colombia y en Colombia se discrimina a la mujer162. 
Las diferentes posturas hacían saltar a la vista las razones por las cuales para 
algunos miembros de la ANC era importante que este derecho se incluyera de forma textual, 
adhiriendo elementos que ayudaran a su comprensión y generaran marcos de interpretación, 
con la finalidad de reivindicar los intereses de ciertos sectores sociales. La anotación de la 
delegada Carranza hace evidente el empoderamiento de las mujeres constituyentes y su 
deseo de dejar en forma expresa, que en el país la mujer ha sido relegada a un segundo plano, 
y aunque reconociendo los avances en la lucha por la reivindicación de sus derechos, la 
mujer aún es subestimada o es considerada inferior. 
En este sentido el constituyente por la Organización Nacional Indígena de 
Colombia (ONIC) Francisco Rojas Birry presentó en marzo, ante la secretaría general de la 
ANC, un proyecto de reforma constitucional que incluía la defensa de la mujer de forma 
delimitada, su propuesta consideraba que “se reconoce la igualdad de derechos y 
oportunidades a las mujeres y hombres. El estado protegerá especialmente a las mujeres 
contra toda violencia y discriminación”163. Pero su preocupación no sólo se limitó a el papel 
de la igualdad frente a la mujer, si no también hacia los grupos indígenas que representaba, 
anotando: 
A mí me preocupa el tema de la igualdad, aquí se viene hablando de la igualdad en todas 
las comisiones donde yo he estado, […] eso nos ha llevado a los indígenas a releer y 
estudiar diversas propuestas y parece que no tuviéramos cabida realmente. […] A nosotros 
no nos preocupa por la igualdad, de hecho no somos iguales, ese cuento de que todos somos 
iguales en Colombia, ni desde el punto de vista étnico, ni desde el punto de vista cultural, 
ni desde el punto de vista económico, ni político, religioso, de ahí el listados que ustedes 
puedan sacar, no somos iguales. […] pero nos une una causa: el ser colombianos.164 
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La postura del delegatario Rojas Birry es entendible, en tanto que los grupos 
indígenas tenían en la constituyente un objetivo claro, que consistía en demostrar su 
diferenciación del resto de colombianos, con el fin de reivindicar sus raíces y conseguir que 
dentro del articulado constitucional quedaran plasmadas sus históricas necesidades de 
autonomía y respeto por su cultura. De modo que no querían caer en la homogenización que 
el término igualdad podría ejercer sobre sus intereses, pero a su vez buscaban tener cabida 
dentro de este, por lo que el elemento común de la nacionalidad les era útil. En otras palabras, 
todos serían colombianos, pero para los indígenas como un grupo vulnerable debían existir 
garantías especiales por parte del Estado. 
El constituyente por el MSN Alberto Zalamea ve en la intervención de Rojas la 
oportunidad para esclarecer el panorama frente a lo que debe entenderse por igualdad, 
coincide en que no todos somos iguales, pero agrega “aspiramos a serlo, es decir, aspiramos 
a serlo ante la ley, además es ante la ley la igualdad, no es igualdad cultural o étnica o física, 
es exclusivamente ante la ley”165.  Añadiendo a esto un mensaje directo y reivindicatorio 
para las comunidades indígenas: “ustedes han dado una larga marcha y van avanzando, me 
da la impresión de que van avanzando mucho, puesto que por primera vez, Colombia está 
reconociendo el carácter multiétnico y pluricultural de la Nación.”166. Esto trae a la 
deliberación importantes elementos de índole filosófica, como lo declara el constituyente 
por la Unión Cristiana (UC), Jaime Ortiz Hurtado: 
Es importante que hagamos aquí, así sea filosóficamente, una distinción entre lo que 
podríamos llamar la homogeneidad esencial de todos y la heterogeneidad formal de todos, 
Todos somos, esencialmente, iguales delante de Dios, sea cual sea la concepción de Dios 
que tengamos, pero todos somos seres humanos, revestidos de una dignidad eminente, 
incomparable La homogeneidad esencial, la heterogeneidad es formal, es externa, es 
cultural, es racial, es lingüística, etc, pero aun esa heterogeneidad formal no divide la raza 
humana sino que la complementa, es una heterogeneidad enriquecedora.167 
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Con lo anterior, el constituyente Ortiz buscaba hacer claridad sobre la forma de 
entender la igualdad, poniendo sobre la mesa unos puntos mínimos para entenderla, esto se 
traduce en que, si bien no somos iguales, somos heterogéneos en un sentido formal, o sea, 
somos humanos, característica que nos hace homogéneos dentro de una concepción amplia 
del ser humano, y es desde este punto, donde el debate debe tener su origen. En este sentido, 
si bien no somos iguales, hay puntos comunes de encuentro entre todos los seres humanos 
y es en estos puntos de unión donde el gobierno se encuentra en la obligación de tomar 
medidas que permitan la protección y la garantía del derecho a la igualdad.  
Esto fue lo que motivó a los constituyentes a buscar una serie de puntos de 
encuentro que necesariamente tienen que ser respetados para que en la diferencia pueda 
caber la igualdad. Dichos puntos de encuentro se hallaban consignados en el articulado 
puesto a discusión y se trataba de las razones por las cuales no podría existir discriminación 
en su momento se hablaba sobre los siguientes: sexo, raza, creencia, idioma, edad, 
nacimiento opinión política, religión, origen social, y condición económica. 
Pero la controversia se generó por un entendimiento en estricto sentido de la norma, 
y no se había tenido en cuenta la discriminación positiva o acción afirmativa como un 
instrumento de garantía y protección de estos derechos. Este derecho era herramienta que 
permitía equilibrar las cargas en un país desigual, por tal razón hubo constituyentes que 
declararon esta serie de razones como una retahíla innecesaria que podía ser suprimida del 
artículo, el ministro De la Calle sale en defensa de esta fórmula argumentando que:  
En realidad, si uno observa el tema de la igualdad en el Derecho Constitucional comparado, 
encuentra que eso que aquí se llama retahíla, que es la enumeración de los motivos de 
discriminación prohibidos, tiene sentido, hace presencia en casi todas las constituciones 
del mundo y en los pactos y convenciones internacionales y en el caso nuestro, Señor 
presidente, es aún, mucho más importante el señalamiento preciso de esos motivos, porque 
como lo hemos repetido varias veces no puede olvidarse de que si va a haber derecho de 
amparo, lo que significa que todas las normas van a ser aplicadas por un juez, es necesario 
que el juez precise cuáles motivos de discriminación son precisamente prohibidos, y de allí 
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por qué esa enumeración es una enumeración delicada que no se hace a la ligera, que no 
tiene un sentido retorico, Señor presidente, no, allí hay precisos contenidos jurídicos.168 
Resaltar que estas palabras no eran un simple capricho, denotaba la importancia de 
establecer una delimitación de los ámbitos en los cuales era necesario garantizar la igualdad, 
entendiendo que si bien son ámbitos en los que todos somos diferentes, no tendría por qué 
existir discriminación, puesto que todos somos parte de una misma familia humana tal como 
lo denota el primer considerando de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. 
Por tanto, todos gozamos de los mismos derechos y acciones que permitan reivindicar la 
diferencia en el marco de la igualdad, lo que resulta ser una relación dialéctica que justifica 
la existencia de acciones particulares del Estado, direccionadas hacia grupos vulnerables o 
que por sus condiciones de diferenciación hayan sido abstraídos de estas razones, por las 
cuales no debe existir discriminación, en otras palabras se trataba de elevar lo diferente a 
unas condiciones de igualdad sin que dejase de ser diferente. 
Esta concepción amplia de la igualdad humana, sustraída de la declaración 
universal causó que el debate retornara al tema de si la fórmula toda “toda persona, hombre 
o mujer” era adecuada para el artículo, lo que hace que se proponga una sustitución de esta 
por la frase “Todo colombiano” puesto que la primera fórmula se podría prestar para mal 
interpretaciones y hacer extensivo el derecho a las personas extrajeras residentes o visitantes 
en territorio colombiano, pero esta propuesta fue descartada bajo un argumento claro y 
contundente que apelaba a la universalidad del derecho, el delegatario Raimundo Emiliani 
sostuvo:  
Que bien podemos poner que toda persona en Colombia goza de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades y/o repetir el artículo de nuestra Constitución o agregar un 
inciso en relación con los extranjeros para limitar ciertos aspectos como los enunciados del 
señor ministro que debe ser reglamentados por la ley, no me agrada por ejemplo esa 
fórmula de la Constitución Italiana, ni me agrada la que hemos estado poniendo aquí, los 
colombianos, restringiendo los derechos de la personalidad a los colombianos, eso no está 
bien, eso no está dentro de un criterio racional y general de los derechos de la persona 
humana; pueden ser extranjeros y si la igualdad es un derecho de la persona humana, no le 
podemos regatear ese derecho a los extranjeros de manera que está muy bien formulada la 
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inicial del artículo de la subcomisión. Toda persona, yo creo que lo de hombre o mujer lo 
podemos omitir.169 
En otras palabras, lo que se buscaba era que todos los constituyentes entendieran el 
derecho a la igualdad desde una concepción realmente universal, que cobijara a todas las 
personas más allá de su origen o nacionalidad, intentaban que los derechos que fueran 
consignados en la constitución estuvieran apegados a la declaración universal de los 
derechos humanos y a otros tratados internacionales en esta materia. Con la anterior 
intervención, el debate estaba por finalizar, sin embargo, el delegado Darío Mejía, pidió que 
a la versión final y consensuada se le agregara un extracto de la Constitución española que 
daría cierre al artículo y ayudaría a entender cuál sería el papel que jugaría el Estado frente 
a este derecho: 
(…) el Estado promoverá las condiciones, para que la igualdad sea real y efectiva, en una 
fórmula que extraigo de la Constitución Española, El Estado promoverá las condiciones 
para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos, víctimas de 
discriminación o que se encuentren marginados.170 
Luego de redactar y leer la versión final, el artículo fue votado y aprobado por 
unanimidad de la comisión primera quedando de la siguiente manera:  
Toda persona, hombre o mujer, nace libre e igual ante la ley y goza de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades, sin ninguna discriminación. El Estado promoverá las 
condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos 
víctimas de discriminación o que se encuentran marginados.171 
Como se observa, en la versión aprobada por la Comisión Primera, expresaba la 
necesidad de ir en consonancia con los tratados y acuerdos internacionales de derechos 
humanos, se pone de manifiesto en la redacción final del artículo sobre la igualdad, en la 
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cual se hace evidente que su construcción estuvo profundamente ligada a la declaración 
universal, es una fusión elaborada de los artículos 1, 2 y 7 que proclaman:  
Artículo 1:  Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, 
dotados como están de razón y conciencia deben comportarse fraternalmente 
los unos con los otros. 
Articulo 2: 1. Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta 
declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición.  
2. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, 
jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción depende una 
persona, tanto si se trata de un país independiente como de un territorio bajo 
administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra imitación 
de soberanía. 
Artículo 7: Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección 
de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación 
que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación. 
Estos tres artículos dan indicios muy interesantes de como el debate que se gestó 
en la constituyente giró alrededor a elementos esenciales de cada uno de ellos. En primer 
lugar, vemos que en el artículo 1º se habla de que estos derechos parten desde el nacimiento 
de la persona humana, enmarcado en la libertad y la igualdad. En segundo lugar, el artículo 
2º hace referencia a las razones por las cuales no debe existir discriminación, aduciendo a lo 
que en su momento algunos constituyentes denominaron retahíla, y en un segundo inciso el 
artículo segundo deja claro que no debe hacerse distinción alguna en términos políticos, 
jurídicos o internacionales a la hora de entender dicha igualdad, lo cual remite al equivoco 
argumento manifestado en la ANC de mantener la igualdad solo para los colombianos. Y, 
por último, el artículo 7 hace alusión a las garantías y protecciones que el Estado y la ley 
deben ejercer sobre la igualdad, combatiendo la discriminación; lo que nos traslada a los 
momentos en los que se discutía el papel del Estado como garante y protector del derecho, 
aplicando la constitución y la ley con la finalidad de que la igualdad sea real y efectiva para 
todos los colombianos. 
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Por todo lo anterior, el que se conocería como el artículo 13 de la constitución 
tendría algunas modificaciones por parte de la comisión codificadora y quedaría 
consagrando lo siguiente: 
Artículo 13: Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, 
raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva 
y adoptará medias en favor de los grupos discriminados o marginados. 
El estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad 
manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se 
comentan.172   
El sustento para dichas modificaciones permite observar ¿cómo la reorganización 
del artículo parte de lo concebido por la comisión primera, pero a su vez de los elementos 
tomados de la declaración universal de los derechos humanos? La constituyente por AD-M 
19, María Teresa Garcés de Lloreda, en comisión codificadora en sesión del 31 de mayo 
explica que: 
Cuando se habló de esto en la sesión plenaria lo que se quería: el primer párrafo es el 
principio de la igualdad formal, o sea que la ley misma no pueda permitir que unas personas 
tengan más privilegios que otras que es la igualdad ante la ley, pero como en la práctica la 
igualdad no se da porque la gente nace coja o está invalida o está viejita o es un niñito 
desprotegido, entonces viene el principio de solidaridad, por el cual el Estado está obligado 
a proteger a todas estar personas que están en circunstancias de debilidad frente a los 
demás, ese es como el principio de solidaridad, lo que estamos poniendo en el segundo 
párrafo, pero la igualdad ya quedó plasmado en el primero.173 
De manera que, un derecho como la igualdad encuentra conexión con grandes 
problemas de la sociedad colombiana y suscita controversia en diferentes ámbitos, como la 
equidad de género, el acceso a la propiedad privada, los derechos de los niños, los derechos 
                                               
 
172 Constitución política de Colombia de 1991 (Colombia: Leyer, 1999) 
173 María Teresa Garcés de Lloreda “Informe de la sesión de la comisión codificadora del día 31 de mayo de 
1991” (Bogotá, 1991), (ANC), Sesiones Comisión Codificadora, Sesiones mayo, f.41. 
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de los indígenas, y como declarar la igualdad estableciendo una fórmula que sea amplia pero 
que a su vez obligue al Estado a tomar acciones cuando la discriminación y la marginación 
de la población se manifieste, de modo que puedan realizarse acciones afirmativas que al 
discriminar positivamente reivindiquen la igualdad que se haya en la diferencia. 
Queda más que claro que los constituyentes fueron cuidadosos y rigurosos en la 
elaboración de este articulado, a pesar de las dificultades y los acalorados debates. 
Encontramos que se vislumbraron las diversas problemáticas del país en esta materia y se 
hizo un trabajo que buscaba integrar en su seno, un entendimiento amplio de la igualdad que 
fuese flexible y soportara la necesidad de todo un pueblo en igualdad real y efectiva, que se 
materializara en la vida cotidiana en una manifestación que reivindicase la existencia misma 
del ser humano y su libertad en condiciones de justicia social. 
 
En resumidas cuentas, los artículos abordados en este subcapítulo no desconocen 
la importancia de los demás derechos que fueron tratados a lo largo de la vigencia de la 
ANC. No obstante, han sido tomados como un punto de partida, como un referente esencial, 
debido a que al ser leídos, en clave del conflicto y la violencia en Colombia, queda en 
evidencia que fueron profundamente vulnerados a lo largo del siglo XX y su positivización 
de forma deliberada no sería sino hasta después de una larga espera en el año de 1991, así 
comenzaría su reivindicación por lo menos de forma discursiva desde las instituciones 
democráticas oficiales.  
Las libertades, la vida y la igualdad son básicas, esenciales, para el desarrollo 
efectivo de los demás derechos, en tanto garantizan un comienzo digno para una existencia 
humana en sociedad, en democracia y en derechos. Sin las libertades, las cadenas de la 
represión y el autoritarismo se soldarían con fuerza implacable como grilletes a los tobillos 
del pueblo colombiano, el estado de sitio y de excepción permanente resurgiría de las cenizas 
con sus excesos y su coacción. Sin la vida y un respeto a esta, sería imposible luchar por la 
reivindicación de los derechos humanos y de forma evidente sería inalcanzable cualquier 
otro objetivo que busque enaltecer la humanidad. Y finalmente sin la igualdad como esencia 
que nos homogeniza dentro del concepto de seres humanos y que por una relación dialéctica 
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al mismo tiempo nos hace libres, diferentes en una heterogeneidad formal, sería imposible 
reclamar lo que por derecho propio e histórico hemos adquirido, nuestros derechos 


























3. Conclusiones y recomendaciones 
3.1 Conclusiones 
Luego de culminar el trabajo de investigación, son más las interrogantes que las certezas, y 
la duda se presenta como latente oportunidad para seguir alimentando la curiosidad, para 
navegar humildemente por la mar inmensa del conocimiento, visitando puertos e 
imaginando todos los mundos posibles. Sin embargo, antes de partir de este puerto se puede 
hacer referencia sobre algunas conclusiones y aprendizajes que nos deja haber recorrido sus 
instancias. 
La Asamblea Nacional Constituyente de 1991, es sin lugar a duda, una respuesta a 
las profundas y lamentables formas de violencia que se habían manifestado a lo largo del 
siglo XX en Colombia. Los derechos humanos jugarían un papel clave en dicho escenario 
de la asamblea porque su objetivo era claro: traer calma al clima de violencias que se vivían 
en el país, además de realizar reformas sustanciales que se inclinaran por la justicia social 
real y efectiva, otorgándole a Colombia la oportunidad de ser un país diferente. Con la 
Constitución Política de 1886 esta oportunidad le había sido negada tras cantidades de 
gobiernos que prometían el cambio y la transformación social, pero que realmente se 
mostraban desinteresados en generar cambios fundamentales. 
Frente a la protección y garantía de los derechos humanos por parte del Estado, es 
apropiado inferir que, las discusiones en la Asamblea Nacional Constituyente para 
salvaguardar los derechos de las personas, fueron enmarcadas por la puja entre dos posturas 
estructurales, siendo la primera aquella que se alineaba a la mayoría de los asamblearios que 
propendían por la positivización y enunciación de los derechos humanos como una norma 
constitucional que el Estado debe garantizar y proteger, lo que en otras palabras quiere decir, 
que el Estado debe ser el veedor y escudero de los derechos mínimos que tiene todo 
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ciudadano colombiano, garantizándolos y protegiéndolos. A partir de ahí, se logra dilucidar 
la segunda postura en torno a las discusiones sobre este tema, en donde el gobierno intentó 
dentro de las discusiones, disponer de los derechos de las personas, es decir, influenciar el 
proceso constituyente con el fin de configurar la carta constitucional de modo tal que esta 
pusiese en la potestad del Estado la fuerza decisoria con la cual determinar en qué momentos 
o situaciones se podían proteger y garantizar los derechos humanos, un ejemplo claro se 
hace evidente en la proyecto de reforma del gobierno Gaviria y muy en especial en su 
propuesta de articulado para reformar la figura del estado de sitio. 
Lo anterior se destaca como un intento del poder ejecutivo de endilgarse la facultad 
de proporcionar al pueblo las garantías o principios constitucionales de acuerdo con el 
contexto social, político o económico que podía acontecer en el Estado colombiano. Cosa 
que los constituyentes no aceptaron, decidiendo proteger los derechos de forma taxativa, 
vinculante e imperativa a cada uno de los habitantes de la nación por medio de una carta 
política que les permitiera conocer cuáles eran sus derechos y deberes como ciudadanos 
colombianos. 
Para los constituyentes entonces, fue de suma importancia que los derechos 
humanos se encontrasen enunciados en la constitución de 1991, y algunas de las razones 
más relevantes quedaron plasmadas en las discusiones abordadas a lo largo del capítulo 2. 
Limitar y transformar la figura del estado de sitio, disminuir el presidencialismo, evitar las 
masacres, los asesinatos, la tortura, los tratos crueles e inhumanos, frenar la arbitrariedad, 
combatir la discriminación y promover la justicia social, fueron algunas de las 
justificaciones principales que algunos asamblearios utilizaron para argumentar la necesidad 
de que los derechos humanos fuesen incluidos en la constitución y de esta forma, se iniciare 
el largo camino por su reivindicación.   
De modo que, sin lugar a duda, la constituyente de 1991 fue un espacio de diálogo 
y discusión, donde por primera vez en nuestra historia, se sentaron a la mesa fuerzas de 
izquierda, derecha, diversas alas liberales, conservadoras, e indígenas. Gran parte de los 
sectores sociales entablaron una discusión intelectual en el terreno de las ideas y el diálogo 
en una verdadera muestra de voluntad política y reconciliación, buscando puntos de 
encuentro alrededor de temas como los derechos humanos y buscando fórmulas 
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consensuadas, es entonces como este ejercicio de deliberación se configura como un factor 
de posibilidad para la realización de lo que Álvaro Gómez Hurtado denominaba un acuerdo 
sobre lo fundamental.  
Lamentablemente este balance realizado de la ANC nos permite afirmar que este 
fue un espacio de discusión y deliberación necesario, más no suficiente, porque la garantía 
y protección real de los derechos humanos depende en gran medida de una deliberación 
permanente, tal como lo anota el profesor Ricardo Sánchez donde, se hace necesaria “la 
creación de los espacios públicos que permitan la deliberación permanente de manera 
institucional y supra institucional, ejerciendo el poder comunicativo, la representación en 
los poderes con controles y transparencias, con una fuerte y horizontal organización de los 
sectores populares.”174. 
Además, de sus antiguos enemigos -el Estado y los grupos guerrilleros-, los 
derechos humanos en Colombia presenciarían en la década del noventa la consolidación de, 
en ciertos términos, un nuevo adversario: el paramilitarismo. La nueva constitución y 
normas subsecuentes establecieron reglas claras a las fuerzas militares y policiales del 
Estado, limitó los poderes y las posibilidades del estado de sitio y creó mecanismos para 
intentar evitar los abusos del pasado. Sin embargo, el paramilitarismo se configuró como un 
órgano vestigial resultante de las fuerzas armadas oficiales y comenzó a establecer nuevas 
lógicas, esto quiere decir: si bien la constitución de 1991 estableció límites normativos para 
los excesos de las fuerzas armadas y policiales del Estado, el abuso en contra de la población 
encontraría nuevas formas más eficientes de operar. 
El paramilitarismo es un órgano paralelo al del Estado, el cual ejecutaría de lleno 
prácticas que para el órgano oficial ya no eran posibles. Es una mutación que dio lugar a 
más abusos y violaciones que atentarían en contra de los derechos humanos. El gobierno 
buscará mantenerse al margen, sin embargo, la evidente cooperación entre el órgano 
                                               
 
174 Sánchez, “Cultura de los derechos humanos”. p.71 
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vestigial paraestatal y el órgano oficial terminarán dando paso a otro trágico capitulo en la 
historia de los derechos humanos en Colombia. 
Es preciso señalar que, los derechos debatidos y deliberados por los constituyentes, 
al ser redactados y plasmados por escrito, intentaban capturar la realidad del país y por tanto, 
que estuviesen blindados a futuro ante cualquier interpretación malintencionada. Una fuerte 
desconfianza en los gobernantes y líderes venideros produjo que los constituyentes buscaran 
cerrar cualquier brecha de interpretaciones imprecisas o acomodadas. 
Un hallazgo interesante al revisar los archivos es la dinámica administrativa que 
vivenciaban los constituyentes, pues al leer las transcripciones de las sesiones, se puede 
identificar que convivían con un sistema de información paquidérmico, repleto de demoras 
en todos los asuntos técnicos esto causaba que los asamblearios no contaran siempre con los 
insumos necesarios para trabajar, hechos que pueden parecer irrelevantes como un número 
suficiente de fotocopias para que todos los delegados pudieran ilustrarse de los artículos que 
serían sometidos a discusión y votación, retrasaba el trabajo e impedía el avance. En 
resumen, eran evidentes las reiterativas trabas y errores de índole administrativo que 
llegaron a frenar en algunos momentos el proceso de la ANC.  
Finalmente, sí partimos del entendimiento de que los derechos humanos no son solamente 
un listado de normas para garantizar una vida más digna, si no una serie de problemas 
pendientes por resolver, queda en evidencia un panorama desalentador para Colombia, 
puesto que al observar en la actualidad los intentos reales del Estado colombiano por dar 
solución a dichos problemas, nos encontramos con acciones laxas en insuficientes, que 
siguen reflejando desinterés y olvido de lo que la constitución consagra. No podemos negar 
que los derechos plasmados en la constitución han sido una herramienta de inmenso valor 
para las personas, sin embargo, la situación de los derechos humanos en el país sigue en un 
estado de caos, debido a que fueron desatendías las palabras del Constituyente Cornelio 
Reyes cuando afirmaba que “la reforma constitucional no resolverá de inmediato los males 
de la nación, [y por esto] hay que emprender una vasta pedagogía para cambiar el alma de 
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los colombianos”175. A 2018 la tarea sigue siendo cambiar el alma de los colombianos, y 
hasta que esto no ocurra el país estará condenado a seguir sumido en su violenta realidad. 
3.2 Recomendaciones 
En el proceso de elaboración de esta tesis, se han logrado determinar una serie de cuestiones 
importantes a tener en cuenta para futuras investigaciones y para futuros investigadores, que 
en cuestiones de forma y de fondo ayudarán a entender mejor el proceso de elaboración del 
trabajo. 
 
Sobre las cuestiones de forma, debemos denotar una necesidad que se manifiesta a 
la hora de explorar el Archivo Nacional Constituyente de 1991, este carece de índices que 
puedan ayudar a la búsqueda y rastreo de información mediante palabras y términos clave, 
a pesar de que estos funcionan mediante la tecnología OCR su calidad de digitalización es 
muy baja, dificultado la búsqueda al interior de los documentos. Esta dificultad manifiesta, 
motivó a la realización de un índice parcial de todo el archivo teniendo en cuenta una serie 
de palabras relevantes para efectos de la investigación, por eso recomendamos a los 
investigadores que trabajen en un futuro con esta fuente realizar la misma tarea para ir 
construyendo una serie de índices que se configuren como un apoyo a la labor de los 
historiadores y del Archivo General de la Nación. 
Por otro lado, encontramos grandes dificultades al explorar el archivo en su 
conjunto, a razón de que los documentos no se encuentran clasificados de forma adecuada, 
muchos simplemente están correlacionados con el nombre de algún constituyente, pero no 
arrojan detalles ni descripciones que sean relevantes sobre su contenido, lo que nos hace 
creer que poco han sido explorados. En cuanto a las Gacetas Constitucionales, estas no se 
encuentran en los archivos de la biblioteca virtual del Banco de la República, lo que hace 
necesaria su publicación para así completar el archivo nacional de la constituyente de 1991. 
                                               
 
175 Cornelio Reyes “la reforma constitucional no resolverá de inmediato los problemas de la nación” (Bogotá, 
7 de marzo de 1991), en Gaceta Constitucional (GC), f.14. 
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Las gacetas son una herramienta pedagógica con la que se intenta acercar a la 
ciudadanía al día a día de la constituyente, y en ella reposan documentos como la propuesta 
de reforma del gobierno Gaviria a la constitución el cual es de suma importancia, y no se 
hallan dentro del archivo que proporciona el archivo digital de Banco de la República. 
En cuestiones de fondo, se sugiere extender el tema trabajado en esta tesis desde 
otros ámbitos que implican los derechos humanos, pero a su vez otros derechos más 
específicos como lo son los derechos de los niños, el derecho a la familia, los derechos 
sindicales, estos son algunos ejemplos de los debates que se encuentran en el archivo y que 
son temas de gran valor. Es menester aclarar que para efectos de este trabajo se decidió 
abordar tres aspectos abarcantes de los derechos humanos la libertad, la vida y la dignidad, 
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Hasta diciembre de 1973, los grupos de Amnistía Internacional continuaron trabajando por la 
liberación de varios presos políticos que habían sido acusados de "rebelión" y "asociación para 
cometer un delito" y de tener presuntos vínculos con el Ejército de Liberación Nacional (ELN) de 
extrema izquierda. A fines de diciembre, cuando finalmente se levantó el estado de sitio en todo el 
país, la Corte Suprema de Colombia decretó que los tribunales militares ya no deberían tener la 
competencia para juzgar a estos prisioneros. Todos fueron liberados posteriormente, y ahora no hay 
prisioneros adoptados en Colombia. 
Amnistía Internacional había emitido fuertes críticas sobre la forma en que se había llevado a cabo 
el arresto, el interrogatorio y el juicio de estos prisioneros. En un documento distribuido en mayo de 
1973, Amnistía Internacional denunció la tortura a la que habían estado sometidos los presos y el 
extremo secreto con que se habían llevado a cabo las primeras etapas de su juicio en Socorro en abril 
de 1973. Los abogados defensores habían sido excluidos del proceso, mientras que algunos habían 
sido amenazados. 
Después de protestas generalizadas, incluidas las cartas del Secretario General Martin Ennals y los 
grupos Amnistía Internacional, la Corte Suprema de Colombia dictaminó que el juicio en Socorro 
debía declararse nulo e inválido, y que el juicio debería comenzar de nuevo en Bogotá. Amnistía 
Internacional y la Comisión Internacional de Juristas arreglaron enviar una junta observadora a la 
sesión pública del nuevo juicio. En el caso, los prisioneros fueron liberados antes del comienzo de 
la sesión pública. 
 
1975-1976 
Un campesinado rural en gran medida desprotegido por el estado de derecho ha sido una 
preocupación principal de Amnistía Internacional en Colombia. El 22 de julio de 1975, Amnistía 
Internacional hizo un llamamiento tras la desaparición de seis líderes de la Asociación Nacional de 
Usuarios Campesinos (ANUC) que habían sido detenidos junto con 319 campesinos en Sincelejo, 
departamento de Sucre. 
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La mayoría de los prisioneros fueron retenidos en la plaza de toros sin comida ni instalaciones 
sanitarias, pero los seis líderes fueron sacados de la ciudad en un automóvil policial. Como varios 
dirigentes sindicales campesinos han sido torturados o asesinados en circunstancias similares, existía 
un temor considerable por la seguridad de los seis hombres. Luego fueron ubicados en la prisión 
nacional de Sucre. Este arresto masivo de campesinos siguió a una acción policial contra una reunión 
no autorizada bajo los auspicios de la ANUC. Los presos, incluidos mujeres y niños, fueron 
detenidos bajo la acusación de disturbios (supuesta asonada). La liberación de los detenidos, 
incluidos los seis líderes, fue ordenada posteriormente por un juez del vecino departamento de 
Córdoba que dictaminó que no se había violado ninguna ley. Las autoridades judiciales locales se 
habían descalificado para decidir sobre este caso, supuestamente debido a las amenazas de los 
grandes terratenientes. 
Las actividades guerrilleras a gran escala en gran parte del país, junto con el malestar laboral y 
estudiantil por las medidas económicas tomadas bajo el gobierno del presidente Alfonso López 
Michelsen, llevaron en junio de 1975 a la imposición del estado de sitio, restringiendo severamente 
las libertades civiles y otorgando poderes extraordinarios de arresto, así como el derecho a enjuiciar 
a civiles dentro del sistema judicial militar. Un decreto de ley publicado en agosto de 1975 otorgó a 
los oficiales de policía, alcaldes y gobernadores estatales el poder judicial – bajo el estado de sitio – 
para imponer penas de cárcel de hasta 4 meses por una amplia gama de delitos menores. 
AI escribió el 29 de julio de 1975 a funcionarios colombianos que se ocupan de problemas de 
seguridad interna, para expresar inquietud sobre el potencial de abuso de derechos humanos 
presentado por la suspensión de los derechos fundamentales bajo el recién impuesto estado de sitio, 
AI también solicitó información sobre tres casos de detención bajo el estado de sitio en el que se 
denunciaron severas torturas: Juan Gregorio Díaz Duque, detenido en Pereira, y los campesinos 
Jacobo Araujo y Manuel Ordoñez, del municipio de Mercaderes. Se recibió una respuesta del 
General Fernando Landazábal Reyes, jefe de la Brigada de Instituciones Militares (BIM), quien 
declaró su incapacidad bajo la ley colombiana de divulgar información de esta naturaleza a una 
organización internacional. 
Cuatro hombres, más tarde investigados, fueron declarados culpables en enero de 1976 del asesinato 
del inspector general del ejército colombiano, general Ramón Arturo Rincón Quiñones en 
septiembre de 1975. El juicio, ante un tribunal militar en Bogotá, se vio empañado por numerosas 
irregularidades lo que generó serias dudas en cuanto a la imparcialidad del tribunal y la veracidad de 
los testigos de la acusación. Se demostró de manera concluyente que German Villamil García, 
declarado culpable de participar en el ataque al general Rincón, estaba confinado, en el momento del 
ataque, a un hospital psiquiátrico donde estaba recibiendo terapia de electrochoque. Un testigo de la 
acusación afirmó que se había reunido con otros conspiradores el domingo previo al ataque en un 
determinado café de Bogotá, el cual la defensa probó que siempre permanecía cerrado los domingos. 
Otros testigos de la acusación fueron mostrados por la defensa como delincuentes menores. Se 
demostró que uno mintió. Ninguna de las huellas digitales encontradas en el auto del asesino 
pertenecía a ninguno de los acusados. 
El mayor Genaro Nungo Méndez, el fiscal militar, fue duramente criticado por las declaraciones ante 
el tribunal, en las que dijo que "para los militares, todos son culpables hasta que se demuestre lo 
contrario ... (Es) mejor condenar a un hombre inocente que absolver a un culpable, ya que entre los 
inocentes uno podría ser culpable". También afirmó que en los tribunales militares la sospecha debe 
ser adecuada para una condena y que no debe haber apelaciones. 
German Villamil García, Hugo Henry Casadiegos y Heriberto Ramírez fueron condenados a 24 años 
de prisión. Ricardo Quiroga fue sentenciado a 28 años de prisión. Todos fueron trasladados 
inmediatamente a la colonia penal de máxima seguridad La Gorgona. Los cuatro son los únicos casos 
Anexo A. Traducciones de los reportes de Amnistía internacional para Colombia (1974-1994) 91 
 
actualmente bajo adopción o investigación por parte de Al en Colombia, aunque se estima que hay 
unos cientos de presos políticos. 
1977 
Cuatro prisioneros cuyos casos fueron tomados por Amnistía Internacional en 1976 en Colombia 
fueron liberados en octubre de 1976. Un tribunal civil anuló su condena por un tribunal militar por 
complicidad en el asesinato del general Ramón Arturo Quiñones en septiembre de 1975. 
En el momento del asesinato, el general Quiñones había estado llevando a cabo una investigación 
sobre la corrupción en las fuerzas armadas. Como Colombia estaba entonces bajo el estado de sitio, 
la investigación del asesinato del general fue llevada a cabo por un tribunal militar. Esto condujo a 
la condena de los cuatro prisioneros; tres fueron condenados a 24 años de prisión y el cuarto a 28 
años. En junio de 1976, el estado de sitio fue levantado, y las apelaciones presentadas por los cuatro 
fueron a la Corte Superior civil del distrito judicial de Bogotá. (El Estado de sitio que está en vigor 
en el momento de redacción se volvió a imponer el 8 de octubre de 1976). 
Actualmente, grupos de Amnistía Internacional están investigando 13 casos de campesinos de zonas 
rurales en Colombia que, según los informes, han sido encarcelados por orden de grandes 
terratenientes locales con quienes se disputan la tenencia de la tierra. Amnistía Internacional no tiene 
opinión sobre los méritos de los argumentos involucrados en estas disputas civiles; sin embargo, se 
dice que los casos investigados implican detención arbitraria y detención por participación en 
reuniones no violentas de la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos o por colocar carteles 
anunciando actividades de la ANUC. Existe una mayor preocupación porque los pequeños 
agricultores (especialmente los del departamento del Cauca en el suroeste de Colombia) que hablan 
idiomas nativos y se consideran indios (indígenas), no tienen la protección de la ley y, en 
consecuencia, pueden ser perseguidos por los grupos locales ricos; al menos seis líderes indígenas 
del Consejo Regional Indígena del Cauca han sido asesinados desde octubre de 1976. 
Los problemas relacionados con los derechos humanos en las zonas rurales de Colombia son 
considerados en gran medida el resultado de excesos por parte de las autoridades locales – las 
autoridades nacionales han mostrado una considerable voluntad en el pasado de intervenir para 
remediar los abusos cuando se denunciaban. 
El secretario general de Amnistía Internacional le escribió al presidente Alfonso López Michelsen 
en febrero de 1977 para expresar agradecimiento por el apoyo de Colombia a una resolución sobre 
torturas por la Asamblea General de la ONU el 13 de diciembre de 1976. 
 
1978 
Desde el 7 de octubre de 1976, está en vigor en Colombia un estado de sitio bajo el cual los civiles 
han sido sometidos a juicio bajo la ley marcial por ciertos delitos. Los arrestos y la detención de 
corta duración de hasta 1.000 sindicalistas en virtud de las disposiciones de la ley marcial se 
denunciaron después de una huelga general el 14 de septiembre de 1977. La violencia en el curso de 
la huelga provocó al menos 37 muertes. 
El candidato del Partido Liberal, Julio César Turbay Ayala, fue elegido para la Presidencia en las 
elecciones de junio de 1978. Sucede al presidente Alfonso López Michelsen, elegido como candidato 
del Partido Liberal en 1974. 
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Los casos de 16 miembros de la unión de campesinos indígenas, Consejo Regional Indígena del 
Cauca, que fueron detenidos el 21 de diciembre de 1977 después de una disputa sobre la tenencia de 
la tierra fueron tomados por Amnistía Internacional para su investigación; los 16 están ahora en 
libertad. La organización realizó varias investigaciones sobre supuestos casos de tortura, incluidos 
los de dos bacteriólogos, Mauricio Trujillo y Omaira Montoya Henao. Mauricio Trujillo ha hecho 
acusaciones detalladas de que él y Omaira Montoya fueron detenidos juntos y luego torturados por 
la Policía Nacional. Posteriormente fue llevado ante un tribunal, pero Omaira Montoya desapareció. 
No se ha recibido ninguna información sobre su destino, y las autoridades niegan que ella hubiera 
estado bajo custodia alguna vez. 
Durante el período cubierto por este Informe, los grupos no gubernamentales fueron responsables de 
numerosos actos de violencia. Tales grupos incluyen el Ejército de Liberación Nacional de izquierda, 
las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia y el "M-19", así como escuadrones de asesinatos 
de derecha responsables del asesinato de líderes campesinos en el campo. En septiembre de 1977, 
un grupo de derecha publicó amenazas de muerte a 21 periodistas, informándoles que serían 
ejecutados por "alentar la violencia subversiva". En un cable del 15 de febrero de 1978 al presidente 
Michelsen, Amnistía Internacional instó a que se investigara al más alto nivel el homicidio en su 
casa de un ex preso de conciencia adoptado, Wenceslao Lozano, por hombres armados no 
identificados en la última semana de enero de 1978. Era un líder de la organización campesina 
Asociación Nacional de Usuarios Campesinos. 
 
1979 
Detenciones políticas masivas, denuncias de tortura, informes de ejecuciones extrajudiciales, 
persecución de campesinos indígenas y la controversia generada por un nuevo estatuto de seguridad 
fueron temas constantes en las denuncias recibidas por Amnistía Internacional durante un año más 
bajo el estado de sitio, que ha estado en vigor con breves excepciones desde 1948.  
Proporcionado por el artículo 121 de la constitución para hacer frente a las condiciones de tiempo 
de guerra o disturbios internos graves, el estado de sitio se ha convertido en permanente. El juez José 
María Velasco Guerrero de la Corte Suprema de Colombia, uno de varios jueces que emitió 
opiniones disidentes contra la constitucionalidad del estatuto de seguridad, declaró: "Un estado de 
sitio prolongado por más de 30 años es una manifestación franca de que la vida institucional de la 
república está llegando a su fin". 
El estado de sitio se promulgó inicialmente durante el período conocido como "La Violencia", una 
guerra civil virtual entre los partidarios de los partidos tradicionales de Colombia, los conservadores 
y los liberales, que cobró la vida de 300.000 personas entre 1946 y 1958. Después de un breve 
régimen militar bajo el general Gustavo Rojas Pinilla (1953-57), tanto conservadores como liberales 
acordaron una fórmula política mediante la cual podían alternar oficialmente en el poder y compartir 
puestos burocráticos en un acuerdo conocido como el Frente Nacional que estaba en vigor desde 
1958 a 1978. 
El 14 de septiembre de 1977, una huelga general (paro cívico nacional) paralizó al país cuando los 
cuatro principales sindicatos, partidos políticos y organizaciones populares protestaron contra el 
aumento del costo de la vida. Treinta y siete muertes y el arresto de hasta 1.000 sindicalistas 
marcaron este evento. El 6 de septiembre de 1978, unos días antes del primer aniversario de la huelga 
general, se proclamó un nuevo estatuto de seguridad (Decreto 1923, Estatuto de Seguridad). Fue uno 
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de los primeros pasos dados por la nueva administración del presidente Julio César Turbay Ayala, 
quien ganó el poder en las elecciones que se caracterizaron por un 68% de abstención. 
Los artículos 11 y 12 del estatuto de seguridad eliminan las apelaciones, otorgan el proceso judicial 
a los soldados y hacen que sea difícil para los abogados civiles actuar en nombre de los detenidos. 
Los artículos 4 y 7 penalizan severamente y restringen las protestas públicas o peticiones que 
"pretenden presionar las decisiones de la autoridad pública". 
Hubo una protesta generalizada. El movimiento Firmes (un frente político popular de amplia base) 
señaló que "el estatuto de seguridad confirma los temores de la gente de que el estado de sitio no 
solo se ha prolongado indefinidamente, sino que se ha confirmado definitivamente". 
Entre enero y marzo de 1979, Amnistía Internacional recibió informes de violaciones de derechos 
humanos: arrestos políticos masivos, incluida la detención arbitraria de familias enteras, denuncias 
de tortura, dificultades creadas para abogados de presos políticos, violaciones del Código de 
Procedimiento Penal, asesinatos de líderes políticos locales y miembros de organizaciones 
campesinas e indígenas. 
Un robo de armas de un arsenal militar en Usaquén, Bogotá, durante las vacaciones de Año Nuevo, 
por el cual el movimiento guerrillero Movimiento 19 de Abril (M-19) reclamó el crédito, fue la 
excusa para arrestos políticos masivos que comenzaron en enero de 1979. Las detenciones fueron 
extendidas a miembros de grupos de oposición de izquierda legales, líderes cristianos progresistas, 
académicos independientes y periodistas, estudiantes y habitantes de tugurios, miembros de 
cooperativas y el Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC), y ciudadanos extranjeros, 
particularmente argentinos y uruguayos refugiados que vivían en Colombia. 
Amnistía Internacional lanzó una serie de llamamientos de acción urgente en nombre de los 
detenidos, entre los que se encontraban el sociólogo Orlando Fals Borda (finalmente liberado) y su 
esposa, el actor de televisión Carlos Duplat, los intelectuales Eduardo Pizarro y Augusto Lara 
Sánchez, Pedro Mogollón y Manuel y Jesús Pesca del Programa de Empresas Comunitarias 
organizado por los jesuitas, cinco argentinos y tres uruguayos y seis líderes campesinos indígenas. 
Antes del estatuto de seguridad, se habían emitido una serie de decretos que ampliaban los poderes 
de los militares en la administración de justicia: DL 2193 de 1976, que extendió la jurisdicción de 
los Consejos Verbales de Guerra en virtud del Código de Justicia militar; DL 2194 de 1976, que 
limitó severamente el derecho de apelación ante tribunales superiores; DL 2195 de 1976, que redujo 
la protesta pública; DL 2578 de 1976, que permitía el arresto de cualquier persona por simple 
sospecha "de que parecía probable que cometiera un delito"; y DL 0070 de 1978, que eximió a los 
miembros de la policía y las fuerzas armadas de la responsabilidad por los homicidios resultantes de 
ciertas operaciones militares. Este último decreto fue criticado como equivalente a una 
reintroducción de la abolición de la pena de muerte y una excusa conveniente para las ejecuciones 
extrajudiciales. 
La tortura tiene una larga historia en Colombia. Un documento bien fundamentado, El Libro Negro 
de la Represión, publicado por el Comité de Solidaridad para los Presos Políticos en 1974, presenta 
un relato detallado de la tortura, el asesinato y la represión desde 1958 hasta 1974. 
Se hicieron denuncias de tortura en repetidas ocasiones, particularmente después de la aprobación 
del estatuto de seguridad y las operaciones militares en relación con el robo de armas en enero de 
1979. 
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El 18 de marzo de 1979, Amnistía Internacional emitió una acción urgente en nombre de seis líderes 
campesinos indígenas del CRIC: Marcos y Edgar Avirama, presidente y ex secretario, Taurino y 
Miguel Nuscue, Mario Escue y Laurentino Apusta: los seis fueron retenidos por primera vez en la 
sede de la Tercera Brigada en Cali, donde presuntamente fueron torturados durante más de 15 días 
por descargas eléctricas aplicadas a la cabeza, las piernas y los genitales; inmersión en agua y barro; 
quema de genitales con fósforos; colgando durante noches enteras; tortura psicológica como la 
amenaza de muerte de familiares; y privación de alimentos. 
El 2 de febrero de 1979, Amnistía Internacional intervino en nombre de Pedro Mogollón y los 
hermanos Pesca. En una declaración firmada el 24 de enero de 1979, Pedro Mogollón afirmó que 
había sido torturado en la Escuela de Caballería de la Academia Militar de Bogotá. Fue detenido el 
8 de enero de 1979 por miembros del B-2, brutalmente golpeado, con los ojos vendados, forzado a 
permanecer de pie durante horas, incomunicado y no se le dio alimento durante varios días. Se 
aplicaron descargas eléctricas a diferentes partes de su cuerpo. La oficina del Fiscal General ordenó 
que se investigara su caso un mes y medio después de que se hicieran las denuncias de tortura y 
concluyó que "no se podían verificar señales externas de violencia" en sus exámenes. En su 
testimonio, concluyó: "En este momento, la evidencia externa de las torturas físicas prácticamente 
ha desaparecido. Pero la tortura psicológica nunca se puede borrar. Sigue siendo como un golpe de 
cuchillo en el cerebro". 
Amnistía Internacional ha recibido muchas más denuncias de tortura de personas detenidas desde 
enero de 1979 y recientemente protestó contra el despido del director del Instituto Médico, el Dr. 
Odilio Méndez Sandoval, quien concluyó que se habían infligido torturas a 34 estudiantes en octubre 
de 1978. Una comisión del congreso hizo una investigación independiente sobre las acusaciones de 
tortura de los estudiantes: "confinamiento solitario, sin comida o bebida durante varios días… 
dejados desnudos en el patio durante noches enteras y no se les permitió sentarse, obligados a ponerse 
de pie, golpeándonos y pateándonos diferentes partes del cuerpo... descargas eléctricas ". Se quejó 
de la falta de cooperación de la Procuraduría General y del nuevo director del Instituto Médico (una 
parte del Ministerio de Justicia), el Dr. Silva Pilonieta, quien le dijo al comité que los documentos 
preparados por el Dr. Méndez que prueban la existencia de tortura no pudieron ser encontrados.  
Los Obispos Católicos de Cúcuta y Pereira, Pedro Rubiano y Darío Castrillón, declararon que "las 
denuncias de tortura se han multiplicado y las técnicas de tortura se están perfeccionando". 
Como reacción a la creciente crítica nacional y la presión internacional, el presidente Turbay afirmó 
en febrero de 1979 en la provincia de Girardot: "Nadie, pero absolutamente nadie en Colombia ha 
sido torturado. Las autoridades de la República no están torturando a nadie. He ordenado las 
investigaciones apropiadas y puedo afirmar que las acusaciones de tortura son una simple 
estratagema". 
El 23 de marzo de 1979, en declaraciones a la prensa, el general Luis Carlos Camacho Leyva, 
Ministro de Defensa, declaró: "El problema de la tortura ya está pasado de moda ... La opinión 
internacional y nacional ha discutido febrilmente sobre la tortura, pero nunca ha sido determinado 
exactamente en qué consisten las torturas, quién las llevó a cabo y cuándo fueron torturadas las 
personas ". 
Los asesinatos políticos causaron unas 35 muertes en 1978. Hombres armados presuntamente 
contratados por grandes terratenientes fueron responsables de la muerte de campesinos y miembros 
de la organización rural, Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC). Los grupos 
paramilitares y el personal del ejército también han matado a sindicalistas, líderes de movimientos 
populares y grupos de oposición política izquierdista y activistas estudiantiles. En noviembre de 
1978, la Alianza Anticomunista Americana emitió amenazas de muerte contra varios miembros del 
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Tribunal Supremo que emitieron opiniones disidentes contra el estatuto de seguridad, contra 
abogados de presos políticos y contra el editor de un semanario progresivo. Otro grupo llamado 
Escuadrón de la Muerte surgió en enero de 1979 amenazando a los abogados que defendían a los 
presos políticos y los medios de comunicación que publicaban denuncias de violaciones de los 
derechos humanos. CRIC informó que, desde su fundación en 1971 para defender los derechos 
legales y las tierras de los campesinos indígenas del sudoeste de Colombia, unos 45 de sus líderes 
habían sido asesinados, incluido Avelino Ul el 26 de noviembre de 1978, y Benjamín Dindicué, de 
Tierradentro, el 4 de febrero de 1979. 
En una carta abierta al Fiscal General Guillermo González Charry, la Asociación de Juristas 
Democráticos protestó contra los obstáculos puestos en la defensa: las restricciones han dificultado 
que los abogados hablen con sus clientes, el comandante militar de la Escuela de Infantería les ha 
amenazado y varios abogados han sido detenidos. Acusaron que la justicia militar ha revertido el 
proceso legal: se presume que los acusados son culpables hasta que se demuestre lo contrario y sus 
abogados no son defensores sino "cómplices" del acusado. 
También protestaron contra un decreto del 11 de enero de 1979 que establece la prisión de la isla de 
Gorgona, conocida por sus terribles condiciones de vida, como penitenciaría de máxima seguridad 
para los presos políticos. 
Un Foro Nacional de Derechos Humanos se celebró en marzo de 1979 con la participación de 
partidos políticos, sindicatos, movimientos cívicos, organizaciones campesinas e indígenas, 
habitantes de tugurios y grupos profesionales, familiares de prisioneros políticos y obispos católicos. 
Se llamó la atención a la combinación de medidas excepcionales tomadas por el gobierno durante el 
año. Junto con el estado de sitio previsto en el artículo 121 de la constitución, el estatuto de seguridad 
y los decretos de leyes, el gobierno ha invocado el artículo 28 de la constitución, que le permite 
detener a personas por hasta 10 días sin cargos. Amnistía Internacional recibió denuncias de que el 
artículo 28 se aplicaba de forma retroactiva e impropia. No solo se mantuvo incomunicadas a las 
personas durante más de 10 días sin garantías legales, sino que a menudo sus nombres ni siquiera 
figuraban en la lista de personas del Consejo de Ministros del Estado que intentaban perturbar el 
orden público, como exige el mismo artículo. Los grupos de derechos humanos afirman que el 
ejército ha sido autorizado a detener a cualquier persona por mera sospecha que es contrario al 
artículo 28. Además, las detenciones se realizaron ya el 3 y 4 de enero de 1979, aunque no fue hasta 
el 8 de enero que se invocó el artículo 28 y no fue sino hasta el 9 de enero que el Consejo de Ministros 
se reunió para autorizar las detenciones. 
El prolongado estado de sitio y la suspensión periódica de las garantías están limitadas por convenios 
internacionales. Por ejemplo, la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San 
José), ratificada por Colombia, establece en el artículo 27 que incluso en tiempos de suspensión de 
garantías siguen vigentes los siguientes artículos básicos, entre otros: artículo 4 (derecho a la vida), 
artículo 5 (derecho a la integridad personal), artículo 9 (exención de las leyes ex post facto) y 
"garantías judiciales esenciales para la protección de esos derechos". Además, cuando se suspenden 
las garantías, se debe informar a los otros estados, las razones de la suspensión y la fecha fijada para 
la terminación de las medidas extraordinarias. 
 
1980 
Las preocupaciones de Amnistía Internacional fueron: la falta de protección efectiva de los derechos 
humanos restringida por medidas de emergencia como el prolongado estado de sitio y el Estatuto de 
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Seguridad; la negación del derecho de defensa ante los tribunales militares; procedimientos de 
arresto y detención; violaciones de los derechos humanos en los territorios campesinos e indígenas; 
el encarcelamiento de sindicalistas y profesionales; el uso generalizado de la tortura. 
Durante la mayor parte de 1979, Amnistía Internacional recibió denuncias de arrestos políticos a 
gran escala, torturas, garantías de defensa inadecuadas en juicios de civiles ante tribunales militares 
y el uso de la legislación de emergencia que condujo a graves violaciones de los derechos humanos 
de sindicalistas, campesinos, profesionales e indígenas. 
Una misión de Amnistía Internacional visitó Colombia del 15 al 31 de enero de 1980. Presentó 
recomendaciones al gobierno el 1 de abril de 1980. La misión se reunió con el presidente Julio César 
Turbay Ayala, magistrados del Tribunal Supremo, miembros del parlamento, autoridades militares 
y miembros de asociaciones profesionales, grupos de derechos humanos, sindicatos, organizaciones 
campesinas e indígenas, y partidos políticos y movimientos sociales. La misión, que también visitó 
11 prisiones en siete ciudades y se reunió con más de 400 presos políticos, concluyó que los presos 
políticos estaban siendo sistemáticamente torturados en instalaciones militares en Colombia. La 
misión identificó 33 centros donde se había denunciado la tortura, incluidas las Cuevas de 
Sacromonte y la Escuela de Caballería en Usaquén, el área de Cundinamarca y La Remonta y el 
Batallón Pichincha en Cali, Valle del Cauca. Numerosos métodos de tortura, desde psicológicos 
hasta golpes, quemaduras, uso de drogas y las descargas eléctricas fueron reportados a la misión. 
Las recomendaciones al gobierno, que se publicaron en su totalidad en los principales periódicos 
colombianos, abordaron las principales preocupaciones de Amnistía Internacional. 
La protección efectiva de los derechos humanos: el sistema de medidas de emergencia que incluye 
el prolongado estado de sitio que ha estado en vigor casi en forma continua desde el 9 de noviembre 
de 1949, el Estatuto de Seguridad del 6 de septiembre de 1978 y los decretos de leyes relacionados 
y el uso del Artículo 28 de la Constitución que permite la detención sin cargo por hasta 10 días, 
habían producido una suspensión casi permanente de las garantías de derechos humanos consagradas 
en la constitución colombiana y en los acuerdos internacionales de los que el país es signatario. 
Amnistía Internacional instó al gobierno a considerar levantar el estado de sitio, ya que su imposición 
prácticamente permanente, la manera en que se ha empleado, los fines a los que ha sido dirigida y 
los decretos de leyes a los que ha dado lugar han contribuido al presente recrudecimiento de las 
violaciones de los derechos humanos en Colombia. "También recomendó la derogación del Estatuto 
de Seguridad bajo el cual una amplia gama de acciones y delitos, incluyendo el cargo mal definido 
de "alteración del orden público" son sometidos a la jurisdicción militar. Pidió salvaguardas 
específicas para proteger a las personas detenidas en virtud del artículo 28 de la Constitución 
colombiana. 
El derecho de defensa ante los tribunales militares: recomendó que los civiles ya no sean juzgados 
por tribunales militares, en los cuales los militares constituyen jueces y fiscales, a menudo en juicios 
masivos conducidos como Consejos verbales de guerra especiales. Se niegan los derechos normales 
de defensa y se ha encarcelado o amenazado a varios abogados defensores. 
Procedimientos de arresto y detención: La misión observó que los procedimientos de arresto y 
detención eran indiscriminados y carecían de garantías efectivas contra la detención arbitraria. Los 
prisioneros han estado recluidos en instalaciones militares más allá del control judicial ordinario. 
Amnistía Internacional solicitó una revisión de alto nivel de estos procedimientos por el Consejo de 
Estado o la Corte Suprema con miras a establecer estructuras independientes eficaces, capaces de 
investigar la legalidad de cada detención. 
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Tortura: se presentó una serie de recomendaciones destinadas a poner fin a la tortura generalizada 
de prisioneros. Estos incluyen la creación de comisiones, incluidos médicos y abogados 
independientes para investigar las denuncias de tortura e informar públicamente sobre sus 
conclusiones: nuevas instrucciones sobre los procedimientos de interrogatorio que se emitirán a los 
militares y policía: permitir que los detenidos se pongan en contacto con sus abogados y sus familias 
dentro de las 24 horas posteriores al arresto y posteriormente; exámenes médicos regulares; 
indemnizaciones a las víctimas de tortura. Recomendó también la aplicación rigurosa del principio 
de que las declaraciones o confesiones obtenidas bajo tortura deberían ser inadmisibles como prueba: 
el estricto cumplimiento de las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para el tratamiento de Presos: 
no discriminación contra presos políticos. 
Encarcelamiento y homicidios, especialmente en las áreas campesinas ocupadas por los militares y 
en los territorios indígenas: la misión recomendó que el gobierno definiera estrictamente, 
públicamente y por escrito, los poderes militares y policiales en las zonas bajo control militar y que 
tome medidas contra los grupos paramilitares operando en áreas indígenas que han llevado a cabo 
arrestos arbitrarios, malos tratos y asesinatos de campesinos e indígenas rurales. Entre las pruebas 
recogidas por la misión se encuentran testimonios sobre los asesinatos de 48 miembros, en su 
mayoría líderes, del Consejo Regional Indígena del Cauca desde 1973. 
Encarcelamiento de sindicalistas: la información recibida durante reuniones con sindicalistas en todo 
el país llevó a la misión a concluir que se habían visto particularmente afectados por arrestos y 
hostigamiento mientras participaban en actividades sindicales, como realizar huelgas legales, 
celebrar reuniones de trabajadores y circular peticiones para hacer valer sus derechos. Tales arrebatos 
y hostigamiento se han producido cuando las autoridades atribuyeron motivos políticos a tales 
actividades. Además, los sindicalistas declararon a la misión que existe una clara tendencia por parte 
de las autoridades a equiparar las actividades legítimas de los sindicatos con diversas formas de 
"subversión" o "perturbación del orden público" y presumir apresuradamente la existencia de un 
vínculo entre tales actividades y las de los grupos armados revolucionarios. El informe pedía la 
liberación de sindicalistas arrestados por el ejercicio pacífico de sus derechos y por juicios rápidos, 
imparciales y públicos para aquellos que enfrentan cargos criminales. 
La libertad de conciencia, de expresión, derechos políticos y profesionales: médicos, abogados, 
sacerdotes, maestros y periodistas estaban entre los arrestados. Amnistía Internacional recibió 
informes según los cuales, en muchos casos, habían sido detenidos por prestar atención profesional 
a miembros de la oposición política o a presuntos miembros de movimientos revolucionarios. La 
misión instó a los miembros de las profesiones a que estén protegidos del arresto o el acoso por el 
respeto a la ética profesional. Si bien reconoció la existencia de movimientos de guerrilla y la 
oposición violenta al gobierno en Colombia, Amnistía Internacional al mismo tiempo pidió a las 
autoridades establecer definiciones claras y precisas de "subversión" y "perturbación del orden 
público" para que los derechos políticos puedan salvaguardarse. 
La reforma constitucional de 1979 y el nuevo código penal de 1980: Amnistía Internacional pidió 
una revisión de la Reforma Constitucional de 1979, relacionada con la administración de justicia, así 
como del nuevo código penal en vista de la última recomendación mencionada. Recomendó que se 
realice un esfuerzo especial para garantizar una mayor independencia e imparcialidad para el poder 
judicial y para garantizar la protección efectiva de los derechos humanos en Colombia. 
En un discurso de radio y televisión en todo el país, el presidente Turbay rechazó las conclusiones y 
recomendaciones de la misión y acusó a Amnistía Internacional de infringir la soberanía nacional de 
Colombia. Después se celebró un debate político nacional centrado en la cuestión de los derechos 
humanos en general y las recomendaciones de Amnistía Internacional en particular, con la 
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participación de partidos políticos, asociaciones profesionales, grupos de derechos humanos y los 
medios de comunicación. 
En la segunda quincena de abril, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) de la 
Organización de los Estados Americanos visitó Colombia para estudiar el clima de los derechos 
humanos allí y observar los juicios de civiles ante tribunales militares. Antes de esa visita, Amnistía 
Internacional había presentado su documentación sobre violaciones de derechos humanos a la CIDH. 
 
1981 
En agosto de 1980 Amnistía International presentó al Gobierno de Colombia un informe de 258 
páginas. Basado en gran medida en los resultados de una misión a Colombia en enero de 1980, se 
documentaron abusos por parte de las fuerzas gubernamentales incluyendo detenciones arbitrarias, 
torturas y los asesinatos inexplicables de líderes campesinos e indígenas en las zonas rurales. El 
informe, publicado el 22 de septiembre, expandió un memorándum entregado al gobierno en abril 
de 1980. El informe enfatizaba que el estado de sitio vigente casi en forma continua durante 30 años 
y las recientes leyes de seguridad especial habían facilitado las violaciones de los derechos humanos 
por parte de las fuerzas de seguridad; en particular porque prevé el enjuiciamiento de civiles por 
tribunales militares en una amplia gama de cargos y con derechos limitados a la defensa. 
El informe citaba más de 600 casos individuales, una gran cantidad en detalle, incluidos muchos 
extractos de testimonios de presos detenidos en 1979 y a principios de 1980. Detallaba 
procedimientos de interrogatorio que incluían tortura: colgar de los brazos, el uso de drogas, 
descargas eléctricas, violaciones y casi ahogamiento. También describió establecimientos del 
Ejército de Colombia, donde presuntamente se practicaba la tortura. Un médico participó en la 
misión y llevó a cabo exámenes físicos y psicológicos de 27 de las personas cuyos testimonios 
alegando tortura fueron incluidos en el informe. En la mayoría de los casos, encontró que las pruebas 
eran compatibles con las denuncias de tortura y, en algunos casos, que "había pruebas claras de que 
la presunta tortura había tenido lugar de hecho". El informe prestó particular atención a abusos de 
poder en las extensas áreas rurales bajo control militar, llamadas "zonas militarizadas". Las medidas 
de seguridad destinadas a combatir a los grupos de oposición guerrilleros activos afectaron a la 
población campesina en su conjunto a través de "continuas búsquedas, detenciones y uso de la tortura 
... " lo que creó una atmósfera de "amenaza y terror permanente". Los delegados de la misión 
visitaron 11 prisiones en siete ciudades, dos instalaciones militares utilizadas como centros de 
detención, dos hospitales, con la plena cooperación de las autoridades. 
El gobierno respondió largamente al memorándum de abril de 1980 basado en la misión, 
describiéndolo como " difamatorio " y abusivo de la soberanía de Colombia. Este comentario fue 
incluido como un apéndice del informe publicado en septiembre de 1980, Informe de una Misión de 
Amnistía Internacional a la República de Colombia. La respuesta al informe de septiembre de 1980 
se limita a un breve telegrama en el que el presidente Julio César Turbay Ayala deploró el "sesgo" 
de Amnistía Internacional. 
Varios testimonios en el informe de la misión que alegan tortura en instalaciones del ejército y 
homicidios políticos por parte del personal militar han recibido la confirmación independiente de un 
grupo de oficiales y suboficiales anteriormente adscritos al Batallón de Inteligencia y Contra-
Inteligencia "Charry Solano" (BINCI), el principal grupo de inteligencia militar del ejército 
colombiano. Los cinco oficiales escribieron a Amnistía Internacional y a otras organizaciones 
internacionales el 20 de julio de 1980, alegando que habían sido acusados injustamente de "delitos 
comunes" y encarcelados por las autoridades militares. Alegaron que las propias autoridades eran 
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responsables de graves actos criminales de represión política. Los cinco alegaron que habían sido 
ordenados por el cuartel del batallón de inteligencia a torturar a detenidos políticos. Nombraron al 
personal del batallón que ha sido detallado para servir como un "grupo terrorista llamado Triple A", 
que mató a varios miembros de la oposición política y bombardearon tres periódicos de Bogotá 
(Alternativa, El Bogotano y Voz Proletaria). La declaración no llegó a Amnistía Internacional hasta 
enero de 1981, cuando se publicó en varios periódicos de Colombia y México. La situación de los 
oficiales permaneció desconocida. 
La declaración de los oficiales describió la tortura y el asesinato por la inteligencia militar del líder 
guerrillero José Martínez Quiroz y otros prisioneros en 1978 y principios de 1979. En noviembre de 
1978, la prensa había informado de folletos anunciando la formación de un "escuadrón de la muerte" 
llamado la Alianza Anticomunista Americana (AAA), que se atribuyó la responsabilidad de matar a 
José Martínez Quiroz. 
Los oficiales describieron su participación en el interrogatorio de sospechosos de la guerrilla en 
enero de 1979 en la Escuela de Caballería, en Usaquén, y en un centro secreto cercano de detención, 
conocido como Cuevas de Sacromonte. Describieron la detención y tortura de cinco presos por los 
que Amnistía Internacional había hecho una declaración en enero de 1979, incluida la Dra. Olga 
López de Roldán y un "uruguayo alto y moreno", identificado más tarde como el fotógrafo Sergio 
Betarte Benítez, detenido en Bogotá el 3 de enero. Posteriormente, Amnistía Internacional recibió 
testimonios detallados de cada uno de los presos que afirmaron de forma independiente que habían 
sido trasladados de la Escuela de Caballería a una instalación subterránea secreta que solo pudieron 
identificar por el nombre utilizado por sus captores, las "Cuevas de Sacromonte". Aunque ninguno 
de los prisioneros podría describir la entrada de las cuevas o su ubicación exacta ya que les vendaron 
los ojos, el testimonio de los cinco agentes identifica las Cuevas de Sacromonte como parte de la 
Escuela de Comunicaciones del Ejército en Facatativá (cerca de Bogotá) utilizado para el 
interrogatorio de "casos muy especiales": 
 "Hay un promontorio que se puede ver a unos 300 metros desde la entrada o puesto de guardia de 
las instalaciones militares. Es una especie de refugio antiaéreo... cuevas artificiales con un pasillo 
muy largo, de uno 150 metros de largo. A los lados hay tres habitaciones grandes". 
Cada uno de los presos describió que fueron golpeados mientras colgaban de sus brazos. La Dra. 
Olga López dijo "...pusieron mis brazos atrás, me acolcharon las muñecas y con unas cuerdas me 
levantaron". Sergio Betarte Benítez también dijo que sus muñecas estaban acolchadas "con una 
manta para no dejar marcas", antes de ser suspendidas por una cuerda que colgaba sobre una viga. 
La declaración de los oficiales describió la tortura en las Cuevas de Sacromonte en términos casi 
idénticos, informaron que los prisioneros tenían los ojos vendados, fueron desnudados, atados y 
golpeados sistemáticamente mientras estaban suspendidos de una viga del techo con sus manos 
detrás de la espalda. La Dra. Olga López fue liberada en enero de 1981, después de dos años de 
detención; Sergio Betarte permaneció encarcelado sin juicio. 
La Procuraduría General de la Nación, que tiene una autoridad constitucional especial para investigar 
denuncias de abusos contra los derechos humanos en Colombia, fue solicitada en febrero de 1981 
por un grupo de parlamentarios colombianos para investigar las denuncias.  
Desde los intercambios de abril y agosto de 1980 con el gobierno, ha habido varios desarrollos 
significativos. El memorándum de abril de 1980 había recomendado mantener el estado de sitio y 
señaló que Colombia estaba obligada, según los términos del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, a informar a las 
Organización de Naciones Unidas y a la Organización de los Estados Americanos cualquier medida 
extraordinaria que restrinja los derechos humanos, su razón, qué derechos se suspenden y durante 
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cuánto tiempo. En julio de 1980, el gobierno notificó al Secretario General de las Naciones Unidas 
que, mediante el Decreto 2131 de 1976, se había declarado "que el orden público había sido 
perturbado y que todo el territorio nacional estaba en estado de sitio", y que la medida se levantaría 
"cuando prevalezcan las condiciones necesarias". 
Los representantes del gobierno también han descrito una ley de amnistía como un paso hacia el 
eventual levantamiento del estado de sitio. Firmado por presidente Turbay el 23 de marzo de 1981, 
concedió una amnistía de cuatro meses a los insurgentes que depusieran las armas, siempre que no 
estuvieran implicados en secuestros, extorsiones, incendios provocados y otros "actos de ferocidad 
y barbarie". Después de este período, el gobierno debía tener en cuenta la respuesta de la guerrilla a 
la amnistía para determinar si aceptaba peticiones de presos acusados o condenados por rebelión, 
sedición o asalto. 
En marzo de 1981, la Corte Suprema impugnó la legalidad del Estatuto de Seguridad decretado por 
el presidente Turbay el 6 de septiembre de 1978 bajo el estado de sitio especial, que impone severas 
sanciones a una amplia gama de acciones relacionadas con el orden público y entra en conflicto con 
un nuevo código penal que entró en vigor en enero de 1981. Estaba pendiente una decisión judicial 
sobre si se anularía todo el Estatuto de Seguridad, y si las personas condenadas por la ley se 
beneficiarían del término más favorable del código penal. En caso de que la ley sea anulada por la 
decisión del tribunal, el artículo 121 de la Constitución permite al ejecutivo decretar inmediatamente 
una ley de emergencia similar que anularía el código penal durante el estado de sitio. 
Amnistía Internacional siguió recibiendo informes de abusos en las zonas militarizadas, incluidas 
aparentes detenciones arbitrarias, torturas y el asesinato de cautivos por parte de patrullas del ejército 
local. Amnistía Internacional hizo indagaciones en un número de casos incluyendo el de los 
campesinos Luis Orlando Rodríguez y su hijo Federico Rodríguez Contreras. El 29 de octubre de 
1980 fueron detenidos mientras limpiaban la maleza de su tierra en Los Regaderos, Tame, en la 
Intendencia (condado) de Arauca. Una patrulla antiguerrillera del ejército, dirigida por oficiales 
cuyos nombres están en posesión de Amnistía Internacional, torturó a los hombres en el lugar, los 
robó y los obligó a ellos y a otros tres cautivos aún no identificados a cavar sus propias tumbas. 
Luego fueron fusilados. Según los informes, las autoridades regionales y nacionales han obstruido o 
ignorado las solicitudes de las organizaciones de la comunidad local para investigar las muertes y 
han rechazado el permiso para exhumar los cadáveres. 
La mayoría de los campesinos denunciados detenidos en las zonas militarizadas fueron acusados de 
"asistir a guerrillas" al darles comida o refugio. Según los informes, la mayoría fueron detenidos en 
sus casas o mientras trabajaban en sus propias granjas pequeñas. Abusos reportados en el condado 
de Arauca se atribuyen generalmente a unidades del ejército bajo el mando regional de la VII Brigada 
de Institutos Militares, en Villavicencio, departamento de Meta, al sur de Arauca. 
Los casos de seis campesinos de la región de Tame, Arauca, detenidos en noviembre de 1980 fueron 
investigados. Fueron retenidos en Villavicencio a la espera de un juicio judicial por cargos de ayudar 
a la guerrilla; el hijo de 12 años de Celino Jaimes Rozo, uno de los seis, estuvo detenido con ellos 
durante 20 días. Los testimonios detallados de tres de los hombres indicaron que fueron retenidos en 
puestos al aire libre en un campamento del ejército rural durante los primeros días. Después de cuatro 
días de detención en la base aérea militar en Saravena llegó un oficial de la inteligencia militar (a 
quien nombraron). Los golpeó y los pateó durante el interrogatorio mientras los mantenían 
esposados, de pie, durante 48 horas sin comida ni agua. Uno de los seis admitió haber dado alimentos 
a los guerrilleros que pasaban por su finca, pero negó ser un colaborador. 
Se han informado casos similares de Yacopí, Cundinamarca, otra zona militarizada. Se informa que 
un sistema de pases militares ha sido instituido para residentes locales, y los campesinos tienen que 
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presentarse en la base militar de Yacopí cada tres, ocho o 15 días. Un asesinato inexplicado por una 
patrulla del ejército en la zona de Yacopí fue el del campesino José Ángel Bustos, que fue asesinado 
a tiros en su casa en el pueblo de Bilbao y cuyo cuerpo fue llevado en helicóptero. Su cuerpo fue 
recuperado más tarde por miembros de la comunidad del puesto del ejército en Terán, Cundinamarca. 
El procedimiento por el cual una zona está "militarizada" fue ilustrado en el condado de Caquetá en 
el sureste de Colombia, un área en la cual los grupos guerrilleros FARC y M-19 habían sido 
responsables de cuatro secuestros y 17 asesinatos en 1980. En enero de 1981, el comandante general 
del ejército, Fernando Landazábal Reyes, comenzó la "Operación Comando Número 12" en 
Florencia, Caquetá, para coordinar las operaciones de 5.000 efectivos enviados al área. Las tropas 
incluyeron batallones de Cazadores y la élite Batallón Colombia, fuerzas especiales de contra-
insurgencia del ejército. Ocho distritos militares fueron establecidos (cantones militares), y se 
impusieron restricciones especiales de viaje, pases militares y reportes regulares a los puestos 
militares en la población. Varias investigaciones han sido realizadas por Amnistía Internacional 
sobre los abusos denunciados en Caquetá en 1981, incluida la detención en abril de 1981 de Ignacio 
Mora, un líder del consejo municipal de Paujil, Caquetá, y su posterior muerte en el puesto militar 
de Paujil. 
Los abusos recientemente denunciados por las fuerzas del ejército no se limitaron a zonas 
militarizadas. Gerardo Antonio Bermúdez fue detenido el 9 de marzo de 1981 en una zona rural 
cerca de Barrancabermeja, Departamento de Santander. Lo esposaron, le dijeron que sus captores 
eran del "escuadrón de la muerte", y lo llevaron a pie a las colinas. Allí fue colgado por sus brazos 
de un árbol y golpeado; y al día siguiente fue llevado a una celda en el complejo del ejército en 
Barrancabermeja del batallón Nueva Granada. Su testimonio describe en detalle la tortura por los 
interrogadores del ejército, incluidos: golpizas; inmersión en agua; ser colgado por los brazos; 
quemaduras en la espalda con cigarrillos; forzado a permanecer de pie por cinco días y noches; y 
descargas eléctricas, incluyendo descargas en la lengua. Tropas uniformadas del ejército detuvieron 
a Marco Fidel Pasos Martínez y Luis Eduardo Picaso Estrada el 10 de enero de 1981 en Valledupar, 
Departamento de Cesar. Los dos jóvenes fueron encontrados muertos dos días después; sus cuerpos 
llevaban marcas de tortura, y les habían disparado con una pistola ametralladora. 
 
Aunque se recibieron informes serios de tortura en el año pasado, difieren en cierta medida de los de 
1979 y 1980 cuando la mayoría de las torturas involucradas se llevaron a cabo en los principales 
establecimientos militares como la Brigada de Institutos Militares en la capital. Muchos informes 
recientes han sido de campesinos detenidos en zonas áreas rurales aisladas, que fueron torturados en 
el lugar en campamentos militares temporales. Los métodos no requieren equipo especial ni 
sofisticación técnica: los cautivos fueron atados a árboles o esposados a postes, expuestos al sol de 
día e insectos de noche; obligados a permanecer de pie durante días; colgados de los brazos mientras 
son golpeados por las culatas de los rifles; las cabezas eran sumergidas en agua sucia. Los cautivos 
fueron frecuentemente amenazados con la tortura o el asesinato de sus familias. 
 
Ha habido alguna evidencia de iniciativas recientes contra la tortura por parte de las fuerzas de 
policía civil. En su respuesta al Memorándum de Amnistía internacional en abril de 1980, el gobierno 
informó el despido y el encarcelamiento de un oficial de policía involucrado en tortura. Se dijo que 
el sindicalista Adolfo León Pomo dijo haber sido "torturado por un agente del F-2 de la policía, que 
lo sentó en un hormiguero resultando en picaduras de insectos en sus genitales". En un caso similar, 
el Fiscal General ordenó una audiencia disciplinaria contra dos agentes del Departamento 
Administrativo de Seguridad (DAS), la policía política civil, por la detención arbitraria y la tortura 
de 
tres presuntos ladrones en Medellín, departamento de Antioquia en julio 1979. Se informó que los 
prisioneros fueron quemados con cigarrillos, desnudados y golpeados, y se les aplicaron descargas 
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eléctricas en los genitales y la espalda; un médico dio evidencia confirmando que la tortura tuvo 
lugar. En diciembre de 1980 el Fiscal General ordenó que los agentes se debían despedir, aunque no 
se presentaron cargos penales o civiles. Amnistía Internacional no recibió información sobre 
medidas disciplinarias o juicios para el personal militar implicado en torturas u otros abusos graves 
contra los presos. 
 
Durante el año, Amnistía Internacional trabajó en nombre de 33 prisioneros colombianos adoptados 
como presos de conciencia o siendo investigados. Veintiuno de ellos fueron liberados después del 
juicio por el tribunal marcial, después de haber estado detenidos en prisión preventiva por hasta dos 
años. Ocho presos cuyos casos estaban siendo investigados eran miembros del sindicato de la central 
hidroeléctrica de Anchicayá y fueron detenidos entre mayo y junio de 1979 por cargos de rebelión; 
seis de ellos han sido liberados. 
 
En marzo de 1981, 74 miembros del grupo guerrillero M-19 fueron tomados bajo custodia militar en 
la región fronteriza de Ecuador-Colombia: 27 fueron reportados capturados por tropas colombianas 
mientras estaban dentro de Ecuador, mientras que otros 47 se rindieron a las autoridades ecuatorianas 
en la ciudad de San Lorenzo. A pesar de las solicitudes de asilo político, el ejército ecuatoriano 
devolvió sumariamente los 47 a Colombia. El Ministro de Relaciones Exteriores de Ecuador, Dr. 
Alfonso Barrera, expresó públicamente a Amnistía Internacional su compromiso de permanecer en 





Las preocupaciones de Amnistía Internacional incluyen la detención arbitraria de presos de 
conciencia, los juicios injustos de civiles por parte de los consejos de guerra del ejército, el uso 
sistemático de la tortura y la ejecución sumaria de sospechosos de colaborar con grupos de oposición 
guerrilleros en las zonas rurales bajo el control del ejército. 
 
Al final de 1981, 16 presos fueron adoptados como prisioneros de conciencia o siendo investigados 
como posibles prisioneros de conciencia por Amnistía Internacional. Otros once fueron liberados 
durante el año. 
 
En una carta de agosto de 1981 dirigida al presidente Julio César Turbay Ayala, Amnistía 
Internacional expresó su preocupación acerca de las detenciones arbitrarias, la tortura y las 
ejecuciones sumarias atribuidas al ejército colombiano en áreas rurales. Solicitó información sobre 
las medidas para investigar los casos específicos planteados en la carta. No se recibió respuesta. 
 
En noviembre de 1981, Amnistía Internacional publicó un documento de 12 páginas titulado El 
ejército en la Colombia rural: detención arbitraria, tortura y ejecución sumaria. Este describía 
violaciones de derechos humanos relacionados con la "militarización" de extensas regiones aisladas 
para combatir a los grupos guerrilleros que operan allí, y para otras medidas de seguridad especiales 
impuestas para controlar la población local. La libertad de movimiento en estas áreas estaba 
estrictamente controlada, y el suministro de alimentos, ropa y bienes médicos limitados para privar 
a las fuerzas guerrilleras de apoyo material. Los controles se aplicaron mediante la amenaza de 
detenciones arbitrarias, interrogatorios y torturas en puestos del ejército local o campamentos 
temporales, y la muerte. 
 
El informe detalla casos de personas detenidas bajo sospecha de ayudar a las guerrillas y luego 
asesinadas por unidades del ejército. Otros fueron asesinados después de informar rutinariamente a 
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un puesto del ejército local para tener su salvoconducto sellado como era requerido. El informe 
incluía relatos de testigos oculares sobre la detención de tres granjeros en el departamento de Caquetá 
por soldados uniformados el 26 de abril de 1981, y el descubrimiento de sus cuerpos mutilados el 
mismo día: "Don Fabio Herrera estaba acostado de lado con sus entrañas derramadas... Todos los 
tres hombres tenían magulladuras, negras y azules, y al señor Duque (70 años) lo habían degollado. 
Don Ramón tenía una herida en la espalda, un corte de alrededor de un jeme (alrededor de 20 
centímetros). Un pariente notó que "habían golpeado la cabeza del anciano, Don Gilberto, y pelado 
el rostro; es decir, le quitaron toda la piel". El ejército luego negó que los hombres hubieran sido 
detenidos y afirmó que murieron en un intercambio de disparos cuando los tres atacaron a una 
patrulla del ejército. 
 
El informe describe la detención de jóvenes y las muertes inexplicables bajo custodia. Josías 
Landazábal, el joven de 16 años de edad, hijo de un campesino fue detenido por soldados 
uniformados el 1 de abril. Su cuerpo fue encontrado 11 días después. El ejército emitió un boletín 
de noticias que decía que había "muerto en un enfrentamiento entre el ejército y la guerrilla". El 16 
de abril de 1981, el obispo católico romano de Bucaramanga, Santander, escribió una carta de 
protesta sobre este asesinato, afirmando que la afirmación del ejército era evidentemente falsa, ya 
que el niño había quedado indefenso bajo custodia del ejército. 
 
Joaquín Artunduaga Paz, de la aldea La Solita, Caquetá, recibió la orden de presentarse en el puesto 
local del ejército el 27 de marzo de 1981. Luego fue detenido y acusado de ayudar a los guerrilleros. 
Durante cuatro días lo dejaron a la vista de sus vecinos, sin comida ni agua y expuesto al sol y a la 
lluvia; el 1 de abril fue asesinado a tiros. A los miembros de la comunidad se les mostró un informe 
escrito por el sargento al mando, cuyo nombre se encuentra en la posesión de Amnistía Internacional. 
Dijo que había sido asesinado "porque usó una carabina que no entregó, porque él era un guerrillero 
y ayudó a la guerrilla". 
 
Grupos indígenas, como los Coreguaje que viven a lo largo de los ríos Caquetá y Orteguaza en la 
zona rural del departamento de Caquetá, también fueron objeto de violaciones de los derechos 
humanos. Las cartas de los líderes de las comunidades de Coreguaje a funcionarios gubernamentales 
de asuntos indígenas, copiadas a Amnistía Internacional, se quejaron de los frecuentes arrestos, 
torturas y amenazas de las tropas del ejército enviadas al área en los primeros meses de 1981. "Estos 
soldados nos están torturando mucho, atraparon dos de nosotros en San Luis y les dimos veneno, 
estos dos están cerca a morir. Otros tres en Herichá y uno de ellos está muy enfermo, en Agua Negra 
dos personas. Es por eso que estoy pidiendo...ayuda para liberar a estos prisioneros ... Los tienen sin 
ropa y los patean y golpean con palos y látigos ... "(15 de noviembre de 1981). 
 
Una carta del 19 de noviembre, firmada por los líderes de todas las comunidades Coreguaje a lo 
largo de los ríos, protestando contra los golpes y la tortura sistemática de varios hombres que fueron 
atados por sus cuellos a los árboles y casi sofocados por toallas las cuales fueron empapadas 
repetidamente con agua y colocadas sobre sus rostros; la mayoría de la población posteriormente 
huyó al bosque para esconderse. Esta declaración también se refiere a un "veneno" utilizado por las 
tropas, una sustancia que se vieron obligados a inhalar y que los dejó inconscientes. Los líderes 
Coreguaje declararon que "el ejército cree que todos los indígenas son subversivos", y expresaron 
su temor de que, como consecuencia, “los soldados pueden matarnos y quemar nuestras casas, ya 
que dicen que lo harán". Amnistía Internacional estaba investigando los casos de seis líderes de la 
comunidad Coreguaje que fueron detenidos el 14 de noviembre. Entre ellos, Constantino Figueroa, 
un maestro de San Luis, y Luis Piranga de Herichá, supuestamente gravemente herido y que 
vomitaba sangre durante el interrogatorio cuando lo ataron por el cuello y lo arrastraron mientras lo 
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pateaban, azotaban y golpeaban. Se cree que todos fueron detenidos en la capital de Caquetá, 
Florencia. 
 
Amnistía Internacional también tomó medidas en nombre de los miembros de comunidades 
indígenas detenidos en relación con disputas por la tierra. El líder indígena del Cauca Anatolio Quirá 
y otros 13 miembros del resguardo de Puracé, Cauca (un término usado para las comunidades 
indígenas y sus tierras comunales en los alrededores) fueron detenidos el 13 de enero por cargos de 
ocupación ilegal de tierras privadas. Este cargo fue refutado por los líderes del resguardo que 
afirmaron poseer títulos válidos del siglo XIX para la tierra en cuestión. Aunque los 14 campesinos 
fueron posteriormente liberados, los cargos presentados por terratenientes privados contra ellos no 
fueron desestimados: los procedimientos estaban pendientes ante tres tribunales penales diferentes 
en Popayán, Cauca. Amnistía Internacional instó al gobierno a garantizar la plena protección de la 
ley para las comunidades indígenas y a vigilar de cerca las detenciones ordenadas por las autoridades 
locales en relación con las disputas por la tierra. Amnistía Internacional apeló en diciembre de 1981 
para obtener información sobre la detención de Guillermo Quilindo, gobernador del Coconuco, 
resguardo del Cauca y los campesinos Julio Hernández y Abraham Calambas. Fueron detenidos el 
25 de noviembre y llevados a la sede de la Tercera Brigada del Ejército en Cali. 
 
La mayoría de los presos políticos fueron detenidos bajo sospecha de estar involucrados con uno de 
los varios grupos guerrilleros activos en el país. Bajo el estado de sitio, en vigor durante la mayor 
parte de los 30 años anteriores, fueron sometidos a juicio por tribunales militares marciales. 1981 
vio el final de varios juicios masivos de civiles desde 1978 y 1979 y acusaciones de pertenecer a los 
grupos guerrilleros M-19 o Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC). Los consejos 
de guerra pasaron condenas por rebelión y delitos conexos de hasta 23 años de cárcel en la prisión 
Modelo de Bucaramanga, 16 fueron condenados; en la sede del ejército en Pasto, Nariño, cuatro 
fueron condenados; y en la sede de la policía militar en Bogotá, 39 fueron condenados. La corte 
marcial más grande aún en curso a finales de 1981 abrió en la prisión de La Picota en Bogotá en 
noviembre de 1979. Un total de 166 acusados fueron acusados de pertenecer al grupo M -19 y se 
estima que 115 permanecieron bajo custodia a la espera de su conclusión. Sergio Betarte, uno de los 
ocho presos de La Picota cuyos casos fueron investigados por Amnistía Internacional, fue liberado 
el 31 de diciembre cuando se retiraron los cargos contra él tras tres años de prisión. Casi todos los 
presos políticos juzgados en estos consejos marciales denunciaron sistemáticamente tortura durante 
las etapas iniciales de la detención. Estas afirmaciones fueron corroboradas en gran medida en el 
informe de Amnistía Internacional de 1980 Informe de una Misión de Amnistía Internacional a la 
República de Colombia. 
 
Entre el 15 de abril y el 19 de mayo, un consejo de guerra en Ipiales, Nariño, condenó a 66 prisioneros 
de rebelión. Después de los procedimientos sumarios, los acusados fueron condenados a penas de 
entre cuatro y seis años de prisión. Estos prisioneros fueron detenidos en marzo de 1981 en el área 
fronteriza entre Colombia y Ecuador. Cuarenta y ocho se rindieron a las autoridades ecuatorianas 
antes de entregarlos al ejército colombiano. En un juicio sumario similar a fines de 1981 en la Base 
Tolemaida del ejército en Melgar, Tolima, 11 presos fueron condenados por rebelión y sentenciados 
a penas de entre cinco y 16 años de prisión. Las audiencias duraron solo cuatro días. En ambas cortes 
marciales los derechos de defensa fueron reportados gravemente restringidos. A los abogados 
defensores no se les permitió el acceso a la base Tolemaida del ejército ni a la corte. 
 
Amnistía Internacional apeló en nombre de varios presos a la espera de juicio por consejo de guerra 
que necesitaban atención médica urgente. Incluyeron a Guillermo Bobadilla, retenido en la Cárcel 
Modelo en Bogotá, que resultó gravemente herido en el momento de su detención en septiembre de 
1979. Aunque la cirugía fue ordenada por médicos de la prisión y programado en un hospital de 
Bogotá, se le negó el permiso para abandonar la prisión. Amnistía International hizo un llamamiento 
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para que se le diera tratamiento el 4 de febrero, y el 19 de febrero lo llevaron al hospital y le 
extirparon el riñón derecho. El 1 de diciembre, Amnistía Internacional pidió que el campesino de 55 
años José Antonio Cardona de la zona "militarizada " de Tame, Arauca, fuera trasladado a un hospital 
para tratar un tumor cerebral. El 22 de diciembre, un tribunal militar ordenó su liberación de la 
prisión de Villavicencio, Meta, por razones humanitarias. José Antonio Cardona fue uno de los seis 
campesinos de la misma comunidad detenidos en noviembre de 1980 y acusado de haber ayudado a 
un grupo guerrillero dando de comer. Sus casos fueron investigados por Amnistía Internacional. 
 
Amnistía Internacional hizo varios llamamientos en nombre de los sindicalistas detenidos debido a 
la huelga o acusadas de colaborar con la guerrilla. El 21 de octubre se convocó una huelga general 
para protestar contra las políticas del gobierno. El gobierno lo declaró "subversivo" e ilegal según 
las disposiciones del estado de sitio. Se estima que 150 dirigentes sindicales fueron detenidos antes 
de la huelga y unos 1.000 sindicalistas en huelga, durante y después de ella. Amnistía Internacional 
pidió la liberación de prisioneros acusados solo de haber apoyado la huelga, y la mayoría de los 
detenidos fueron liberados después de 10 días de detención administrativa. 
 
El sindicalista José Germán Toro Zuluaga, un miembro del ejecutivo nacional de la Federación 
Colombiana de Educadores (FECODE), fue secuestrado por el ejército el 28 de septiembre. Lo 
forzaron a entrar en un jeep Toyota blanco y "desapareció". Durante 10 días su detención fue negada. 
Según los informes, durante este período de 10 días de detención secreta lo mantuvieron recluido en 
una casa alejada de las instalaciones militares oficiales y lo interrogaron bajo tortura: según los 
informes, lo obligaron a permanecer en pie todo el tiempo; repetidamente empapado con agua fría, 
sistemáticamente golpeado y pateado; amenaza de muerte y asalto a su familia; y casi sofocado por 
una bolsa de plástico colocada sobre su cabeza, y por un paño colocado sobre su rostro sobre el que 
se vertió agua. (Este último método de tortura fue reportado en muchos casos en 1981, en contraste 
con la técnica reportada en años anteriores de sumergir la cabeza en un cubo o abrevadero). Se vio 
obligado a firmar un documento que declaraba que había recibido un “buen trato" antes de ser 
transferido a un centro de detención oficialmente reconocido, donde todavía estaba recluido a fines 
de año. Amnistía Internacional estaba investigando su caso, su detención parecía deberse únicamente 
a sus actividades como líder nacional del sindicato de docentes. 
 
En varios casos similares, en diciembre de 1981 los sindicalistas “desaparecieron" después de ser 
detenidos por hombres que se identificaron como oficiales de inteligencia del ejército, B-2. Los 
representantes del ejército atribuyeron estas "desapariciones" a un grupo supuestamente 
independiente llamado Muerte a Secuestradores (MAS), a pesar de la evidencia de que el personal 
del ejército llevó a cabo las detenciones. Luis Javier Cifuentes Cifuentes, líder de la Unión de 
Trabajadores de la Compañía Colombiana de Tabaco, fue arrestado el 31 de diciembre y luego se le 
encontró muerto, con el cuerpo magullado y la cara mutilada con ácido. Su muerte es la primera 
atribuida al MAS. Al menos otros 20 líderes de sindicatos que habían apoyado la huelga general 
prohibida del 21 de octubre recibieron amenazas de muerte anónimas – en algunos casos en forma 
de tarjetas de condolencia – durante las últimas semanas de diciembre. Amenazas de muerte también 
llegaron a los líderes de los grupos guerrilleros encarcelados en diciembre de 1981. En una carta 
duplicada sin firma en el papel de la Secretaría de Defensa se advertía que los asesinatos de personal 
del ejército por parte de las fuerzas guerrilleras serían respondidos por represalias de guerrilleros 
encarcelados. Amnistía Internacional emitió llamamientos en nombre de cuatro sindicalistas 
"desaparecidos" en los que pedía la plena protección de la libertad que se concede a todos los presos 
políticos en Colombia, ya sea detenidos por orden judicial o detenidos en secreto por la inteligencia 
del ejército u otras fuerzas de seguridad. 
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1983 
La prolongada preocupación de Amnistía Internacional se vio afectada por el levantamiento del 
estado de sitio el 20 de junio de 1982 y una amnistía general en noviembre de 1982, que liberó a la 
mayoría de los presos políticos, incluidos todos aquellos cuyos casos se habían tomado por Amnistía 
Internacional como prisioneros de conciencia o posibles prisioneros de conciencia. Las continuas 
preocupaciones incluían informes de tortura; la "desaparición” de una serie de prisioneros políticos; 
ejecuciones extrajudiciales durante operaciones contra la guerrilla en las zonas rurales aisladas y 
evidenciada responsabilidad de la policía y militares por la muerte de al menos 96 colombianos 
atribuida por las fuerzas de seguridad a un "escuadrón de la muerte" independiente. 
 
El levantamiento del estado de sitio por el gobierno del presidente Julio César Turbay Ayala puso 
fin a los amplios poderes del ejército para detener, interrogar y llevar ante los tribunales militares a 
civiles acusados de delitos políticos. Como consecuencia inmediata, los juicios en curso se 
transfirieron a los tribunales civiles y muchos presos políticos recibieron la orden de ser puestos en 
libertad por jueces civiles que determinaron que no había motivos para el enjuiciamiento. 
 
Poco antes de que el estado de sitio cayera, los tribunales militares retiraron los cargos y ordenaron 
la liberación de algunos presos de conciencia adoptados por Amnistía Internacional, que habían 
estado detenidos en espera de juicio por uno o más años. Entre ellos estaban cinco campesinos de la 
región remota de Arauca detenidos sin juicio desde el 8 de Noviembre de 1980. Los presos de 
conciencia adoptados que fueron liberados poco después del levantamiento del estado de sitio 
incluyen a José German Toro Zuluaga líder de la asociación nacional de maestros que fue 
secuestrado el 28 Septiembre de 1981 por una unidad de inteligencia del ejército vestidos de civil y 
luego "desapareció" durante 10 días antes de que se reconociera su arresto (véase Amnesty 
International Report 1982). Fue liberado el 22 de julio de 1982. 
 
Hubo un repunte de incidentes en el que los miembros de los grupos políticos de oposición y los 
sindicatos y ex presos políticos, fueron detenidos y asesinados en las operaciones atribuidas por los 
servicios de seguridad a un supuesto “escuadrón de la muerte” independiente llamado Muerte a 
secuestradores, conocido como el MAS. Las primeras muertes tuvieron lugar en diciembre de 1981 
y reclamaron víctimas como sindicalistas y figuras de la oposición política. Portavoces militares 
atribuyeron las muertes al MAS, el cual dijeron había sido creado por el bajo mundo criminal para 
combatir a las guerrillas de izquierda. Sin embargo, Amnistía Internacional ha recibido pruebas que 
sugieren una participación directa de las fuerzas armadas en las acciones. 
 
El 9 de marzo de 1982 Amnistía Internacional cableó al presidente para expresar preocupación por 
el asesinato temprano ese día del abogado Jorge Enrique Cipagauta Galvis. Anteriormente había 
recibido amenazas de muerte en el nombre del MAS, que le advirtió que parara la defensa de los 
presos políticos en juicios militares. Amnistía Internacional instó a que se realizara una investigación 
sobre el homicidio y la protección física y garantías para otros abogados. 
 
En mayo de 1982 Amnistía Internacional publicó evidencia de una serie de casos vinculando el 
ejército a secuestros y homicidios atribuidos oficialmente al MAS, incluyendo personas cuya 
detención se atribuyó inicialmente al MAS por voceros militares, a quienes posteriormente se 
reconoció que estaban bajo custodia militar. En enero de 1982 medios de comunicación de Colombia 
citaron fuentes confidenciales dentro del Ministerio de Defensa que afirmaban que la actividad de 
los “escuadrones de la muerte” iniciada en diciembre de 1981 se organizó por una sección del 
Servicio de Inteligencia Militar del Ejército; organizaciones laborales hicieron afirmaciones 
similares. Un documento emitido por la Confederación Sindical de Trabajadores de Colombia 
(CSTC) en febrero de 1982, dijo que una unidad de los “escuadrones de la muerte” era parte de la 
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sección de inteligencia del ejército en la Cuarta Brigada del Ejército de Medellín. La Federación 
Colombiana de Educadores, cuyos líderes recibieron amenazas de muerte en nombre del MAS, dijo 
en una conferencia de prensa el 16 de febrero de 1982 que responsabilizaba a los servicios de 
seguridad de las actividades atribuidas al MAS. Citó el caso de una mecanógrafa del sindicato 
detenida e interrogada el 16 de febrero por hombres encapuchados que dijeron que eran del MAS. 
Después de su liberación se reporta que intentó dejar la ciudad, pero fue interceptada en el aeropuerto 
de Bogotá por la policía quienes le advirtieron no dejar la ciudad so pena de nuevas medidas por el 
MAS. 
 
La mayoría de los homicidios atribuidos por el ejército al MAS se registraron en zonas rurales 
sometidas a operaciones intensas por parte de las fuerzas de la guerrilla contraria al ejército. Cierto 
número de ex presos políticos liberados después de que sus casos pasaron a los tribunales civiles 
también fueron secuestrados y asesinados. En los meses de junio a agosto, Amnistía Internacional 
observó una escalada en los informes de ejecuciones extrajudiciales por fuerzas de seguridad 
uniformados y de civil. El 20 de agosto, otro abogado que defendió a los presos políticos, el profesor 
de derecho Alberto Alava Montenegro, fue asesinado después de recibir amenazas en nombre de 
MAS. 
 
El 7 de agosto de 1982, el presidente Belisario Betancur asumió el poder y se comprometió a 
introducir una ley de amnistía de gran alcance para los miembros de los grupos guerrilleros y para 
los presos políticos. En reacción al asesinato del Dr. Alava el 20 de agosto el presidente Betancur 
hizo su primera declaración importante condenando las matanzas atribuidas al MAS y declarando 
que había ordenado su "desenmascaramiento” con el fin de “devolver al país la imagen de una nación 
civilizada”. A pesar de las acciones del presidente, "las desapariciones y asesinatos atribuidos a MAS 
continuaron a lo largo de 1982 y se extendieron a la mayor parte del país. 
 
El 13 de septiembre, Amnistía Internacional emitió un informe sobre la proliferación de ejecuciones 
extrajudiciales en Colombia. Se centró en los secuestros individuales y ejecuciones y en los 
incidentes en los que la atribución del ejército de acciones ilegales al MAS pareció con la intención 
de ocultar acciones ilegales dirigidas por sectores del ejército mismo. Los casos citados en el informe 
incluyeron el de Camilo Restrepo Valencia, liberado después de dos años de encarcelamiento en 
julio de 1982, que fue secuestrado el 9 de agosto en la ciudad de Cali por hombres vestidos de civil 
que se identificaron como miembros de MAS. Aunque la policía inicialmente negó que él hubiera 
sido detenido, las fuentes confirmaron que estaba bajo la custodia de la división de inteligencia de 
la Policía Nacional F-2 y el 10 de agosto fue liberado. Cuando Camilo Restrepo se alejó de la jefatura 
de policía con su madre fue asesinado a tiros por un hombre vestido de civil armado con una pistola 
con silenciador. Amnistía Internacional había apelado en nombre de Camilo Restrepo después de su 
detención por el F-2 en febrero de 1980 con sus compañeros estudiantes Jorge Marcos Zambrano y 
Oscar Fernando Ortega; después de la transferencia a las oficinas centrales de la Tercera Brigada del 
ejército en Cali, los tres fueron interrogados bajo tortura y Jorge Marcos Zambrano murió como 
consecuencia. Aunque el ejército luego negó que Jorge Marcos Zambrano hubiera sido detenido, y 
su cuerpo fue arrojado a las afueras de Cali, el caso atrajo la atención del público y las autoridades 
reconocieron que Zambrano había sido detenido. 
 
Los interrogadores del ejército de los tres prisioneros fueron llevados a juicio, el cual aún estaba en 
curso a fines de 1982. Camilo Restrepo Valencia fue el principal testigo de la tortura y la muerte de 
Zambrano; el segundo testigo, el estudiante Oscar Fernando Ortega, buscó asilo político en México 
después del asesinato de Camilo Restrepo. 
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Amnistía Internacional hizo un llamamiento a las autoridades para que investiguen una serie de 
asesinatos en zonas rurales atribuidos por el ejército a grupos paramilitares o al MAS. Los casos 
citados en el informe de Amnistía International de septiembre de 1982 incluyeron la detención, 
tortura y asesinato de nueve campesinos el 4 de agosto en el asentamiento "El Lagarto” en Amalfi, 
departamento de Antioquia, presuntamente por haber "ayudado a guerrilleros" operando en la zona. 
Los cuerpos de los nueve fueron encontrados posteriormente mutilados; a uno de los muertos se le 
quitaron la lengua y los ojos, otros fueron desfigurados por ácido y todos tenían heridas de bala. Las 
muertes se produjeron en un área entonces administrada por el ejército y fueron atribuidos por 
residentes a las tropas del ejército vestidos de civil acompañados por civiles irregulares. Los 
residentes dijeron que otras siete personas locales que fueron detenidas el 4 de agosto seguían 
desaparecidas. 
 
El informe citó una carta al gobernador civil del departamento de Santander firmada por líderes de 
nueve comunidades en las zonas montañosas del oeste de Santander y con fecha de julio de 1982, 
que solicitó ayuda para detener las detenciones masivas y los asesinatos por fuerzas de la Quinta 
brigada del ejército. La carta protestaba contra los homicidios cometidos por "un grupo paramilitar 
formado y dirigido por el ejército con base en San Juan Bosco de Laverde”. Los informes reportados 
a principios de julio de 1982 y descritos en la carta incluían el de Casimiro Amado, "secuestrado en 
Santo Domingo del Ramo por un grupo de soldados y la banda paramilitar de San Juan Bosco de 
Laverde” y Julio Barbosa, asesinado por “soldados adscritos a la Quinta Brigada”. 
 
Una investigación sobre las "desapariciones” y homicidios atribuidos a MAS fue iniciada por el 
Fiscal General Dr. Carlos Jiménez Gómez, poco después del cambio de gobierno en agosto de 1982. 
Equipos de investigadores especiales eran enviados a zonas rurales “militarizadas” y las ciudades 
donde se ha informado una incidencia particularmente alta de estos casos. Se completó un informe 
al final de diciembre de 1982 para la consideración del presidente Betancur, y de acuerdo con 
informes no oficiales confirmó la participación de las fuerzas armadas. Aunque los medios de 
comunicación colombianos informaron la oposición de las fuerzas armadas a la publicación de los 
hallazgos. El Fiscal general Jiménez Gómez fue citado e insistió en que el informe fuera público a 
principios de 1983. 
 
El 19 de noviembre de 1982, el presidente Betancur promulgó una ley de amnistía para los 
colaboradores con varios movimientos guerrilleros armados de Colombia y para presos políticos. Un 
estimado de 400 prisioneros políticos, la mayoría de ellos arrestados por tribunales militares por el 
crimen de "rebelión” fue liberado en las semanas subsiguientes. Todos los prisioneros adoptados o 
tomados como posibles presos de conciencia por Amnistía Internacional fueron puestos en libertad. 
Aunque la amnistía excluía presos condenados por ciertos delitos, como el asesinato de cautivos, se 
creía que la mayoría de los presos políticos habían sido liberados, incluidos conocidos líderes de 
varios de los grupos guerrilleros activos en el país. En virtud de la Ley de Amnistía, se creó una 
Comisión para la Paz para conciliar entre el gobierno y los grupos guerrilleros; ex prisioneros y ex 
guerrilleros se volvieron elegibles para recibir ayuda financiera para facilitar su reingreso a la 
sociedad civil. 
 
Una preocupación constante de Amnistía Internacional fue el destino de un número de colombianos 
que presuntamente han sido detenidos en 1982 cuyo paradero permaneció desconocido. La mayoría 
de estos presos "desaparecidos" eran estudiantes. A pesar de la evidencia de que sus detenciones 
fueron llevadas a cabo por agentes de seguridad vestidos de civil, la policía y los representantes 
militares negaron la responsabilidad de las detenciones. 
 
Leonel Ulises López, un estudiante de 25 años en la Universidad del Valle, fue detenido en la ciudad 
de Cali el 9 de enero de 1982 en una operación que involucró seis vehículos sin distintivos y al menos 
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15 hombres fuertemente armados vestidos de civil. Los testigos lo vieron discapacitado por heridas 
de bala en el pierna y hombro y luego golpeado antes de ser forzado a entrar en un Jeep Toyota sin 
marcar. Aunque, según los informes, fue llevado a la sede de Cali de la Tercera Brigada del Ejército, 
su detención fue negada posteriormente; repetidas peticiones para que fuera llevado ante un tribunal 
de justicia o liberado no recibieron respuesta. 
 
Amnistía Internacional apeló en favor de ocho jóvenes colombianos que se cree que fueron 
secuestrados por uno de los servicios de seguridad en 1982, cuyo paradero se desconoce, y continuó 
buscando una aclaración sobre su destino. A mediados de 1982, los familiares de unas 75 personas 
"desaparecidas" en Colombia, la mayoría de las cuales se cree que fueron capturadas durante 1982, 
formaron un Comité de Familiares de Desaparecidos. Durante una reunión con el presidente 
Betancur en diciembre de 1982, sus representantes fueron informados de la designación de un 
investigador especial a los casos bajo la autoridad del Fiscal General. 
 
Durante 1982 Amnistía Internacional presentó información sobre Colombia al Grupo de Trabajo de 




 A Amnistía Internacional le preocupaban las ejecuciones extrajudiciales que parecían llevarse a 
cabo como una cuestión de política por parte de algunos sectores del ejército colombiano. Otras 
preocupaciones incluían la denunciada "desaparición" de al menos 80 prisioneros en 1983; informes 
de torturas sistemáticas por parte de la policía y el ejército, a veces junto con ejecuciones 
extrajudiciales, y la detención – generalmente por períodos relativamente cortos – de líderes de 
organizaciones de campesinos e indígenas en el curso de disputas por tierras. Alrededor de 300 
presos detenidos por su presunta participación en actividades de la guerrilla fueron juzgados en 
tribunales civiles al final de 1983. Amnistía Internacional no ha adoptado prisioneros de conciencia. 
La organización también estaba preocupada por los casos de asesinatos al estilo de ejecución de 
víctimas de secuestro cautivas de varias organizaciones guerrilleras de Colombia. 
Amnistía Internacional acoge con satisfacción las medidas adoptadas por el fiscal general Carlos 
Jiménez Gómez y los jueces de los tribunales penales civiles para investigar los asesinatos de 
"escuadrones de la muerte" atribuidos a la policía y las fuerzas armadas, para identificar 
públicamente a los que adjudicó responsables y hacer un llamado para su procesamiento. Amnistía 
Internacional recibió información específica en más de 300 ejecuciones extrajudiciales en 1983, 
atribuidas a fuerzas regulares del ejército colombiano y la Policía Nacional, y fuerzas civiles 
reclutadas por el ejército rural y las guarniciones de policía como auxiliares de contraguerrilla, 
incluido el personal de seguridad empleado por terratenientes privados o figuras de negocios puesto 
a disposición de las unidades policiales y del ejército. Se creía que el número real de ejecuciones 
extrajudiciales era considerablemente más elevado. 
El 3 de febrero, Amnistía Internacional escribió al Fiscal General solicitando información sobre el 
progreso de una investigación que, según se informó, había comenzado el año anterior a los 
homicidios atribuidos por representantes del ejército a un "escuadrón de la muerte" llamado Muerte 
a Secuestradores (MAS). La carta expresaba la preocupación por la evidencia de que sectores del 
ejército y de la Policía Nacional habían sido responsables de la "desaparición" y el asesinato de 
presuntos opositores al gobierno que habían sido atribuidos al "MAS", y que el número de asesinatos 
de este tipo había aumentado enormemente en 1982. La carta citaba información sobre varios casos 
de asesinatos múltiples denunciados en la región del Magdalena medio y hacía referencia al 
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testimonio publicado de tres civiles acusados de asesinato en San Vicente Chucuri, departamento de 
Santander, quienes dijeron que habían recibido entrenamiento militar, armas, pagos y órdenes de 
oficiales de la Quinta Brigada para llevar a cabo asesinatos como miembros de una fuerza de 
contraguerrillas del ejército. 
Los resultados preliminares de la investigación del Procurador General de la Nación se hicieron 
públicos a finales de febrero. Los hallazgos confirmaron que el personal de la policía y el ejército –
incluidos oficiales de la Quinta Brigada – habían participado en homicidios atribuidos al "MAS" y 
afirmaron que el "MAS" no existía como organización, sino como un "estado mental" entre algunos 
sectores de los servicios de seguridad. El 20 de febrero, el comunicado fue publicado por el 
Ministerio Público, firmado por su jefe, el Fiscal General y por siete jueces de tribunales criminales 
que identificaron por nombre a 163 personas que fueron consideradas para merecer el enjuiciamiento 
por acciones de "escuadrones de la muerte". 
El comunicado nombró a 59 miembros de las fuerzas armadas en servicio activo, incluidos 
comandantes, comandantes adjuntos y otros altos oficiales del ejército de las principales 
guarniciones en la región del Magdalena medio. Incluyeron oficiales del Batallón Bárbula (Puerto 
Boyacá, Boyacá); el Batallón Bomboná (Puerto Berrio, Antioquia); Comando Operacional No. 10 
(Cimitarra, Santander); Base aérea Germán Olano (Puerto Salgar, Cundinamarca); y el batallón 
Patriotas (Honda, departamento de Tolima). 
Aunque los tribunales penales civiles abrieron posteriormente los procedimientos contra los 
individuos nombrados en el comunicado del Ministerio Público, pocos de los civiles nombrados y, 
según la información de Amnistía Internacional, ninguno de los policías y el personal militar fue 
detenidos o procesados. El Ministro de Justicia, general Fernando Landazábal, rechazó el informe 
de forma directa, negándose a liberar personal de servicio activo para su juicio ante tribunales civiles 
y declarando que cada miembro de las fuerzas armadas aportaría un día de salario a un fondo para la 
defensa de los acusados. 
En Junio el Tribunal Disciplinario   de Colombia, el tribunal superior que rige los conflictos de 
jurisdicción entre los tribunales civiles y militares dictaminó que los juicios del Teniente Coronel 
Velandia Hurtado, comandante del Batallón Patriotas, y de otros miembros del ejército acusados de 
actividades  de "escuadrones de la muerte"  podría tener lugar solo bajo la jurisdicción de los 
tribunales militares, ya que sus acciones no se realizaron en una capacidad privada, sino como 
miembros de la institución militar. Amnistía Internacional no tenía conocimiento de que ningún 
tribunal militar hubiera investigado o juzgado a personal acusado de actividades de "escuadrones de 
la muerte". 
Las investigaciones de los tribunales civiles y los fiscales públicos contra los crímenes atribuidos a 
la policía o al personal militar en 1983 también se vieron obstaculizadas por las amenazas de muerte. 
Amnistía Internacional buscó información sobre la investigación del asesinato del "escuadrón de la 
muerte" del fiscal público de Antioquia Domingo Cuello, el 27 de septiembre, luego de acusar a 
oficiales de inteligencia de la Policía Nacional de atar al estudiante Luis Fernando Giraldo a un poste 
de luz en Medellín y explotarlo con dinamita el 20 de agosto. El Dr. Cuello fue asesinado después 
de rechazar públicamente la declaración del Director General de la Policía Nacional, coronel 
Reinaldo Martínez, que había afirmado que Giraldo era miembro del grupo guerrillero Ejército de 
Liberación Nacional (ELN), que había sido liberado antes de su muerte y que la policía no había 
participado en el asesinato. En noviembre de 1983, un tribunal de Medellín dictó órdenes de 
detención contra el jefe de inteligencia de la Policía Nacional (Sección F-2) y dos tenientes de la 
policía por el asesinato de Giraldo; sin embargo los tres no fueron detenidos, sino trasladados por la 
policía a otras ciudades. El juez que emitió las órdenes recibió con frecuencia amenazas en nombre 
de un "escuadrón de la muerte" y abandonó el país. La familia del estudiante asesinado y su abogado 
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huyeron después de una serie de amenazas de muerte. Amnistía Internacional no tiene conocimiento 
de ningún progreso en las dos investigaciones de asesinato. 
El número de ejecuciones extrajudiciales denunciadas en la región del Magdalena Medio aumentó 
drásticamente después de la creación de una XIV Brigada del Ejército con sede en los cuarteles del 
Batallón Bomboná en Puerto Berrío en abril de 1983, y el lanzamiento de una campaña de 
contrainsurgencia en contra de la Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), un grupo 
guerrillero que opera en la zona. Durante los primeros seis meses de 1983, las organizaciones 
colombianas de derechos humanos denunciaron 380 asesinatos del estilo de ejecuciones de 
"escuadrones de la muerte" ejecutados por las fuerzas auxiliares regulares y paramilitares en la 
región, un total que estimaron aumentó a alrededor de 800 en diciembre. La mayoría de las víctimas 
cuyos casos conocía Amnistía Internacional eran campesinos que se habían mudado al área desde la 
década de 1950 y habían limpiado pequeñas parcelas de tierra desocupada. Muchos de estos 
agricultores entraron en conflicto cada vez más por los títulos de propiedad de la tierra con los 
propietarios de ranchos de ganado grandes y en expansión. Los propietarios y administradores de 
tales ranchos han sido en los últimos años los objetivos principales de la violencia de la guerrilla, 
particularmente los secuestros. Representantes militares han calificado a los campesinos que 
permanecen en áreas de actividad de las FARC como "comunistas" y simpatizantes de la guerrilla. 
En algunas zonas aisladas del Magdalena Medio, así como en las regiones de Arauca y Caquetá, las 
operaciones de contrainsurgencia del ejército sirvieron para expulsar a las poblaciones campesinas 
sospechosas de sus comunidades rurales debido a la amenaza de asesinatos masivos de "escuadrones 
de la muerte". El incidente más ampliamente denunciado que provocó la huida en masa de una 
población rural en el que se documentaron las ejecuciones extrajudiciales en masa ocurrió en Segovia 
y Remedios, áreas de Antioquia, en agosto. Según los informes, al menos 22 personas murieron y 
los sobrevivientes atribuyeron los homicidios a oficiales del ejército de la Base de Segovia del 
Batallón Bomboná, que habían sido implicados en actividades de "escuadrones de la muerte" meses 
antes por el Ministerio Público. En agosto, los párrocos apelaron ante el ministro de Guerra, el 
general Landazábal, para solicitar información sobre la implicación del ejército en los homicidios, y 
señalaron que las víctimas incluían a los campesinos asociados con Ligas Campesinas, 
organizaciones laborales de trabajadores agrícolas, y en algunos casos sus hijos. El general 
Landazábal respondió con una declaración televisada que negaba la participación del ejército en los 
asesinatos y acusaba a los sacerdotes de estar asueldo de las FARC. El Procurador General, en 
cambio, ordenó una investigación que encontró evidencia de que los asesinatos habían sido 
ordenados por el comandante de la base de Segovia, el capitán Jorge Valbuena Barriga. Sin embargo, 
a fines de 1983, el ejército aparentemente no había permitido que el Capitán Valbuena compareciera 
ante un tribunal civil ni lo había apartado del servicio activo. Tampoco había iniciado investigaciones 
militares ni juicios en relación con el caso. 
Las ejecuciones extrajudiciales reportadas fuera del área del Magdalena Medio siguieron un patrón 
similar, siendo atribuidas por el ejército y la policía a "escuadrones de la muerte" que operan fuera 
de su control, o que se dice que ocurrieron en el curso de enfrentamientos armados entre grupos 
guerrilleros y el Ejército. En algunos casos el ejército declaró posteriormente que los asesinatos por 
hombres vestidos de civil que se identificaron en presencia de testigos como miembros del "MAS" 
habían ocurrido cuando las víctimas atacaron unidades regulares del ejército. Al igual que en el 
Magdalena Medio, las principales víctimas de las ejecuciones extrajudiciales fueron los campesinos, 
en particular los organizados en ligas o sindicatos de campesinos, o activos en organizaciones cívicas 
como Juntas de Acción Comunal o Comités de Planeación y Desarrollo, que se organizaron a nivel 
comunitario en muchas áreas rurales. Los miembros elegidos del gobierno local que pertenecen a 
partidos políticos legales de izquierda también han sido blanco especial de amenazas de muerte o 
ejecución extrajudicial. Amnistía Internacional hizo un llamamiento para una investigación sobre 
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los asesinatos reportados por parte del personal del Batallón Bomboná en Puerto Berrío de cuatro de 
los concejales electos de esa ciudad entre julio de 1982 y mayo de 1983. Otras víctimas de ejecución 
extrajudicial o receptores de amenazas de muerte incluyen maestros, miembros de los comités rurales 
de derechos humanos y los líderes de las organizaciones de ocupantes urbanos. 
Como resultado de una ley de amnistía de noviembre de 1982, la mayoría de los 500 presos políticos 
estimados del país en ese momento fueron liberados. Se consignaron créditos para la formación 
profesional de ex reclusos y aproximadamente 1.500 ex guerrilleros que solicitaron la amnistía y el 
retorno a la vida civil. Sin embargo, al menos 39 ex guerrilleros que aceptaron la amnistía fueron 
víctimas de homicidios políticos y 12 fueron reportados como "desaparecidos" a fines de 1983. Esta 
situación de inseguridad fue mencionada por los líderes guerrilleros como una razón para que 
muchos guerrilleros se negaran a deponer las armas y por lo menos 50 miembros amnistiados del 
grupo guerrillero M-19 supuestamente solicitaron asilo político en el extranjero. Amnistía 
Internacional apeló a una investigación sobre el asesinato de Luis Bernal el 29 de noviembre. El 
asesinato se llevó a cabo horas después de haberse registrado y solicitado los beneficios de la 
amnistía. Amnistía Internacional recibió testimonios de otros ex guerrilleros que habían aceptado los 
términos de la amnistía, pero al regresar a su hogar la policía o el ejército le informaron que podrían 
matarlos si no aceptaban unirse a las fuerzas civiles de la contraguerrilla del ejército. 
Amnistía Internacional lanzó un llamamiento con respecto a una serie de "desapariciones" 
denunciadas. Algunos de los resultados de una investigación realizada por el Ministerio Público en 
230 casos de "desapariciones" reportados durante varios años se hicieron públicos. Una persona 
"desaparecida”, Gustavo Albeiro Muñoz, un estudiante de la Universidad de Antioquia, fue 
confirmado por la oficina del Fiscal general que había sido detenido por una patrulla del ejército el 
26 de mayo de 1982. Los investigadores citaron los registros confidenciales guardados en la sede del 
ejército en Bogotá que demostraban que la detención había tenido lugar y que la autoridad de 
detención había informado sistemáticamente a la sede. Sin embargo, los militares habían negado 
sistemáticamente a los padres del estudiante que alguna vez lo habían detenido y habían presentado 
negaciones por escrito a tal efecto ante un tribunal civil que presentaba un recurso de habeas corpus 
en su nombre. El Ministerio Público de investigación confirmó que su cuerpo había sido encontrado 
en un pequeño pueblo a unas cinco semanas de su detención, y que había muerto bajo custodia del 
ejército. A pesar de la publicación de estos hallazgos, no se sabe que se haya iniciado ningún 
procedimiento contra los oficiales del ejército responsables y se informó que a la familia de Gustavo 
Albeiro Muñoz se le negó el derecho a recuperar el cadáver. 
Amnistía Internacional escribió a las autoridades en febrero sobre la evidencia de que un grupo de 
presos políticos detenidos en diciembre de 1982 y recluidos en detención secreta en la sede de 
inteligencia del ejército en Bogotá, la Brigada de Institutos  Militares (BIM), habían sido torturados, 
y habían recibido amenazas de muerte en el nombre de "MAS". Los prisioneros incluyen a Froilán 
Rivera, y otros líderes de la organización campesina Asociación Nacional de Usuarios Campesinos 
(ANUC), y su partido político asociado. Amnistía Internacional dijo que había evaluado los informes 
de los exámenes médicos realizados a los reclusos después de abandonar el BIM y que había 
constatado que habían registrado lesiones compatibles con las denuncias específicas de tortura. En 
octubre, el tribunal civil que oyó un cargo de secuestro contra estos prisioneros ordenó que se 
retiraran los cargos y se los liberó; 12 de los co-acusados en el caso huyeron del país como resultado 
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1985 
Las preocupaciones de Amnistía Internacional incluyen continuas ejecuciones extrajudiciales y 
"desapariciones" por parte de algunos sectores del ejército colombiano y la Policía Nacional, aunque 
la organización recibió menos informes de abusos que en años anteriores. Más de 300 casos de 
"desapariciones" de antes de 1984 no se resolvieron. Amnistía Internacional también estaba 
preocupada por las denuncias de tortura y malos tratos y por la detención a corto plazo de presos de 
conciencia, principalmente campesinos indígenas detenidos durante disputas por la tierra. 
Una tregua negociada por el presidente Belisario Betancur con la mayoría de los grupos guerrilleros 
del país condujo a una reducción tanto en las acciones de la guerrilla como en las operaciones de 
contrainsurgencia del ejército que afectan a la población civil. También tomaron medidas algunos 
funcionarios, incluido el Fiscal General, para investigar la tortura, las "desapariciones" y las 
ejecuciones extrajudiciales y para enjuiciar a los responsables. 
A principios de marzo se impuso un estado de sitio en los departamentos de Cauca, Caquetá, Huila 
y Meta, siguiendo una serie de importantes acciones guerrilleras. Se extendió por todo el país el 1 
de mayo después del asesinato del Ministro de Justicia, que se atribuyó a criminales traficantes de 
drogas. El estado de sitio – que permanecía en vigor a fines de 1984 – estableció la jurisdicción de 
los tribunales militares sobre los civiles para ciertos delitos, pero no condujo a la detención a gran 
escala de civiles característica de estados de sitio previos. Las conversaciones secretas entre el 
gobierno y los líderes guerrilleros que se iniciaron en 1983 continuaron, a pesar de las acciones 
guerrilleras y el estado de sitio, y el gobierno acordó ceses del fuego con la mayoría de los grupos 
para el 30 de agosto. Sólo el Ejército de Liberación Nacional (ELN) se negó a participar. 
Los informes de ejecuciones extrajudiciales y "desapariciones" por parte de las fuerzas de 
contrainsurgencia del ejército y la policía continuaron durante 1984. Las víctimas eran 
principalmente campesinos asociados con organizaciones legales de izquierda y líderes cívicos 
pertenecientes a organizaciones comunitarias rurales o partidos de oposición izquierda. 
El 6 de febrero, Amnistía International pidió una investigación sobre los informes de que una patrulla 
del ejército, acompañada por civiles irregulares locales había detenido y matado a ocho personas el 
12 de enero de 1984 en Vuelta Acuña, en el río Magdalena carca a Barrancabermeja, Departamento 
de Santander. El coronel Faruk Yanine Diaz, comandante de la XIV Brigada, posteriormente 
reconoció su responsabilidad por los asesinatos, pero alegó que los ocho eran guerrilleros que habían 
atacado a una patrulla del ejército. Sin embargo, todos los muertos eran residentes de la granja donde 
fueron fusilados. Se informó que el dueño de la granja, Oscar Yepes, sus empleados, Jesús Muños y 
Carlos Tobón, y Beatriz Urrego, de 15 años fueron asesinados a tiros cuando fueron detenidos. Las 
otras cuatro víctimas, entre las que se contaba la madre de Beatriz Urrego, según los informes, fueron 
detenidos durante la noche y, al parecer, sus cuerpos mutilados fueron hallados al día siguiente, una 
vez que las tropas se marcharon. Quince casas en los alrededores de la granja de Yepes fueron 
quemadas al momento de los asesinatos. 
Varios civiles que se desempeñaban como auxiliares irregulares de la patrulla del ejército en el 
incidente fueron nombrados por testigos como personas localmente conocidas como miembros del 
"escuadrón de la muerte" Muerte a secuestradores (MAS). Desde 1982 los portavoces del ejército 
habían atribuido a menudo homicidios de supuestos subversivos al MAS, aunque una investigación 
de la Procuraduría General en 1983 conjeturó que el MAS existía solo como un "estado mental" 
entre algunos sectores del ejército y la policía. En numerosos casos, en 1982 y 1983, Amnistía 
Internacional concluyó que la atribución de asesinatos al MAS había oscurecido la responsabilidad 
del ejército y la policía por ejecuciones extrajudiciales. Unas 800 ejecuciones extrajudiciales, 
muchas de ellas atribuidas al MAS, habían sido reportadas en la zona del río Magdalena en 1983. 
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Una comisión especial de la Oficina del Fiscal General, acompañada por un juez de la corte civil, 
fue a Vuelta Acuña, exhumó y examinó cuatro de los cuerpos, y encontró raciones de campo militar 
descartadas. La evidencia forense reveló tortura y asesinatos al estilo de ejecución. Posteriormente, 
se dictaron órdenes de detención por homicidio contra seis civiles irregulares, tres de los cuales 
fueron arrestados en abril y todavía estaban detenidos a fines de 1984. Aunque el tribunal civil no 
intentó cumplir órdenes de detención en el personal regular del ejército, la XIV Brigada desafió la 
jurisdicción de la corte sobre los civiles irregulares acusados. El 10 de agosto el Tribunal 
disciplinario, el tribunal superior que rige los conflictos entre los tribunales militares y civiles, 
decidió que los civiles serían juzgados por tribunales civiles. 
Amnistía Internacional también solicitó que se realicen investigaciones sobre presuntos homicidios 
cometidos por el ejército y las fuerzas policiales en Punta de Piedra en la región de Urabá 
(departamento de Antioquia), parte de la cual estaba bajo control militar durante gran parte de 1983 
y 1984. Los cuarteles del Batallón Voltigeros del ejército dirigieron operaciones de 
contrainsurgencia contra las fuerzas guerrilleras del Ejército Popular de Liberación (EPL), así como 
unidades especiales antinarcóticos de la Policía Nacional. Según los informes, el 24 de marzo, Isabel 
Caicedo de 54 años, líder de la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC), y sus dos 
hijos, David y Gilfredo Palacios, fueron detenidos y asesinados por la policía. Los testigos 
sostuvieron que sus captores habían acusado a Isabel Caicedo de ser "un mensajero" para el EPL. 
Los residentes de Punta de Piedra ocuparon el edificio municipal en la ciudad vecina de Turbo, 
exigiendo una investigación de los asesinatos, y dijeron a los funcionarios de la Fiscalía que la policía 
antinarcóticos era responsable. El 14 de abril, 11 campesinos fueron asesinados y siete resultaron 
heridos durante una redada en Punta de Piedra. Los portavoces del ejército declararon que los 
asesinatos habían sido llevados a cabo por el EPL. Sin embargo, la evidencia disponible para 
Amnistía Internacional indicó que alrededor de 30 hombres con uniforme de policía antinarcóticos 
pasaron a través de puntos de control del ejército en tres camiones del ejército, entraron en el pueblo 
en la noche y dispararon a los residentes a sangre fría con armas automáticas. 
Se recibieron informes de torturas y malos tratos a detenidos en áreas de intensa actividad 
contrainsurgente y de las áreas rurales donde las detenciones ocurrieron durante conflictos por 
derechos a la tierra. Amnistía Internacional solicitó que se investiguen los informes sobre 14 
miembros de la comunidad indígena Resguardo Indígena Lomas de Hilarco, en Coyaima Tolima, 
quienes fueron detenidos los días 9 y 10 de noviembre y fueron sistemáticamente maltratados; 
también preguntó por la razón de su detención. Tres líderes comunitarios – Maximiliano Yara, el 
gobernador electo, Luis Loaiza, alcalde de la comunidad y Adolfo Poloche – permanecieron 
detenidos bajo la acusación de invasión de tierra a fines de 1984. Los arrestos ocurrieron en el 
contexto de reclamos de ganaderos privados a tierras trabajadas por la comunidad de Lomas de 
Hilarco. Tuvieron lugar durante una serie de redadas por parte de la policía y hombres armados 
civiles que, según los informes, quemaron casas, destruyeron cercas, condujeron ganado a través de 
cultivos, se llevaron propiedad privada y comunitaria, dispararon e hirieron a residentes y 
amenazaron con asesinar a líderes comunitarios. Los residentes indígenas mantuvieron que la tierra 
era parte de las tierras de la reserva india de la región (resguardos) de los cuales la comunidad tenía 
el título, y que los arrestos arbitrarios y malos tratos fueron utilizados para expulsar a la comunidad 
sin el debido proceso legal. 
Si bien no toma posición alguna en las disputas indígenas como tal, a Amnistía Internacional le 
preocupa que en esta y otras disputas sobre los derechos sobre la tierra de los indígenas, los miembros 
de la comunidad indígena que impugnaban legalmente lo que mantenían con respecto a sus derechos 
territoriales parecían haber sido arbitrariamente arrestados y maltratados por las fuerzas de seguridad 
que actuaban al margen de la ley. Los miembros de la comunidad con frecuencia enfrentaron el 
desalojo violento de la tierra que ocupaban y el encarcelamiento por cargos de invasión de tierras 
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antes de que los tribunales hubieran incurrido en demandas de propiedades rivales. En algunos casos, 
las medidas adoptadas contra tres comunidades indígenas desde tierras que ocuparon implicaron 
asesinatos que pudieron haber sido ejecuciones extrajudiciales. 
Una gran fuerza de la Policía Nacional se movilizó el 25 de enero para desalojar a unos 300 miembros 
del resguardo indígena Páez de Corinto, Cauca, desde la tierra en el estado "López Adentro" el cual 
ellos mantenían era propiedad del resguardo. Cuando se negaron a irse la policía abrió fuego: cuatro 
fueron asesinados y 18 heridos. Catorce fueron arrestados más tarde por un cargo de invasión de 
tierras, aunque un juez de la corte civil ordenó que fueran liberados el 2 de febrero. Amnistía 
Internacional hizo un llamamiento el 15 de febrero a las autoridades para que realizaran una 
investigación exhaustiva y recibió respuestas detalladas de la oficina del presidente Betancur en los 
meses previos, incluidas copias de los registros de las audiencias disciplinarias por abuso de 
autoridad. El teniente coronel que dirigió la acción recibió una paga de ocho días por dirigir el 
desalojo sin la orden requerida por parte de las autoridades civiles o judiciales. La audiencia 
disciplinaria dictaminó que los arrestos y desalojos habían sido arbitrarios, el "desalojo de indígenas 
de las tierras que ellos, por tradición, consideran suyas" no podría ordenarse sobre la mera presunción 
de " invasión de tierras" ya que "...la presentación de la denuncia o queja no es suficiente para 
justificar la intervención de las fuerzas de la policía". Los registros también trazaron una 
investigación paralela dentro del sistema judicial y militar para determinar si los agentes de policía 
deben ser procesados por homicidio y heridas pero indicó que el tribunal responsable no había 
proseguido seriamente la investigación debido a la "falta de personal". 
Los homicidios posteriores en la misma zona, también sujetos a la jurisdicción de los tribunales 
militares se encontraron con similar inacción por estos tribunales, a pesar de los esfuerzos de las 
autoridades civiles para garantizar su investigación. El 8 de julio, Misael Conda, hijo del gobernador 
electo del resguardo Corinto, fue secuestrado por miembros de la Tercera Brigada del ejército, 
aunque los voceros militares negaron que el personal del ejército estuviera involucrado. 
Aproximadamente una semana más tarde se encontró su cuerpo, según se informa, con una herida 
de bala en la cabeza, en campos de caña cerca de Corinto. Los hallazgos de la investigación del 
Fiscal del Distrito del Cauca sobre el homicidio de Misael Conda, también puestos a disposición de 
Amnistía Internacional, demostraron que el tribunal civil responsable del caso hizo todos los 
esfuerzos posibles para garantizar el debido procedimiento post mortem y para buscar pruebas de 
responsabilidad criminal civil para el crimen. Sin embargo, no había indicios de que se hubieran 
examinado las denuncias de responsabilidad del ejército y no se había demostrado ningún progreso 
en la identificación de los asesinos de Misael Conda. Asesinatos similares de líderes indígenas en la 
misma área continuaron siendo reportados durante 1984. Las víctimas incluyeron al líder Páez el 
padre Álvaro Ulcue, un sacerdote católico que había estado estrechamente asociado con el resguardo 
Corinto en su reclamo de parte de la propiedad "López Adentro". El 9 noviembre más de 100 familias 
indígenas que habían regresado a "López Adentro" después del incidente del 25 de enero y había 
cultivado por 10 meses fueron expulsados de la tierra por la Policía Nacional de Corinto y Santander 
de Quilichao. Durante la operación, las casas fueron quemadas y las cosechas destruidas. El 10 de 
noviembre, el padre Ulcue fue asesinado en la calle en Santander de Quilichao. 
El Fiscal General criticó públicamente la doctrina legal por la cual los tribunales militares 
conservaron la jurisdicción exclusiva sobre abusos por personal militar y policial con el argumento 
de que los abusos se cometieron en el cumplimiento del deber. En una declaración de prensa el 11 
de diciembre, declaró que ninguno de los agentes contra los cuales los cargos habían sido expuestos 
en 1983 y 1984 por la oficina del Procurador General en relación con las ejecuciones extrajudiciales 
y "desapariciones" había sido procesado. Citando los casos más recientes, él dijo que 16 oficiales y 
hombres de la Inteligencia Nacional de la Policía (F-2) habían sido acusados de la "desaparición" de 
11 personas en 1982, pero que el 21 de noviembre todos los procedimientos se suspendieron cuando 
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Los casos fueron transferidos a los tribunales militares. El Fiscal General concluyó que "el país no 
ha tomado en serio la política de defensa de los derechos humanos". 
 
1986 
Amnistía Internacional estaba preocupada por un aumento significativo en ejecuciones 
extrajudiciales y "desapariciones" por las fuerzas responsables ante el Ministerio de Defensa 
colombiano, y sobre la obstrucción por parte de los militares de las medidas tomadas por las 
autoridades civiles para detener estos abusos e investigar asesinatos políticos y “desapariciones”. 
Las víctimas eran líderes y miembros de sindicatos, partidos de oposición legal, grupos cívicos y de 
derechos humanos, y presuntos partidarios de las diversas organizaciones guerrilleras de Colombia. 
Las preocupaciones de larga data de Amnistía Internacional también incluían informes frecuentes de 
tortura tanto de prisioneros políticos como no políticos y la detención a corto plazo de presos de 
conciencia, muchos de ellos campesinos detenidos en el curso de disputas de tierras y organizadores 
de disputas laborales. 
Amnistía Internacional recibió informes de decenas de homicidios al estilo de ejecución perpetrados 
por grupos guerrilleros. Estos incluyen informes del departamento de Cauca de homicidios tipo 
ejecución de la comunidad indígena y líderes de la región, ambos por los servicios de seguridad del 
gobierno y por el grupo guerrillero Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC). En 
diciembre, se recibieron informes de asesinatos masivos por parte de otro grupo armado, el Frente 
Ricardo Franco. Javier Delgado, su jefe, reconoció la "ejecución" de 154 hombres, mujeres y jóvenes 
cuyos cadáveres habían sido hallados en las fosas comunes de Tacueyo y Corinto en el departamento 
de Cauca, y dijeron que habían sido "infiltrados". Amnistía International condena como una cuestión 
de principio la tortura o la ejecución de cautivos por parte de cualquier persona, incluidos grupos de 
oposición. 
Un estado de sitio en todo el país de impuesto en de mayo de 1984 se mantuvo en vigor durante todo 
1985. Los tribunales militares tienen jurisdicción sobre civiles solamente por delitos previstos en el 
artículo 202 del Código Penal, que penaliza la posesión de armamento militar con más de cinco años 
de prisión. Sin embargo, en la práctica, el ejército continuó deteniendo a civiles acusados de una 
amplia gama de ofensas políticas, acusándolos bajo el Artículo 202. Las autoridades civiles 
respondieron en algunos de estos casos decretando indultos o suspendiendo los procedimientos 
judiciales militares bajo una ley de amnistía. A fines de 1985, se estimaba que 170 civiles estaban 
detenidos y eran juzgados por los tribunales militares. Amnistía Internacional expresó su 
preocupación en varios casos en los que creía que se habían presentado acusaciones falsas. 
Amnistía Internacional recibió informes de tortura tanto de la policía como de las fuerzas militares. 
Amnistía Internacional apeló el 14 de febrero en nombre de Alberto Rodríguez García, líder de una 
asociación de habitantes de tugurios en Cúcuta, departamento de Santander, que fue detenido el 7 de 
febrero por el Grupo Mecanizado N.º 5 del ejército. En una declaración firmada al Ministerio 
público, un abogado que había visitado la guarnición dijo que el 8 de febrero se había visto a 
Rodríguez en un patio interior "atado por las manos a un árbol, con los ojos vendados ... agotado", y 
un oficial le dijo que Rodríguez fue detenido sin comida ni agua, forzados a permanecer de pie 
(plantones) y atado por sus manos "para obtener la verdad de él". Posteriormente, el preso fue puesto 
en libertad por orden de un tribunal civil, pero volvió a ser arrestado en mayo y, según los informes, 
se enfrentaba a un juicio ante un tribunal militar. 
En muchos casos, se dijo que la tortura había sido un preludio de una ejecución extrajudicial. Los 
cadáveres de muchas víctimas parecían estar marcados por la tortura. El 13 de julio Argemiro 
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Giraldo, dirigente sindical campesino, y Bernardo Franco, presunto miembro de un grupo guerrillero, 
fueron detenidos en San Pedro de Urabá, departamento de Antioquia, mientras participaban en una 
manifestación callejera. Fueron retenidos en la sede del Batallón No. 4 de Ingenieros del Ejército. 
Un comunicado del ejército el 14 de julio dijo que los dos habían sido líderes de la manifestación, y 
que ambos habían sido disparados mientras intentaban escapar. Sin embargo, los exámenes forenses 
mostraron evidencias de golpes y disparos de armas de fuego. No se recibió respuesta a las 
apelaciones de Amnistía Internacional para que el caso fuera investigado. 
Los tribunales encontraron a las fuerzas armados responsables de torturas en varios dictámenes 
ampliamente publicitados durante 1985. El 27 de junio, el Consejo de Estado, el más alto tribunal 
administrativo, dictaminó que Olga López de Roldán, una médica, había sido torturada en enero de 
1979 en la sede de la inteligencia militar, la Brigada de Institutos Militares (BIM), en la capital, 
Bogotá. Recomendó procesos penales contra los oficiales que nombra como responsables. Identificó 
al comandante de la BIM en ese momento – el general Miguel Vega Uribe, el actual Ministro de 
Defensa – como uno de los responsables, y ordenó al Ministerio de Defensa a pagar daños punitivos 
a la Dr. López y su familia de 20 millones pesos y 3.000 gramos de oro. El general Vega rechazó el 
cargo, y estaba pendiente una apelación contra el veredicto. El caso de la Dr. López fue uno de los 
30 casos de estudio del Informe de Amnistía Internacional de 1980 Reporte de una Misión de 
Amnistía Internacional en Colombia, que ilustraba un patrón de tortura rutinaria y sistemática. 
La tortura también fue un tema de discusión pública y comentarios del gobierno como consecuencia 
de la publicación en los medios de comunicación de un informe confidencial del Comité 
Internacional de la Cruz Roja al gobierno colombiano que contenía denuncias de tortura. El informe 
de fin de año del Procurador General indicó que el Ministerio Público había planteado 63 de los 
casos al fiscal militar y que en 10 casos se habían iniciado investigaciones militares; en siete se 
tomaron medidas disciplinarias; en cinco el personal militar se había exonerado antes del informe; y 
en 40 no se habían iniciado investigaciones. Amnistía Internacional no tenía información específica 
sobre las medidas disciplinarias y las investigaciones citadas. 
El número de prisioneros que "desaparecieron" en 1985 fue aparentemente significativamente mayor 
que el número reportado cada año desde 1979. Más de 300 "desapariciones" reportadas entre 1979 
y finales de 1984 permanecieron sin resolver. Grupos colombianos de derechos humanos estimaron 
que unas 200 personas fueron capturadas en 1985 por las fuerzas del gobierno y luego 
"desaparecieron", y el informe del Procurador General declaró que 344 "desapariciones" habían sido 
formalmente denunciadas en 1985, "un aumento del 129 por ciento" sobre los 150 reportados en 
1984. De los 344 "desaparecidos", 206 permanecieron en paradero desconocido: el informe dijo que 
71 habían sido localizados vivos y 67 encontrados muertos. El Fiscal General también hizo hincapié 
en los "obstáculos insuperables" que enfrentan los investigadores civiles y los fiscales. 
Amnistía Internacional recibió información detallada sobre 87 "desapariciones" en 1985. Entre 
aquellos en cuyo nombre la organización apeló estaba el profesor de literatura de la Universidad de 
Cali, Pablo Caicedo Siachoque, un líder del partido de oposición Unión Patriótica. Fue reportado 
detenido en Cali el 19 de noviembre y retenido inicialmente en la sede de la Tercera Brigada del 
ejército. Su paradero sigue siendo desconocido. 
Algunos presos fueron liberados después de períodos en detención no reconocida. Incluyeron 13 en 
el área de Cali que fueron capturados en lo que parecía ser un nuevo patrón de detención de 
"rehenes". Las víctimas eran madres, esposas e hijos de dirigentes sindicales, activistas políticos y 
ex presos políticos. Según los informes, los mantuvieron en custodia secreta en la Tercera Brigada 
para obtener información e intimidar a otros miembros de sus familias. 
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En 1985 hubo un aumento significativo en los informes de ejecuciones extrajudiciales. En un caso 
ampliamente reportado, 11 adolescentes partidarios del grupo armado de oposición M- 19 
secuestraron un camión lleno de leche el 30 de septiembre e intentaron distribuirlo en un barrio pobre 
del sudeste de Bogotá. Estuvieron rodeados por más de 200 policías fuertemente armados, y la 
policía dijo posteriormente que todos murieron en tiroteos. Sin embargo, los testigos dijeron a los 
investigadores civiles y a los medios de comunicación que todos o la mayoría estaban desarmados y 
se habían rendido o habían quedado incapacitados antes de recibir un disparo en la cabeza. Varios 
habían sido forzados a tenderse en la calle antes de recibir un disparo. Fuentes oficiales – incluido 
el Fiscal General – confirmaron que algunos habían recibido disparos mientras estaban en tierra 
desde una distancia inferior a un metro. 
Otra prueba de ejecuciones extrajudiciales por las fuerzas armadas surgió de los casos de intento de 
homicidio. Un joven de 18 años fue detenido cuando se reportó a un puesto del ejército en el 
departamento de Huila el 25 de noviembre; luego fue llevado por una patrulla a un área aislada, 
recibió disparos en la cabeza y el cuerpo y fue dejado por muerto. Sin embargo, sobrevivió y llegó a 
una aldea cercana. Desde un arresto anterior, se le había requerido que se registrara en el puesto del 
ejército cada semana, un procedimiento común en las zonas donde hay operaciones de 
contraguerrilla. No se sabe que se haya iniciado ninguna investigación judicial militar sobre la 
ejecución fallida. 
Muchas aparentes ejecuciones extrajudiciales y "desapariciones" en áreas rurales fueron atribuidas 
por la policía a civiles desconocidos o a "grupos paramilitares". Sin embargo, Amnistía Internacional 
no encontró pruebas de que tales grupos existan independientemente del ejército y la policía. La 
información generalmente indicaba que las fuerzas de contrainsurgencia de la policía y el ejército 
eran responsables, o destacamentos de la policía rural que ayudaban a los terratenientes locales con 
agravios contra las víctimas. 
En abril, el informe de Amnistía Internacional provocó una investigación urgente después del 
descubrimiento del cuerpo de Guillermo Quiroz Tietjen, un líder regional de la Asociación Nacional 
de Usuarios Campesinos (ANUC). Según los informes, su cuerpo tenía 14 heridas de bala y estaba 
marcado con signos de tortura. Había sido detenido el 13 de abril en su casa de San Jacinto, 
Departamento de Bolívar, por cinco hombres que presuntamente tenían inteligencia militar y 
credenciales policiales. El Ministerio Público recomendó el enjuiciamiento de varios oficiales de la 
Policía Nacional y del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), pero no de personal 
militar, y la jurisdicción sobre el caso pasó a los tribunales militares. De los muchos casos políticos 
en los que el Ministerio Público acusó a la policía y al personal militar de torturas, "desapariciones" 
u homicidios (véase Amnesty International Report 1984 y 1985), se cree que ninguno condujo a 
juicios y condenas por los tribunales militares. 
Los miembros de las organizaciones nacionales y locales de derechos humanos de Colombia fueron 
sometidos a detenciones breves, malos tratos o tortura y amenazas de muerte durante 1985. Uno de 
ellos fue asesinado en lo que pudo haber sido una ejecución extrajudicial. El 29 octubre, en Riohacha, 
Atlántico, hombres armados mataron a tiros al Dr. Cesar Flores González, un abogado en el Comité 
Permanente por la Defensa los Derechos Humanos del Departamento de Bolívar que también era un 
líder del Partido Socialista. Desde 1983 defendió a los detenidos políticos y actuó en casos de 
presuntas torturas, muertes bajo custodia y asesinatos políticos, incluido el de Guillermo Quiroz. 
También había presentado cargos contra un ex comandante de la F-2 (inteligencia de la policía) de 
Bolívar por la tortura y asesinato de dos sospechosos criminales en noviembre de 1983; un caso que 
resultó en agosto de 1985 en la apertura de un proceso judicial militar contra seis oficiales de policía. 
Él mismo había recibido amenazas de muerte, y en junio de 1985, después de un breve período bajo 
custodia policial, fue públicamente denunciado como "subversivo" por el comandante de la policía 
nacional de Bolívar. Amnistía Internacional hizo un llamamiento para que se investigue el homicidio 
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y se proteja a otros miembros de la organización de derechos humanos de Bolívar. Habían recibido 
visitas intimidantes a sus hogares de oficiales de F-2 y amenazas de muerte anónimas. El presidente 
del comité, el Dr. Andrés Pérez Batista, recibió el mensaje "Va a ser el próximo". 
El presidente Belisario Betancur negoció un acuerdo de alto al fuego con las organizaciones 
guerrilleras más grandes en 1984, pero la organización guerrillera M-19 retiró en junio su apoyo al 
pacto. El 6 de noviembre, una fuerza del M-19 asaltó el Palacio de Justicia en Bogotá, matando 
guardias y tomando unos 400 rehenes, incluido el personal del Consejo de Estado, y 11 de los 12 
jueces de la sala penal de la Corte Suprema. Exigieron negociaciones sobre una serie de demandas. 
Una fuerza combinada del ejército y la policía equipada con tanques ingresó al edificio y en 
subsecuentes combates murieron aproximadamente 14 policías y militares y 35 guerrilleros, y al 
menos 46 de los rehenes, incluidos 10 jueces de la Corte Suprema, murieron en fuego cruzado, a 
manos de los guerrilleros, o en un incendio, que dejó la mayor parte del edificio, como un cascarón 
quemado. 
Amnistía Internacional expresó su preocupación por los informes según los cuales algunos de los 
que abandonaron el palacio cuando estaba ocupado por las fuerzas de seguridad fueron puestos bajo 
custodia del ejército y posteriormente "desaparecieron". Entre las 16 personas desaparecidas desde 
entonces había nueve empleados de la cafetería del sótano del edificio, un área que no fue tocada 
por el fuego. Algunos de sus familiares dijeron que habían recibido llamadas telefónicas anónimas 
que alegan que los desaparecidos habían sido capturados por el ejército como sospechosos de 
colaborar con las fuerzas de la guerrilla, y que estaban en detención secreta en bases del ejército de 
Bogotá. Los portavoces de las Fuerzas Armadas dijeron que no se tomaron prisioneros durante el 
incidente y, a pesar de las acusaciones de que las personas desaparecidas estaban bajo custodia del 
ejército, ninguna autoridad civil recibió acceso a las instalaciones del ejército donde presuntamente 
estarían detenidas. A fines de 1985, Amnistía Internacional estaba a la espera de los resultados de 
una investigación oficial de alto nivel sobre el incidente. 
Una delegación de Amnistía Internacional visitó Colombia en diciembre y fue recibida por el 
Ministro de Justicia y el Fiscal General. Se mantuvieron conversaciones con representantes de 
organizaciones colombianas de derechos humanos y con abogados que actúan por los desaparecidos 
después del asedio del Palacio de Justicia. 
El Gobierno de Colombia aceptó la jurisdicción obligatoria de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos el 5 de julio y firmó la Convención de la ONU contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes el 10 de abril de 1985. 
 
1987 
Las preocupaciones de Amnistía Internacional se centraron en un fuerte aumento de las ejecuciones 
y “desapariciones” extrajudiciales. Las víctimas fueron decenas de estudiantes, profesores, 
sindicalistas y partidarios de los partidos de la oposición y los movimientos cívicos, así como 
presuntos delincuentes menores. vagabundos, invasores y homosexuales, que se cree que han 
contado más de mil. El gobierno atribuyó la mayoría de los asesinatos a los “escuadrones de la 
muerte”: misteriosos hombres armados que describió como civiles a los que no podía identificar ni 
controlar. Sin embargo, Amnistía Internacional, creyó que las acciones atribuidas a los “escuadrones 
de la muerte” fueron de hecho llevadas a cabo por personal policial y militar, algunas veces en 
uniforme, y por hombres armados civiles trabajando con ellos – actuando sobre autoridad aparente 
del alto mando del ejército. Las preocupaciones más antiguas incluían reportes persistentes de 
tortura, el fallo de las autoridades para dar cuenta de cientos de presos que habían "desaparecido" en 
los últimos años, y la parálisis de la mayoría de las investigaciones de “desapariciones” y aparentes 
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ejecuciones extrajudiciales. Amnistía Internacional apeló en nombre de 33 personas que, según su 
parecer, eran presos de conciencia, la mayoría de ellos campesinos incautados durante las disputas 
por la tierra que fueron liberados después de períodos relativamente breves. 
Los asesinatos tipo ejecución de prisioneros por números grupos guerrilleros fueron reportados, en 
particular por el Frente Ricardo Franco, Frente Ricardo Franco. Amnistía Internacional condena en 
todos los casos la tortura o los asesinatos de prisioneros – ya sea por gobiernos o por grupos de 
oposición. 
Los procedimientos de detención que conducen a la "desaparición" a corto plazo o prolongada 
siguieron siendo la norma en los casos políticos, aunque las detenciones fueron reconocidas 
frecuentemente por las autoridades después de algunos días o semanas. Por regla general, los arrestos 
de los militares no eran, a sabiendas de Amnistía Internacional, reconocidos a los civiles a menos 
que la liberación o el envío a los tribunales fuera inminente. Las autoridades civiles no tenían acceso 
a los registros de prisioneros de inteligencia militar. 
La autoridad para castigar el abuso de los derechos humanos fue delegada exclusivamente a los 
tribunales militares. Con pocas excepciones, esto significaba que el personal de las fuerzas de 
seguridad y sus auxiliares civiles responsables de torturas, "desapariciones" o asesinatos políticos 
operaban con impunidad. Aquellos identificados por los fiscales civiles como responsables penales 
en casos políticos generalmente permanecieron en sus puestos o, en algunos casos, fueron 
promovidos: cada vez que los investigadores civiles encontraban evidencia que involucrara a policías 
o militares, los casos fueron transferidos a tribunales militares, donde los fiscales militares 
generalmente se negaron a perseguirlos. 
Amnistía Internacional apeló en nombre de 11 prisioneros cuyas detenciones fueron inicialmente 
denegadas por las autoridades. Algunos de estos prisioneros describieron luego interrogatorios 
prolongados por personal de inteligencia militar y de la Policía Nacional que involucraron tortura 
física y psicológica: desde amenazas de ejecuciones sumarias hasta golpes sistemáticos, 
ahogamiento cercano y descargas eléctricas. Sin embargo, otros permanecieron desaparecidos. Jaime 
Casas, profesor de una escuela rural en el departamento de Norte de Santander, fue reportado 
detenido por soldados del Batallón "García Rovira" el 22 de marzo cerca de Cubara, en el 
departamento de Boyacá. Portavoces del ejercito negaron tener conocimiento de su arresto. 
Edilberto Cárdenas Cárdenas fue reportado capturado el 10 de octubre en Bogotá por hombres 
vestidos de civil que viajaban en un automóvil sin identificación, respaldados por dos hombres 
armados en una motocicleta. Aunque, según los informes, la policía uniformada también fue 
reportada en la escena, en una patrulla estacionaria, ellos no intervinieron. Las autoridades 
posteriormente negaron cualquier responsabilidad. 
Otros prisioneros "desaparecidos" fueron encontrados muertos, sus cuerpos torturados o mutilados 
poco después de su detención. El poeta y cantante Jesús Peña fue capturado por hombres armados 
que se cree que eran miembros de las sedes de seguridad en Bucaramanga, Santander, el 4 de mayo. 
Fue encontrado muerto en una zona rural dos días después con la mano derecha cortada y otras 
mutilaciones. Otros casos planteados por Amnistía Internacional fueron los de víctimas que 
recibieron disparos en sus hogares o en lugares públicos, donde el método de asesinato, la 
descripción de los asesinos y la respuesta de los organismos encargados de hacer cumplir la ley 
sugirieron la complicidad oficial. Amnistía Internacional emitió apelaciones derogadas para medidas 
para detener la ola de aparentes ejecuciones extrajudiciales, y para investigaciones en 24 casos 
específicos. 
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Los activistas de derechos humanos fueron algunas de las víctimas. Antonio Hernández Niño, 
miembro de la organización Colombiana de familiares de los "desaparecidos", ASFADES, fue 
secuestrado el 8 de abril después de dejar una reunión de derechos humanos en Bogotá. El 10 de 
agosto su cuerpo, atados manos y pies, fue encontrado con cuatro heridas de bala, en las afueras del 
capital. Otro hombre, Guillermo Marín, fue detenido en la misma noche. Fue interrogado bajo 
tortura, y temprano el 11 de abril disparado dos veces en la cabeza. Sin embargo, sobrevivió y dio 
extensos testimonios a fiscales civiles que directamente implicaron al Batallón de Inteligencia y 
Contrainteligencia de Bogotá (BINCI). Amnistía Internacional apeló a las autoridades para que 
investiguen la detención, tortura y asesinato de los dos hombres, y para garantizar la seguridad de 
Guillermo Marín. Sin embargo, como el ejército estaba implicado, la investigación adicional del 
caso cayó bajo la jurisdicción exclusiva del propio ejército. En julio, el Procurador Militar Jefe dijo 
que el caso debía cerrarse, ya que se había demostrado que las acusaciones de participación del 
ejército eran falsas y que, en cualquier caso, Guillermo Marín "era un vulgar secuestrador y 
delincuente común". Sin embargo, el expediente de investigación militar, del cual el gobierno envió 
una copia a Amnistía Internacional, no refutó las acusaciones. 
Eberth Marín Cotrini, quien trabajó en una oficina de derechos humanos en Cali, debía haber salido 
de Colombia el 10 de octubre después de una serie de amenazas de muerte. El 9 de octubre fue 
secuestrado en una calle de Cali y "desaparecido". Amnistía Internacional hizo un llamamiento por 
su seguridad el 10 Octubre, pero al día siguiente su cuerpo, atado y aparentemente torturado, fue 
encontrado. Amnistía Internacional creía que Eberth Marín fue torturado y asesinado por las fuerzas 
del gobierno o con su aquiescencia debido a su papel como monitor de los derechos humanos. El 13 
de octubre la organización le dijo al presidente Virgilio Barco, que asumió el cargo el 7 de Agosto, 
que el caso de Eberth Marín fue similar a muchos otros en que la "desaparición", la tortura y la 
ejecución extrajudicial habían sido llevado a cabo con total impunidad en Colombia. 
La mayoría de las víctimas de asesinatos atribuidos por las autoridades a los “escuadrones de la 
muerte” provenían de barrios pobres: residentes de barrios marginales y asentamientos precarios, 
vagabundos y en varias ciudades, homosexuales. El asesinato o la "desaparición" de activistas 
políticos tuvo lugar en un contexto de asesinatos diarios del "escuadrón de la muerte" de las víctimas 
descritas por algunas autoridades y medios de comunicación como criminales peligrosos mejor 
eliminados. Los asesinatos de "escuadrones de la muerte" de víctimas que no pudieron ser 
identificados, o que los medios de comunicación describieron como "delincuentes" o "travestidos", 
no fueron registradas sistemáticamente dentro de Colombia. Por lo tanto, el número de víctimas de 
los homicidios de "escuadrones de la muerte" solo podría estimarse, a pesar de que los sindicatos y 
grupos políticos proporcionaron documentación sobre casos que involucran a miembros de sus 
propias organizaciones. La coalición política izquierdista legal Unión Patriótica (UP), Unión 
Patriótica, dijo a fines de 1986 que desde su formación en 1984 más de 350 miembros habían sido 
asesinados por "grupos paramilitares", dijo que estaban dirigidos por las fuerzas armadas, incluyendo 
en 1986 tres de sus 12 miembros electos de la legislatura y unos 30 funcionarios municipales 
elegidos. A mediados de septiembre, una estación de televisión de Bogotá transmitió los resultados 
de su propia encuesta e informó que desde enero ha habido más de 1.200 víctimas de asesinatos no 
resueltos de "escuadrones de la muerte", la mayoría con antecedentes penales, pero también líderes 
sindicales y periodistas. Más de 350 los homicidios se atribuyeron a los "escuadrones de la muerte" 
en la ciudad de Cali en el primer semestre de 1986. Muchas de las víctimas permanecieron sin 
identificar – algunas de ellas desfiguradas por ácido o fuego – y fueron enterradas en fosas comunes. 
El Fiscal General de Colombia expresó consternación el 10 de mayo de 1986 ante la "ola creciente 
de violencia oficial". Protestó porque la policía y el personal militar permanecían intocables por los 
crímenes cometidos mientras llevaban a cabo "el trabajo sucio de contra-insurgencia y contra-
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delincuencia", y nombraba a los comandantes de la Policía Nacional de Cali, entre otros, como 
merecedores de juicio. 
Amnistía Internacional reportó su propio estimado a mitad de año en un comunicado de prensa el 18 
de julio. Creía que más de 600 colombianos habían sido secuestrados y asesinados o asesinados en 
el lugar durante los primeros seis meses del año por tropas, policías y hombres armados que 
trabajaban con ellos. La organización estimó el número de víctimas en más de 1,000 para fines de 
1986. 
Una evidencia abrumadora de la responsabilidad oficial surgió de cientos de casos de estudio de 
Amnistía Internacional. Los pistoleros de los "Escuadrón de la Muerte" portaban abiertamente armas 
militares en presencia de tropas uniformadas y policías y viajaban en vehículos militares o 
automóviles sin matrícula – algunos de los cuales se veían estacionados en comisarías y cuerpos 
militares.  Los pistoleros pasaron libremente por los bloqueos del ejército – Colombia estaba en 
estado de sitio – y algunas veces se observó que entregaban prisioneros a las bases militares y los 
cuarteles. En muchos casos individuales, testigos identificaron por nombre personal policial y 
militar, y varias víctimas del "escuadrón de la muerte" sobrevivieron y describieron su detención, 
interrogatorio bajo tortura e intento de asesinato por parte de las fuerzas regulares del ejército. 
Aunque negaron la responsabilidad por los homicidios, las campañas de publicidad del ejército 
contra la "subversión" parecían respaldar acciones de los "escuadrones de la muerte". Los eslóganes 
de pared –  a veces pintados por hombres que trabajan desde camiones del ejército –  advirtieron que 
los asesinatos eran "operaciones de limpieza" para exterminar a criminales, bandidos y "todos los 
comunistas desangrando a la Nación ". Se lanzaron campañas similares en todo el país en nombre 
de grupos aparentemente civiles: en Pereira, "Mano Negra", la "Mano Negra", en Cartagena, 
“Ejército Popular Unido", Ejército Popular Unido, en Popayán, "Falange”; en Buga, "Bandera 
Negra", Bandera Negra; en Tuluá, "El Justiciero", El justiciero; y en la capital "MAS", "Muerte a 
Secuestradores", Muerte a secuestradores. Aunque más de 40 nombres de presuntos "escuadrones 
de la muerte" aparecieron en eslóganes de pared, folletos y noticias durante 1986, Amnistía 
Internacional desconocía un solo caso en el que los presuntos miembros del "escuadrón de la muerte" 
fueron declarados culpables por las cortes. No se conocieron casos en los que tales unidades armadas 
supuestamente independientes se enfrentaron con fuerzas policiales o militares que patrullaban las 
mismas áreas. 
En una carta del 22 de abril – hecha pública en julio –  Amnistía Internacional pidió al presidente 
saliente, Belisario Betancur, que tomará medidas para detener el aumento de "desapariciones", 
muertes y asesinatos políticos y establecer procedimientos para el personal policial o militar que 
haya violado los derechos humanos fuera investigado y enjuiciado por un poder judicial 
independiente – no militar –. Dijo que el tono, la "desaparición" y la ejecución extrajudicial parecían 
formar parte de una política integral de contra-subversión de las fuerzas armadas de Colombia. Se 
llevó a cabo un debate público sobre la situación de los derechos humanos, que incluyó una serie de 
declaraciones de autoridades civiles y militares. Algunos ministros civiles estuvieron de acuerdo con 
la necesidad de tomar medidas. El 26 de julio, el ministro del Interior dijo que lo que era 
incuestionable era que había una "auténtica crisis en la administración de justicia" que requería 
reformas urgentes, que incluían restituciones en el ámbito de la justicia militar para considerar 
únicamente la organización interna y la definición y el desempeño de Servicio.  
Los portavoces militares no discutieron el número estimado de muertos, pero caracterizaron a las 
víctimas como "criminales" y "subversivos" y sus asesinos como misteriosos vigilantes civiles. 
Rechazaron como unilateral la denuncia de Amnistía Internacional de los asesinatos del "escuadrón 
de la muerte". El Ministro de Defensa protestó porque no vio referencia en la declaración a "los 630 
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crímenes de guerra cometidos este año". El jefe de las fuerzas armadas atribuyó las acciones a grupos 
"paramilitares", pero dijo que "las fuerzas armados no tienen nada que ver con ellos".  
Aunque los abusos graves contra los derechos humanos aumentaron durante 1986, Amnistía 
Internacional acogió con satisfacción la Copia del Gobierno Colombiano de la documentación 
preparada para el Grupo de Trabajo de la ONU sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias en 
investigaciones de casos específicos de "desaparición" y asesinato político. Amnistía International 
recibió una copia de un dosier preparado por la oficina del Procurador Militar Jefe sobre una 
investigación de 313 casos de "desaparición" reportados por organizaciones colombianas. El dosier 
resumió evidencia que confirma la reaparición de 50 – algunos de estos fueron disputados por grupos 
de derechos colombianos – y las muertes de nueve. El Procurador concluyó que la investigación 
absolvió al militar de cualquier mal actuar. 
También se envió a Amnistía Internacional cierta información sobre casos de asesinato o tortura ante 
los tribunales militares, incluida una lista de 242 casos de denuncias de malos tratos bajo 
investigación del Fiscal Jefe de la Policía Nacional durante 1985. Nueve de ellos habían llevado a 
sanciones disciplinarias que van desde "reprimenda" a multas de cinco días de salario y, en un caso, 
suspensión por 30 días. Se abrieron investigaciones policiales en 18 casos de presunta "desaparición” 
forzada, y en un caso se recomendó la presentación de cargos penales. Aunque en la mayoría de los 
casos conocidos por Amnistía Internacional, el tribunal militar o las audiencias disciplinarias sobre 
presuntos abusos contra los derechos humanos provocaron, a lo sumo, multas o una breve 
suspensión, se informaron algunas condenas de prisión. El jefe de la Procuraduría Militar dijo en 
una conferencia de prensa en junio que dos soldados habían sido condenados a 18 años de prisión 
por el asesinato de sospechosos de la guerrilla, aunque los detalles del caso no se hicieron públicos, 
y en noviembre un capitán del ejército y un sargento Condenados a 18 y 24 años respectivamente 
por un consejo de guerra por el asesinato muy publicitado de seis mineros en 1985, –  un caso sin 
elementos políticos aparentes. 
 
1988 
El año estuvo marcado por un aumento dramático en las violaciones de los derechos humanos. 
Cientos de opositores sospechosos de las fuerzas armadas fueron detenidos, torturados o asesinados 
por "escuadrones de la muerte" aparentemente compuestos por personal militar o civil que actúan en 
nombre de las fuerzas armadas o con su consentimiento. Las víctimas extendieron más allá de los 
identificados con la oposición de izquierda para incluir miembros de cualquier organización 
virtualmente independiente o en profesiones consideradas como críticas en la campaña de las fuerzas 
armadas contra la “subversión". A pesar de la creciente evidencia de la participación de las fuerzas 
armadas, el gobierno continuó sosteniendo que los "escuadrones de la muerte " estaban compuestos 
por grupos independientes de extremistas de derecha a los que las autoridades no podían controlar 
ni disolver. En ciertas áreas, escuadrones de defensa civiles organizados y equipados por las fuerzas 
armadas para ayudar en sus actividades de contrainsurgencia también fueron presuntamente 
responsables de la tortura y las ejecuciones extrajudiciales de civiles. 
Hubo una mayor actividad de los grupos armados de oposición y un aumento en el número de 
enfrentamientos reportados entre las fuerzas armadas y el grupo más grande, Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC), aunque formalmente las FARC permanecieron dentro de un 
proceso de paz iniciado en 1984. Hubo nuevos informes de que las FARC y otros grupos armados 
de oposición habían ejecutado sumariamente a varios de sus cautivos. 
En diciembre, Colombia ratificó la Convención de las Naciones Unidas contra la Tortura. 
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La zona más afectada por el recrudecimiento de la violencia política en 1987 fue el departamento de 
Antioquia en el noreste de Colombia. En la región de producción bananera de Urabá, más de 50 
personas, en su mayoría trabajadores agrícolas, sus líderes sindicales y asesores, fueron asesinados 
en la primera mitad de 1987 en un contexto de prolongadas negociaciones salariales entre los 
principales sindicatos y los propietarios de plantaciones. Los asesinatos fueron llevados a cabo por 
hombres fuertemente armados con ropas civiles que se cree fueron empleados por terratenientes que 
actuaban con la complicidad de las fuerzas armadas. Extensas operaciones de contrainsurgencia 
hicieron de Urabá una de las zonas más densamente militarizadas en Colombia, sin embargo, los 
asesinos fueron capaces de operar con impunidad, pasando libremente a través de controles militares. 
Hubo más muertes por "escuadrones de la muerte" en Medellín, la capital del departamento de 
Antioquia. Decenas de personas, entre ellas sindicalistas, estudiantes, profesores universitarios y 
activistas de derechos humanos fueron asesinados, particularmente durante la segunda mitad del año, 
por grupos operando bajo nombres tales como "Amor a Medellín" y "Muerte a Revolucionarios del 
Nordeste". Líderes cívicos y activistas por los derechos humanos respondieron organizando 
manifestaciones exigiendo el derecho a la vida. El 13 de agosto, más de 3.000 personas participaron 
en una "marcha por la vida" a través de Medellín, dirigida por el Comité de Defensa de los Derechos 
Humanos (CDDH). La manifestación fue en protesta contra los recientes asesinatos de los 
"escuadrones de la muerte" de cinco estudiantes y cuatro profesores de la Universidad de Antioquia. 
Algunas de las víctimas habían sido torturadas antes de recibir un disparo. La policía local dijo que 
veían las muertes como incidentes aislados, sin aparente motivación política. Sin embargo, más tarde 
fue establecido que siete de las nueve víctimas habían sido miembros de un nuevo grupo político 
Frente Popular y había sido detenidos anteriormente por personal militar durante una manifestación 
el 1 de mayo. Se decía que habían estado detenidos en la sede de la Cuarta Brigada del ejército y que 
habían sido fotografiados y les habían tomado las huellas dactilares antes de ser liberados sin cargos 
después de unas horas. 
Otro estudiante, Gustavo Franco Marín, fue secuestrado el 4 de agosto. Le dispararon y cegaron, 
pero sobrevivió y posteriormente contó lo sucedió a las autoridades judiciales. Dijo que lo habían 
arrastrado desde su casa en Marinilla, cerca de Medellín y forzado a subir en un automóvil sin 
identificación por hombres fuertemente armados vestidos de civil que se identificaron como 
miembros de las fuerzas de seguridad. Después de conducir a través de la ciudad los asaltantes le 
dispararon en la parte posterior de la cabeza y lo arrojaron desde el automóvil. 
Para el 4 de agosto, cuatro de los líderes de la "marcha por la vida" se convirtieron ellos mismos en 
víctimas de los "escuadrones de la muerte". La mañana después de la marcha el senador Pedro Luis 
Valencia fue asesinado a tiros por hombres armados no identificados que rompieron la puerta de su 
casa con un jeep. Luis Felipe Vélez, presidente de la Asociación de Institutores de Antioquia 
(ADIDA), fue asesinado a tiros el 25 de agosto cuando llegaba a la oficina del sindicato. Más tarde 
ese día, el Dr. Héctor Abad Gómez y el Dr. Leonardo Betancur Taborda, presidente y ex 
vicepresidente del CDDH, fueron asesinados por hombres armados no identificados que abrieron 
fuego cuando dejaban el velatorio para Luis Felipe Vélez. 
Los asesinatos coincidieron con la circulación dentro del país de la " listas de víctimas", algunos de 
los cuales fueron publicados en la prensa nacional. Una de las listas nombró a 34 figuras nacionales 
prominentes, incluido un ex ministro del exterior, líderes políticos, periodistas, líderes sindicales y 
el Dr. Héctor Abad Gómez. En las siguientes semanas puntuaciones de las "listas de muerte" 
aparecieron en varias grandes ciudades, incluyendo Cali y Bogotá. Algunos parecían ser documentos 
elaboradamente preparados que acusaron a cientos de individuos y organizaciones de "actividades 
subversivas " y justificaron abiertamente la formación de grupos paramilitares y la eliminación de 
presuntos "comunistas". En septiembre, algunos de los nombrados en los informes se reunieron con 
ministros del gobierno para buscar protección e instar a una investigación oficial en la formación, 
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composición y actividades de los "escuadrones de la muerte". Más tarde el mismo mes, el Ministro 
del Interior informó al congreso que una investigación había establecido la existencia de 137 grupos 
paramilitares en el país. Sin embargo, el gobierno no anunció ninguna medida para restringir las 
actividades de tales grupos. 
La cabeza del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), declaró en septiembre que su 
departamento fue incapaz de investigar los homicidios "escuadrones de la muerte” porque el 70 por 
ciento del personal estaban completamente ocupados en escoltando a más de 600 personas que 
habían sido amenazados. Sin embargo, tales intentos de proporcionar protección a menudo 
demostraban ser ineficaces. 
En un incidente miembros de la policía nacional – que han operado bajo la autoridad de las fuerzas 
armadas desde el estado de sitio impuesto en 1984 – no pudieron evitar los asesinatos de varios 
miembros del Partido Comunista en Medellín el 23 de noviembre. A pesar de un guardia de la policía, 
tres hombres en ropas civiles armados con ametralladoras ingresaron a las oficinas del centro de la 
ciudad de la organización Juventud Comunista. Forzaron a todos los que encontraron en el edificio 
a entrar en una habitación pequeña, los hicieron acostarse en el piso y luego abrieron fuego. Seis 
personas fueron asesinadas. Un portavoz de la policía de Medellín dijo que los hombres armados se 
presentaron en el edificio mientras los tres miembros de la guardia de la policía estaban tomando 
café. Sin embargo, más tarde se estableció que los guardias estaban presentes cuando los pistoleros 
entraron al edificio. 
La escalada de violencia política coincidió con el comienzo de una campaña para elecciones de 
alcaldía programadas para el 1 de marzo de 1988, la primera de su tipo en ser llevada a cabo. 
Candidatos y activistas pertenecientes a todos los principales partidos políticos contendiendo en las 
elecciones, incluyendo el Partido Liberal en el poder, estaban entre las víctimas de asesinatos 
políticamente motivados. Partidarios de la Unión Patriótica (Up), parecían ser un objetivo particular 
de los "escuadrones de la muerte". La UP estimó que, desde su formación en 1985, más de 550 de 
sus activistas, incluyendo cuatro miembros del Parlamento y decenas de concejales locales y 
candidatos a la alcaldía, habían sido víctimas de matanzas políticamente motivadas. En mayo el líder 
de la UP, el Dr. Jaime Pardo Leal, dio al Procurador General pruebas que implican a miembros de 
las fuerzas armadas en los homicidios de 25 activistas dela UP. Se inició una investigación de las 
acusaciones y en septiembre se publicó un informe preliminar sobre 14 de los casos. En seis casos 
se encontraron motivos suficientes para abrir audiencias disciplinarias formales contra miembros de 
las fuerzas armadas y las investigaciones de los otros ocho casos continuaban. El 11 de octubre el 
Dr. Pardo fue asesinado por pistoleros que interceptaron su automóvil en La Mesa. Un mes después, 
el Ministro de Justicia anunció que una investigación oficial había encontrado que el asesinato no 
había sido motivado políticamente, pero estaba indudablemente vinculado al tráfico de drogas. Esto 
fue rechazado por la UP, que alegó que el Dr. Pardo había sido víctima de un asesinato por 
"escuadrones de la muerte" por motivos políticos. 
El gobierno tomó medidas destinadas a mejorar el papel de los tribunales en la investigación de 
asesinatos políticamente motivado. Tras la muerte del Dr. Pardo, el gobierno anunció en octubre la 
creación de Juzgados Especiales para investigar "delitos políticos que causan trastornos sociales". 
Sin embargo, antes de fin de año no se había proporcionado más información sobre el 
funcionamiento de los tribunales. 
El gobierno había intentado previamente crear Tribunales Especiales para investigar asesinatos 
políticos. Aunque no se establecieron criterios específicos para la selección de los casos a investigar, 
se excluyeron los casos en los que el sospechoso estaba bajo una jurisdicción especial, como los que 
involucraban a miembros de las fuerzas armadas. En marzo, la Corte Suprema de Justicia dictaminó 
el decreto de ley estableciendo los tribunales especiales como inconstitucionales. En una decisión 
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separada, la Corte Suprema de Justicia también dictaminó que la legislación sobre el estado de sitio 
que establece la jurisdicción militar sobre civiles era inconstitucional. Los casos pendientes pasaron 
a los tribunales civiles. 
A pesar de los esfuerzos por mejorar la capacidad del poder judicial civil para investigar asesinatos 
políticos, los "escuadrones de la muerte" continuaron actuando con impunidad. Miembros de la 
policía o de las fuerzas armadas implicados en crímenes de "escuadrones de la muerte " continuaron 
siendo juzgados por tribunales militares, donde los cargos fueron descartados invariablemente. 
Hubo nuevos informes de "desapariciones" a lo largo de 1987. Por ejemplo, Martha Bohórquez y 
otras tres personas fueron secuestradas por pistoleros vestidos de civil en el centro de Cali y luego 
"desaparecieron". Al día siguiente, su madre recibió una llamada telefónica de alguien quien dijo 
que era un oficial de policía y quien declaró que estaba detenida en la comisaría de policía de La 
Rivera, al sureste de la ciudad. La madre fue allí y encontró el automóvil en el que Martha Bohórquez 
y sus amigos habían estado viajando estacionado en el estacionamiento de la estación de policía. La 
policía al principio negó que los cuatro estaban en custodia, pero un oficial de policía posteriormente 
reveló confidencialmente que habían sido arrestados y entregados a la Tercera Brigada del Ejército 
en Cali. Sin embargo, las autoridades militares negaron cualquier conocimiento de los cuatro.  
En diciembre, la Procuraduría General informó al recientemente designado Consejo Presidencial de 
Derechos Humanos que más de 600 personas "desaparecidas" desde 1977 permanecieron 
desaparecidas. También indicó que 290 casos habían sido resueltos: 89 se sabía que estaban muertos, 
mientras que muchos de los que se encontraban vivos habían sido mantenidos en detención no 
reconocida por el ejército.  Grupos de derechos humanos estimaron que casi 1.200 personas habían 
"desaparecido" desde el año 1977, más de 200 de ellos desde que el presidente Virgilio Barco asumió 
el cargo en 1986. 
Amnistía Internacional intervino con las autoridades en varias ocasiones sobre supuestos incidentes 
de tortura, "desapariciones" y ejecuciones extrajudiciales, y exhortó a las autoridades a proteger a 
los amenazados de "escuadrones de la muerte". En mayo, una misión de Amnistía Internacional 
visitó Colombia. En diciembre, Amnistía Internacional presentó un memorándum al gobierno en el 
que detallaba su preocupación por las ejecuciones extrajudiciales, las "desapariciones" y la tortura, 
e instó a las autoridades a tomar las medidas necesarias para proteger los derechos humanos básicos. 
Expresó la opinión de Amnistía Internacional de que el gobierno debe asumir la responsabilidad de 
los abusos contra los derechos humanos por la policía regular y las fuerzas militares y por las fuerzas 
civiles auxiliares que actúen en su autoridad. Instó al gobierno a garantizar que todas esas 
instituciones cumplan con las normas internacionalmente acordadas. Pidió que el personal de 
seguridad acusado de "desapariciones" y actividades ilícitas fuera procesado ante los tribunales 
civiles ordinarios para proteger la objetividad e imparcialidad del juicio. 
Amnistía Internacional continuó enviando información sobre sus preocupaciones en Colombia a los 
órganos pertinentes de las Naciones Unidas y la Organización de los Estados Americanos. 
 
1989 
Las violaciones generalizadas y sistemáticas de los derechos humanos continuaron en un contexto 
de escalada del conflicto civil. Más de 1.500 presuntas ejecuciones extrajudiciales se llevaron a cabo 
y se informó que 250 personas "desaparecieron". Hubo decenas de asesinatos múltiples por parte de 
los "escuadrones de la muerte" paramilitares que resultaron en la muerte de cientos de civiles. Surgió 
evidencia adicional de que los "escuadrones de la muerte " responsables de la mayoría de los 
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homicidios actuaban como parte o en coordinación con las fuerzas armadas regionales. Se 
produjeron nuevos informes de tortura y malos tratos a prisioneros, particularmente detenidos 
arrestados bajo la nueva legislación antiterrorista y detenidos ilegalmente en instalaciones militares. 
Cientos de personas, muchas de las cuales se creía que eran prisioneros de conciencia, fueron 
detenidas bajo decretos de ley especiales y juzgados mediante procedimientos sumarios que no se 
ajustaban a las normas internacionales de imparcialidad y equidad. 
Las operaciones de contrainsurgencia de la fuerza armada se intensificaron para combatir los grupos 
guerrilleros cada vez más activos del país. Tales grupos eran responsables de una mayor cantidad de 
ataques con bombas y emboscadas a las fuerzas gubernamentales, algunas de las cuales provocaron 
muertes de civiles. El gobierno cedió la autoridad civil en varias áreas del país, las cuales fueron 
colocadas bajo el control de comandantes superiores del ejército designados por decretos leyes 
emitidos bajo el estado de sitio en la legislación vigente desde 1984. Las principales víctimas de la 
violencia política continuaron siendo de la población civil. 
Según los informes, varios grupos guerrilleros mataron a personas que habían secuestrado y civiles 
en las zonas rurales, de quienes sospechaban que habían pasado información al ejército. Los líderes 
campesinos e indígenas que se negaron a comprometerse con el control de la guerrilla también fueron 
asesinados. Al menos tres de los puntajes de asesinatos múltiples reportados durante el año fueron 
en atribuidos al grupo armado de oposición, Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia. 
Después del asesinato en enero del Dr. Carlos Mauro Hoyos, Procurador General, aparentemente 
debido a sus esfuerzos para combatir el narcotráfico, el gobierno introdujo una nueva legislación 
antiterrorista en virtud de las disposiciones del estado de sitio. El Decreto de Ley 180, el estatuto de 
" Defensa de la Democracia", aumentó las penas por delitos contra miembros del gobierno y por 
ciertas ofensas cometidas "con intenciones terroristas". También confirió nuevos poderes sobre las 
fuerzas armadas y la policía judicial para buscar en la propiedad y para arrestar a sospechosos sin 
una orden judicial, pero en marzo estos fueron declarados inconstitucionales por la Corte Suprema 
de Justicia. Sin embargo, en los últimos meses hubo muchos informes de arrestos arbitrarios llevados 
a cabo por personal militar y policial sin órdenes judiciales. 
Un desarrollo alarmante durante 1988 fue una serie de asesinatos múltiples de civiles no 
combatientes aparentemente sospechosos de tener simpatías de izquierda o de apoyar a las guerrillas 
antigubernamentales. Amnistía Internacional recibió información sobre más de 30 masacres llevadas 
a cabo por "escuadrones de la muerte" paramilitares en los que unas 350 personas murieron. Muchas 
de estas muertes ocurrieron en zonas bajo estricto control del ejército en los departamentos del norte 
de Antioquia y Córdoba y el departamento sur del Caquetá. Sin embargo, no hubo informes de 
enfrentamientos entre patrullas del ejército y los "escuadrones de la muerte", los cuales pasaron 
desapercibidos a través de numerosos bloqueos de carreteras del ejército en estas áreas. Aunque las 
autoridades militares frecuentemente atribuyen homicidios múltiples a las guerrillas contra el 
gobierno, en varios casos las investigaciones judiciales establecieron que ejecuciones particulares 
habían sido llevadas a cabo o coordinadas por personal del ejército y financiadas por terratenientes 
o narcotraficantes. 
La región bananera de Urabá en el departamento de Antioquia era una de las áreas más afectadas. 
En marzo, unos 30 hombres fuertemente armados ingresaron a la plantación Honduras y convocaron 
a 18 trabajadores de una lista; los hombres fueron alineados contra una pared y asesinados a tiros. 
Los pistoleros se dirigieron a la plantación cercana La Negra, donde tres trabajadores fueron 
asesinados. Todas las 21 víctimas eran afiliadas al sindicato de trabajadores de plantaciones de 
izquierda SINTAGRO. Los asesinos, que vestían ropas de civil, se movieron libremente por la 
región, sin obstáculos por una fuerza de unos 6.000 soldados y policías. 
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Se nombró a un juez de un tribunal civil y para investigar los asesinatos. Ella emitió órdenes de 
detención contra tres agentes de la división de inteligencia del Ejército B-2 conectado al Batallón 
local Voltígeros y en contra de dos presuntos líderes del círculo de narcóticos más grande del país, 
pero abandonó el país en septiembre después de que su vida fue amenazada. También se emitieron 
ordenes para la detención de ocho civiles presuntamente miembros de "escuadrones de la muerte", 
y para el arresto del alcalde y del jefe de la policía de Puerto Boyacá, región del Magdalena Medio, 
donde se decía que estaba el "escuadrón de la muerte" – que aparentemente había sido formado a 
través de una alianza de narcotraficantes, terratenientes y miembros de las fuerzas armadas –. El 
Procurador General, Dr. Horacio Serpa Uribe, declaró que los homicidios tenían "las características 
de delitos políticos llevados a cabo para castigar adherencias partidarias, solidaridad ideológica o 
para aterrorizar comunidades enteras ". Sin embargo, a pesar de la emisión de órdenes de arresto, 
para finales del año no se habían realizado ningún arresto. 
Otras ejecuciones masivas parecían ser el resultado de ataques indiscriminados a comunidades 
objetivo por sus alianzas políticas percibidas. Por ejemplo, el 11 de noviembre, 12 hombres 
fuertemente armados condujeron camiones hacia la ciudad de Segovia, departamento de Antioquia, 
abrieron fuego y lanzaron granadas indiscriminadamente, matando a 43 personas, incluidos tres 
niños, e hiriendo a más de 50. Las guarniciones regulares de la policía y el ejército se mantuvieron 
al margen mientras los asesinos avanzaban libremente por la ciudad durante más de una hora. Su 
entrada parecía haber sido facilitada por la eliminación de puntos de control militares normalmente 
estacionados en el camino hacia la ciudad. Voceros del ejército locales atribuyeron inmediatamente 
la matanza a grupos izquierda guerrilleros, pero después de que la versión del ejército fue desafiada 
por los sobrevivientes, el ministro del Interior dijo que un "grupo paramilitar de derecha" fue el 
responsable. Los homicidios ocurrieron después de una serie de amenazas de muerte contra 
residentes de Segovia en nombre de Muerte a Revolucionarios del Nordeste (MRN) y Los Realistas, 
aparentemente porque una mayoría votó por la alianza de izquierda Unión Patriótica (UP), en 
elecciones municipales en marzo. Investigaciones judiciales preliminares establecieron que no sólo 
las fuerzas armadas habían fallado en proteger a la gente del pueblo de los ataques, sino que efectivos 
del Ejército y de la policía, incluyendo el comandante del batallón, habían participado directamente 
en los preparativos para el asesinato. 
Además de estos asesinatos múltiples, hubo un aumento dramático en el número de ejecuciones 
extrajudiciales, más de 1.500 de las cuales fueron informados a Amnistía International. Las victimas 
aparentemente eran blanco porque estaban activos en partidos políticos de izquierda, sindicatos y 
movimientos comunitarios. Muchas víctimas habían sido amenazadas en nombre de los 
"escuadrones de la muerte". En el caso de Beatriz Monsalve, socióloga y líder del Frente Popular – 
organización política de izquierda legal – y su asistente Luzmila Collantes, las víctimas salieron de 
su casa en Bogotá para ir a la oficina la mañana del 11 de agosto; ninguna llegó. Sus cuerpos 
acribillados se encontraron al día siguiente a 12 millas al norte de Bogotá. Beatriz Monsalve, quien 
tenía seis meses de embarazo, se había trasladado a Bogotá desde Medellín, Departamento 
Antioquia, a principios de año después de recibir numerosas amenazas de muerte. 
Los cadáveres de otras víctimas fueron descubiertos en basureros masivos en áreas rurales remotas. 
La existencia de cientos de cadáveres arrojados a un vertedero en Mirolindo, Departamento de 
Tolima, fue revelada públicamente por el Procurador Regional de Ibagué en octubre. Esto ocurrió 
después de que víctimas que habían sido dejadas muertas, sobrevivieron y alegaron que miembros 
de la policía nacional habían sido responsables de su secuestro e intento de asesinato. Sin embargo, 
los magistrados investigando fueron incapaces de hacer cumplir las órdenes detención contra el 
personal de la policía, quienes fueron transferidos de forma rutinaria desde el distrito o fueron 
reportados por sus superiores que habían "desertado". El Procurador Regional de Ibagué informó 
haber recibido amenazas de muerte de policías bajo investigación. 
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También hubo un aumento significativo en las "desapariciones ". Los cuerpos de algunas personas 
que inicialmente fueron reportadas como "desaparecidas" reaparecieron días o semanas después, 
muchos de los cuales mostraban signos de tortura. De acuerdo con grupos de derechos humanos 
locales, más de 200 personas que "desaparecieron" después de la detención en los primeros 10 meses 
de 1988 permanecieron en paradero desconocido. El Procurador General informó a Amnistía 
Internacional en noviembre que el Ministerio Público estaba investigando 917 casos sobresalientes 
de "desaparición". En algunos casos, las investigaciones por el Ministerio Público habían 
identificado miembros de las fuerzas armadas responsables de las "desapariciones". Sin embargo, 
ninguno de los policías y militares identificados en las investigaciones llevadas a cabo por la 
Procuraduría fue condenados cuando los casos pasaron al sistema de tribunales militares, quienes 
continuaron reclamando jurisdicción en la mayoría de tales casos. 
Tarcisio Medina Charry, de Neiva, Departamento de Huila, fue visto por última vez el 19 de febrero 
cuando fue detenido por miembros del F-2, División de Inteligencia de la Policía, junto con otros 
estudiantes. En la estación principal de policía de Neiva, Tarcisio Medina fue separado de los otros 
detenidos, que luego fueron liberados. Ocho de ellos más tarde testificaron que vieron a Tarcisio 
Medina dentro de la estación de policía. Sin embargo, las autoridades policiales han negado la 
responsabilidad de su "desaparición". 
En noviembre, el Procurador General y el Ministro de Justicia presentaron un proyecto de ley al 
Congreso destinado a incorporar las "desapariciones" en el Código Penal colombiano. En una 
declaración pública, el Ministerio de Defensa expresó su objeción a la legislación propuesta, que 
consideró "socavaría el poder de las autoridades... que tienen como prioridad principal el 
restablecimiento del orden público". A fines del año el proyecto de ley no había sido debatido por el 
Congreso. 
Varios presos políticos acusados en virtud de la nueva ley contra el terrorismo afirmaron que habían 
sido torturados durante su detención ilegal en instalaciones militares. Nelson de Jesús Alzate 
Sánchez fue arrestado en junio por personal militar en la municipalidad de Dos quebradas del 
departamento de Risaralda. Él afirma que fue trasladado al Batallón San Mateo en Pereira, donde él 
y otros los prisioneros fueron torturados antes de ser transferidos a prisión y acusados formalmente. 
Nelson Alzate afirma que fue colgado por largos períodos de sus brazos, que estaban atados a la 
espalda y fue golpeado con palos. Como resultado sufrió graves lesiones de hombro y del brazo las 
cuales todavía eran evidentes cuando fue examinado médicamente más tarde. Fue liberado 
provisionalmente por motivos médicos en septiembre. 
En octubre tres centrales obreras convocaron a una huelga nacional para presionar las demandas para 
aumentar los salarios y el derecho a la vida. La organización más grande, Central Unitaria de 
Trabajador es (CUT), estimó que 150 de sus miembros y líderes fueron asesinados en los primeros 
10 meses del año. Después de que las negociaciones con el gobierno para evitar la huelga habían 
fracasado, el presidente Virgilio Barco presentó decretos de leyes especiales bajo las disposiciones 
del estado de sitio las cuales declararon ilegal la huelga, suspendió el estatus legal de los sindicatos 
que promovieron paros ilegales y permitió que detenciones de 30 a 150 días para los que 
promovieran o participaran en huelgas ilegales. Más de 800 personas, muchos de los cuales parecían 
ser presos de conciencia, fueron arrestados y juzgados por autoridades administrativas y policiales 
en procedimientos sumarios bajo los cuales los derechos de los acusados no estaban adecuadamente 
protegidos. La mayoría de los detenidos fueron liberados en dos semanas, aunque a fines de año los 
cargos contra algunos aún estaban pendientes. 
En abril, Amnistía Internacional publicó un informe titulado Colombia, una Emergencia de Derechos 
Humanos, centrado en el aumento dramático en "desapariciones" y ejecuciones extrajudiciales desde 
principios de la década de 1980s. El informe concluyó que había evidencia convincente de que las 
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fuerzas armadas colombianas habían adoptado una política de represión designada para intimidar y 
eliminar a los oponentes sin recurrir a la ley. 
Las autoridades colombianas rechazaron los hallazgos del informe como "tendenciosos" y 
"exagerados" y describieron una serie de medidas anunciadas por el gobierno para mejorar el respeto 
de los derechos humanos, incluidos reformas judiciales, programas educativos y el nombramiento 
de defensores del pueblo regionales. Amnistía Internacional expresó su preocupación a las 
autoridades colombianas en numerosas ocasiones ya que, a pesar de estas medidas, las violaciones 
de los derechos del hombre siguieron siendo reportadas en una escala masiva. 
En su respuesta al informe de Amnistía Internacional, el Procurador General reveló que, en un 
período de 16 meses, el Ministerio Público había iniciado más de 5.000 investigaciones sobre 
supuestos abusos cometidos por miembros de las fuerzas armadas y había aplicado medidas 
disciplinarias en decenas de casos. Sin embargo, Amnistía Internacional recibió información de un 
solo caso en el cual tales investigaciones han dado lugar a que miembros de las fuerzas armadas sean 
acusados y condenados por un tribunal militar por un asesinato que era posiblemente por motivos 
políticos. 
              En abril, Amnistía Internacional se presentó información sobre sus preocupaciones en Colombia 
ante el procedimiento de las Naciones Unidas (en virtud de las Resoluciones 728F/ 1503 del Consejo 




Muchos cientos de personas, incluidos los funcionarios judiciales que investigaban las violaciones 
de los derechos humanos, fueron ejecutados extrajudicialmente. Decenas de otras personas 
"desaparecieron" después de la detención. Continuaron los homicidios múltiples de civiles 
desarmados, atribuidos al personal del ejército, la policía y los grupos paramilitares bajo el mando 
del ejército o la policía. El gobierno no pudo disolver organizaciones paramilitares, a pesar de su 
introducción de decretos leyes que prohíben tales fuerzas. Investigaciones independientes revelaron 
una mayor avidez de los vínculos entre las fuerzas armadas regulares y los grupos paramilitares. Al 
menos cuatro presos de conciencia fueron detenidos y acusados en virtud de decretos leyes especiales 
ostensiblemente introducidos para combatir la delincuencia común. Se siguieron denunciando casos 
de detenidos políticos, algunos de los cuales eran presos de conciencia. 
El alto el fuego declarado por los principales grupos guerrilleros a comienzos de año condujo a una 
reducción en el número de confrontaciones directas con las fuerzas gubernamentales. Las 
negociaciones entre el gobierno y el Movimiento 19 de Abril (M-19), llevaron a la firma de un 
acuerdo de paz en noviembre, sujeto a ratificación por el Congreso. Sin embargo, otras fuerzas 
guerrilleras rechazaron la propuesta de paz. 
El Ejército de Liberación Nacional (ELN), continuó su campaña de bombardear oleoductos y otros 
objetivos económicos. El ELN también fue responsable del asesinato de secuestrados al estilo de 
ejecución. En octubre, el obispo católico Jesús Emilio Jaramillo de 73 años, fue secuestrado por 
hombres armados que se identificaron a sí mismos como miembros del ELN. Al día siguiente, el 
cuerpo del obispo Jaramillo fue encontrado con heridas de bala en la cabeza. Según los informes, el 
ELN afirmó que los esfuerzos del obispo para mediar entre el ELN y el gobierno constituían una 
"interferencia obstinada" en los "asuntos internos" del ELN. 
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El asesinato aparentemente relacionado con las drogas de candidato presidencial Luis Carlos Galán 
en agosto aumentaba la tensión política y señaló un dramático incremento en la violencia criminal. 
El gobierno del presidente Virgilio Barco Vargas decretó leyes de estado de sitio para combatir el 
tráfico de drogas. La legislación incluía el Decreto Ley 1859, que facultaba a las fuerzas armadas 
para detener y mantener a los sospechosos incomunicados por hasta siete días hábiles en 
instalaciones militares. Una ola de atentados en las principales ciudades y asesinatos selectivos de 
políticos, periodistas y funcionarios judiciales fueron atribuidos a narcotraficantes, al parecer 
tomando represalias contra la renovación de un tratado de extradición con los Estados Unidos de 
América. 
En un contexto de continuos conflictos internos y de la extensa violencia relacionada con las drogas, 
las fuerzas del gobierno – a veces operando en alianza con narcotraficantes – y los grupos 
paramilitares bajo su comando, cometieron violaciones generalizadas y sistemáticas de los derechos 
humanos. Los abusos incluyen ejecuciones extrajudiciales y "desapariciones". Miembros de partidos 
de izquierda legales, como el Partido Comunista y la alianza política Unión Patriótica (UP), 
continuaron siendo blanco de los "escuadrones de la muerte" paramilitares. 
Luis Eduardo Yaya Cristancho, un concejal de la UP en Villavicencio, departamento de Meta, fue 
asesinado a tiros por hombres armados no identificados en febrero. Según los informes, había sido 
objeto de amenazas de muerte y se le había proporcionado escolta policial. Sin embargo, en la 
mañana de su muerte, la escolta no apareció. A los ocho días de la muerte de Luis Yaya, tres 
miembros del ejecutivo nacional del Partido Comunista fueron asesinados. Teófilo Forero, su 
Secretario Nacional; Leonilde Mora, su esposa; y José Antonio Sotelo, miembro de la Comisión 
Central, fueron asesinados en Bogotá cuando un grupo de hombres abrió fuego contra el automóvil 
en el que viajaban. Cuatro días más tarde José Antequera, un miembro del comité nacional de 
coordinación de la UP y exsecretario general de la Juventud Comunista, fue asesinado a tiros por 
hombres armados en el aeropuerto internacional de Bogotá. El senador Ernesto Samper Pizano, un 
alto miembro del Partido Liberal gobernante, resultó gravemente herido en el ataque. 
Otros homicidios de líderes políticos de izquierda incluyeron el tiroteo en octubre del Dr. Gabriel 
Santamaría Montoya, presidenta regional de la UP en el departamento de Antioquia y diputado en 
la asamblea departamental. El Dr. Santamaría había regresado recientemente al país después de 
recuperarse de las lesiones recibidas en un atentado anterior contra su vida. Los cuatro asaltantes, 
armados con ametralladoras, ingresaron al edificio de la asamblea departamental en Medellín sin 
obstáculos, pese a la presencia de numerosos guardias de la policía en la entrada del edificio, y 
mataron al Dr. Santamaría. Los guardaespaldas del Dr. Santamaría mataron a uno de los hombres 
armados cuando intentaba abandonar el edificio. 
Las "desapariciones" después de la detención fuerzas regulares armadas y personal paramilitar 
continuaron siendo reportadas, particularmente de las áreas rurales sometidas a operaciones de 
contrainsurgencia. En febrero, una patrulla militar detuvo a Isidro Caballero Delgado, un maestro, y 
a María del Carmen Santana, quien lo acompañaba, en Guaduas, departamento de Cesar. Se creía 
que la patrulla pertenecía a la base militar Morrison en Líbano. Testigos oculares testificaron ante el 
Procurador Regional que los soldados arrestaron a los dos, quienes luego fueron llevados a una zona 
montañosa. Las autoridades militares se negaron persistentemente a reconocer su detención, y se 
desconoce su paradero. 
En un informe publicado en febrero, el Grupo de Trabajo de las Naciones Unidas (ONU) sobre sobre 
Desapariciones Forzadas o Involuntarias, encontró que las complejidades de la sociedad colombiana 
hacen que cualquier identificación exhaustiva de los responsables de "desapariciones" sea 
extremadamente difícil. Sin embargo, concluyó que "las pruebas circunstanciales sugieren 
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firmemente o la información precisa demuestra claramente la participación de las unidades de las 
fuerzas armadas o los servicios de seguridad en desapariciones forzadas o involuntarias". 
Las autoridades colombianas hicieron pequeños progresos en la localización del paradero de 
detenidos que habían "desaparecido" o en llevar a los responsables ante la justicia. En febrero, el 
Ministerio Público del Procurador General ordenó la suspensión de 15 días de un capitán del ejército 
por su participación en el arresto y "desaparición" de Álvaro Falla en agosto de 1986. Sin embargo, 
en este caso y en todos los demás, el sistema judicial militar absolvió o retiró los cargos contra los 
miembros de las fuerzas armadas acusados por el Ministerio Público de responsabilidad por 
"desapariciones ". 
Evidencia clara de responsabilidad oficial por abusos atribuidos a las fuerzas paramilitares surgió de 
las investigaciones del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS). Las investigaciones del 
DAS identificaron una red paramilitar que opera bajo la cobertura de ACDEGAM, una asociación 
de ganaderos con base en Puerto Boyacá. La red fue supuestamente responsable de la tortura, 
"desaparición" y homicidio de cientos de campesinos, líderes comunitarios y miembros de 
movimientos políticos de izquierda en la región del Magdalena Medio, en el centro de Colombia. 
Las investigaciones también encontraron que la operación funcionaba en coordinación con los 
sectores de las fuerzas armadas colombianas y era financiada por terratenientes, industriales y 
narcotraficantes. 
El coronel Luis Bohórquez Montoya, comandante del Batallón Bárbula con base en Puerto Boyacá, 
Magdalena Medio, fue removido de su puesto en abril después de que las investigaciones de la OEA 
revelaron que la base del batallón había sido utilizada como un centro de entrenamiento para grupos 
paramilitares. En una carta dirigida al Ministro de Defensa, el coronel Bohórquez afirmó que había 
sido un "chivo expiatorio" e insistió que "las tareas militares se llevaron a cabo según completo 
acuerdo con la estrategia y órdenes del alto mando del ejército". 
En abril y mayo, el presidente Barco decretó una serie de leyes diseñadas para combatir las fuerzas 
paramilitares. Los nuevos decretos legislativos incluyen la suspensión de la legislación que ha 
facultado a las fuerzas armadas para proporcionar a los civiles armas militares y ha introducido hasta 
15 años de prisión por pertenencia a un grupo armado ilegal. Sin embargo, el Gobierno de Colombia 
falló en implementar estas medidas de manera efectiva y las fuerzas paramilitares siguieron 
cometiendo ejecuciones extrajudiciales y "desapariciones" prácticamente con total impunidad. 
Algunas autoridades judiciales civiles hicieron progresos significativos en la identificación de los 
responsables de violaciones de derechos humanos, incluidas varios asesinatos múltiples denunciados 
en 1988. En abril, un juez civil emitió ordenes contra un capitán del ejército y varios subordinados 
vinculados a la XIV Brigada, con sede en Puerto Berrío, región de Magdalena Medio. Fueron 
acusados de secuestrar y asesinar a 17 mineros de la mina de oro Encenillo en San Rafael, 
departamento de Antioquia, en junio de 1988. Todas las víctimas, de edades comprendidas entre 17 
a 64, eran activistas de la UP. Aparentemente fueron acuchillados hasta la muerte. De acuerdo con 
el fallo del juez, las muertes fueron represalias por un ataque de un grupo guerrillero de izquierda a 
un convoy del ejército. Al final del año no se sabía si los miembros de las fuerzas armadas implicados 
en los homicidios en San Rafael habían sido arrestados. 
El sistema de justicia militar siguió rechazando la competencia de los tribunales civiles para 
investigar los abusos atribuidos al personal del ejército y la policía, reclamando rutinariamente su 
propia jurisdicción en tales casos. Casi sin excepción, los tribunales militares no procesaron ni 
condenaron a los acusados de cometer violaciones de los derechos humanos. En febrero se emitieron 
órdenes de arresto contra oficiales del ejército y de policía incriminados en el ataque en noviembre 
de 1988 contra Segovia, departamento de Antioquía. El sistema judicial militar reclamó la 
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jurisdicción para proceder con la investigación criminal del ataque, en el que murieron 43 personas 
(ver Informe de Amnistía Internacional 1989). En un decisión histórica, la Corte Suprema de Justicia 
otorgó a los tribunales civiles la jurisdicción para enjuiciar al personal militar acusado de violaciones 
de derechos humanos. La corte Suprema dictaminó que los "actos de terrorismo" presuntamente 
cometidos por dos oficiales del ejército y un oficial de policía en Segovia eran delitos de derecho 
común, no vinculados a sus deberes militares y, por lo tanto, quedaban fuera de la jurisdicción 
militar. El entonces Ministro de Defensa indicó que las fuerzas armadas "respetan la decisión del 
Tribunal Supremo, aunque no estamos de acuerdo con él". 
Algunos civiles miembros de grupos paramilitares fueron arrestados por asesinatos políticos. Sin 
embargo, en la gran mayoría de los casos, los miembros de las fuerzas armadas implicados por las 
investigaciones independientes sobre las violaciones de los derechos humanos fueron protegidos del 
enjuiciamiento por sus oficiales superiores. Los oficiales no cumplieron repetidamente con las 
órdenes de arresto emitidas por los tribunales civiles. 
Los homicidios de funcionarios judiciales civiles que investigan los abusos atribuidos a miembros 
de las fuerzas armadas y los grupos paramilitares aumentaron. En enero, 12 miembros de una 
comisión judicial de investigación, incluyendo magistrados y detectives, fueron asesinados en La 
Rochela, departamento de Santander. Aunque las autoridades militares prontamente atribuyeron la 
responsabilidad por las muertes a las fuerzas guerrilleras, Investigaciones judiciales pronto 
establecieron que fuerzas paramilitares ligadas al ejército con sede en la región fueron los 
responsables. Dos testigos de los homicidios fueron asesinados en marzo, al parecer en represalia 
por su cooperación con las autoridades judiciales. 
Algunos ataques a funcionarios judiciales fueron atribuidos a presuntos narcotraficantes. Surgió 
evidencia en otros casos en que oficiales judiciales fueron amenazados y asesinados debido a sus 
investigaciones en violaciones los derechos humanos. El Director Nacional de Investigaciones 
Criminales de la judicatura declaró en febrero que las investigaciones llevadas a cabo por los jueces 
cada vez más destacaban la "complacencia, tolerancia y patrocinio" del ejército y la policía a los 
grupos paramilitares. El director citó varios casos en que personal de las fuerzas armadas lanzó 
amenazas directas contra funcionarios judiciales. 
En julio, la Dra. María Elena Díaz Pérez, jueza, fue asesinada a tiros por hombres no identificados 
en Medellín. La Dra. Díaz había reemplazado a otro juez civil que investigaba la masacre de marzo 
de 1988 de 21 trabajadores de las plantaciones de banano (véase Amnesty International Report 1989) 
y había confirmado las órdenes de arresto de tres oficiales del ejército y dos presuntos traficantes de 
drogas en conexión con los homicidios. Varias otros jueces, incluyendo el juez investigando los 
asesinatos en Segovia, informaron que recibieron advertencias para poner fin a sus investigaciones 
o enfrentar la misma suerte que la Dra. Díaz. 
En agosto y septiembre, las autoridades arrestaron a miles de personas bajo las leyes de estado de 
sitio adoptadas para combatir el narcotráfico. En Las fuerzas armadas de Medellín usaron sus 
mayores poderes de arresto y detención en incomunicación para reprimir a los movimientos legales 
de oposición y las organizaciones de base. La policía militar de Medellín arrestó a Pablo Angarita 
Cañas, Luz Aurelia Puya Vasco, William Balbín Álvarez y Rodrigo Osorno Ospina en septiembre. 
Todos eran miembros de la organización educativa legal Instituto Popular de Capacitación (IPC). 
Estuvieron recluidos en régimen de incomunicación durante cuatro días en el Batallón Policial 
Militar No. 4, donde presuntamente miembros del ejército de la IV Brigada los torturaron. En 
octubre, un juez de tribunal civil absolvió a los miembros del IPC de delitos de tráfico drogas de y 
ordenó su liberación incondicional. 
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En numerosas ocasiones Amnistía Internacional instó al gobierno a implementar investigaciones 
independientes y eficaces en violaciones de los derechos humanos y para asegurar que los 
responsables fueran llevados ante la Justicia. En octubre, la organización publicó un informe: 
Colombia, Desarrollo de los Derechos Humanos: "escuadrones de la muerte" en la Defensiva? 
Describió el patrón continuo de violaciones graves y sistemáticas de los derechos humanos en 
Colombia e instó a las autoridades a tomar medidas efectivas para detener los abusos. Hasta el final 
del año, no se había recibido respuesta del gobierno colombiano. 
En declaraciones orales ante la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas y la 
Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protestas de Minorías de la ONU en marzo y 
agosto, respectivamente, Amnistía Internacional incluyó referencias a sus preocupaciones en 
Colombia. En mayo, Amnistía Internacional presentó información sobre sus preocupaciones en 
Colombia para la revisión de la ONU bajo procedimiento, establecido por las Resoluciones 728F/ 
1503 del Consejo Económico y Social, para consideración confidencial de las comunicaciones sobre 
violaciones de los derechos humanos. 
 
1991 
Cientos de personas fueron ejecutadas extrajudicialmente o "desaparecieron" luego de ser capturadas 
por miembros de las fuerzas armadas o grupos paramilitares asociados con ellas. Las víctimas 
incluyeron activistas políticos – incluidos dos candidatos presidenciales – y activistas de derechos 
humanos, sindicales y religiosos. Decenas de campesinos fueron arbitrariamente detenidos, 
torturados y asesinados por las tropas del gobierno en las operaciones de contrainsurgencia. En las 
zonas urbanas, los asesinatos al estilo de los "escuadrones de la muerte" de delincuentes sospechosos 
aumentaron. De acuerdo con los informes, los detenidos por motivos políticos retenidos ilegalmente 
en instalaciones del ejército fueron torturados. La mayoría de los casos de violaciones de los 
derechos humanos permanecieron sin resolver a pesar de los esfuerzos de investigativos por el 
Procurador General y algunos jueces. Dos oficiales del ejército fueron condenadas por su 
participación en la muerte de 12 funcionarios judiciales. 
Las negociaciones de paz iniciadas durante 1989 con la organización guerrillera, Movimiento 19 de 
abril (M-19), culminaron en la entrega formal de armas del grupo en marzo después de 16 años de 
oposición armada. Sus miembros, a quienes se les concede una amnistía, formaron un partido 
político, Alianza Democrática M-19. Otras tres organizaciones guerrilleras también entraron en 
negociaciones de paz con el gobierno. 
Las principales fuerzas guerrilleras restantes, Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
(FARC) y el Ejército de Liberación Nacional (ELN), mantuvieron sus campañas de oposición 
armada durante todo el año. Llevaron a cabo decenas de secuestros, ataques con bombas contra 
objetivos económicos y emboscadas de fuerzas del gobierno en las que también murieron civiles. 
Algunas de las 140 organizaciones paramilitares estimadas, muchas de las cuales fueron creadas y 
apoyadas por el ejército colombiano, ofrecieron disolver y devolver sus armas a las fuerzas armadas 
a cambio de una amnistía general para los acusados de violaciones de derechos humanos. Dos se 
disolvieron. Sin embargo, el gobierno declaró públicamente que los miembros de las organizaciones 
paramilitares responsables por abusos criminales deben ser juzgados. 
Una escalada renovada de violencia política en vísperas de las elecciones municipales y del Congreso 
en marzo y las elecciones presidenciales de mayo dejaron decenas de muertos, incluidos dos 
candidatos presidenciales de izquierda. Bernardo Jaramillo Ossa, presidente candidato presidencial 
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por el partido de la coalición Unión Patriótica (UP) y el líder de la Alianza Democrática M-19, Carlos 
Pizarro Leongómez, fueron asesinados a tiros en marzo y abril, respectivamente. La UP se retiró de 
las elecciones. 
El candidato del partido Liberal, César Gaviria Trujillo, fue elegido presidente y asumió el cargo en 
agosto. El electorado también votó para formar una asamblea constituyente para reformar la 
Constitución, y esta se eligió en diciembre. 
Decenas de activistas de la UP volvieron a ser víctimas de violaciones de los derechos humanos. En 
Febrero Diana Cardona Saldarriaga, alcaldesa de la UP de Apartadó, en el Urabá, región del 
departamento Antioquia, fue secuestrada de su casa en Medellín y subsecuentemente asesinada por 
hombres que decían ser sus guardaespaldas oficiales asignados por el Departamento Administrativo 
de Seguridad (DAS) poco antes de que los verdaderos escoltas llegaran. El Procurador General le 
hizo un llamado públicamente al Ministro de Defensa para explicar cómo los pistoleros habían 
obtenido información confidencial sobre el paradero y los planes de Diana Cardona. Ella fue el sexto 
alcalde de la UP que murió desde las primeras elecciones municipales directas en marzo de 1988. 
Sus dos predecesores en Apartadó habían renunciado tras las amenazas de muerte. Dos días después 
de la muerte de Diana Cardona, seis miembros de la UP fueron asesinados a tiros por hombres 
armados sin identificar en la ciudad de Unguía en el departamento de Chocó, en una reunión 
conmemorativa.  
Los grupos paramilitares – cuyo fundamento jurídico fue promulgado en 1989 – continuaron 
operando con impunidad virtual y fueron responsables de la mayoría de los asesinatos y " 
desapariciones". Los líderes comunitarios campesinos en las zonas de conflicto fueron algunas de 
las víctimas. Josué Vargas, Miguel Barajas y Saul Castañeda, líderes de la Asociación de 
Campesinos de Cararé, y la periodista Silvia Duzán fueron asesinados a tiros en febrero por dos 
hombres armados en la comunidad de La India, municipio de Cimitarra, departamento de Santander. 
Silvia Duzán estaba entrevistando a los líderes campesinos sobre el intento de su asociación para 
obtener garantías para la seguridad de los civiles de las fuerzas militares, paramilitares y guerrilleras 
que operan en la zona. Poco antes de la matanza, un líder paramilitar había acusado a los campesinos 
de la Asociación Cararé de tener vínculos con grupos guerrilleros y habían amenazado sus líderes. 
El área de plantación de banano de Urabá continuó siendo seriamente afectada por abusos 
paramilitares. En enero, un grupo de aproximadamente 40 hombres armados, algunos con uniforme 
militar, entró en el pueblo de Pueblo Bello en Urabá. Reunieron a 43 hombres y los llevaron en dos 
camiones dirección de la base militar cercana de San Pedro. En una reunión con representantes de 
Amnistía Internacional en abril, el comandante militar de Urabá negó que los camiones hubieran 
pasado por la base del ejército. Sin embargo, en abril, el Procurador General inició un proceso 
disciplinario contra dos oficiales del ejército de la base de San Pedro. Los investigadores habían 
establecido que habían ordenado que el bloqueo permanente fuera de la base del ejército fuera 
levantado inexplicablemente poco antes del secuestro. 
En abril, 24 cuerpos fueron encontrados en fosas comunes clandestinas en un rancho en el 
departamento de Córdoba. Las investigaciones judiciales habían implicado previamente al 
propietario del rancho – junto con miembros de las fuerzas armadas –  en una serie de asesinatos 
múltiples en el departamento de Antioquia en 1988 y 1989. Siete de los 24 cuerpos fueron 
identificados como habitantes de Pueblo Bello. Cinco civiles detenidos en el rancho y acusados en 
relación con la "desaparición" y presunto asesinato de los 43 hombres, fueron puestos en libertad por 
un juez de la Corte superior en mayo después de que una petición de habeas corpus fue presentada 
en su nombre. Varias órdenes para el arresto del propietario del rancho no fueron llevadas a cabo 
por las fuerzas de seguridad. 
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María Restrepo Quinceno, la Procuradora regional de Urabá que había participado en la 
investigación de las "desapariciones" de Pueblo Bello, fue asesinada en julio junto con su 
guardaespaldas en Apartadó. Según los informes, tres civiles arrestados en relación con los 
homicidios clamaron trabajar para el ejército y le dijeron al investigador que un oficial del ejército 
del Batallón Voltigeros había proporcionado las armas utilizadas en el ataque a la Procuradora. 
Se recibió un número cada vez mayor de denuncias de violaciones de los derechos humanos 
cometidas por tropas de contrainsurgencia desplegadas en zonas rurales remotas donde actuaban 
grupos armados de oposición. En abril, dos días después de un enfrentamiento armado entre las 
FARC y los miembros de la Brigada Móvil de contrainsurgencia del ejército, en Puerto Valdivia, 
Departamento de Antioquia, seis campesinos de Puerto Valdivia fueron arrestados por miembros del 
Batallón Girardot. Cinco días más tarde se encontraron los cuerpos de los campesinos en una fosa 
común en una granja cercana. Estaban atados y mostraban signos de tortura. El comandante de IV 
Brigada del ejército afirmó los seis eran "guerrilleros muertos en combate". Sin embargo, el 
Procurador General abrió un procedimiento disciplinario contra 11 miembros del ejército, incluidos 
dos capitanes, por el homicidio ilegal de los campesinos. Los resultados de los procedimientos no se 
habían revelado para fin de año. 
Los miembros de la Policía Nacional, que bajo el estado de sitio reintroducido en 1984 están bajo la 
autoridad de las fuerzas armadas, también fueron responsables de las ejecuciones extrajudiciales. 
Fredy Pérez Solano de 15 años, Jaime Beltrán Pérez de 17 años, Eliecer Suárez Suárez y Saul Ortiz 
Nisperuza, miembros de la comunidad indígena Zenú, fueron detenidos por miembros de la policía 
nacional en enero cerca de la comunidad de Arroyo de Piedra, en la reserva indígena San Andrés de 
Sotavento en el departamento de Córdoba. Testigos oculares testificaron que los cuatro fueron 
golpeados y forzados a entrar a una camioneta de policía. Sus cuerpos fueron encontrados al día 
siguiente, mostrando señales de tortura y heridas de bala. En junio, el Procurador General inició un 
procedimiento disciplinario contra ocho agentes de policía supuestamente responsables de los 
homicidios. Sin embargo, los esfuerzos del Ministerio Público para investigar los asesinatos y llevar 
a los responsables a la justicia no condujo a condenas por parte de los tribunales. En octubre, los 
ocho agentes de policía fueron absueltos por un juez de orden público en Montería, departamento de 
Córdoba. Más tarde, los agentes de policía fueron despedidos. 
El Procurador General también inició investigaciones sobre las acusaciones de que los Cuerpos de 
Elite de la Policía, creados en 1989 con el objetivo declarado de combatir organizaciones 
paramilitares, fueron responsable de una serie de homicidios múltiples de jóvenes en barrios pobres   
de Medellín durante la continua ofensiva del gobierno contra las organizaciones del narcotráfico. 
Los ataques se llevaron a cabo en aparente represalia por el asesinato de más de 150 policías en 
Medellín en la primera mitad del año. 
Los informes de "desapariciones" aumentaron. En julio el entonces ministro del Interior, Dr.  Horacio 
Serpa Uribe, presentó un proyecto de ley al Congreso diseñado para incorporar las "desapariciones" 
en el Código Penal colombiano explícitamente como un delito punible con cinco a 10 años de prisión. 
El Dr. Serpa declaró que "… las desapariciones han ocurrido continuamente en los últimos años. Las 
cortes están llenas de denuncias y el Ministerio Público está saturado con las investigaciones, [las 
cuales son] generalmente inconcluyentes." El proyecto de ley no había sido debatido a finales de 
año. 
En junio, el Procurador General ordenó procedimientos disciplinarios contra un comandante del 
ejército y tres oficiales de policía acusados de complicidad en la "desaparición" de al menos 16 
personas del pueblo de Trujillo y de las comunidades vecinas en el departamento de Valle de Cauca 
en marzo y abril. Las "desapariciones" fueron aparentemente llevadas a cabo en represalia por una 
emboscada del ELN contra una patrulla militar en el que murieron siete soldados. De acuerdo con el 
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informe inicial del Ministerio Público, el mayor del ejército, unido al tercer batallón de infantería, 
ordenó la detención ilegal y participó en la tortura y la "desaparición" de las 16 personas. Un 
sacerdote local que había estado ayudando a familiares de los "desaparecidos " en Trujillo, el padre 
Tiberio Fernández Mafia, "desapareció" poco después. Su cuerpo mutilado fue encontrado una 
semana después. 
Hubo un aumento en el número de ataques contra los trabajadores de derechos humanos. En julio, 
el Dr. Alirio de Jesús Pedraza Becerra, un abogado, fue capturado en el distrito de Suba de Bogotá 
por ocho hombres armados que se identificaron con dos agentes de policía cercanos como miembros 
de las fuerzas de seguridad. Las autoridades militares y policiales negaron su detención y obstruyeron 
la investigación del Ministerio Público al negarse a identificar a los oficiales de policía que 
presenciaron el secuestro. Siguiendo a la "desaparición” del Dr. Pedraza, otros trabajadores de 
derechos humanos recibieron amenazas anónimas que los amenazaban para detener sus actividades 
o enfrentar el mismo destino. 
El Dr. Pedraza había estado trabajando en nombre de un número de sindicalistas detenidos y 
torturados por la III Brigada del Ejército en Cali, departamento del Valle del Cauca, en marzo. Los 
sindicalistas testificaron que fueron sometidos a golpes, choques eléctricos, "submarino" (casi 
ahogamiento) y simulacros de ejecuciones. Una trabajadora de los derechos humanos que estuvo 
detenida cuando fue a la Brigada para preguntar por ellos denunció que fue violada por soldados y 
amenazada de muerte. Después de varios días en detención incomunicada, los detenidos fueron 
llevados ante un juez y finalmente absueltos de violar el estatuto antiterrorista, Ley 180. En mayo el 
Ministerio Público abrió procedimientos disciplinarios contra cuatro agentes de la III brigada, 
incluyendo al segundo al mando de la brigada, por detención ilegal y tortura. Los resultados no se 
conocían para fin de año. 
En la gran mayoría de los casos, los miembros de las fuerzas armadas acusados de violaciones de 
los derechos humanos siguieron siendo protegidos de los enjuiciamientos por sus superiores, y los 
procesos penales en los tribunales civiles y militares generalmente dieron lugar a absoluciones. Sin 
embargo, en junio dos oficiales del ejército y seis miembros civiles de una organización paramilitar 
fueron condenados por asesinato de 12 miembros de una comisión judicial de investigación en enero 
de 1989 en La Rochela, departamento de Santander (véase Amnistía Internacional Report 1990). El 
teniente y el sargento del ejército fueron condenados a ocho y 12 años de prisión respectivamente 
por “complicidad en actividades terroristas” después de que el tribunal los declaró culpables de 
proporcionar las armas utilizadas para matar a los funcionarios judiciales. Sin embargo, el teniente 
escapó de custodia en el Batallón Boyacá en Pasto poco antes de que finalizara el juicio. 
En noviembre, el Procurador General y sus adjuntos renunciaron. Recomendaron que dos altos 
comandantes militares fueran destituidos de las fuerzas armadas en relación con el asedio del Palacio 
de Justicia en noviembre de 1985 (ver Amnistía Internacional Report 1986). Esta recomendación 
fue duramente criticada por altos oficiales del ejército y miembros del Congreso. El Procurador 
General dijo que el general Jesús Arias Cabrales, entonces comandante de la XIII Brigada, no había 
tomado las medidas necesarias para proteger a los rehenes, y que el coronel Edilberto Sánchez 
Rubiano, entonces jefe de la unidad de inteligencia B-2 del ejército, había participado en la 
"desaparición" de Irma Franco, quien fue retirada del edificio por el ejército, pero no fue vista 
nuevamente. 
A lo largo del año Amnistía International instó al gobierno a tomar medidas para evitar las 
violaciones de los derechos humanos. La organización hizo repetidos llamamientos para que las 
fuerzas paramilitares responsables de abusos generalizados fueran disueltas y para que se realicen 
investigaciones efectivas sobre las violaciones de los derechos humanos que lleven al enjuiciamiento 
de los responsables. 
138 De la fatalidad natural a los derechos fundamentales en Colombia 
 
En enero, Amnistía Internacional presentó información sobre sus preocupaciones en Colombia para 
el examen de las Naciones Unidas bajo un procedimiento establecido por las Resoluciones 728F / 
1503 del Consejo Económico y Social, para la consideración confidencial de comunicaciones sobre 
violaciones de derechos humanos. 
En una declaración oral ante la ONU La Comisión sobre los Derechos Humanos, pronunciada en 
febrero, Amnistía Internacional incluyó referencias a sus preocupaciones en Colombia. 
 
1992 
Varios cientos de personas fueron ejecutadas extrajudicialmente por miembros de las fuerzas 
armadas o grupos paramilitares que actúan con su apoyo o la aquiescencia. En las zonas urbanas, 
decenas de personas, incluidos presuntos delincuentes y "niños de la calle", fueron asesinados por 
"escuadrones de la muerte" vinculados a la Policía Nacional. Se informó que más de 150 personas 
"desaparecieron". Se avanzó poco en llevar a la justicia a los miembros de las fuerzas de seguridad 
responsables de las violaciones de los derechos humanos. Doce miembros paramilitares civiles 
fueron condenados in absentia por una serie de masacres en 1988. 
En julio una nueva constitución que contiene extensas referencias a los derechos humanos fue 
introducida y el gobierno levantó el estado de sitio, vigente en todo el país desde 1984. En junio, la 
Asamblea Constituyente disolvió el Congreso. Un nuevo Congreso fue elegido en el octubre e 
Instalado en diciembre. 
Tres organizaciones guerrilleras más se desmovilizaron después de llegar a acuerdos de paz con el 
gobierno: el Partido Revolucionario de los Trabajadores, el Ejército Popular de Liberación (EPL) y 
la organización de pueblos indígenas Quintín Lame. 
Un cuerpo coordinado de organizaciones de oposición armadas, la Coordinadora Nacional 
Guerrillera (CNG) – representando las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC); el 
Ejército de Liberación Nacional (ELN); y una facción disidente del EPL –  entró en conversaciones 
con el gobierno en junio. No se llegó a ningún acuerdo de cese al fuego para fin de año. Las 
negociaciones fueron suspendidas por el gobierno durante varias semanas en septiembre tras una 
serie de ataques por parte de fuerzas guerrilleras contra miembros de alto rango del Partido Liberal 
en el poder y otros políticos en campaña para las elecciones del Congreso. El ELN admitió la 
responsabilidad de un ataque en el departamento de Cauca en septiembre contra el ex presidente del 
Congreso, Aurelio Iragorri Hormaza, en el que siete personas que lo acompañaron fueron asesinadas. 
El CNG fue responsable de numerosos ataques contra objetivos económicos y militares en los que 
murieron civiles. 
Decenas de asesinatos de estilo de ejecución en barrios marginales que rodean a Medellín, capital 
del departamento de Antioquia, fueron atribuidos por los funcionarios del estado a un grupo 
relativamente nuevo conocido como Milicias Populares. Estos escuadrones de vigilantes civiles, 
algunos de los cuales se informó tenían vínculos con organizaciones guerrilleras, fueron 
responsables de matar a decenas de narcotraficantes locales y personas acusadas de crímenes contra 
residentes de barrios marginales. 
Los homicidios de los llamados "indeseables sociales" tales como prostitutas, homosexuales, 
vagabundos, los trastornados mentales y "niños de la calle" por "escuadrones de la muerte" estaban 
cada vez más extendidos. Las víctimas fueron capturadas en las calles de la ciudad por hombres 
fuertemente armados y conducidas en vehículos sin marcar. Sus cuerpos, a menudo con signos de 
tortura severa, fueron encontrados arrojados a los bordes de las carreteras, en ríos o en basureros 
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municipales. Con frecuencia llevaban mensajes diciendo que los mataron en nombre de "escuadrones 
de la muerte" como "Kan Kil", Mano Negra o Los Magníficos. Otras víctimas fueron asesinadas a 
tiros mientras dormían en las calles. Rara vez se identificaron los cuerpos y se abrieron 
investigaciones. Sin embargo, en varios casos surgieron pruebas de que los llamados "escuadrones 
de la muerte" estaban formados por miembros de la Policía Nacional, que con frecuencia operaban 
con el apoyo de comerciantes locales. En noviembre, el Director de Policía Nacional y el Procurador 
General anunciaron los resultados de una investigación policía -Ministerio Público conjunta sobre el 
asesinato de 60 vagabundos en Pereira, departamento de Risaralda, durante un período de 20 días en 
julio. Como resultado, 13 agentes de la policía y dos oficiales fueron despedidos por participar en 
los asesinatos. 
Coincidiendo con una gran ofensiva guerrillera a comienzos de año, se produjo una nueva ola de 
asesinatos y "desapariciones" de miembros de la Unión Patriótica de izquierda legal (UP). Los líderes 
de la UP informaron que en los primer dos meses del año, 50 activistas del partido habían 
"desaparecido" o habían sido asesinados. La matanza de miembros de la UP continuó durante todo 
el año. En agosto el activista la UP, Antonio Palacios Urrea, tres de sus hijos y yerno fueron 
asesinados a tiros por soldados que irrumpieron en su casa en las afueras de Fusagasugá, 
departamento de Cundinamarca. Un comunicado emitido por el comandante de la XIII Brigada del 
Ejército alegó que los muertos eran miembros de un grupo guerrillero, quienes habían muerto durante 
una confrontación armada con soldados. Esto fue contradicho por la evidencia forense y los testigos 
oculares. El único sobreviviente adulto del ataque testificó ante el tribunal militar que investigaba 
los asesinatos que sus familiares fueron disparados por la nuca después de que los obligaran a 
tumbarse boca abajo en el suelo. A fines de septiembre, un tribunal de instrucción militar emitió 
órdenes de arresto contra un teniente, un sargento y cinco soldados en relación con los homicidios. 
En septiembre, Carlos Vélez Rodríguez, su esposa, su hermano y su hijo de ocho años fueron 
asesinados cuando su vehículo fue interceptado cerca de la ciudad de Mesetas, departamento de 
Meta, por un grupo de hombres fuertemente armados que abrieron fuego contra la familia mientras 
trataban de escapar. Carlos Vélez era diputado de la UP en la asamblea departamental. En marzo, él 
y otros dos miembros de la UP fueron gravemente heridos cuando el cuartel general de la UP en 
Mesetas fue atacado con ametralladoras y granadas de mano. En ambas ocasiones, los asaltantes 
escaparon. 
Civiles desarmados fueron ejecutados extrajudicialmente por tropas de contrainsurgencia en áreas 
remotas de la zona donde actuaban grupos armados de oposición. En abril una patrulla 
contrainsurgente, según se informa al mando del teniente del batallón José Hilario López con base 
en Popayán, detuvo un autobús de transporte público cerca del pueblo de Los Uvos, municipio de 
Bolívar, departamento de Cauca. Catorce hombres y tres mujeres fueron forzados a bajarse del 
autobús y tumbarse boca abajo en el camino; luego fueron fusilados. Autoridades regionales del 
ejército y la policía Inmediatamente atribuyeron el ataque al ELN. Sin embargo, un soldado 
conscripto que había formado parte de la patrulla más tarde testificó que tres soldados habían 
disparado a los pasajeros por orden del teniente que afirmó que las víctimas eran simpatizantes de la 
guerrilla. 
Fuerzas paramilitares – cuya base legal fue retirada en 1989 –  continuaron cometiendo violaciones 
de derechos humanos en todo el país. Hombres armados no identificados mataron a Julio Chaparro 
Hurtado y Jorge Torres Navas, periodista y fotógrafo del diario El Espectador, poco después de que 
llegaron a la ciudad de Segovia, departamento de Antioquia, en abril. Estaban investigando la 
violencia política: en 1988más de 40 personas habían muerto en Segovia durante un ataque 
indiscriminado por las fuerzas paramilitares con el apoyo de los oficiales del ejército (ver Amnesty 
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International Report 1989). Nadie había sido condenado por la responsabilidad de los homicidios a 
pesar de la evidencia de participación militar. 
Los docentes de las zonas rurales también se encontraban entre los objetivos de los grupos 
paramilitares. José Santos Mendivelso, un maestro y trabajador de derechos humanos, fue abatido a 
tiros por hombres armados no identificados frente a su casa en Turmequé, departamento de Boyacá, 
en abril. Los testigos alegaron que los hombres armados fueron vistos posteriormente en compañía 
de miembros de la Policía Nacional. Según el sindicato nacional de docentes Federación Colombiana 
de Educadores, 47 docentes fueron asesinados en los primeros nueve meses del año y más de 400 
recibieron amenazas de muerte. 
Más de 50 miembros de una organización paramilitar con base en Puerto Boyacá, departamento de 
Santander, se entregó a un juez en noviembre bajo un nuevo programa gubernamental que ofrecía 
indulgencia a cambio de confesar un crimen. Todos confesaron posesión de armas ilegales, – una 
ofensa que el gobierno había descriminalizado recientemente – y fueron liberados inmediatamente. 
Más de 150 personas fueron reportadas como “desaparecidas" tras ser detenidas por fuerzas de 
seguridad o grupos paramilitares. En varios casos, las personas denunciadas como "desaparecidas" 
fueron posteriormente encontradas muertas. Álvaro Moreno Moreno, un estudiante, fue detenido por 
miembros de la Policía Nacional en Santafé de Bogotá, la capital, en enero. Aunque su detención 
fue inicialmente reconocida por la policía, luego fue negada. El día siguiente su cuerpo, con signos 
de tortura, fue encontrado al norte de Bogotá y llevado a una morgue, donde desapareció. Más de un 
mes después, un cuerpo fue exhumado en la ciudad de Chocontá en presencia de funcionarios 
judiciales y familiares  e identificado como Álvaro Moreno. 
Se progresó poco en las investigaciones de violaciones de derechos humanos. En la gran mayoría de 
los casos, los perpetradores no fueron identificados y las investigaciones fueron suspendidas por 
falta de pruebas. Cuando los miembros de las fuerzas armadas volvieron a estar implicados, los 
juicios en tribunales militares generalmente dieron como resultado la absolución, y en los raros casos 
en que los acusados fueron condenados, las sentencias fueron anuladas en apelación. Sin embargo, 
12 miembros civiles de las fuerzas paramilitares fueron condenados in absentia por un tribunal civil 
por una serie de masacres de trabajadores de plantaciones bananeras en la región de Urabá, 
departamento de Antioquia en 1988 (ver Amnesty International Report 1989). Ellos fueron 
sentenciados a 20 años de prisión. Dos de esos "convictos" fueron posteriormente asesinados en 
circunstancias poco claras. Al final del año, ninguno de los condenados había sido arrestados y 
encarcelado. Cuatro oficiales del ejército habían sido acusados de participar en la organización de 
las masacres. Su juicio fue pasado en mayo a los tribunales militares a raíz de una decisión del 
Tribunal Disciplinario, el tribunal que dictamina sobre las disputas de jurisdicción entre los 
tribunales militares y civiles. Este decidió que los crímenes fueron "actos de servicio" y por lo tanto 
corresponde a la jurisdicción militar. 
Los jueces y abogados que intentaban investigar las violaciones de los derechos humanos y llevar a 
los responsables ante la justicia continuaron siendo amenazados y a veces asesinados. El abogado 
de derechos humanos y profesor de derecho Eduardo Umaña Mendoza recibió amenazas de muerte 
durante todo el año. Se intensificaron después de que el Dr. Umaña aceptó representar a los 
miembros sobrevivientes de la familia Palacios (véase más arriba). 
En noviembre, ocho miembros de una comisión judicial – un juez, un patólogo, cinco policías 
judiciales y un oficial de policía regular – murieron cuando sus vehículos fueron atacados por un 
grupo de hombres fuertemente armados cerca de Usme, departamento de Cundinamarca. Según los 
informes, a los ocupantes heridos de uno de los automóviles les dispararon por la cabeza. La 
responsabilidad por el ataque fue inmediatamente atribuida por la policía y los oficiales del ejército 
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a las FARC. Según los informes, documentos supuestamente confiscados a guerrilleros de las FARC 
por la inteligencia militar describieron el ataque como un "accidente" y un "error táctico". Las FARC 
negaron su participación en el ataque y lo atribuyeron a un grupo paramilitar vinculado a la Escuela 
de Artillería del ejército. 
En septiembre, el Procurador General publicó un informe sobre los derechos humanos que abarcaba 
de enero de 1990 a abril de 1991. El informe registró 3.087 quejas que afectan a 5.285 víctimas de 
abusos por parte de las fuerzas armadas, incluyendo ejecución extrajudicial, tortura y "desaparición". 
El Procurador General dijo que "en las zonas donde hay violencia guerrillera y escasa presencia del 
estado, los agentes estatales más frecuentemente acusados son los militares. Los tipos más comunes 
de violaciones en las que los militares están implicados son masacres, tortura y Desapariciones 
forzadas. La mayoría de las víctimas son campesinos". El Procurador General reveló que la mayoría 
de los casos aún se encontraban en la etapa de investigación y que se habían impuesto sanciones 
disciplinarias a solo 61 de los 622 miembros de las fuerzas armadas implicados en abusos. "En las 
zonas urbanas con presencia estatal y escasa violencia guerrillera, la Policía Nacional es la fuerza 
más implicada y castigada en las investigaciones disciplinarias. Los tipos más comunes de 
violaciones en las que la Policía Nacional está implicada en esas áreas son 'desapariciones', lesiones 
corporales, amenazas y detenciones arbitrarias ". Se han impuesto sanciones disciplinarias contra 
261 oficiales de policía. Otros 84 habían sido absueltos. En la presentación del informe el Procurador 
General describe la situación de los derechos humanos como "alarmante" y dijo que merecía medidas 
correctivas inmediatas por parte del estado. 
En febrero, Amnistía Internacional presentó una serie de recomendaciones a la Asamblea 
Constituyente instando a incorporar en la nueva Constitución salvaguardias integrales de derechos 
humanos. En mayo, una delegación internacional de Amnistía se reunió con el Presidente, 
funcionarios gubernamentales y otros para debatir sobre sus preocupaciones en materia de derechos 
humanos. También en mayo Amnistía Internacional fue invitada a dirigirse a la Asamblea. En su 
discurso, el secretario general de Amnistía internacional dijo que la organización era consciente de 
las violaciones los derechos humanos que habían tenido lugar en Colombia en un contexto de 
violencia política y social grave en que los abusos severos han sido perpetrados por grupos de 
oposición armados y organizaciones criminales. El Secretario General declaró que tales abusos no 
pueden ser utilizados para justificar o excusar las violaciones de los derechos humanos por parte de 
las fuerzas gubernamentales. Hizo hincapié en la necesidad de incluir disposiciones en la 
Constitución para establecer y regular la rendición de cuentas de las fuerzas armadas ante las 
autoridades electas constitutivamente, en vista de la creciente evidencia de su responsabilidad por 
violaciones de derechos humanos generalizadas y sistemáticas. El ministro del Interior rechazó el 
discurso que denominó "unilateral" y "exagerado" y defendió el compromiso del gobierno con los 
derechos humanos. 
En diciembre, Amnistía Internacional escribió al presidente Cesar Gaviria Trujillo aprobando las 
medidas adoptadas para mejorar la investigación de violaciones de derechos humanos, pero 
expresando la preocupación de que, hasta el momento, las medidas habían producido pocos 
resultados concretos. La carta exhortaba al gobierno a tomar medidas para llevar ante la justicia a 
los responsables de las violaciones de los derechos humanos y desmantelar las fuerzas paramilitares. 
En declaraciones orales a la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en febrero y 
su Subcomisión de Prevención de discriminación y Protección a las Minorías en agosto, Amnistía 
Internacional incluyó referencias a sus preocupaciones en Colombia sobre las "desapariciones" y la 
impunidad de organizaciones paramilitares que operan con el apoyo de miembros de las fuerzas 
armadas. 
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1993 
Al menos 1,000 personas fueron extrajudicialmente ejecutadas por las fuerzas armadas o grupos 
paramilitares operando con su apoyo o aquiescencia. Muchas de las víctimas habían sido torturadas 
antes de ser asesinadas. Homicidios al estilo "escuadrón de la muerte" de "indeseables sociales" en 
las zonas urbanas continuaron siendo reportados. Más de 100 personas "desaparecieron" después de 
la detención por las fuerzas de seguridad o los grupos paramilitares. En varios casos sanciones 
disciplinarias impusieron en el personal de la policía y del ejército por violaciones de derechos 
humanos, pero se informó poco progreso en las investigaciones judiciales. Varios cientos de 
personas fueron retenidas como rehenes por grupos armados de oposición, muchos más fueron 
asesinados deliberada y arbitrariamente. 
Las conversaciones de paz se reanudaron en marzo entre el gobierno y el cuerpo coordinador de los 
grupos armados de oposición, la Coordinado Nacional Guerrillera (CNC), en representación de las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC); el Ejército de Liberación Nacional (ELN); 
y una facción del Ejército Popular de Liberación (EPL). Las conversaciones se aplazaron en mayo y 
se suspendieron indefinidamente después de que los insurgentes lanzaron una gran ofensiva en la 
segunda mitad del año, resultando en fuertes bajas en ambos bandos. El gobierno respondió la 
ofensiva de la guerrilla al imponer en noviembre un estado de "conmoción interna" de 90 días y 
promulgar una serie de decretos de ley de emergencia, que incluyen limitaciones a la cobertura de 
los medios de las actividades de la guerrilla, penalizado el hecho de no pasar a las autoridades 
información sobre actividades insurgentes y facultar a las fuerzas armadas para llevar a cabo 
investigaciones y presentar cargos contra sospechosos civiles. 
Durante todo el año hubo intensas actividades de lucha contra la insurgencia en varias áreas del país, 
especialmente en la región central del Magdalena Medio y el departamento del Meta. En este 
contexto, las fuerzas del gobierno y los grupos paramilitares que operan bajo su control o con su 
apoyo fueron responsables de violaciones graves de los derechos humanos, incluidas la ejecución 
extrajudicial, la "desaparición" y la tortura de civiles no combatientes en zonas de conflicto. También 
cometieron graves abusos las FARC, el ELN y el EPL, quienes tenían cientos de rehenes y, en 
algunos casos, perpetraron homicidios deliberados y arbitrarios de civiles, incluidos rehenes. 
Al menos 1,000 personas fueron ejecutadas extrajudicialmente durante el año. Las víctimas de 
violaciones de los derechos humanos cometidas por las fuerzas del gobierno fueron principalmente 
campesinos en zonas de conflicto, pero incluyeron estudiantes, maestros, sindicalistas, miembros de 
asociaciones políticas legales de izquierda y defensores de derechos humanos. Los miembros 
principales de las organizaciones de derechos humanos fueron acusados públicamente por 
comandantes militares superiores de ser miembros de organizaciones guerrilleras o colaboradores. 
En algunos casos, las acusaciones fueron seguidas por ataques a sus vidas. Miembros del Comité 
Regional para la Defensa de los Derechos Humanos (CREDHOS) con base en el Magdalena Medio, 
fueron objetivos particulares. En enero la secretaria de CREDHOS Blanca Valero de Durán fue 
asesinada fuera de las oficinas del Comité en Barrancabermeja, departamento de Santander, por 
hombres armados en ropa civil. Según los informes, tres policías que presenciaron el ataque 
ignoraron sus gritos de socorro y no hicieron ningún intento de perseguir a los asaltantes. Durante 
los primeros meses del año CREDHOS protestó repetidamente por la escalada severa de abusos 
contra civiles por parte del ejército, la policía y las fuerzas paramilitares en la región del Magdalena 
Medio. Tras las declaraciones de comandantes militares locales en febrero acusando CREDHOS de 
tener vínculos con organizaciones guerrilleras, las amenazas de los paramilitares respaldados por el 
ejército contra los miembros de CREDHOS incrementaron. En junio, el trabajador de CREDHOS 
Julio Berrio fue asesinado por pistoleros no identificados. En julio, Lía Patricia Cortez, una 
estudiante que estaba trabajando en un proyecto educativo para CREDHOS, fue asesinada a tiros 
junto con los sindicalistas Parmenio Ruiz Suárez y René Tavera, por hombres armados no 
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identificados en un restaurante en Barrancabermeja. Sólo días antes, Parmenio Ruiz y otro 
sindicalista, Gustavo Chinchilla Jaimes, habían presentado una queja ante la Procuraduría Regional 
después de recibir amenazas de muerte. Gustavo Chinchilla fue secuestrado y asesinado en Bogotá 
en octubre mientras se preparaba para abandonar el país. Su cuerpo fue encontrado con signos de 
tortura. 
Oscar Elías López Muñoz, un abogado, fue asesinado en mayo en Santander de Quilichao, 
departamento del Cauca, por hombres armados no identificados. Oscar López trabajó como asesor 
jurídico del Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC). Él había recibido amenazas de muerte 
que creía que estaban conectadas a su representación de la comunidad indígena Páez, 20 de cuyos 
miembros fueron masacrados en diciembre de 1991. Los indígenas, que habían estado ocupando una 
propiedad llamada "El Nilo", cerca de Caloto, fueron atacados por unos 40 hombres fuertemente 
armados y encapuchados – algunos vestidos con uniformes militares – que irrumpieron en una 
construcción donde tenían una reunión. Entre los asesinados había cuatro niños. Antes de la matanza, 
los Páez habían hecho repetidas quejas oficiales sobre el acoso y amenazas por hombres armados 
que se cree que estaban actuando para un aspirante a dueño de la granja. Sin embargo, las autoridades 
no tomaron ninguna medida para investigar las denuncias ni para proteger a la comunidad. En marzo, 
el Procurador General anunció que en su oficina estaba investigando si los oficiales superiores de la 
policía del Cauca habían participado en la masacre. En noviembre, los abogados que se hicieron 
cargo del caso tras la muerte de Oscar López informaron haber recibido repetidas amenazas de 
muerte. 
Los miembros de la alianza política legal de izquierda Unión Patriótica (UP), continuaron siendo 
objetivos particulares de asesinatos políticos. Entre los asesinados se eligieron funcionarios del 
gobierno local: en Junio William Ocampo, recientemente elegido alcalde de El Castillo, en el 
departamento del Meta, la alcaldesa saliente María Mercedes Méndez, la tesorera municipal Rosa 
Peña Rodríguez, su marido Ernesto Serralde y su conductor Pedro Agudelo murieron cuando el 
automóvil en el que viajaban fue atacado con granadas de mano y metralletas, por hombres con 
uniformes militares en Caño Sibao cerca de El Catillo. Apenas unos días antes de la masacre, María 
Méndez había informado a la policía local y a las autoridades militares sobre la presencia de grupos 
paramilitares en la zona y habían pedido protección. En noviembre, su esposo, José Rodrigo Gómez 
Orozco, vicepresidente de la Asamblea departamental del Meta, fue asesinado por hombres armados 
no identificados. Un guardaespaldas oficial, asignado a él después del asesinato de su esposa, había 
sido retirado dos días antes. 
Según un informe oficial producido en octubre por el Defensor del Pueblo, la violencia política 
contra la UP está particularmente concentrada en las regiones donde reciben la mayor parte del apoyo 
electoral. El informe documenta 717 homicidios de miembros de la UP entre enero de 1985 y 
septiembre de 1992: en sólo cuatro casos los responsables han sido condenados. El Defensor del 
Pueblo concluyó: "Una de las formas más terribles de violencia que han sufrido los activistas de la 
UP han sido las masacres. Innumerables muertes, una completa falta de seguridad antes de los hechos 
– a pesar de ser 'preanunciados' en muchos casos – e irregularidades en las investigaciones, son 
factores que contribuyen a la impunidad en estos casos". 
Las fuerzas paramilitares, declarada ilegales por el gobierno en 1989, continuaron participando en 
operaciones de contrainsurgencia con las fuerzas armadas para reclutar civiles por la fuerza, 
incluyendo niños, y cometiendo violaciones generalizadas de los derechos humanos, incluyendo 
tortura, ejecución extrajudicial y "desaparición". Entre las áreas más severamente afectadas por los 
abusos paramilitares se encontraba el municipio de Carmen de Chucurí, departamento de Santander. 
En junio, Juan de Dios Gómez, un campesino de 70 años, murió cuando un grupo de hombres 
armados y encapuchados irrumpieron en su casa en la comunidad de Los Aljibes y le dispararon 
144 De la fatalidad natural a los derechos fundamentales en Colombia 
 
repetidas veces. Poco antes de su asesinato, Juan de Dios Gómez había denunciado abusos de 
paramilitares y del ejército contra la población civil en una declaración jurada ante los funcionarios 
de la oficina del Procurador General y en declaraciones a la prensa y la televisión. 
En noviembre, el delegado del Procurador para las Fuerzas Armadas interpuso cargos disciplinarios 
contra el jefe de inteligencia militar, General Carlos Gil Colorado, y otros seis oficiales del ejército. 
Fueron acusados de organizar, armar y conducir operaciones conjuntas con grupos paramilitares 
ilegales responsables por el asesinato de líderes comunales y sospechosos de ser simpatizantes de la 
guerrilla en el departamento de Santander. Sin embargo, los esfuerzos para retener a los miembros 
de grupos paramilitares en el departamento de Santander, penalmente responsables por violaciones 
de derechos humanos graves fueron obstruidos por personal del ejército. En marzo, un juez de orden 
público civil, acompañado por la policía judicial, trató hacer cumplir las órdenes de arresto contra 
26 personas implicadas en actividades paramilitares en Carmen de Chucurí, incluido el alcalde. 
Funcionarios locales y personal del ejército con base en el pueblo intervinieron y solo una persona 
fue arrestada. En junio, el alcalde se rindió a las autoridades. Miembros de otra organización 
paramilitar condenados a 30 años de presión en 1991 por una serie de masacres en la región de Urabá 
de Antioquia en 1988, seguían en libertad a fines de 1992 (véanse Amnesty International Reports 
1989 and 1992). 
Los asesinatos de "indeseables sociales" por "escuadrones de la muerte" respaldados por la policía 
en las principales ciudades y pueblos siguieron siendo reportados. Vagabundos (incluyendo niños), 
homosexuales y delincuentes menores, fueron muertos a tiros en las calles por la noche o fueron 
secuestrados y conducidos en automóviles sin identificación. Los cuerpos, que rara vez se 
identificaron, a menudo presentaban señales de tortura. Líderes comunales, estudiantes y jóvenes 
desempleados en barrios pobres que rodean las principales ciudades también fueron frecuentemente 
amenazados y asesinados por sombríos "escuadrones de la muerte". En julio hombres fuertemente 
armados entraron en el vecindario Juan Pablo II en Ciudad Bolívar en las afueras del sur de Bogotá 
y abrieron fuego contra un grupo de adolescentes que salían de una fiesta de cumpleaños: seis fueron 
asesinados. Rosabel Jiménez, la abuela de una de las víctimas, fue asesinada a tiros mientras 
intentaba detener a uno de los asesinos. Una gorra de policía fue encontrada debajo de su cuerpo. 
Se reportaron más de 100 "desapariciones". Gustavo Salgado Ramírez, biólogo y consultor de 
proyectos de la agencia de desarrollo francesa Terres des Hommes y un colaborador de la Liga 
Internacional de Mujeres por la Paz y la Libertad, fue visto por última vez en Bogotá el 4 de 
noviembre. Unos dos meses antes, un hombre que no había sido identificado lo había amenazado de 
muerte debido a sus actividades en favor de los derechos humanos. 
Dos miembros de la policía judicial fueron arrestados en septiembre en relación con la 
"desaparición" del abogado Alirio Pedraza Becerra en julio de 1990 (véase Amnesty International 
Report 1991). Su paradero sigue siendo desconocido. 
En varios casos, el Ministerio Público del Procurador General abrió investigaciones disciplinarias e 
imponen sanciones a los miembros del ejército y la policía por violaciones de derechos humanos. En 
agosto los cargos disciplinarios se presentaron contra cuatro oficiales de la Policía Metropolitana de 
Bogotá por su participación en la "desaparición", tortura y muerte del estudiante universitarios 
Álvaro Moreno Moreno en enero de 1991 (véase Amnesty International Report 1992). También en 
agosto, el Procurador General solicitó formalmente el despido de tres oficiales del ejército de las 
fuerzas armadas por las masacres de trabajadores de una plantación bananera en la región de Urabá 
en marzo de 1988. De acuerdo con la sentencia, uno de los tres oficiales del ejército, entonces 
comandante (desde que ascendió a teniente coronel), pagó las facturas del hotel por los agentes 
paramilitares que llevaron a cabo las masacres e identificó a 20 trabajadores de plantaciones que 
iban a ser asesinados como "sospechosos de guerrilleros". No se proporcionó información sobre 
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procedimientos penales contra los oficiales militares después de que el caso fue tomado por los 
tribunales militares en 1991. 
La corte judicial no llevó ante la justicia a los responsables de la gran mayoría de las violaciones de 
derechos humanos, aunque en casos excepcionales los jueces civiles hicieron un gran avance en sus 
investigaciones. En agosto, un juez civil ordenó el arresto de un ex alcalde de Arauca y un coronel 
del ejército implicado en el asesinato por parte de dos soldados del periodista Henry Rojas Monje en 
diciembre de 1991. Los abogados del coronel pidieron inmediatamente que el caso pasara al sistema 
de justicia militar. Los tribunales militares encargados de las violaciones de los derechos humanos 
por parte del personal del ejército se han negado persistentemente a llevar a los responsables ante la 
justicia y haber liberado rutinariamente al personal del ejército que se enfrenta a juicio. En marzo se 
hizo evidente que al menos uno de los soldados cuyo arresto había sido ordenado por un juez del 
tribunal militar en 1991 en conexión con la muerte de cinco miembros de la familia Palacios en 
agosto de 1991 (véase Amnesty International Report 1992) ya no estaba detenido. Fue arrestado 
nuevamente en marzo y acusado del asesinato, días después, de otras tres personas, incluida una 
mujer embarazada de 17 años, en Bogotá. 
Las víctimas de homicidios deliberados y arbitrarios cometidos por los grupos de oposición armada 
FARC, ELN y EPL, incluyeron personas sospechosas de ser informadores de las fuerzas armadas, 
delincuentes menores, miembros de grupos rivales y funcionarios del gobierno local que se cree que 
están colaborando con organizaciones paramilitares. Se creía que varios centenares de personas 
habían sido secuestradas y mantenidas como rehenes por organizaciones guerrilleras. Muchos, 
incluidos terratenientes, industriales y empresarios, fueron retenidos a cambio de un rescate. Varios 
rehenes fueron asesinados o murieron mientras estaban en cautiverio. Argelino Duran Quintero, un 
ex ministro de gabinete de 77 años, murió en marzo de un ataque al corazón mientras era rehén del 
EPL. Él había sido secuestrado en enero. Otros rehenes fueron capturados y retenidos con fines de 
propaganda o para obligar a los funcionarios del gobierno local a adoptar las políticas preferidas por 
los insurgentes. 
Amnistía Internacional instó reiteradamente al gobierno a garantizar investigaciones eficaces e 
imparciales sobre todas las ejecuciones extrajudiciales denunciadas, las "desapariciones" y los casos 
de tortura, y pidió que los responsables sean llevados ante la justicia. Se instó a al gobierno a 
desmantelar las fuerzas paramilitares y a adoptar medidas para asegurar que los monitores de 
derechos humanos y otros puedan llevar a cabo sus actividades legítimas sin temor a represalias. 
Amnistía Internacional investigó y expresó su preocupación por los abusos cometidos por los grupos 
armados de oposición. 
En comentarios orales a la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas en febrero y al 
Grupo de Trabajo sobre Poblaciones Indígenas de su Subcomisión de Prevención de la 
Discriminación y Protección de Minorías, en agosto, Amnistía Internacional incluyó una referencia 
a sus preocupaciones sobre las ejecuciones extrajudiciales, "desapariciones" y torturas cometidas por 
las fuerzas armadas y los grupos paramilitares en el curso de las operaciones de contrainsurgencia. 
En octubre, Amnistía Internacional publicó Human rights violations against the indigenous peoples 
of the Americas, que incluyeron preocupaciones en Colombia. 
 
1994 
Muchos cientos de personas fueron ejecutadas extrajudicialmente por las fuerzas armadas y sus 
agentes paramilitares. Más de 120 personas "desaparecieron" después de ser tomadas por las fuerzas 
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de seguridad o los grupos paramilitares. Los homicidios al estilo "Escuadrones de la muerte" de 
personas consideradas como "desechables" en zonas urbanas continuaron. Más de 1000 personas 
fueron juzgadas por presuntos delitos "terroristas"; algunos eran posibles prisioneros de conciencia. 
Algunos detenidos políticos fueron torturados o maltratados. Las fuerzas armadas continuaron 
evadiendo la responsabilidad por miles de ejecuciones extrajudiciales y "desapariciones" en los 
últimos años. Los grupos de oposición armados cometieron violaciones graves de los derechos 
humanos: varios cientos de personas fueron retenidas como rehenes y decenas más fueron asesinados 
de forma deliberada y arbitraria. 
En marzo se abrieron las negociaciones entre el gobierno y la Corriente de Renovación Socialista, 
un ala pequeña disidente del Ejército de Liberación Nacional (ELN), un grupo armado de oposición. 
El diálogo se interrumpió en septiembre después de que dos de los negociadores del grupo fueron 
asesinados por el ejército en circunstancias que sugerían que habían sido ejecutados 
extrajudicialmente. En diciembre se firmó un acuerdo para iniciar un proceso formal de paz. Las 
principales organizaciones guerrilleras restantes, incluyendo la fracción mayoritaria del ELN, las 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), y el Ejército Popular de Liberación (EPL), 
mantuvieron sus campañas de oposición armada durante todo el año. 
En junio, el Congreso aprobó una ley que regula los estados de emergencia. La ley permite que las 
fuerzas de seguridad lleven a cabo detenciones y allanamientos sin una orden y da poderes al 
gobierno para imponer la censura de prensa, restringir el derecho de huelga, redefinir los delitos, 
aumentar las sentencias y modificar los procedimientos penales. 
El estado de "conmoción interna" introducido en noviembre de 1992 fue levantado en agosto. Sin 
embargo, la mayoría de las medidas de emergencia se extendieron por otros 90 días. 
Muchas medidas introducidas por el gobierno bajo el estado de "conmoción interna" se incorporaron 
en un proyecto de ley de orden público presentado al Congreso para la conversión en una legislación 
permanente. El proyecto de ley, que otorga amplios poderes al gobierno para tratar asuntos de orden 
público, fue aprobado por el Congreso en diciembre. 
En noviembre, el Congreso aprobó un proyecto de ley destinado a penalizar a los responsables de 
"desapariciones" con sentencias de hasta 30 años de prisión. No se había convertido en ley antes de 
fin de año. 
Intensas actividades de contrainsurgencia continuaron en varias áreas del país, en particular la región 
central del Magdalena Medio y los departamentos de Cesar, Norte de Santander y Meta. Las fuerzas 
armadas y los grupos paramilitares que operan bajo su mando o con su apoyo, continúan cometiendo 
graves violaciones de los derechos humanos, incluidas torturas, ejecuciones extrajudiciales y 
"desapariciones". 
Los crecientes números de ejecuciones extrajudiciales y "desapariciones" se atribuyeron a las 
brigadas móviles de contrainsurgencia del ejército. En enero, varios hombres de San José del Tarra, 
departamento de Norte Santander, fueron detenidos por tropas de la Brigada Móvil No. 2. La mayoría 
fueron liberados después de unas horas bajo custodia, durante las cuales fueron torturados, pero 
cuatro detenidos – Ramón Villegas, Gustavo Coronel, Luis Alfonso Ascanio y Wilson Quintero – 
no fueron liberados. Los militares negaron haberlos detenido. Días después, el comisionado local de 
la Brigada Móvil entregó a la policía varios cuerpos de hombres que según él había sido "asesinados 
en combate". Tres fueron identificados como Gustavo Coronel, Wilson Quintero y Luis Alfonso 
Ascanio. Varios días después, Luis Ernesto Ascanio, de 15 años "desapareció" cuando regresaba a 
casa. En mayo su cuerpo se identificó entre 14 que fueron exhumados del cementerio en el pueblo 
cercano de Ocaña. Otro de los cuerpos exhumados se creía que era el de Ramón Villegas. 
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Los miembros de las organizaciones de derechos humanos fueron nuevamente amenazados y 
acusados públicamente por altos comandantes militares de vínculos con las organizaciones 
guerrilleras, aunque no se proporcionaron pruebas para respaldar los alegatos. El gobierno no tomó 
medidas para prevenir o castigar tales acusaciones, lo cual parecía claramente poner a las personas 
en peligro de sufrir violaciones de los derechos humanos. Miembros del Comité Regional de 
Derechos Humanos (CREDHOS) del Magdalena Medio fueron amenazados por los militares en julio 
después de que los abogados del comité denunciaron la tortura de presos políticos en poder del 
Batallón Nueva Granada del ejército en Barrancabermeja. 
En diciembre, Jesús Montoya, un abogado de derechos humanos, fue asesinado a tiros por hombres 
armados en Cali. Jesús Montoya trabajó con el Comité de Solidaridad con Presos Políticos (CSPP) 
y también representó a un grupo de sindicalistas que reclamaban una indemnización por su detención 
arbitraria y tortura por el ejército en 1990. Otra de los abogados de los sindicalistas, Alirio de Jesús 
Pedraza Becerra, "desapareció" en julio de 1990. Su paradero permanece desconocido (véanse 
Amnesty International Reports 1991 and 1993). 
Los miembros de los partidos políticos de izquierda legales continuaron siendo objetivo de los 
homicidios políticos. José Miller Chacón, un miembro del Comité Ejecutivo del Partido Comunista 
Colombiana (PCC), fue asesinado a tiros por hombres no identificados en Bogotá, la capital, en 
noviembre. En julio líderes del PCC y la Unión Patriótica (UP) se habían quejado al fiscal general 
acerca de lo que alegaron fue una operación militar para asesinar líderes de la UP y del PCC, incluido 
José Miller Chacón. Amnistía Internacional no sabía de ninguna investigación sobre la denuncia. 
La mayoría de las víctimas de ejecuciones extrajudiciales eran personas sin tienen conexiones 
políticas conocidas. En junio, las tropas unidas a la Brigada V del ejército irrumpieron en la casa de 
Marlene Varón Espinosa mientras dormía con sus tres hijos pequeños y un amigo. Los soldados 
supuestamente golpearon a muerte a Marlene Varón cuando ella no respondió preguntas sobre el 
paradero de presuntos guerrilleros. 
Los miembros de las comunidades indígenas continuaron siendo objetivos de las fuerzas 
gubernamentales y algunas organizaciones guerrilleras. En abril, soldados del Batallón La Popa del 
ejército persiguieron a tres hombres armados hacia la comunidad indígena Arsario de Maracaso en 
las montañas de la Sierra Nevada. Los soldados dispararon contra Gregorio Nieves y otros tres 
indígenas que estaban trabajando en el campo, hiriendo a Gregorio Nieves; luego le dispararon en la 
cabeza a quemarropa. Los otros tres indígenas fueron interrogados y torturados por los soldados 
antes de ser liberados. 
Las fuerzas paramilitares, declaradas ilegales por el gobierno en 1989, continuaron cometiendo 
amplias violaciones de los derechos humanos en varias áreas del país. Decenas de campesinos fueron 
amenazados de muerte, ejecutados extrajudicialmente o "desaparecidos" a manos del ejército y las 
fuerzas paramilitares en los municipios de Carmen y San Vicente de Chucurí en la región central del 
Magdalena Medio. En mayo, un autobús que viajaba entre El Carmen y San Vicente de Chucurí fue 
detenido en un control de carretera montado por las fuerzas paramilitares, quienes se apoderaron de 
Ramiro Pinto ladino, un granjero campesino. Su cadáver fue encontrado días después. 
Más de 120 personas "desaparecieron" mientras se encontraban en custodia de las fuerzas de 
seguridad o sus aliados paramilitares. En abril Delio Vargas, miembro de la UP y presidente de un 
grupo regional de derechos humanos, "desapareció" después de haber sido secuestrado en una calle 
en Villavicencio, departamento del Meta. Una investigación del Ministerio Público condujo a la 
detención del conductor del vehículo utilizado en el secuestro, que fue identificado como un sargento 
del ejército retirado trabajando para una unidad de inteligencia del ejército en Villavicencio. No se 
sabía que lo hubieran juzgado antes de fin de año. 
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La matanza de los denominados "desechables" por los "escuadrones de la muerte" con enlaces a la 
Policía Nacional continuó en muchas ciudades y pueblos. En septiembre, un alto funcionario del 
concejo en Cali acusó a la policía de asesinar a 12 jóvenes en un período de tres meses en un intento 
para socavar una iniciativa del Consejo de desarmar y rehabilitar a los miembros de los gremios 
juveniles de la calle. Posteriormente el funcionario recibió amenazas de muerte. 
En agosto aparecieron carteles en Bogotá invitando al público, en nombre de "industriales, tenderos 
y organizaciones cívicas", para asistir a los funerales de "delincuentes". Miguel Ángel Martínez, un 
poeta popular que vivía en las calles de Bogotá, fue asesinado a balazos por agentes de policía en 
septiembre. Aunque algunos de los agentes de policía fueron despedidos de servicio por su 
participación en los asesinatos de "limpieza social", poco se ha avanzado en llevar a los responsables 
ante la justicia. 
La legislación antiterrorista, ostensiblemente introducida para combatir los delitos de tráfico de 
drogas y fuerzas insurgentes, se utiliza cada vez más para reprimir la protesta social. En febrero, 13 
trabajadores de la empresa estatal de telecomunicaciones Telecom, fueron acusados de delitos 
terroristas en relación con una huelga en abril de 1992. En abril, tres más fueron acusados. En 
octubre, los trabajadores fueron liberados bajo fianza cuando la Corte de Apelaciones modificó los 
cargos de "terrorismo" a "interrupción de las telecomunicaciones", una ofensa bajo el código penal 
ordinario. 
Algunos detenidos políticos fueron torturados por las fuerzas de seguridad. Ramón Pérez Vargas fue 
detenido en noviembre con otros dos hombres en Cúcuta, departamento de norte de Santander, por 
personal del ejército. Los tres hombres fueron llevados a las afueras de Cúcuta donde fueron 
interrogados y torturados siendo golpeados en la cabeza y los testículos y casi ahogados en un canal 
de riego. Uno de los detenidos, Gerardo Liévano García, murió como resultado. Los oficiales 
militares negaron que los tres estuvieran detenidos. Ramón Pérez fue liberado sin cargos dos días 
después. 
En abril, el Procurador General informó que el Ministerio Público había recibido 2.618 denuncias 
de violaciones de derechos humanos por agentes estatales durante 1992, que afectaron a 3.099 
personas. Las denuncias abarcaron 74 masacres, 403 homicidios y 370 denuncias de "desapariciones 
". 
En algunos casos, las investigaciones llevaron a medidas disciplinarias. La oficina del Procurador 
General anunció en abril que un cabo del ejército, cuatro soldados y dos civiles están bajo 
investigación por la muerte de 17 personas quienes fueron obligados a bajar de un autobús y 
asesinados a tiros cerca de Los Uvos, municipio de Bolívar, departamento de Cauca, en abril de 
1991. Cuatro miembros de una patrulla de contrainsurgencia del Batallón José Hilario López habían 
confesado su participación en la masacre. 
Sin embargo, en otros casos, los implicados en violaciones graves de derechos humanos fueron 
exonerados a pesar de las fuertes pruebas de culpabilidad. En julio, el Procurador Delegado para los 
Derechos Humanos retiró los cargos contra dos oficiales de la policía, incluyendo el comandante de 
la policía local, implicados en el asesinato de 20 indígenas Páez en Caloto, departamento del Cauca, 
en diciembre de 1991. Testigos oculares habían testificado que un grupo de aproximadamente 18 
agentes de policía, entre ellos el comandante, había llevado a cabo la matanza, con un número de 
civiles armados. Rafael Barrios, un abogado que actúa para los familiares de las víctimas, recibió 
repetidas amenazas de muerte (véase Amnesty International Report 1993). 
En al menos un caso, la falencia del Ministerio Público de llevar ante la justicia a los responsables 
de violaciones de los derechos humanos provocó nuevos abusos. En abril, el Procurador General 
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anuló la decisión del Delegado de la Procuraduría ante las Fuerzas Armadas de buscar el 
derrocamiento de tres oficiales del ejército, incluido el Teniente Coronel Luis Felipe Becerra 
Bohórquez, por su participación en una serie de masacres en Urabá, departamento de Antioquia, en 
1988 (véanse Amnesty International Reports 1988, 1992 and 1993). En octubre, tropas del Batallón 
Palacé bajo el mando del Teniente Coronel Becerra mataron a 13 campesinos en la comunidad de El 
Bosque, municipio de Riofrío, departamento de Valle de Cauca. Testigos visuales dijeron que un 
grupo de 20 hombres armados y uniformados torturaron y mataron a tiros a siete miembros de la 
familia Ladino, cinco miembros de la familia Molina y a Hugo Cedeño. Las víctimas, cuyas edades 
oscilaban entre los 15 y los 75 años, incluían a cinco mujeres, una de las cuales, Carmen Emilia 
Ladino, era una monja gregoriana. El teniente coronel Becerra afirmó que las víctimas eran 
guerrilleros del ELN que murieron en un enfrentamiento con sus tropas. Está versión fue rápidamente 
desacreditada por los investigadores judiciales que establecieron que las víctimas eran campesinos 
desarmados. En noviembre, el gobierno anunció que el teniente coronel Becerra había sido expulsado 
del ejército. 
Los grupos armados de oposición fueron responsables de graves violaciones de los derechos 
humanos. En marzo, el ELN mató deliberadamente a Eustorgio Colmenares Baptista, director del 
periódico La Opinión en Cúcuta. En un comunicado, el ELN dijo que era responsable del asesinato 
y criticó la cobertura del periódico de acciones de contrainsurgencia. El ELN también admitió la 
responsabilidad del asesinato del senador del Partido Liberal Darío Londoño Cardona en Medellín 
en noviembre. El Senador Londoño había promovido el proyecto de ley de orden público del 
ejecutivo en el Congreso. Yesid Ducuara Villabon, un líder comunitario del Centro indígena Guaipá 
en Coyaima, departamento de Tolima, fue asesinado a tiros por las FARC en marzo. 
Guerrillas del EPL asesinaron a Javier Cirujano Arjona, párroco de San Jacinto en el departamento 
de Bolívar. El EPL dijo que habían matado al sacerdote por "colaborar con grupos paramilitares". El 
cuerpo del sacerdote fue descubierto en julio. Los antiguos miembros de una facción de la 
organización guerrillera EPL que se desmovilizó en 1991 y estableció un nuevo grupo político fueron 
objetivos particulares para el asesinato en la región de Urabá, departamento de Antioquia, al parecer 
como resultado de conflictos con la facción del EPL, que continuaba en la oposición armada. El 
dirigente sindical Jesús Alirio Guevara fue secuestrado y asesinado por guerrilleros del EPL en 
Apartadó, Urabá, en enero. El EPL afirmó que lo mataron porque tenía vínculos con la milicia civil 
acusada de una serie de masacres en la zona. 
Amnistía Internacional condenó los abusos cometidos por grupos armados de oposición, incluidos 
los homicidios deliberados y arbitrarios. 
Amnistía Internacional pidió reiteradamente al gobierno para garantizar investigaciones exhaustivas 
e imparciales sobre todos los reportes de ejecuciones extrajudiciales y "desapariciones" y los casos 
de tortura y pidió que los responsables fueran puestos a disposición judicial. Se continuó instando al 
gobierno para que desmantelara las fuerzas paramilitares y tomara medidas para asegurar que los 
monitores derechos humanos y otros fueran capaces de llevar a cabo sus actividades legítimas con 
seguridad. 
En declaraciones orales a la Comisión de Derechos Humanos de la ONU en marzo, a la Subcomisión 
de la ONU sobre la Prevención de la Discriminación y la protección de las minorías en agosto, y al 
Grupo de Trabajo de la Subcomisión sobre las poblaciones indígenas en julio, Amnistía Internacional 
incluyó una referencia a sus continuas preocupaciones sobre violaciones de los derechos humanos 
en Colombia. 
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Derechos, garantías y deberes fundamentales 
título III 
4-5-8-19-21 





Derecho de acceso al servicio público 3 
Integridad del derecho de propiedad privada y se 
sanciona el abuso de su ejercicio 
- 
Libertad, locomoción y residencia en territorio 
nacional y control de la densidad de pobalción en 
el Archipiélago de San Andrés 
- 
Reforma a la Constitución Política 9 
 
Transcripciones 
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Comisión segunda 
Ordenamiento territorial del Estado. Autonomía regional y local 
Presidente: Juan Gómez Martínez 
Vicepresidente: Lorenzo Muelas Hurtado 
 






Elección popular de jueces municipales - 
Proyectos de actos reformatorios que se ocupan de 
la elección popular de jueces municipales, jueces de 




Informe sobre servicios públicos - 
Carlos Fernando 
Giraldo Ángel 
Los recursos de las entidades territoriales 42-50 
Carlos Holmes 
Trujillo García 
Proyecto de articulado sobre municipios 11 
Eduardo Espinosa 
Faciolince 
La planeación y las entidades territoriales 4 
Región 2 
Eduardo Verano de 
la Rosa 
Comentarios y propuestas a la actual distribución 
de los recursos públicos entre las regiones 
colombianas informe-ponencia 
- 
Los recursos de las entidades territoriales 42-50 
Región como entidad territorial - 
Servicios públicos 5 
Gustavo Zafra 
Roldán 
Los departamentos - 
Ordenamiento territorial - 
Ponencias Artículo 33 Los departamentos - 
Héctor Pineda 
Salazar 




Bogotá Distrito Capital - 
La pobreza de las entidades territoriales Cuello de 
botella de la descentralización 
- 
Juan B. Fernández 
Renowitzky 
Región, recursos y planeación - 
Juan Gómez 
Martínez 





Pueblos indígenas y grupos étnicos 8-27-38 
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Orlando Fals Borda 
Ponencia general Provincias y asociaciones 
(rurales) de municipios 
- 
Pueblos indígenas y grupos étnicos 8-27-38 
 







El ámbito de acción de los funcionarios públicos y de 
los particulares 
- 
Proyecto de artículo constitucional sobre la buena fe 3 
Proyecto de artículo constitucional sobre protección del 
ambiente 
2 




Derechos de familia 4-6 
Derechos, garantías y deberes fundamentales título III 4-5-8-19-21 





La educación - 







Proyecto de acto reformatorio de la Constitución 




Disposiciones transitorias - 
Integridad del derecho de propiedad privada y se 
sanciona el abuso de su ejercicio 
- 
Reforma a la Constitución Política 9 








Verano de la 
Rosa 
Comisiones al exterior y auxilios parlamentarios - 
Derechos colectivos, medio ambiente y acciones 
populares 
5-12 
Derechos, libertades y deberes fundamentales 6-7-8-9-10 
El trabajo como valor fundamental 3 
Los derechos de la mujer 5-6 
Partidos políticos - 
Planeación económica y social y presupuesto - 
Poder electoral como rama independiente del poder 
público 
- 
Presidente y vicepresidente por mayoría absoluta - 
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Régimen económico y servicios públicos 3-18-20 
Régimen fiscal de las entidades territoriales - 








Comisión de Ordenamiento Territorial - 
Derechos, garantías y deberes fundamentales título III 4-5-8-19-21 




Proyecto de reforma constitucional - 
Juan Gómez 
Martínez 
Resumen de la exposición de motivos del Proyecto de 














Comisión de Ordenamiento Territorial - 
Derechos, garantías y deberes fundamentales título III 4-5-8-19-21 
Entidades territoriales - 
 
Transcripciones 
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Comisión tercera 
Gobierno y Congreso. Fuerza pública. Régimen de Estado de Sitio. Relaciones 
internacionales.  
Presidente: Alfredo Vázquez Carrizosa 
Vicepresidente: José Matías Ortiz Sarmiento 
 
Ponencias de los constituyentes 




Estructura, composición y funcionamiento de la Rama 
Legislativa del Poder Público 
- 
La función de control político del Congreso - 




La función legislativa 17-27 
Ponencia sobre conformación del Legislativo 
Congreso Unicameral 
4 







Estructura, composición y funcionamiento de la Rama 
Legislativa del Poder Público 
- 
Informe-ponencia para primer debate en Plenaria sobre 
revocatoria del mandato 
- 




Reforma del congreso la función pública legislativa y 
la participación ciudadana 
- 
Carlos 
Lleras de la 
Fuente 
Elección de presidente por el sistema de doble vuelta 





Del servidor público 6-15-21-22-31 
Designatura o vicepresidencia - 
Elección de presidente por el sistema de doble vuelta, 
período, calidades, posesión y no reelección 
22 
Estructura del Estado 15-17-18-46 




Estructura, composición y funcionamiento de la Rama 
Legislativa del Poder Público 
- 
Funciones del congreso, su funcionamiento y el 





El estado de sitio y la emergencia económica 8-9-10-11-15 





Estados de excepción y reforma del artículo 121 - 








Proyectos de Reforma Constitucional 




Derechos, garantías y deberes fundamentales título 
III 
4-5-8-19-21 




















Democratización y participación popular para una 
efectiva canalización de los anhelos y aspiraciones, 
hoy reclamados en forma violenta 
3 
La moral administrativa 3-4 
La planeación económica y social como 
instrumento jurídico 
4 
La satisfacción de las necesidades básicas para 
todos como fin esencial del Estado 
3 
Propuesta modificatoria del proyecto del Gobierno 
Nacional 
6-8-9 
Proyecto de acto reformatorio a la constitución 
vigente referente a los artículos 93, 99, 105, 106 y 
179 
- 




Derechos, garantías y deberes fundamentales título 
III 
4-5-8-19-21 
Disposiciones transitorias - 
Organización política administrativa de Bogotá - 






Una constitución funcional y participativa para la 
convivencia 
- 
Anexo B. Índice para el Archivo Nacional de la Constituyente de 1991 163 
 
Carlos Lleras 
de la Fuente 
Acto reformatorio por medio del cual se modifica 
el artículo 79 de la Constitución de 1886 
- 
Artículo nuevo al título III de la Constitución de 
1886 
4-5 
Disposiciones transitorias - 
Fabio Villa 
Rodríguez 
De la soberanía, el Estado, el territorio y el 
patrimonio 
2 
Del poder ejecutivo 6-7-11 
Derechos, garantías y deberes fundamentales título 
III 
4-5-8-19-21 
Reforma democrática de la educación 3-15 
Guillermo 
Plazas Alcid 
Problemas de la salud - 




Proyecto de acto reformatorio de la constitución 












Modernización de los partidos políticos, el sistema 





Disposiciones transitorias - 
Modificación de los artículos 40 y 188 y se autoriza 
la creación de los Notarios de Fé Pública 
- 
Regulación del Control fiscal - 




Circunscripciones electorales - 
Responsabilidades de los funcionarios públicos - 
Rosemberg 
Pabón Pabón 
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Comisión cuarta 
Administración de Justicia y Ministerio Público 
Presidente: Fernando Carrillo Flórez 
Vicepresidente: Jaime Fajardo Landaeta 
 
Ponencias de los constituyentes 
























Fiscalía General de la Nación informe de minoría 6 







Aplicación de los principios fundamentales del 
















Creación de los jueces de paz y reconocimiento de 
las jurisdicciones étnicas 
5-7-9-11-12-13 
De los principios rectores de la administración de 
justicia sustentación del movimiento Esperanza, 
Paz y Libertad 
7 
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Informe de minoría sobre la creación de una corte 
constitucional 
- 
Motivación de las disposiciones transitorias del 
proyecto integral para una nueva constitución 
- 
Proyectos de actos reformatorios que se ocupan de 
la elección popular de jueces municipales, jueces 






Consejo de Estado, Corte Suprema de Justicia y 
Control Jurisdiccional de Constitucionalidad 
15-18 




Ponencia sobre control de constitucionalidad, 




De la administración de justicia 21 





Consejo de Estado, Corte Suprema de Justicia y 
Control Jurisdiccional de Constitucionalidad 
15-18 
Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia y 
Consejo de Estado proposiciones divergentes 
4-6-7-15-18 
De la administración de justicia 21 
Ponencia sobre control de constitucionalidad, 
Corte Suprema de Justicia y Consejo de Estado 
2-5-13-14-17-23 
 
Proyectos de Reforma Constitucional 










Elección popular de jueces municipales y 





Principios y garantías fundamentales del 
sistema penal 
6 
Propuesta de estructura del sistema acusatorio 3-10 
Resumen de la exposición de motivos del 
Proyecto de articulado para una constitución 







Los recursos naturales - 






Proyecto de acto reformatorio Ministerio 
Público 
2-3-4-5-7-8-9-10 





Extradición de colombianos - 





Ampliación de la democracia 16-17-18-19-22-30 
Reforma a la administración de justicia, al 
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14-may (comisiones 
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Comisión quinta 
Asuntos económicos, sociales y ecológicos  
Presidente: Rodrigo Lloreda Caicedo 
Vicepresidente: Jaime Benítez Tobón 
 






Asociación sindical 1 




Finalidad social del estado seguridad social - 
Carlos Lemos 
Simmonds 
Servicios públicos - 
Carlos Rodado 
Noriega 
Hacienda pública y presupuesto - 









Derechos colectivos informe de ponencia 8-16 
Régimen económico articulado para votación 26 
Helena Herrán 
de Montoya 
Hacienda pública y presupuesto - 
Un sistema de planeación para Colombia - 
Ignacio Molina 
Giraldo 
Informe a la Asamblea Nacional Constituyente sobre 
la Banca Central 
- 
La Banca Central - 
Regulación financiera, crédito, deuda externa, 





Atención a disminuidos físicos, sensoriales y 
psíquicos 
- 
Derecho al crédito - 
Derechos colectivos - 
Derechos de la familia, el niño, el joven, la mujer y la 
tercera edad 
19-40 
Informe de ponencia de la educación y la cultura 5-9 
Medio ambiente y recursos naturales 9 
Propiedad - 
Régimen económico libertad de empresa, 
competencia económica, monopolios e intervención 
del estado 
- 






Hacienda pública y presupuesto - 




Un sistema de planeación para Colombia - 
Un sistema de planeación para Colombia-colectivo - 
Óscar Hoyos 
Naranjo 
Estado de emergencia económica, ecológica y social - 
Internacionalización de las relaciones económicas e 
integración supranacional 
- 




Atribuciones económicas del Congreso - 
Internacionalización de las relaciones económicas y 
sociales y organismos supranacionales 
- 
 






Modificación al régimen de hacienda pública - 
Participación ciudadana en la planeación del 
desarrollo económico y social 
- 
Prerrogativas miembros del congreso, asambleas y 
consejos 
- 




Derechos, garantías y deberes fundamentales título 
III 
4-5-8-19-21 
Disposiciones transitorias - 
Plan de alivio social - 





Artículo sustitutivo del 121 - 
Capítulo nuevo de la seguridad social - 
Funciones del congreso nacional - 
Principios y responsabilidades para el ejercicio de 
los empleos oficiales 
2 
Recursos naturales renovables y medio ambiente 3 
Título nuevo de los servicios públicos - 
Título nuevo del Distrito Especial de Bogotá - 
Carlos Ossa 
Escobar 
Derechos, garantías y deberes fundamentales título 
III 
4-5-8-19-21 
Proyecto de reforma parcial de la Constitución - 




Derechos, garantías y deberes fundamentales título 
III 
4-5-8-19-21 




Derechos sociales 5-6 
Guillermo Perry 
Rubio 
Comisiones al exterior y auxilios parlamentarios  
Derechos colectivos, medio ambiente y acciones 
populares 
5-12- 
Derechos, libertades y deberes fundamentales 2-6-7-8-9-10 
El trabajo como valor fundamental 3 
Los derechos de la mujer 5-6 
Partidos políticos - 
Planeación económica y social y presupuesto - 
Poder electoral como rama independiente del 
poder público 
- 
Presidente y vicepresidente por mayoría absoluta - 
Régimen económico y servicios públicos 3-18-20 
Régimen fiscal de las entidades territoriales - 
Reordenamiento territorial - 
Helena Herrán de 
Montoya 
Deberes de los colombianos 4 
Ignacio Molina 
Giraldo 
Prescripción, confiscación y notariado 3 
Proyecto de acto reformatorio de la constitución 
política de Colombia sobre ecología 
- 
Proyecto de reforma constitucional preámbulo 9-39 
Iván Marulanda 
Gómez 






Proyecto de acto reformatorio de la constitución 
política de Colombia 
7 
Régimen de administración de personal - 
Óscar Hoyos 
Naranjo 





Libertad de empresa e intervención del Estado - 
Reforma del congreso ejecutivo y regionalización - 
 
Transcripciones 










































15-may (Comisiones primera y quinta) 4-30-33-35-37 
15-may 48-70-83 
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Sesión plenaria 
Ponencias de los constituyentes 






Informe a la plenaria sobre habitantes 




La revocatoria del mandato 13 
Antonio 
Navarro Wolff 
Normas de excepción el estado de sitio y el 
estado de excepción, la emergencia 


























Estructura del estado y servidor público, 





Informe a la Asamblea Nacional 









Regulación financiera, crédito, deuda 





Fecha Página (PDF) 
05-feb 13 
06-feb - 
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Faltantes 
La siguiente lista señala los documentos que no se encuentra en el archivo de la biblioteca 
digital del Banco de la República. 






















Fiscalía General de la Nación: artículo transitorio 




Los principios de administración de justicia y de 
derecho penal 
Reforma constitucional: la fiscalía y la 





Reforma constitucional: Prescripción; 





Reforma constitucional: Prescripción; 
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